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La organización policial ha sido uno de los 
temas transversales más relevantes para el 
estudio y la comprensión de las socieda-
des contemporáneas. Estudiar la policía 
representa, en cierta medida, interesarse 

en la relación profunda que guarda cualquier sociedad 
con su gobierno. Al ser el primer referente de autoridad, 
los policías son el arquetipo del burocráta de la calle. En 
la actual crisis sanitaria, las policías del mundo están, 
junto con los equipos médicos, en la primera línea de 
batalla contra la pandemia, siendo el bastión principal 
en la implementación de estrategias de distanciamiento 
social, de contención y de restricción a las libertades 
individuales como las cuarentenas y los toques de 
queda. Ante este protagonismo, pensadores como Yuval 
Harari alertan sobre los usos perversos de la tecnología 
en la vigilancia de la población que pueden derivar en 
el advenimiento de Estados policiales. Paralelamente, 



Iztapalapa Revista de Ciencias Sociales y Humanidades6

núm. 90 · año 42 · enero-junio de 2021 · pp. 5-10

los excesos en el empleo de la fuerza por parte de policías, ocurridos en distintas 
ciudades del mundo desde Minéapolis hasta París, pasando por Tlajomulco, se 
han viralizado a través de Internet y han reforzado en la opinión pública los trazos 
negativos de la cultura policial: racismo, ostracismo, violencia y machismo. Así, en 
la coyuntura actual de crisis global, la organización policial se ubica en el centro 
de interés de los debates contemporáneos sobre el rol del Estado en la protección 
de sus ciudadanos, los límites de las libertades indiviudales frente a los protección 
de intereses colectivos y la tensión entre proteger la salud pública o la economía.

En nuestro país, las policías sintetizan las contradicciones presentes en la admi-
nistración pública en general. En ella es evidente el peso de la historia, las dinámicas 
y paradojas detrás de sus reformas administrativas así como los trazos principales de 
la cultura organizacional del sector público. Durante el periodo histórico posterior 
a la guerra de Independencia, la policía representó el brazo represor de un Estado 
construido por las élites que abrazaron las ideas de la Ilustración pero, al mismo 
tiempo, se preocuparon por mantener intactos sus privilegios y no dudaron en 
utilizar el aparato judicial [y policial] contra las antiguas castas (Buffington, 2000).

A través de la organización policial también es posible reconstituir las dinámi-
cas y los mecanismos contradictorios de los intentos modernizadores del aparato 
público. Como otros espacios de la administración pública, los modelos de gestión 
de moda en Europa o los Estados Unidos han sido trasplantados acríticamente en la 
organización policial. El uso del modelo francés en la policía de la Ciudad de México, 
a finales del siglo XIX, anunció el ingreso del país en el concierto de las naciones 
occidentales y sustentó el modelo de desarrollo del porfirismo que demandaba pri-
mero orden y después progreso (Rohlfes, 1983; Piccato, 2010). Ya para el inicio del 
siglo XXI, la aplicación de las recomendaciones de “cero tolerancia” y “ventanas rotas” 
del exalcalde de Nueva York, Rudolph Giuliani, se verían replicadas con objetivos 
similares en México, al buscar reducir la criminalidad y permitir el depegue de los 
proyectos inmobiliarios en el centro de la capital (Davis, 2007). Así, como toda 
reforma administrativa, los cambios en las políticas públicas dirigidas a reformar 
las policías han servido, entre otros objetivos, como mecanismos de legitimación 
del gobierno en turno (Brunsson, 2009). En la práctica, estas reformas muestran 
hacia el exterior el uso de los estándares más modernos para reorganizar la policía, 
pero sin que estas reformas hayan producido necesariamente cambios profundos 
en la organización policial de facto (Vega, 2019).

Por otro lado, el ethos de la organización policial también es útil para ilustrar 
algunos de los trazos más inquientantes de la cultura de la administración pública. El 
patrimonialismo, el compadrazgo, el amiguismo, el patronazgo han sido elementos 
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consustanciales a la organización policial y han resistido los embates racionalizadores 
de las sucesivas reformas introducidas en el sector. El mérito, la profesionalización 
y la impersonalidad de las reglas continúan siendo principios excepcionales en 
el funcionamiento cotidiano de los distintos cuerpos policiales. Entre los trazos 
profundos de la cultura policial se destaca la persistencia de grupos informales de 
interés o cofradías cuya membresía asegura a sus integrantes cierta protección y 
permiten, indiviual y grupalmente, avanzar en la jerarquía y expandir su influencia 
a lo largo y ancho de la organización policial (Alvarado, 2012). Como lo ilustran los 
trabajos de varios autores (Smith, 1979; Gilbert, 1986; Camp, 1999), la formación 
de grupos informales es un elemento común tanto en la esfera política como en la 
administrativa de la estructura gubernamental. La particularidad de los grupos de 
interés de la policía es su vinculo con prácticas corruptas y con el crimen organizado 
(Ríos, 1983; Arteaga et al., 1998; Astorga, 2005, Sabet, 2013).

Como podrá apreciar el lector, la organización policial, tema central de este 
número, se encuentra inmerso en una trama compleja de objetivos formales y agen-
das informales, modernidad versus tradición, prácticas lícitas e ílicitas. Los artículos 
incluidos despliegan distintas aproximaciones teorícas y metodológicas que buscan 
ampliar el conocimiento y la comprensión de la organización policial desde distintas 
perspectivas. 

Abre el número el trabajo de Arturo Alvarado y Sergio Padilla, en el que analiza 
el desempeño de las policías estatales, tema poco desarrollado por la literatura que 
ha concentrado su atención en el ámbito federal. Entre las contribuciones del estudio 
merece destacarse la propuesta de un índice que se presenta como una alternativa 
más integral al simple uso de la tasa de delitos como medición del desempeño poli-
cial. En efecto, con base en herramientas del análisis factorial, el artículo propone 
un índice de desarrollo institucional que restituye la importancia de las capacida-
des organizacionales al considerar la profesionalización, la coordinacion vertical 
estado-federación, la eficiencia financiera y la relación autoridad-ciudadanía como 
aspectos que inciden en la lucha contra la inseguridad. Los resultados obtenidos por 
la aplicación de este índice generarán, sin duda, un fuerte debate entre los tomadores 
de decisiones y abrirán nuevos senderos de investigación. 

En su turno, Alejandro Vega presenta un estudio de las relaciones policía-po-
blación en la Ciudad de México. El documento se interesa en la construcción de 
la confianza entre la policía y la población, tema sin precedentes en la literatura 
policial de nuestro país que ha sido más proclive a examinar el lado oscuro de estas 
relaciones. A partir de la aplicación de metodologías cualitativas de observación 
etnográfica, entrevistas semidirectivas y la sistematización de las interacciones de 
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un grupo de discusión por WhatsApp, el artículo se adentra en los claroscuros y 
las complejidades de estas relaciones. Entre las contribuciones del texto merece 
destacarse la distinción de prácticas de mutua cooperación y la incipiente forma- 
ción de relaciones de confianza a través de la intervención de brokers y el uso de 
aplicaciones electrónicas que sirven de lubricante en las relaciones y los intercambios 
desarrollados en un contexto institucional de baja confianza. 

Por su parte, José Manuel Heredia retoma la profesionalización de los cuerpos 
policiales desde la perspectiva de los municipios, la instancia de gobierno más cer-
cana a la población. El documento analiza, a partir de una detallada investigación 
documental, el uso de las transferencias financieras condicionadas para el fortale-
cimiento de las policias muncipales, y concluye que la sola asignación de recursos 
presupuestales no es suficiente para profesionalizar y generar un impacto en el 
combate a la criminalidad y la inseguridad. De acuerdo con el argumento central de 
este estudio, cualquier iniciativa que busque transformar el comportamiento de los 
actores a través de incentivos monetarios se enfrentará a simulaciones, al patronazgo 
político, a la presencia de un marco normativo caduco y a la resistencia al cambio de  
la cultura policial. Frente a estos obstáculos, el autor propone un cierto número  
de soluciones o buenas prácticas dirigidos a los tomadores de decisiones.

Cierra el número el artículo de Lucía Jasso y Carolina Jasso, cuyo tema central 
es la sousveillance, es decir, el uso de las tecnologías de vigilancia desde abajo para 
detectar y denunciar el abuso policial. Las autoras concluyen que la sistematización 
de videos que muestran el abuso policial y las ejecuciones arbitrarias en distintos 
países de América Latina ha significado una herramienta útil en la documentación 
del abuso y la letalidad policial en la región, y resaltan el papel destacado que han 
desempeñado las cámaras de video y los teléfonos inteligentes de la población para 
denunciar los excesos y la brutalidad policial; pero advierten también sobre los 
límites normativos e institucionales que han impedido que ese tipo de testimonios 
constituyan un medio válido de prueba. 

En suma, la colección de artículos contenidos en este dossier reconstituye algu-
nas de las prácticas, estructuras, relaciones, mitos y encrucijadas características  
de la organización policial contemporánea de México y nos atreveríamos a decir de 
América Latina en general. 
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Resumen
Este artículo examina las reformas efectuadas para mejorar las capacidades 
de las policías de las entidades federativas de México durante más de una 
década. Aunque varios estudios han analizado la capacidad del Estado 
nacional en materia de seguridad pública, conocemos poco el papel que 
han tenido los gobiernos estatales en la construcción de dicha política. 
Contribuimos al tema comparando la seguridad pública de los 32 estados 
proponiendo un índice de capacidades por medio de la técnica de factores 
principales, que integra siete variables que dan cuenta de cuatro procesos 
de construcción institucional: la cimentación de una policía profesional; la 
coordinación efectiva de los gobiernos estatales con el federal, el ejercicio del 
gasto en seguridad y la relación con los ciudadanos. Los resultados muestran 
un panorama muy diverso: existen gobiernos con capacidades limitadas y 
vulnerables, pero hay otros que han fortalecido sus policías y mejorado la 
percepción de la ciudadanía.
Palabras clave: fortaleza institucional, capacidad policial, gobernanza de 
la seguridad, seguridad pública, México.

Abstract
The article analyses the set of reforms implemented to improve capacities in 
state police organizations in Mexico on more than a decade. Several studies 
have examined national security capacity, but little is known related to the 
role of state governments in the development of an effective public security 
system. This work contributes to the knowledge with a comparative assess-
ment of state capacities. We build an index and apply a Principal Factor 
Analysis, with seven variables that account for four processes: Federal-state 
government relations, expenditure in security, the establishment of profes-
sional state police corps and an improvement on citizens’ approval. Results 
shows strong disparities among states to protect their citizens. Some are 
still weak and vulnerable while others have made improvements, strengthen 
their police organizations and enhance responses to citizens.
Key words: State Police, Capacity, Police Organization, Governors, Gover-
nance in Security, México.
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Introducción

El comportamiento de las policías mexicanas en el combate a los delitos y en el 
mantenimiento de un orden legal y legítimo se han convertido en una de las 
mayores preocupaciones de la sociedad y de las autoridades del Estado por 

más de dos décadas. Las autoridades federales y estatales han realizado numerosas 
reformas esperando mejorar el desempeño policial. No obstante las trasformacio-
nes, hay un claro desfase entre el crecimiento sostenido del crimen, las disímiles 
respuestas policiales y muchas consecuencias no previstas de los cambios. Por este 
motivo es pertinente preguntarse ¿cuál ha sido la eficacia de las reformas?, y ¿cuáles 
son los indicadores adecuados para medirla?

La literatura que estudia el tema no es concluyente sobre los logros o avances y 
una vertiente mayoritaria es claramente crítica de los programas al contrastarlos con 
el incremento de los delitos. Cierto es que continúan en aumento y que tampoco se 
han erradicado ni la corrupción ni los abusos policiales que motivaron los cambios, 
pero también muchos estudios coinciden en que la capacidad no puede medirse 
únicamente con base en la reducción de delitos (Stucky, 2005).

Acorde con lo anterior, nuestra propuesta consiste en una medición de las capa-
cidades de gobierno y policía, tomando en cuenta más variables que la eficacia en el 
combate a los delitos, el liderazgo en seguridad o el análisis de las tensiones entre 
políticos y operadores, porque estas no logran reflejar el impacto de las reformas 
para la ciudadanía. Medir la capacidad implica evaluar el ejercicio eficaz del gasto, 
la profesionalización policial y la percepción ciudadana respecto del desempeño de 
las policías y de la política de seguridad. Esta perspectiva trasciende los estudios 
sobre las reformas, a la vez que permite comparar a los 32 gobiernos estatales, lo 
cual abre la puerta a futuras investigaciones que tomen como referencia los hallaz-
gos que presentamos y que puedan responder preguntas más específicas sobre las 
fortalezas y debilidades de los gobiernos y de las policías para mejorar la seguridad 
de los ciudadanos.
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El artículo parte de una pregunta asociada con las capacidades de las policías de 
México: después de una década de reformas, ¿han adquirido las policías estatales1 
capacidades para implantar un orden legal y legítimo, para controlar, reducir o 
eliminar el abuso, la corrupción y la percepción de inseguridad en sus entidades? 
El análisis abarca aspectos normativos (un marco de funciones legales coherente, 
basado en un estado de derecho), coercitivos (un conjunto de fuerzas policiales 
con entrenamiento, articulación, así como poder de disuasión, de prevención y de 
fuego-punición) y de control territorial (soberanía territorial en su jurisdicción). 

Para responder a esta y otras interrogantes, el artículo se organiza de la siguiente 
manera: primero se aborda el contexto de las reformas policiales en México, poniendo 
énfasis en los sexenios de Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto; en segundo lugar, 
se desarrolla el marco analítico y las hipótesis derivadas de este; en tercer lugar, se 
expone la metodología que guía la investigación; en cuarto, se discuten los resultados 
del índice de capacidad estatal en seguridad pública y, por último, se presentan las 
conclusiones.

La literatura sobre las reformas policiales2

Una buena proporción de la literatura que investiga y fomenta el debate público 
sobre el comportamiento policial se centra en las acciones federales (o nacionales), 
y abunda en críticas al diseño, la implementación y el desempeño de las fuerzas 
federales (el Ejército, la Marina, las diversas policías federales y la Guardia Nacio-
nal), en sus errores –algunos evidentes–, pero no en sus logros (Benítez y Aguayo, 
2016; Aguayo y Dayán, 2018). Algunos trabajos ofrecen estudios sistemáticos de 
los programas, gracias a los cuales hemos entendido muchas de las limitaciones de 
la política pública nacional. Bailey (2014), por ejemplo, afirma que la respuesta del 
gobierno frente a los problemas ha sido inadecuada para implantar un orden legal. 
Amplio es el corpus dedicado al fracaso del combate a las organizaciones criminales 
(Correa-Cabrera, 2017; Maldonado, 2017; Durán, 2020); otros hablan de guerra y 

1 Nos referimos a las policías de las 32 entidades federativas bajo el mando de los gober-
nadores, que incluyen preventivas y ministeriales y pueden estar unificadas, coordinadas 
o tener otra denominación.

2 Por reforma entendemos una política explícita iniciada por una autoridad, o un conjun-
to de autoridades, que propone modificar el statu quo de ciertas reglas, estructuras, or-
ganizaciones, prácticas y procedimientos burocráticos. Sus causas no están en disputa, 
pero deben ser examinadas en términos de su factibilidad y de resultados estratégicos.
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de formas de actuación abusivas por parte de las autoridades (Silva et al., 2018; Silva 
y Padilla, 2020; Schedler, 2018). En todos los casos manifiestan cómo el crimen 
impactó a los gobiernos y sus policías al exhibir sus debilidades y contradicciones. 
Ofrecen evidencias de un descontrol de la seguridad y de un poder inexorable de  
las organizaciones criminales, que dominan territorios, subyugan poblaciones, doble-
gan o sobornan autoridades y policías en todos los niveles (Durán, 2020). 

Algunos argumentan que la presencia de la delincuencia organizada no basta 
para explicar las fallas de las policías y se concentran en los problemas propios 
del campo policial para analizar las reformas, las causas que las produjeron y sus 
resultados, por lo demás subóptimos (Sabet, 2012; Davis, 2006; LaRose y Maddan, 
2009). Hay quienes sostienen que las políticas reactivas de débil articulación en 
los estados indican la ineptitud de las policías locales y su consecuente proceso de 
centralización federal o su militarización en detrimento de los derechos humanos y  
las capacidades de los estados (Padilla, 2019; Moloeznik y Suárez, 2012; Morales  
y Pérez, 2015). Otros más argumentan la debilidad y corruptibilidad “inherente” de 
las policías locales (Davis, 2020; Causa en Común, 2018; México Evalúa, 2018) y, 
por supuesto, de sus directivos nacionales.

Varios autores han abundado sobre la implementación de los programas de 
policía comunitaria, vecinal, de proximidad o dedicada a la solución de problemas 
(Ungar, 2002; Suárez, 2011). Otros han examinado el tema de las capacidades de las 
políticas y de los actores estatales de seguridad (Arzt, 2006; Arroyo, 2006; Alvarado, 
2006; Guerrero, 2011; Suárez et al., 2011: 51-52; Sabet, 2012; Luna, 2014; Llanos et 
al. 2018). Algunos proponen que las reformas policiales deben estudiarse desde un 
modelo de análisis de las políticas públicas, mientras que otros parten de una visión 
sustentada en la seguridad ciudadana o en los modelos de policías comunitarias o de 
proximidad. En todos los casos continúan midiendo el éxito o fracaso de las reformas 
con parámetros parciales, o inconsistentes, que no explican el problema de operación 
policial dentro de organizaciones estatales complejas y multinivel. Con excepción 
de González (2019) y Lisón (2016), los trabajos dejan sin explicación las asimetrías 
y las complejas relaciones de poder entre la federación y los estados, que han sido 
parte de las luchas políticas y transformaciones de las instituciones de seguridad 
del Estado mexicano. Ahora bien, algunos han ensayado interpretaciones sobre las 
conductas inadecuadas o fallidas de las instituciones del Estado, pero hace falta una 
explicación teórica fundamentada. El enfoque comparativo de este artículo permite 
contextualizar mejor los estudios de caso citados.

Para justificar el estudio de las policías estatales en el proceso de reformas es 
pertinente considerar tres aspectos. En primer lugar, en materia de criminalidad, 
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la gran mayoría de los presuntos delitos registrados son del fuero común, clasifi-
cados de acuerdo con los códigos penales de cada entidad. En segundo lugar, 82% 
de las detenciones de presuntos delicuentes son efectuadas por policías estatales y 
municipales (las ministeriales arrestan 35%, las estatales 15% y las municipales 32% 
y, en mucho menor medida participa la federación con 18% [Enpol, 2016]). Esto 
corresponde con la distribución de fuerzas policiales, que suman 212 195 policías 
estatales y ministeriales, de un total de 362 000 elementos locales, incluyendo a las 
municipales, que no estudiamos en este trabajo. En tercer lugar, el gasto federal 
en seguridad es inmenso, pero casi nunca tomamos en cuenta que el gasto policial 
tiene un componente estatal más importante y constituye una variable estructural 
de capacidad (Sánchez, 2020; México Evalúa, 2011). Los presupuestos estatales son 
una manifestación de los esfuerzos y preferencias de los gobernadores para combatir 
el crimen. Sus fuentes son aportaciones estatales y subsidios federales.3 

Estos indicadores muestran que las entidades federativas desempeñan un papel 
central en materia de seguridad del país. No obstante, poco conocemos de sus 
capacidades efectivas y del impacto que han tenido más de 12 años de reformas, 
supuestamente para fortalecerlas. Necesitamos explicar cómo funcionan las poli-
cías estatales dentro del sistema de gobernanza del Estado en general, sus dilemas, 
conflictos y los retos que enfrentan en su acción. Esperamos aportar a la solución 
de este problema público.

Las reformas y el desenvolvimiento de las policías

Los procesos de reforma que nos interesa analizar son los implementados a partir 
de la presidencia de Felipe Calderón, la cual se ha estudiado desde la perspectiva 
de la militarización, pero poco se ha dicho sobre su proyecto de reforma policial. 
Durante su administración se rediseñó la Policía Federal y se creó un plan para 
el fortalecimiento de las policías locales (estatales y municipales) y dos fondos, el 
Subsidio para la Seguridad Municipal (Subsemun) y el Fondo de Aportaciones para 
la Seguridad Pública (FASP). La adopción de estas medidas marcó un parteaguas 
dentro de las políticas de seguridad a nivel nacional pues los estados y municipios 
comenzaron a recibir dinero de la federación para fortalecer sus policías.

3 Por ejemplo, entre 2013 y 2018 el gasto federal transferido a estados y municipios para 
seguridad sumó 34.5%. del presupuesto total federal para este rubro (Causa en Común, 
2018; ASF, 2018: 10; Guerrero, 2011: 265).
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Además de los subsidios, se implementaron tres políticas que delinearon el pro-
yecto de reforma policial. En primer lugar, se puso en marcha el programa de Policía 
Estatal Acreditable, por medio del cual se pretendía dotarlas de una estructura básica 
de operación que contemplaba la creación de tres unidades de investigación, análisis 
táctico y operaciones. En segundo lugar, se implementó un sistema de certificación 
policial (con control de confianza), el cual en la práctica resultó ser un filtro y un 
proceso de depuración constante para todas las corporaciones del país, que tuvo 
profundas repercusiones en sus estados de fuerza. En tercer lugar, se impulsó el 
esquema de Mando Único, una estrategia por medio de la cual se pretendía que las 
policías municipales fueran absorbidas y controladas por los mandos de las policías 
estatales para integrar 32 unidades.4 Esta última medida no logró implementarse 
a cabalidad, pero se mantiene vigente con distintos mecanismos de coordinación 
entre corporaciones estatales y municipales.

Lo que interesa destacar para los fines de esta investigación es que Felipe Calde-
rón propuso desde 2008 fortalecer las policías locales, principalmente las estatales. 
Los entonces gobernadores se comprometieron a implementar medidas, a crear 
centros de evaluación y control de confianza, a depurar sus policías y asignar más 
recursos.5 En concordancia con la literatura sobre las reformas (LaRose y Maddan, 
2009: 339, 341), las medidas adoptadas estaban dirigidas a establecer una línea 
de base, un estándar de lo que debería ser una policía estatal, un benchmarking 
sobre el desempeño policial, la calidad de las detenciones, eficientar el ejercicio del 
gasto, disminuir la corrupción y mejorar la confianza ciudadana. Calderón intentó 
infructuosamente que el Legislativo aprobara una ley que unificara las policías; al 
no conseguirlo procuró desplazarlo y negociar directamente con los gobernadores. 
Así, tomó la batuta para diseñar los indicadores y en sucesivos momentos trató de 
imponerlos o negociarlos con los gobernadores. 

La reforma y sus componentes pasaron a manos de Enrique Peña Nieto en 2012, 
quien continuó los esfuerzos por centralizar el manejo de las policías, impulsar 
un mando de policía único utilizando los subsidios federales como incentivo para 
lograrlo. También persistió en la conflictiva depuración de policías estatales y muni-
cipales, bajo los argumentos de incapacidad o de involucramiento con organizaciones 

4 Aunque este trabajo no analiza la policía municipal y se enfoca en las actividades de los 
gobiernos de los estados, las nombramos porque el acuerdo de Mando Único las invo-
lucra.

5 Acuerdo Nacional por la Seguridad, la Justicia y la Legalidad, Diario Oficial de la Fede-
ración (25/08/2008).
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criminales. Igualmente mantuvo al Ejército en seguridad pública, aunque disminuyó 
su involucramiento en varios estados (Silva y Padilla, 2020).

Este proceso creó una arena de acción política con una dinámica conflictiva, 
una pugna contra las policías, los estados y los municipios bajo distintos pretextos 
políticos (Sabet, 2012),6 que convirtió los acuerdos en instrumento de continua 
negociación entre la federación y los estados que, en su turno, ha generado cambios 
poco consistentes, transgresiones a las normas constitucionales, a los acuerdos de 
coordinación y a las competencias de cada sector, además de acrecentar las buro-
cracias locales.

Este periodo de cambios coincide con el incremento en la pluralidad política 
del país, con una mayor fragmentación o pulverización de las coaliciones políticas 
estatales (Sánchez, 2020) y, para complicar más el escenario, un número creciente de 
gobiernos estatales tuvo situaciones críticas como renuncias, solicitudes de licencia, 
acusaciones o procesos por delitos y/o pertenencia a organizaciones criminales, 
etc.7 Al mismo tiempo, las relaciones con el poder Ejecutivo federal cambiaron, 
creando mayor inestabilidad, asimetrías en los apoyos financieros y resistencias en 
la aceptación de los programas. Las recientes detenciones en los Estados Unidos 
de Genaro García Luna y del general Salvador Cienfuegos, altos mandos de segu-
ridad pública de gobiernos anteriores, muestran que el problema también ocurría 
en la cúpula de los regímenes políticos. Esta situación se expresa en dos formas: 
por una parte, la lentitud y contrariedad con la que se han puesto en operación los 
cambios y, por la otra, la respuesta de las organizaciones policiales que han buscado 
mantener o incrementar su autonomía frente a los vaivenes políticos, el descrédito 
y la desconfianza general.

6 Este trabajo concuerda con la idea de Sabet (2012: 215-217) de que las policías municipa-
les no tenían capacidad para enfrentar todos los problemas, pero unificarlas solo porque 
estaban fallando no resolvió la inseguridad. 

7 Entre 2006 y 2018, 16 gobernadores han sido acusados, juzgados y procesados por di-
versos crímenes, desde desvío de fondos hasta ser parte de organizaciones criminales 
(Alvarado, 2019). Por ejemplo, el gobernador de Michoacán Fausto Vallejo renunció 
a su cargo el 19 de junio de 2014 por acusaciones contra su gabinete por vínculos con 
organizaciones criminales. El exgobernador de Tamaulipas Eugenio Hernández fue 
detenido en octubre de 2017 por asociación con crimen organizado, entre otras cosas. 
Ángel Aguirre, de Guerrero, renunció el 23 de octubre de 2014 como consecuencia de la 
desaparición de 43 estudiantes de Ayotzinapa, en septiembre de 2012, en Iguala, Gue-
rrero.
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Las consecuencias de estos cambios no pueden ser más desfavorables. En varias 
regiones del país han ocurrido situaciones críticas de violencia y de ausencia de 
autoridad en materia de seguridad y de ejercicio de las leyes y el orden, por lo que 
la federación ha tenido que capturar y remplazar cuerpos enteros de policías muni-
cipales y estatales. Junto con estas intervenciones ocurre una larga, intermitente e 
inconsistente reorganización del “sector” seguridad, particularmente de las policías 
federales, estatales y municipales, por lo cual hoy existen más de 1 661 corporacio-
nes de seguridad pública federal (García, 2006), estatal y municipal, con modelos 
mixtos (mandos únicos, coordinados, policías estatales, policías o fuerzas especiales; 
policías de proximidad, comunitarias) que discrepan del proyecto de una policía 
estatal acreditable y certificada. Hay una reorganización de las funciones y de las 
jurisdicciones de las policías estatales, nuevas policías investigadoras y cambios o 
eliminación de las ministeriales.

Acorde con lo anterior, resulta indispensable un análisis que ayude a distinguir 
las capacidades desarrolladas por los gobiernos estatales en materia de seguridad 
pública durante dicho periodo. Para cumplir tal cometido proponemos un marco 
analítico más abarcador al de las investigaciones mencionadas, que fija la mirada en 
las entidades más que en la federación.

Propuesta analítica

Nos centramos en la noción de capacidad porque está asociada con el desempeño, la 
eficacia y la calidad de la acción en las organizaciones. Esto comprende la habilidad 
de formular políticas y ejecutarlas, de mantener un cuerpo civil permanente dedicado 
a consumar, monitorear y cumplir los programas. También está relacionada con la 
capacidad de ejercer las finanzas. Todo esto es parte del complejo organizacional 
de un Estado burocrático que administra la seguridad y el ejercicio de la coerción; 
incluye tanto a los actores dedicados al diseño y la implementación de las políticas 
como a los cuerpos de policías que las ponen en práctica.

Hay numerosas teorías sobre las policías, sus fortalezas, sus capacidades y dimen-
siones, sustentadas en las disciplinas sociales. Stucky (2005: 141) menciona tres 
enfoques o paradigmas: el de la elección pública, el del conflicto y el organizacional. 
El primero trata de explicar el modo en que funcionan las organizaciones. Propone 
que las decisiones de reformas y en general el diseño de políticas públicas deben 
seguir un proceso racional y comprehensivo, en el cual el problema que se busca 
resolver y las metas que se plantean deben estar claramente establecidos, igual que 
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las alternativas, de modo que las decisiones que tomen las autoridades sean las más 
eficientes.8 Este enfoque ha ido mejorándose, desde la primera formulación de polí-
ticas racionales adecuadas para los objetivos claramente planteados a los modelos 
críticos como el del “bote de basura”. 

En segundo lugar, las teorías del conflicto proponen que la fuerza policial res-
ponde a los conflictos generados por la competencia de grupos ciudadanos (sociales, 
de clase, raciales) con diferentes intereses y posibilidades de beneficiarse de la capta-
ción de ese bien público. Así, el control del crimen estaría asociado con la protección 
no solo de los ciudadanos, sino particularmente de ciertos grupos poderosos que 
imponen una visión dominante de los delitos. Todas las teorías toman en cuenta 
los delitos como un indicador de las respuestas, pero no como el único.9 

En tercer lugar está la literatura que propone que el comportamiento policial se 
explica por los imperativos organizacionales, que a su vez expresan la relación entre 
la forma de organización del Estado y las policías (Wilson, 1968).10

8 Según Aberbach y Christensen (2013: 4), este paradigma de decisiones racionales com-
prehensivas propone que las políticas deben diseñarse después de un análisis cuidadoso, 
que incluya un “cálculo racional” (Dahl y Lindblom, 1953), para resolver el problema, 
para rediseñar un sistema o implementar una política con éxito. Esto supone que tene-
mos una idea clara para medir cada etapa del proceso. Esta línea continuó con Simon 
(1957) y Cohen, March y Olsen (1972).

9 En la literatura referida hay un amplio debate sobre la relevancia de medir los avances 
solamente con base en los resultados en la reducción de delitos. Es metodológicamente 
muy difícil comprobar que efectivamente las acciones de un programa de un gobierno 
estatal y su policía son las que causaron la disminución de los delitos dentro de su te-
rritorio en un tiempo dado, porque están afectadas por el ambiente regional y nacional. 
No solo es un tema de eficacia (Llanos et al., 2018). Los expertos coinciden en que la 
capacidad debe medirse no solo por la reducción de los delitos, sino apoyándose en 
otros indicadores que muestran la multicausalidad. En nuestro trabajo, los indicadores 
utilizados son de desempeño y de percepción ciudadana, ya que esto centra la capacidad 
de las reformas para realizarse.

10 Wilson (1968) vincula la política local con la estructura de organización de la policía. 
En la misma vertiente están Stucky (2005:143) y Wilson y Boland (1978). Pero otros 
proponen diferentes explicaciones. Por ejemplo, Langworthy (1986), Maguire y Uchida 
(2000: 533) y Koper et al. (2001:32) sugieren que el tamaño de la policía está determi-
nado por causas internas. Otros proponen que el mejor predictor de su comportamien-
to es la fuerza inercial previa, medida por el número de elementos (Stucky, 2005: 141; 
Brandl, Chamlin y Frank, 1995; Chamlin y Langworthy, 1996).
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 En concordancia con estos enfoques organizacionales utilizados en los trabajos 
policiales, los estudios de políticas públicas proporcionan suficientes elementos para 
explicar los procesos de cambio y reformas. Además, nos permiten encuadrar la pre-
gunta de por qué ha sido tan difícil poner en práctica las reformas y por qué parecen 
no funcionar, pues no basta con demostrar que no sirven, es necesario entender las 
razones del fracaso y sus consecuencias. El primer modelo supone un sistema de 
jerarquías y un procedimiento de negociación de las decisiones entre los actores. 
Como lo mostraremos en el trabajo, las reformas policiales mexicanas carecen de 
dicha racionalidad económica, administrativa e instrumental, entre otras cosas por 
la vaguedad de las metas, las dificultades de negociación y la heterogeneidad de 
posturas entre los participantes.

En respuesta a los problemas del primer enfoque surgió una interpretación 
llamada “bote de basura” (Garbage Can Model de Cohen March y Olsen, 1972), que 
ofrece una explicación alternativa acerca de cómo funcionan las organizaciones, 
sobre todo en dos componentes: el proceso que lleva a las decisiones de reforma y el 
proceso de su implementación (y su negociación para aprobarlas y evitar bloqueos). 
Plantean que las preferencias no siempre son claras y consistentes, de manera que 
pareciera haber soluciones buscando problemas y no viceversa, porque: “… [las] 
preferencias [se manifiestan] a través de las acciones, antes que las acciones a tra-
vés de las preferencias” (Cohen, March y Olsen, 1972: 249. También Aberbach y 
Christensen, 2013: 3). 

Los procesos son confusos, a veces tienen errores y la participación es “fluc-
tuante”, ya que no todos invierten el mismo tiempo, esfuerzo y atención; a menudo 
cambian de preferencias o, incluso, de personas a cargo, que naturalmente tienen 
posturas y capacidades diferentes (Cohen, March y Olsen, 1972: 250). Esto lleva a 
que las decisiones de reforma no siempre cuenten con un claro compromiso y que la 
implementación esté sujeta a fluctuaciones y equívocos. En este sentido, es preciso 
explicar lo que ocurre cuando las metas no son claras ni han sido consensuadas 
con compromisos firmes en favor de la reforma, o cuando los autores no tienen la 
autoridad para hacerlas cumplir, como sería el caso de la Presidencia frente a los 
gobernadores. Otro problema es el mecanismo político administrativo para imple-
mentar los cambios.11 Además, es necesario tomar en cuenta otros aspectos, como 

11 Este modelo crítico explica parcialmente las reformas policiales. Parte de un statu quo de 
no hacer nada en la mayoría de las entidades (excepto el ex Distrito Federal y algunos 
municipios que antes de 2008 implantaron policías comunitarias o metropolitanas, con 
modelos de seguridad ciudadana, en Chihuahua, Guerrero o Jalisco), hacia un acuerdo 
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la capacidad de liderazgo, capacidad gerencial de los gobernadores, por ejemplo, para 
fijar la agenda (Kingdon y Sotano, 1984), temas normativos, políticos, contextuales 
y de temporalidad, pues hay un periodo de oportunidad limitado para realizar las 
reformas, que también constriñe la posibilidad de continuarlas y de emplear los 
recursos. Esto requiere considerar acertadamente los temas de mando y jerarquía 
dentro del régimen político (Dahl y Lindblom, 1953).

Frente a los debates y algunas insuficiencias de los primeros paradigmas surgió 
el tercer grupo de literatura que pone énfasis en los incentivos institucionales y la 
gobernanza (Ostrom, 2000, 2005; Polidano, 2000), la cual nos sirve para integrar 
los modelos precedentes porque propone que para explicar el comportamiento 
policial debemos incluir elementos de la propia organización, como también del 
contexto (que llama ambiente), de la cultura política local y la forma de gobierno. 
Este paradigma considera los arreglos institucionales y normativos del régimen 
político mexicano, las reglas de actuación en materia de seguridad, las condiciones 
políticas e institucionales con las que trabajan las policías estatales (los agentes) y 
sus jefes, los gobernadores.

Para incorporar estos modelos en nuestro análisis es necesario analizar (y espe-
cificar) el tipo de régimen político, que es el presidencial: un sistema que tiende a 
procesar de manera “lenta” las políticas, cuando no las paraliza o las obstruye, con 
momentos excepcionales de avances (Ostrom, 2005: 10), debido entre otras cosas a 
las jerarquías entre distintos órdenes de gobierno y a las diferencias entre los intereses 
y preferencias de los involucrados. Los actores con capacidad de influencia local son 
el presidente y el Sistema Nacional de Seguridad Pública (SNSP); este predomi-
nio del Ejecutivo se reproduce en las entidades federativas con diferente grado de 
intensidad con los gobernadores, en ocasiones los congresos locales, algunos grupos 
de poder, las policías y los distintos grupos criminales que operan. Es un juego de 
enorme competencia e inestabilidad.

Tomando en cuenta lo anterior, para este trabajo entenderemos por capacidad 
institucional el conjunto de componentes del Estado para ejercer el poder, junto 
con aquellos recursos destinados para ejecutar las políticas públicas. Respecto de 
la capacidad del sector público, incluimos los siguientes componentes: aspectos 

colectivo, que opera cambios con metas vagas y cambiantes y con técnicas poco discu-
tidas (entrenamiento, certificación, combate a la corrupción). Los procedimientos son 
confusos (las reglas de reforma hechas por la federación son inadecuadas, inaceptables o 
imposibles de realizar). En medio de esto los gobernadores buscan beneficiarse, además 
de intentar mostrar a sus ciudadanos que tienen control sobre la criminalidad.
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normativos,12 administrativos y políticos, esto es, la capacidad de la autoridad para 
crear políticas, ponerlas en marcha con recursos y operarlas eficientemente, es decir, 
hacerlas cumplir. Tanto Polidano (2000: 805) como Ostrom consideran que estas 
capacidades son condiciones facilitadoras. Y siguiendo la propuesta de Ostrom, la 
capacidad incluye la existencia de ciertos programas de reforma (leyes, convenios) 
y otros indicadores de desempeño (unificación, certificación, detenciones, actuación 
legal y legítima), de ejercicio y monitoreo del gasto. Así, las policías estatales y sus 
dirigentes serán considerados parte de la maquinaria permanente del gobierno para 
definir y ejecutar la política en seguridad.13

Por lo que se refiere a la actuación de las policías, proponemos que hay un 
conjunto de condiciones bajo las cuales operan en lo que Ostrom llama la “arena 
de acción” (2005: 6, 15). Comprenden los arreglos institucionales de los sistemas 
de seguridad federal y de las entidades federativas. A estos aspectos agregamos 
un argumento sobre las policías, que hace referencia a su capacidad de aislarse y 
crear autonomía, porque la policía se organiza primero que nada para garantizar 
su sobrevivencia en un ambiente político, social y criminal adverso, y luego cumplir 
sus tareas, como combatir los delitos (Alvarado, 2012) y tratar de salir del paso 
(Lindblom, 1959: 81).

¿Cómo se comportan los actores dentro del juego de la seguridad?14 La conducta 
de los políticos y de las policías es un problema de acción colectiva (Olson, 1965, en 
Ostrom, 2005: 24). En algunos casos las estrategias son cooperativas, con juegos 
de sumas positivas, mientras que en otros son de conflicto o juegos de suma cero. 
Cada actor tiene preferencias y un horizonte de opciones relacionadas con sus ciu-
dadanos, con el gobierno nacional y con el crimen. El juego incluye varias opciones, 
desde el compromiso completo con una política propia o alguna propuesta del 
Ejecutivo, hasta la oposición y resistencia a las políticas federales, el enfrentamiento 

12 En un contexto en el que se acostumbra que las normas en uso no siempre correspon-
dan con las formales, o que ambas operen simultáneamente.

13 Nuestro modelo cubre también los criterios de capacidad policial propuestos por la Or-
ganización de las Naciones Unidas: 1) profesionalismo e integridad (incluye comando y 
poder); 2) administración (recursos humanos y financieros); 3) marco legal y de políti-
cas; 4) mecanismos de rendición de cuentas y 5) involucramiento ciudadano (UN-POLI-
CE, 2017: 6). Esto es sinónimo de construcción institucional-estatal (ONU, 2017: 36).

14 Aquí de nueva cuenta es pertinente considerar algunos aspectos del modelo “bote de ba-
sura”, ya que los actores no tienen preferencias fijas, cambian con el tiempo. Hay ajustes 
en los costos del programa y las alternativas para llevarlo a cabo (Aberbach y Christen-
sen, 2013: 7-8). 
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o la complicidad criminal,15 pasando por distintas respuestas que cubren opciones 
de acuerdos parciales entre el presidente y los gobernadores, acciones oportunistas 
y de free riding.

Así, por ejemplo, para Sabet (2012) las reglas informales del presidencialismo 
y clientelismo se combinan con las normas constitucionales para producir incen-
tivos que sistemáticamente han socavado la profesionalización de la policía, pues 
entorpecen el desarrollo de un sistema de promoción basado en méritos, la institu-
cionalización de reformas y la rendición horizontal de cuentas.16

Para los gobernadores, las alternativas y los dilemas –cambiantes a lo largo 
del tiempo– serían: cooperar con recursos monetarios y humanos, o no hacerlo y 
esperar a que otros lo hagan y paguen el costo. Sin embargo, aquí hay una paradoja: 
a pesar de que la estrategia de utilizar los apoyos federales sin pagar los costos es 
aparentemente la más barata, los gobiernos tienen un gasto considerable, tanto que 
en ocasiones el presupuesto local es mayor que el subsidio federal. Todavía más, a 
pesar de que no es poco común un subejercicio del subsidio federal, a nivel local los 
gobiernos suelen gastar más de lo presupuestado (Sánchez, 2020:157, 158), lo cual 
es indicador de malas prácticas y baja institucionalidad.

En este sentido, de acuerdo con la literatura (Ostrom, 2005; Wilson, 2005; 
Stucky, 2005), sería de esperarse, en un contexto de cambios e innovación, que 
los gobernadores y sus policías interesados en construir capacidades invirtieran 
más recursos propios, se asociaran de manera condicional o total con la federación 
cumpliendo con sus directrices y procurando mejorar la satisfacción ciudadana y 
sus policías (dinero, equipo, entrenamiento, más empleos).17

15 Estas conductas han sido reiteradas a lo largo de una década. Véanse las acusaciones del 
secretario de Seguridad, Durazo, por la ausencia de varios gobernadores en las reunio-
nes del SNSP (Solís, 2019). 

16 De acuerdo con Sabet (2012) el propósito de los gobernadores de distinguirse de su 
predecesor produce un efecto de péndulo: una administración se enfoca en mejorar la 
calidad de la policía y otra intenta incrementar el número de elementos; una centraliza 
el mando y otra descentraliza o desarrolla un estilo militar de fuerza y la otra aboga 
por una fuerza orientada a la comunidad. Así ocurrió en Jalisco entre los gobiernos de 
Aristóteles Sandoval y Enrique Alfaro.

17 Por su parte, el recurso decisivo con que cuentan las policías (el agente) para aceptar o 
rechazar un cambio es su control del ejercicio de la coerción. Los políticos saben que 
es mejor no permitir su veto, simulación o enfrentamiento. Además, sería de esperarse, 
si las policías son propensas al riesgo, que tiendan a enfrentar activamente los retos de 
la delincuencia; pero en caso contrario tenderán a reducirlos y a buscar mecanismos de 
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Dos temas adicionales deben ser tomados en cuenta en las reformas policiales. 
Autores como Christensen et al. (2017) y Sirnes y Lægreid (2019) han analizado las 
reformas de las policías noruegas en años recientes y encontraron que la perspec-
tiva estructural e institucional en los procesos de reforma no son suficientes para 
explicarlas. Sus investigaciones coinciden en que factores culturales, la configura-
ción de la agenda, el cambio de atención y los factores situacionales, así como el 
path dependency, son más importantes en la reforma. Por su parte Sirnes y Lægreid 
(2019) subrayan la falta de colaboración política para la instauración de medidas de 
seguridad, porque hay guerras territoriales entre áreas ministeriales con respecto a 
competencias y responsabilidades. Las organizaciones prefieren coordinar que ser 
coordinadas y en caso de no lograr imponerse desarrollan un esquema de coordi-
nación negativa.

Para el caso de México es importante tomar en cuenta que el path dependency 
ha sido depender de la federación debido al centralismo y al escaso desarrollo de las 
instituciones locales; sin embargo, las cuestiones contextuales y coyunturales que han 
desatado la violencia, así como la tendencia a la politización de los temas de segu-
ridad han propiciado que algunos gobiernos estatales se vuelvan más protagónicos. 

Hipótesis

De acuerdo con la literatura, no hay una única dimensión que explique la creación 
de capacidades, pues estas son resultado de muchos factores. En este sentido, se 
proponen tres hipótesis que los agrupan:

Hipótesis 1: sobre el gasto estatal en seguridad. Hay una relación positiva entre 
el aumento del gasto y la creación de capacidad. Las preferencias de los actores por 
construir mejores políticas se revelan en la formulación y el ejercicio del gasto público 
local y, como complemento, el aprovechamiento del subsidio federal. Cuando una 
entidad conviene el apoyo federal y acepta las reglas y los programas, está adqui-
riendo capacidades administrativas y técnicas para el ejercicio de los recursos, ya sea 
por la vía de crearlas o de importar las federales. Sería de esperarse, si la generación 
de capacidades está determinada por las preferencias de los gobernadores, que un 
aumento claro del gasto local exprese su preferencia por estimularlas. La acción está 

protección (no hacer nada, acomodarse, involucrarse con organizaciones ilícitas, lo cual 
además genera rentas). Todo esto podría llevar no solo al colapso de una reforma, sino 
a medidas de acomodo, simulación y otros resultados indeseables de la política pública.
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positivamente asociada con las demandas ciudadanas por tener mejor seguridad. 
En algunas entidades el gasto se relaciona con una burocracia capaz de definir un 
programa, establecer metas y ejecutarlas. Es de esperarse también que estas inicia-
tivas cuenten con el apoyo de las policías, aun si es condicionado.

Por lo tanto, podemos hipotetizar que un mayor gasto local generaría mayor 
capacidad, mayor interés político-institucional y una preferencia por responder a la 
demanda ciudadana de mejorar la seguridad y resolver la criminalidad. Ese interés 
político institucional también se debería traducir en un estado de fuerza suficiente 
y en una mayor percepción de seguridad por parte de los ciudadanos.

Hipótesis 2: sobre el papel de los gobernadores en el fortalecimiento institucional 
y las relaciones entre los diferentes órdenes de gobierno, derivados de los enfoques 
organizacionales sobre el liderazgo, la gerencia, la jerarquía y las capacidades de 
negociación. Esta hipótesis postula que los gobernadores tienen la opción de seguir 
los directrices de la federación para fortalecer sus instituciones (capacitar a su poli-
cía, entre otras cosas), mientras que la opción contraria es decidir no fortalecer su 
policía y esperar a que la federación resuelva el problema mediante la intervención 
de la policía federal y las fuerzas armadas (en otras palabras, ser un free rider y 
esperar el rescate).

Hay un segundo componente de esta hipótesis sobre fortaleza de los gober-
nadores, que consiste en su capacidad de implantar el acuerdo de mando único. 
Los gobernadores más capaces serían aquellos que lograran mayor cantidad de 
acuerdos con sus municipios. El paradigma organizacional propone que los actores 
de la jerarquía del sistema pueden hacer cumplir las propuestas cuando establecen 
medidas eficaces de negociación con los municipios.18

La tercera hipótesis se refiere al desarrollo de capacidades policiales específi-
cas, que puede medirse de diferentes formas. Avanzamos en una propuesta que 
mejora los indicadores tradicionales de actuación, como las detenciones, el tiempo 
de respuesta, las multas, entre otros.19 Nos interesa examinar indicadores integrales 
que reflejen algunos cambios en las prácticas policiales, orientados al respeto a la 

18 Es necesario reiterar que el trabajo no analiza los municipios, sino solamente las ac-
tividades de los gobiernos de los estados. El mando único es un acuerdo paralelo que 
explica la capacidad de liderazgo y gestión de los gobernadores.

19 Todas las policías acatan las medidas, pero eso no indica que cumplan sus objetivos ni 
que respeten la ley. Los indicadores tradicionales no rinden cuentas a la comunidad en 
temas de control de la corrupción, impunidad, abusos de autoridad, tortura, desorden 
público ni uso ilegítimo de la fuerza. Ignoran la reducción del miedo y la satisfacción 
ciudadana. 
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ley y al “debido proceso”, tales como la calidad de las detenciones, la reducción de 
la corrupción y la rendición de cuentas a la ciudadanía, esto es, a la construcción 
de confianza. Una policía que acepta cambiar y fortalecerse tenderá a actuar con 
apego a protocolos basados en derechos humanos para las detenciones, puestas a 
disposición, investigación, profesionalización, certificación y evaluación.

Buscamos medir la capacidad de los gobiernos para construir policías profe-
sionales, entendidas como aquellas con un estado de fuerza suficiente, cercano al 
óptimo de la ONU (Muedano, 2018; ONU, 2017): una policía que actúe con apego al 
estado de derecho y que cumpla las expectativas de la ciudadanía. Así que mientras 
más alto aparezcan las policías en estos indicadores, mayor capacidad muestran los 
gobiernos para construir policías profesionales.

Es importante precisar que cada hipótesis tiene diferentes variables y en cada 
una habrá un grupo de estados que las cumpla y otros que no. Sin embargo, más 
allá de las tendencias que se observen en cada variable, la intención principal del 
artículo es presentar una propuesta de medición que permita conjuntarlas y mos-
trar el avance de las capacidades de los gobiernos y las policías estatales de manera 
comparativa, así como clasificar las entidades de acuerdo con su grado de avance. 
Veamos la metodología.

Método

Para analizar la capacidad para desplegar una política de seguridad pública por parte 
de los gobiernos estatales creamos una base de datos construyendo siete variables (y 
nueve indicadores) de distintas fuentes que son las más adecuadas o proxys de los 
procesos que se discutieron en los apartados anteriores.20 Cada variable está asociada 

20 Las fuentes de la base de datos son las siguientes: el Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública proporcionó los datos correspondientes al estado de 
fuerza de las policías. El gasto en seguridad de los estados proviene de los presupues-
tos de egresos de los 32 estados publicados en sus respectivos periódicos oficiales de 
los años seleccionados. Se consideraron variables de dos encuestas del Instituto Na-
cional de Geografía y Estadística (INEGI), de la Encuesta Nacional de Victimización y 
Percepción de la Seguridad Pública (Envipe) la cual se aplica a ciudadanos mexicanos. 
También se tomaron algunas variables de la Encuesta Nacional de Población Privada 
de la Libertad (ENPOL), que se aplica a personas que están en la cárcel. Finalmente se 
considero el Índice de Desarrollo Policial creado por la asociación civil Causa en co-
mún, Indepol 2017, que puede consultarse en: <https://causaencomun.org.mx/beta/
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con alguna de las hipótesis planteadas en el apartado anterior. Pero hay que hacer 
énfasis en que es el conjunto de las variables el que da cuenta de las capacidades 
estatales. El índice se construyó mediante análisis factorial, utilizando la técnica de 
factores principales, el cual nos permite clasificar los estados tomando en cuenta 
cada una de las dimensiones de las que informan las variables agrupadas para cada 
una de las hipótesis. 

De acuerdo con Urbina y Bárcena (2019: 53), el método de factores o componen-
tes principales parte de un modelo hipotético en el que se asume que un determinado 
número de factores, mucho más pequeño que el número de variables en escrutinio, 
son responsables de las correlaciones observadas. En ese sentido, asumimos que 
todas las variables propuestas informan de las diferentes dimensiones de la capaci-
dad de los estados para desplegar una política de seguridad pública. No obstante, el 
peso de cada una de esas dimensiones no es el mismo. En consecuencia, la técnica 
de análisis factorial por factores principales permitirá ponderar cada uno de los 
componentes del índice de acuerdo con las correlaciones existentes entre variables, 
y de esta manera obtendremos una medida más precisa y confiable.

Cuadro 1: 
Hipótesis, variables e indicadores para el estudio de las capacidades 

en seguridad pública de los gobiernos estatales.

Hipótesis Variables Indicadores

Gasto en seguridad 
(autonomía) 

Gasto en  
seguridad 

% del gasto en seguridad respecto del gasto 
total estatal para 2016 (SENSPSP).

Percepción  
de seguridad

% de personas que consideran su entidad segura 
y muy segura (ENVIPE, 2016).

Estado de 
fuerza 

Tasa de policía por mil habitantes para 2016 
(SESNSP). De acuerdo con la ONU, el óptimo 
es 1.8

Relación gobierno 
federal-gobierno 
estatal

Cumplimiento 
de acuerdos 
del SNSP 

Calificación otorgada a la entidad de acuerdo 
con el Índice de Desarrollo Policial de Causa 
en Común (Indepol 2017).*

indepol-indice-de-desarrollo-policial/>.
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Hipótesis Variables Indicadores

Desarrollo de 
policías profesionales 

Desempeño 
policial 

% de detenidos en flagrancia o con orden de 
aprehensión (ENPOL-INEGI, 2016)

% de detenidos que manifestaron que la policía 
se identificó y explicó la razón del arresto 
(ENPOL-INEGI,2016)

% de personas que consideran el desempeño 
de la policía estatal como bueno y muy bueno 
(ENVIPE -INEGI, 2016)

Corrupción 
% de personas que consideran que su policía 
es poco y nada corrupta (ENVIPE-INEGI, 2016)

Confianza 
% de personas que confían mucho y algo en su 
policía (ENVIPE-INEGI, 2016)

Fuente: elaboración de los autores con base en Indepol, 2017. 
*El índice de desarrollo policial Indepol verifica cómo están las policías estatales y federal 
en función de lo que establece la ley respecto al desarrollo policial.

Los indicadores con los cuales se trabajó permiten realizar una medición para 2016, 
debido a la dificultad de construir series de tiempo para cada uno de los indicadores. 
Tomando en cuenta lo expuesto, el análisis de las capacidades estatales para ese año 
tiene ventajas y desventajas. Por un lado, permite comparar a los 32 estados casi 
una década después de que se introdujeran las reformas a las policías estatales. El 
hecho de que Peña Nieto no haya realizado grandes cambios a los planes de reforma 
vuelve menos problemática esta medición. Por otro lado, analizar tan solo un año 
no permite evaluar fluctuaciones anuales en los indicadores que posibiliten una 
discusión mucho más compleja. No obstante, como se ha venido argumentando, esta 
propuesta representa un primer paso para comenzar un análisis comparativo a nivel 
estatal de las reformas que tome en consideración la percepción de la ciudadanía. 

Resultados

Por cuestiones de extensión, nos concentraremos en los resultados que integran el 
índice en el cuadro. Para cada indicador se calculó el promedio nacional y de esta 
forma fue posible identificar los estados que estaban por debajo y por arriba de la 
media, y evaluar su relación con las hipótesis planteadas. Para cada indicador se 
destacó la entidad que obtuvo el valor más alto (con negritas y subrayado), la que 
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obtuvo el valor más bajo (fondo negro y letras blancas) y aquellas cuyos valores estu-
vieron por encima de la media (recuadro en gris), es decir, todas las que obtuvieron 
un resultado que permite hablar del desarrollo de esa capacidad. Los resultados 
fueron los siguientes:

Cuadro 2
Concentrado de los resultados por indicador
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Aguascalientes 2.93 0.54 3 49 50 34 65 70 41
Baja California 1.27 0.47 2 78 38 26 61 44 26
Baja California Sur 3.26 0.94 2 44 52 40 62 57 37
Campeche 2.86 1.51 3 62 55 29 66 59 32
Chiapas 2.30 1.42 3 50 36 23 61 54 33
Chihuahua 2.23 1.34 2 55 69 50 62 51 29
Ciudad de México 9.25 10.02 2 69 65 46 36 35 14
Coahuila 2.40 0.63 3 50 33 26 64 61 35
Colima 3.79 1.24 16 62 62 29 51 60 39
Durango 1.85 0.56 3 57 41 38 48 49 33
Estado de México 3.73 1.19 1 48 51 27 46 39 17
Guanajuato 2.68 0.40 2 59 37 25 63 67 39
Guerrero 3.81 1.69 1 68 57 30 57 50 29
Hidalgo 3.18 1.03 3 55 54 26 65 62 30
Jalisco 5.08 0.82 2 64 62 32 64 67 35
Michoacán 3.77 1.06 2 67 54 26 59 54 33
Morelos 3.01 1.20 1 77 39 19 45 36 18
Nayarit 3.91 1.17 3 44 45 27 65 67 37
Nuevo León 4.39 1.09 2 63 61 29 72 72 49
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Oaxaca 4.19 1.73 2 48 57 33 67 56 26
Puebla 3.29 1.15 2 75 68 35 60 50 28
Querétaro 1.71 0.46 3 63 64 34 66 62 32
Quintana Roo 1.92 1.07 2 54 67 38 57 50 21
San Luis Potosí 3.71 1.33 3 64 55 34 52 52 29
Sinaloa 6.74 0.71 3 58 72 52 58 57 28
Sonora 3.85 0.41 2 45 55 35 60 56 34
Tabasco 4.35 2.23 2 65 51 35 54 45 22
Tamaulipas 4.29 1.15 2 62 61 37 54 52 37
Tlaxcala 3.75 1.27 3 46 70 27 59 52 23
Veracruz 7.85 1.47 2 69 37 21 47 44 30
Yucatán 3.60 2.05 4 55 46 32 74 72 35
Zacatecas 2.46 0.78 2 50 64 39 65 61 42

Fuente: Elaboración por parte de los autores con base en las fuentes señaladas para cada 
indicador en el cuadro 1.

Descripción sistemática de los resultados para las variables y 
los indicadores

Comencemos con el gasto en seguridad. En promedio los estados destinan 3.65% 
del presupuesto disponible anualmente a la seguridad pública. El estado con mayor 
gasto fue la Ciudad de México con 9.25% (aunque debemos tomar en cuenta que 
debido a su importancia por ser capital y a su densidad poblacional, su presupuesto 
y estado de fuerza son mucho mayores que el resto). En segundo lugar se ubicó 
Veracruz, con 7.8%, y posteriormente otras 14 entidades se colocaron por encima 
de la media. En el polo opuesto figuran Baja California (1.27%), Querétaro (1.71%) 
y Durango (1.85%), con el menor gasto destinado a seguridad.

Para complementar la importancia del gasto, mostramos su despliegue en el 
periodo en que ocurrió la reforma. 
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Gráfica 1
Evolución porcentual del gasto en seguridad estatal, 2006, 2009, 2016

Estados que disminuyen el gasto y estados que lo incrementan

Fuente: Elaboración propia con base en los presupuestos de egresos publicados en los 32 
periódicos oficiales de cada entidad.

La gráfica muestra la evolución relativa del presupuesto estatal dedicado a seguridad, 
como proporción del presupuesto total de cada entidad. Como sería de esperarse, 
algunos estados incrementaron su gasto mientras que otros lo disminuyeron en los 
dos periodos. El primer momento es 2006 –antes del inicio de las reformas policia-
les– y llega hasta 2016; el segundo se limita al lapso 2009-2016 y está relacionado 
con el acuerdo nacional de 2008 en el que los estados pactaron el incremento de 
recursos. Diez entidades redujeron su gasto porcentual y el resto lo aumentaron, 
pero ya lo venían incrementado desde 2006. Además, el saldo promedio del periodo 
es negativo. Esto muestra que las entidades federativas respondieron de manera 
diferente a las propuestas de reforma.

Con respecto al estado de fuerza, las policías muestran déficits importantes 
(tercera columna de izquierda a derecha del cuadro 2). El promedio nacional es 
de 1.3 policías por cada mil habitantes, y de acuerdo con la ONU tendría que ser de 
1.8. Una de las posibles causas de estados de fuerza reducidos son los exámenes de 
control de confianza, los cuales propiciaron filtros más estrictos de ingreso a las 
corporaciones y una depuración constante de los activos, producto de los reproba-
dos en dicha prueba. La entidad con el estado de fuerza más grande es la Ciudad 
de México con una tasa de diez policías por cada mil habitantes. La capital del país 
se muestra consistente en cuanto a gasto y estado de fuerza; sin embargo, ya se ha 
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mencionado que resulta un caso atípico. En segundo lugar se ubicó Tabasco con 2.23, 
y enseguida Yucatán con una tasa de 2.05 policías por cada mil habitantes. La entidad 
con la tasa más baja fue Guanajuato con apenas 0.40 policías por cada millar de 
habitantes. El cuadro 3 complementa la visión del estado de fuerza en las entidades. 

Cuadro 3. 
Clasificación estatal basada en el estado de fuerza promedio (2006-2019)

Policías Grupo
Ciudad de México  95 499 

sobresalientes (3)Estado de México  34 556 

Veracruz  14 113 
Puebla  8 540 

grandes (11)

Chiapas  7 031 

Oaxaca  6 681 
Jalisco  6 596 
Nuevo León  6 246 
Guerrero  5 823 
Tabasco  5 635 
Michoacán  5 032 
Chihuahua 4 875
Yucatán  4 273 
San Luis Potosí  4 030 
Hidalgo  3 746 

medianas (12)

Tamaulipas  3 151 

Morelos  2 533 
Tlaxcala  2 234 
Guanajuato  2 183 
Coahuila  2 047 
Sinaloa  2 041 
Quintana Roo  1 743 
Baja California  1 613 
Campeche  1 281 
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Policías Grupo
Nayarit  1 268 
Sonora  1 203 
Zacatecas  998 

pequeñas (6)

Colima  948 

Querétaro  843 
Durango  727 
Aguascalientes  723 
Baja California Sur  493 

Fuente: organización de los autores con base en información proporcionada por el SESNSP, 
2016.

Continuamos con el análisis de los indicadores de capacidad. La percepción de 
inseguridad (cuarta columna del cuadro 2) es un indicador que refleja una profunda 
inconformidad por parte de los ciudadanos con respecto al trabajo de las autoridades. 
La media nacional se ubica en 3%, es decir, apenas 3% de los mexicanos considera que 
vive seguro. Colima aparece como la entidad con el porcentaje más alto de percepción 
positiva de seguridad con 16%, muy por encima del resto del país. En contraparte 
figura el Estado de México con 1% de la población que afirma sentirse segura.

Tomando en cuenta las tres variables descritas es posible afirmar que ninguna 
entidad obtuvo una calificación óptima, es decir, por encima de la media en los tres 
rubros: 12 entidades obtuvieron la mejor calificación en dos de las tres variables 
analizadas (Chiapas, Ciudad de México, Colima, Guerrero, Nayarit, Oaxaca, Tlax-
cala, Yucatán, San Luis Potosí, Tabasco y Veracruz). Acorde con estos resultados es 
posible afirmar que un tercio de los estados mostraron en 2016 haber tenido interés 
en resolver la inseguridad de su entidad. El resto fueron inconsistentes en al menos 
dos de las tres variables propuestas. 

La segunda hipótesis es la que considera la relación entre el gobierno federal 
y el gobierno estatal. En términos más precisos se refiere al cumplimiento de las 
directrices establecidos por el Sistema Nacional de Seguridad Pública.21 Para medir 
ese proceso utilizamos el Índice de Desarrollo Policial (Indepol, quinta columna 
del cuadro 2), el cual es una iniciativa impulsada desde la sociedad civil que busca 

21 Otra forma de expresar el objetivo era establecer un estándar básico para medir el es-
tado de cada una de las 32 entidades y definir una línea de base de su desarrollo (bench-
marking).
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analizar el grado de cumplimiento de las directrices federales en cinco rubros: carrera 
policial, profesionalización, régimen disciplinario, seguridad social y certificación. 
El indicador corresponde a la calificación obtenida por la entidad de acuerdo con el 
Indepol.22 Fue el único indicador utilizado para esta dimensión de análisis debido a 
la falta de un reporte sistemático realizado por el Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública.23

Los resultados apuntan a que, en promedio, las entidades cumplen en 58% los 
lineamientos del SNSP. El estado con la calificación más alta fue Baja California con 
78 puntos, mientras que las entidades con el cumplimiento más bajo fueron Nayarit 
y Baja California Sur empatadas con 44 puntos. 17 estados se ubicaron por encima 
de la media, lo que quiere decir que casi dos tercios de los gobiernos estatales cum-
plieron con al menos 58% de los compromisos pactados con la federación en 2016. 
En términos generales, la federación cuenta con mecanismos débiles para dirigir el 
fortalecimiento de las policías. La voluntad de los estados por seguir los lineamientos 
existe, pero también tienen que responder a problemáticas particulares de su región. 

La tercera hipótesis toma en cuenta cómo los gobiernos, a través de sus poli-
cías, han ejecutado una política de seguridad apegada a derecho, respetuosa de los 
derechos humanos (columnas 6 y 7 del cuadro 2). Para analizar esta hipótesis se 
tomaron en cuenta cinco indicadores, dos de ellos referentes al proceso de detención 
(que estuviera justificada legalmente y si los policías se identificaron y expusieron 
al detenido la razón del arresto). El promedio nacional para ambos indicadores 
fue de 52% y 31%, respectivamente. Los otros tres indicadores (columnas 8 a 10) 
corresponden a la percepción ciudadana en términos de la confianza que tienen en 
la policía, la opinión que asumen de su desempeño y si la consideran poco o nada 
corrupta. Los promedios nacionales para los tres indicadores fueron 58%, 55% y 
31%, respectivamente. 

Solo Sonora logró obtener una calificación óptima, por encima de la media, en 
los cinco indicadores analizados. Le siguen un grupo de cinco entidades (Aguas-

22 La calificación otorgada a las entidades en el Indepol es la siguiente: mientras más cerca 
del 0 se encuentre la entidad mejor ha sido su cumplimiento de los lineamientos del 
SNSP. Para este artículo, a la calificación obtenida por cada entidad se le sumaron cien 
puntos, con el fin de estandarizarla a números positivos. 

23 El esfuerzo más cercano a una evaluación sistemática a las policías realizado por dicha 
autoridad fue un documento titulado “Modelo óptimo policial”, en el que se evalúan 
varios rubros de la profesionalización policial a nivel estatal, pero no permite evaluar 
todos los rubros en forma conjunta ni hacer un comparativo entre entidades.
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calientes, Baja California Sur, Campeche, Oaxaca y Zacatecas) con cuatro de los 
cinco rubros con porcentajes por encima de la media. También destaca un tercer 
grupo de cinco entidades que, a pesar de tener menos de cuatro indicadores con 
resultados por encima de la media, presentan algunos de los mejores puntajes en uno 
o más de estos. Conforman este grupo Chihuahua, Jalisco, Nuevo León, Yucatán 
y Zacatecas. Esto significa que 11 de los gobiernos estatales lograron construir una 
policía que responde a las necesidades ciudadanas o que al menos estos tienen una 
percepción positiva de su trabajo. La Ciudad de México muestra un claro contraste 
con otras entidades y demuestra que el hecho de ejercer un mayor gasto y tener 
una enorme cantidad de policías no resulta en mejor capacidad. Por el contrario, 
es la peor evaluada por sus habitantes. El resto de los gobiernos, es decir, las dos 
terceras partes de la república mexicana siguen con carencias importantes en cuanto 
al servicio desplegado por sus policías.

Para la siguiente fase, las variables comprendidas en el cuadro 2 se sometieron 
a un análisis factorial, por medio del cual se pudo obtener un índice que aglutina 
todos los indicadores analizados anteriormente, y eso permite estimar las capaci-
dades estatales tomando en cuenta cada una de las dimensiones discutidas. Los 
resultados obtenidos fueron los siguientes:24 

24 El tratamiento que se le dio a los datos fue el siguiente: en primer lugar, se realizó una 
matriz policórica con la cual se identificó que existieran correlaciones entre las variables. 
En segundo lugar, se practicó el análisis factorial con base en la matriz de correlaciones 
obtenida. La técnica de factores principales parte de un modelo hipotético en el que se 
asume que un número determinado de factores es mucho más pequeño que el número 
de variables que son responsables de las correlaciones observadas. En consecuencia, los 
nueve indicadores iniciales se agruparon en dos factores principales. En el primer factor 
quedaron las variables de percepción ciudadana: corrupción, desempeño, confianza y 
seguridad. En el segundo, las variables de gasto, estado de fuerza, el Indepol, así como 
las variables de motivo de la detención y debido proceso. Partiendo del supuesto de que 
los factores están asociados entre sí se les aplicó una rotación ortogonal. Una vez realiza-
do ese proceso se creó un índice, tomando en cuenta las ponderaciones que los cálculos 
arrojaron para cada factor.
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Gráfica 2
Índice de capacidad estatal en seguridad pública 2016

Fuente: Elaboración propia con base en los indicadores expuestos en el cuadro 2. 

La gráfica 2 muestra tres grandes grupos: en primer lugar, del lado izquierdo y en 
color negro, se encuentra un grupo de diez estados, que son los que demostraron 
tener mayores capacidades para desplegar una política de seguridad pública en 
2016. Esto pone de manifiesto que a pesar de que todas las policías presentan retos 
importantes para su consolidación, solo una tercera parte de ellas mostró mejo-
ras. Destacan los casos de Yucatán y Nuevo León como los gobiernos estatales 
con capacidades en seguridad más desarrolladas. En el caso yucateco, una posible 
explicación del resultado favorable se encuentra en su estabilidad institucional, 
pues a diferencia de la mayoría de los estados, en 2016 la entidad experimentaba el 
noveno año consecutivo de su secretario de Seguridad Pública. En el caso de Nuevo 
León, el 14 de septiembre de 2011 se graduó la primera generación de Fuerza Civil, 
proyecto basado en el programa de Policía Estatal Acreditable, que con adecuacio-
nes e inversión de la iniciativa privada logró crear una institución sólida que se ha 
convertido en referente nacional.
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En segundo lugar, en medio de la imagen se encuentra un grupo de entidades que 
presentaron valores menores que el primer grupo, lo cual representa un desarrollo 
limitado de capacidades. Este grupo está integrado por siete entidades: Colima, Baja 
California Sur, Campeche, Chihuahua, Sonora, Coahuila y Oaxaca. Destacan los 
casos de Chihuahua y Coahuila, que poco antes de 2010 experimentaron reformas 
importantes. Chihuahua fusionó su Secretaría de Seguridad Pública con la Fisca-
lía, mientras que Coahuila refundó su policía e inició un nuevo programa después 
de los escándalos producidos por su Grupo de Armamento y Tácticas Especiales, 
mejor conocido como G.A.T.E.S. Sin duda los procesos de reforma y reacomodo 
institucional repercutieron en el servicio de las policías y son un ejemplo de cómo 
los cambios abruptos de rumbo en la política de seguridad afectan su desarrollo.

En tercer lugar se encuentra un grupo de 15 estados que obtuvieron valores nega-
tivos en el índice, lo cual de ninguna manera debe entenderse como una tendencia a 
la disminución de capacidades. De hecho, el valor obtenido únicamente refleja que 
desarrollaron mucho menos capacidades que el resto de las entidades o que no lo 
hicieron. Se trata de estados que presentan problemas de violencia crónica como 
Michoacán, Guerrero y Tamaulipas. Nuevamente la Ciudad de México resulta inte-
resante para el análisis: como se aprecia en los resultados generales tiene un gasto 
en seguridad y un estado de fuerza muy por encima al resto del país, no obstante, 
la inversión no ha logrado impactar la percepción de los ciudadanos, quienes con-
sideran a la policía como altamente ineficiente y proclive a la corrupción.

Destacan Veracruz, Estado de México y Morelos con los resultados más bajos. 
En el caso de Veracruz, a pesar del desarrollo de un proyecto de policía estatal, en 
cierta medida similar al de Nuevo León, no consiguió una buena percepción ciuda-
dana. 2016 fue el último año de gobierno de Javier Duarte, una de las gubernaturas 
más polémicas en los últimos años, caracterizada por escándalos relacionados con 
las policías, acusadas de abusos sistemáticos y participación en desapariciones y 
ejecuciones extrajudiciales. En el caso del Estado de México, es bien conocida su 
trayectoria inconsistente en materia de seguridad, su incapacidad para consolidar 
una policía estatal y coordinarse con algunos de los municipios más importantes 
de la región metropolitana, como Ecatepec o Nezahualcóyotl.

Al último se encuentra Morelos, que en 2016 era gobernado por Graco Ramírez 
y como secretario de Seguridad Pública se encontraba Alberto Capella, quien en 
2014 comenzó un proyecto de depuración de las policías, conformación de un mando 
único basado en el control de las fuerzas municipales por parte de la policía estatal, 
mientras que la entidad era azotada por una ola de violencia provocada por la dis-
persión de grupos del crimen organizado. Capella dimitió en 2019, en un contexto 
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de desgaste institucional provocado por las fricciones con los municipios, por el 
intento de conformación del mando, y porque fue acusado, ya en la gubernatura de 
Cuauhtémoc Blanco, de supuesto desvío de fondos durante la administración de 
Ramírez. La combinación de presencia del crimen organizado, policías con pocas 
habilidades, conflicto y falta de capacidad política para articular un proyecto de segu-
ridad forman parte de la explicación que sitúa a la entidad como la peor calificada. 

Conclusiones

Los hallazgos que presentamos representan un esfuerzo por hacer una comparación 
sólida de las policías estatales y clasificarlas según su capacidad institucional, y 
demuestran que dicha capacidad es resultado de la concurrencia de varios factores 
que dan cuenta de tres procesos de construcción institucional: el compromiso por 
forjar una policía profesional en las entidades, la relación del gobierno estatal con el 
federal y con los gobiernos municipales y el ejercicio eficiente del gasto en seguridad.

El índice muestra que las capacidades en seguridad pública de los estados son 
variadas y que los procesos de cambio no están determinados por el desarrollo de 
un solo factor. Los resultados apuntan a que, después de dos décadas de la transi-
ción democrática y de numerosas reformas a las organizaciones policiales, no se ha 
logrado construir una institución civil con la capacidad suficiente para enfrentar 
los problemas de seguridad pública en el marco de un estado de derecho. En las 
entidades federativas el panorama es sumamente diverso; encontramos que varias 
tuvieron avances en distintas dimensiones de capacidad, mientras que otras siguen 
rezagadas.

Como resultado del trabajo identificamos tres conjuntos de entidades con avances 
y retrocesos. En primer lugar, existe un grupo con serias dificultades o capacidades 
muy limitadas en seguridad pública. En segundo, figura un grupo con capacidades 
limitadas pero que puede operar, y finalmente se encuentra el grupo de estados que 
han mostrado mayor capacidad estatal en seguridad. El resultado es contrario a la 
intuición, pues el hecho de que una entidad tenga muchos recursos financieros o 
de fuerza policial no implica mayor fortaleza en nuestra medición, como lo reflejan 
la Ciudad de México y el Estado de México. Es importante hacer notar que esto 
de ninguna manera garantiza que los logros alcanzados puedan mantenerse sin 
continuidad, consistencia y optimización.

El trabajo contribuye con pruebas empíricas a las ideas de Polidano y Ostrom, 
así como parcialmente a los especialistas en fortalecimiento de las organizaciones 
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policiales. Comprueba que la fuerza importa, igual que los acuerdos de coordinación 
y mando único mejoran el desempeño; que la calidad del trabajo policial medido 
en mejoras al entrenamiento, en profesionalización, en detenciones apegadas al 
debido proceso y evaluadas con satisfacción por la ciudadanía expresa mejoras y 
que estos indicadores superan los límites de las mediciones tradicionales del trabajo 
policial. Algunas políticas, como el control de confianza, surgida de las demandas 
ciudadanas por una policía confiable, sí alteraron la manera de actuar de las poli-
cías y las obligaron a rendir cuentas, pero los resultados son ambivalentes en ese 
procedimiento aislado.

El resultado también fortalece las ideas de otros enfoques de la literatura sobre 
organizaciones, tales como la del bote de basura. Concuerda con ella en las difi-
cultades que enfrentan los regímenes políticos cuando intentan realizar reformas 
profundas, de largo plazo, con acuerdos limitados entre coaliciones de poder, sin 
un liderazgo consolidado y con metas no consensuadas. No obstante, también se 
comprueba que la fuerza policial no importa tanto per se, como dice la literatura 
policial, sino por su combinación con otros factores. Es igualmente vital que la 
ciudadanía perciba mejoras en el trabajo policial.

Entre las ventajas del índice propuesto están que resuelve los problemas de 
evaluación tradicionales de las políticas de seguridad, que llevan a concluir fracasos, 
más que logros. Lo que mostramos es un proceso inacabado, pero que claramente 
muestra que algunos gobiernos con sus respectivas policías han realizado trans-
formaciones que están impactando de forma positiva en la percepción ciudadana.

Sobre el tema de gasto público podríamos concluir, de acuerdo con Polidano, 
que los estados han incrementado sus habilidades en el diseño e implementación 
de programas para crear políticas. Y aunque el uso del gasto se ha vuelto cada vez 
más detallado, las medidas de verificación y rendición de cuentas deben reforzarse 
para hacerlo más efectivo. También persiste un residuo de free riding, debido tal vez 
al modelo político. 

La distribución de los factores confirma que el concepto de capacidad estatal en 
seguridad pública aglutina de manera correcta diferentes procesos, que las variables 
seleccionadas dan cuenta adecuadamente de ellos, y que están relacionadas entre 
sí. Además, sugiere algunas pistas para el análisis de relaciones entre variables en 
futuras investigaciones. Por ejemplo, será importante avanzar hacia un examen por-
menorizado del gasto en seguridad de los estados, su relación con las fluctuaciones 
en los estados de fuerza y con la permanencia y el desarrollo de programas sólidos.

Otros indicadores de avance, aunque polémicos, son la instauración de los acuer-
dos del mando único, junto con el programa de Policía Estatal Acreditable. Habrá 
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que preguntarse si el estado de fuerza es un producto de las tensiones entre fede-
ración, estados y sus policías.

Otra conclusión importante es la falta de coordinación y acuerdos. La federación 
ha tenido poca fuerza para comprometer y luego para hacer cumplir a los estados, 
y posiblemente estos a los municipios. El desarrollo de policías locales sucede en 
medio de una suerte de caos federal, estatal y municipal, producido por numerosas 
crisis de violencia y cambios reactivos sin la orientación consistente que debería 
buscarse en las reformas. Podemos además concluir que no todas las crisis poli-
ciales se originaron por el impacto del crimen organizado, sino que algunas son 
consecuencia de las reformas. Precisamente, los cambios federales anunciados por 
la nueva administración presidencial podrían abonar al desorden. La creación de la 
Guardia Nacional militarizada anunció cambios drásticos en las relaciones con los 
gobernadores, y la iniciativa de una nueva policía cívica aún está por determinar si 
será un modelo constructivo de avance para crear un estándar de policías de base o 
destruirá los desarrollos previos.

Las reformas policiales empiezan con muy buenos propósitos y terminan con 
muchas secuelas no previstas. En el trabajo mostramos algunas consecuencias de los 
continuos cambios y las transgresiones a las organizaciones policiales, al conjunto de 
reglas y procedimientos que afectan la construcción de una estatalidad en seguridad 
pública con numerosos obstáculos. Pero no todo ha sido fracasos. Varios gobiernos 
de los estados han preferido implantar soluciones propias al problema, tomando 
acciones para reconstruir sus policías. 

Varios temas quedan pendientes de desarrollar para fortalecer este modelo de 
capacidades, entre ellos explicar cómo el ciclo político electoral de los gobiernos 
estatales puede estar afectando la construcción de capacidades; el efecto que tiene el 
cambio de administración presidencial y el anuncio de nuevas políticas centralizadas, 
así como el path dependence planteado para explicar las dificultades de los cambios. 

Agradecemos a los dictaminadores anónimos del trabajo, así como a los organi-
zadores del número de la revista sobre policías y seguridad por la oportunidad de 
publicar con ellos.
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Resumen 
El artículo examina las relaciones policía de proximidad-población en la 
Ciudad de México. Existe una amplia literatura que identifica la descon-
fianza como el eje articulador de estas relaciones. La pregunta central es 
¿en qué medida es válido considerar estas relaciones como antagónicas y 
de extrema desconfianza? Teóricamente este cuestionamiento se vincula 
con la interrogante: ¿cómo se construye la confianza? La investigación 
fue realizada en 13 cuadrantes ubicados en siete colonias. Utiliza métodos 
cualitativos de observación, análisis de las interacciones de un grupo de 
discusión WhatsApp y entrevistas a profundidad. Los resultados muestran 
efectos diferenciados. Por un lado, se comprueban la corrupción y la mutua 
desconfianza identificados por la literatura. Aunque por el otro, también se 
observan mecanismos incipientes de cooperación y el inicio de relaciones 
de confianza desarrollados a través de la mediación de brokers y medios 
virtuales de comunicación. 
Palabras clave: policía de proximidad, cuadrantes, gabinetes de seguridad, 
Ciudad de México

Abstract
The article examines the proximity police-population relations in Mexico 
City. There is a wide literature that identifies mistrust as the articulating axis 
of these relationships. But how accurate is it consider still these relationships 
as antagonistic and extremely suspicious? Theoretically this is linked to the 
question: how is trust built? The research was carried out in 13 quadrants, 
located in 7 colonies and is developed through qualitative methods of obser-
vation, analysis of the interactions of a WhatsApp discussion group and 
in-depth interviews. The results show differentiated effects. On the one 
hand, the corruption and mutual mistrust identified by the literature are 
verified. Although on the other, there are also incipient mechanisms for 
cooperation and the beginning of trust-building developed through the 
mediation of brokers and virtual means of communication. 
Keywords: Proximity Police, Quadrants, Security Cabinets, Mexico City
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Introducción 

La desconfianza hacia las policías está profundamente incrustada en la socie-
dad mexicana. Desde sus orígenes, la institución policial ha sido caracteri-
zada más como un instrumento de control y represión que como garante de 

la correcta aplicación de la ley. En la construcción del Estado mexicano, Buffinton 
(2000) argumenta que las élites abrazaron las ideas de la Ilustración, aunque con-
servaron una posición racista hacia las antiguas castas, contra las cuales erigieron el 
aparato judicial [y policial] para reprimir sus estilos de vida. Esta tesis fue retomada, 
en cierta medida, por Piccato (2010), para quien la policía, dentro del proyecto 
modernizador del porfiriato, fue un instrumento para garantizar la seguridad y 
propiedad de las élites ante la amenaza de las clases peligrosas. En una línea para-
lela, Rolfhes (1983) asocia, por un lado, el desprecio de las élites hacia la policía por 
las diferencias de clase y la corrupción endémica, mientras que, por otro, vincula la 
desconfianza de las clases populares hacia la policía por la extorsión y brutalidad, 
de las que eran víctimas habituales.

Después de la Revolución Mexicana, la policía política fue utilizada para vigilar 
y reprimir a los opositores al régimen, además de incursionar en actividades ilícitas 
como el narcotráfico (Astorga, 2005; Aguayo, 2014). En su vertiente civil, la policía 
de la Ciudad de México, la más grande por número de efectivos del país, alcanzó 
niveles de corrupción inusitada en la década de 1980 (Ríos, 1983; González, 1983). El 
arribo de la democracia electoral no condujo a la reforma profunda de la institución 
policial. Al contrario, de acuerdo con Davis (2006), la fragmentación del aparato 
coercitivo y las luchas por el poder político derivaron en el aumento de la violencia 
y de la desconfianza hacia las policías. 

Contemporáneamente, las fuentes de desconfianza son amplias y diversas. Algu-
nos trabajos han estudiado los abusos de las policía municipal y preventiva en la zona 
metropolitana de la Ciudad de México (Alvarado y Silva 2011; Alvarado, 2012). Otros 
han analizado la colusión con el crimen organizado, en especial el narcontráfico, que 
ha logrado penetrar distintos cuerpos de la policía municipal en el norte del país 
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(Sabet, 2012). Por otro lado, algunos investigadores han examinado la participación 
de los policías federales, preventivos y de investigación en el delito de secuestro 
(Ruiz y Azaola, 2014). Otra rama de la literatura ha subrayado la extorsión y los 
sobornos como aspectos nodales de la cultura policial (Arteaga et al., 1998; Azaola, 
2006; Suárez de Garay 2009; Sabet, 2013). En suma, estos elementos de la cultura y 
práctica policial, algunos de ellos con una larga trayectoria histórica, han devaluado 
su imagen ante la ciudadanía y la confianza en la corporación.

Pero, como lo identifica Sabet (2013), la población no solo es víctima sino tam-
bién productora de la desconfianza. Algunos trabajos académicos han señalado la 
desconfianza de los policías hacia la ciudadanía (Arteaga et al., 1998, Azaola, 2006, 
Silva, 2008; Müller, 2010). Desde la perspectiva policial, el ciudadano es prepotente 
e incapaz de respetar las normas. Además, es percibido por los policías como una 
fuente potencial de problemas. Cualquier queja puede desencadenar que el aparato 
judicial se vuelva en su contra (Azaola, 2006). Los problemas generados con la pobla-
ción se traducen en una victimización del policía. Los policías temen ser agredidos 
(Müller, 2010). En la Ciudad de México, el 32.9 % de los policías manifestaron haber 
sufrido agresiones verbales o actos de maltrato por parte de la ciudadanía o de su 
jerarquía y el 24.9% declararon haber sido objeto de amenazas verbales o escritas de 
los ciudadanos, delincuentes y miembros de la corporación (INEGI, 2017). Como lo 
señala Azaola (2006), uno de sus mayores temores es terminar en la cárcel junto con 
los criminales que ayudaron a capturar. De hecho, el 13% de la población penitenciaria 
cuenta con antecedentes laborales en algún cuerpo de seguridad (Azaola, 2006). 

De acuerdo con Sabet (2012), la desconfianza genera un círculo vicioso porque 
inhibe la denuncia y alienta a la población a incumplir con la ley. Estas prácticas 
alimentan la corrupción y la ineficacia en el combate al crimen, lo que a su vez 
refuerza la desconfianza. La confianza en la policía es esencial para la efectividad 
en la aplicación de la ley (Hough et al., 2010). Los ciudadanos pueden proveer 
información privilegiada y servir de testigos. La seguridad pública es un resultado 
coproducido porque la policía no puede ser eficaz sin la cooperación de la población 
(Delpeuch et al., 2017). En efecto, existe todo un cuerpo de la literatura que atribuye 
el éxito de las prácticas policiales de seguridad a la participación de outsiders para la 
obtención de información valiosa en el combate al crimen. En el mundo anglosajón, 
esta corriente se asocia con las reformas de Community Policing, Problem-Oriented 
Policing e Intelligence-led Policing (Tilley, 2003).

En el caso de México, la eficacia de la procuración de justicia es muy baja. Se 
estima que la cifra negra, es decir, la cantidad de crímenes que quedan sin denuni-
car es de 93.2 %. (INEGI, 2019). En un contexto institucional caracterizado por la 
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desconfianza, la baja cooperación y la creciente violencia, resulta relevante analizar 
las relaciones policía-población. 

El objetivo del artículo es estudiar los encuentros de la población con la policía 
de proximidad adscrita a la Secretaría de Seguridad Ciudadana del Gobierno de la 
Ciudad de México. Específicamente, el análisis se centra en la policía encargada de 
la vigilancia de los cuadrantes, la unidad geográfica más pequeña en que se divide la 
vigilancia de la ciudad y, por ende, la más cercana a la población. La investigación fue 
realizada en 13 cuadrantes, ubicados en siete colonias. Metodológicamente, el análisis 
se basa en una serie de observaciones realizadas en las estructuras de participación 
ciudadana (gabinetes de seguridad) y datos obtenidos en un grupo de discusión de 
WhastApp de uno de los territorios en estudio. La información se complementa 
con entrevistas a profundidad. 

Como lo ilustra la literatura, las relaciones entre la policía y la población han 
sido caracterizadas como hostiles y de profunda desconfianza. Pero, ¿en qué medida 
es válido considerar este tipo de relaciones como antagónicas y de extrema descon-
fianza? En otros términos, ¿es posible el establecimiento de relaciones de confianza 
entre los ciudadanos y la policía? Si la respuesta es afirmativa, ¿cuáles son las con-
diciones de emergencia y mantenimiento de esas relaciones? Teóricamente este 
propósito se vincula con dos preguntas centrales: ¿cómo se construye la confianza?, 
y ¿en qué condiciones se pueden desarrollar relaciones de confianza? Estos cues-
tionamientos estructuran este avance de investigación que se propone analizar las 
relaciones policía-población y dilucidar si efectivamente la desconfianza es el único 
eje articulador de los intercambios y las interacciones entre estos actores. 

El texto se divide en cinco secciones. En la primera parte se hace una breve revi-
sión de la literatura. En la segunda se presenta el terreno de observación, así como 
los principios metodológicos de la investigación. De la tercera a la quinta se incluye 
el análisis de las interacciones policía-población. De acuerdo con las observaciones, 
por un lado se comprueba la corrupción y la mutua desconfianza identificadas por 
la literatura, aunque por el otro también se advierten mecanismos incipientes de 
cooperación y el inicio de un proceso de construcción de confianza desarrollado a 
través de la mediación de brokers y medios virtuales de comunicación. 

Debates teóricos: de la confianza institucional a la relacional 

Los primeros exámenes sobre la policía desarrollados en el marco del movimiento 
proderechos civiles en los Estados Unidos se concentraron en los trazos negativos de 
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la cultura policial (racismo, sospecha, abuso y desconfianza) (Skolnick, 1966; Bitt-
ner,1970; Reiss,1971). Esta generación de estudios marcó fuertemente la percepción 
del medio policial como espacio de tensión, conflicto y de profunda desconfianza. 
Otras investigaciones matizaron esta imagen (Foster, 2003; PAJ, 1999; Jobard y de 
Maillard, 2015), primero, al subrayar que si bien analizaron la cultura de patrulleros 
y policías de calle, omitieron considerar otras culturas policiales; segundo, al dejar 
de manifiesto la diversidad de prácticas policiales y los modos de interacción con la 
sociedad, que varían en función del territorio (urbano o rural), del tipo de policía 
(preventiva o de investigación), de la jerarquía (base o mando) y del tipo de población 
(rica o pobre) (Bowling et al., 2018; Wilson, 1968).

Para organizar la incipiente literatura sobre la policía que recurre a la confianza 
en sus análisis se utiliza la clasificación desarrollada por Zucker (1986), que identifica 
tres modos de producirla.

La primera, calificada de institucional, asocia la confianza con las instituciones o 
mecanismos de intermediación social. Se trata de una perspectiva macro, vinculada 
a los estudios de opinión sobre el desempeño de los gobiernos sin que medie nece-
sariamente una relación o incluso una experiencia directa con los ciudadanos. La 
confianza más que un resultado es una percepción. De acuerdo con esta tipología, 
la confianza hacia la policía está asociada con otras instituciones. En México, en una 
escala de 1 a 10, siendo 1 total desconfianza y 10 total confianza, la policía recibió 
una calificación de 5.5, muy similar a las atribuidas al Senado (5.3), la Presidencia 
(5.1), el Congreso (5.1) y los partidos políticos (5.1) (Mitofski, 2018). Varios estudios 
adscritos a esta perspectiva confirman, grosso modo, la baja confianza hacia la policía. 
De acuerdo con el Latinobarómetro (2018), solo el 19% de la población mexicana 
manifestó tener confianza en la polícía, porcentaje que lo sitúa en la posición 17 de 
18 naciones analizadas. La Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental 
(INEGI, 2019) apunta hacia la misma dirección: únicamente el 30% de la población 
mayor de 18 años del país considera que la policía contribuye a generar una sensación 
de seguridad en su ciudad. Centrando la atención en la Ciudad de México, el reporte 
del World Justice Project (2019) indica que solo el 13% de los habitantes de la urbe 
opina que la policía y el ministerio público investigan los delitos de manera eficaz. 

La segunda manera de producción de confianza es la denominada procesal-ins-
trumental. En esta variante, la confianza se produce de dos maneras: indirectamente, 
a través de la reputación (efecto de marca), o directamente, a través de la experiencia. 
En la literatura de la policía, la satisfacción del trabajo policial se asocia con algunas 
teorías del control social (Tyler, 1990). El objetivo de estos estudios es dilucidar las 
razones que conducen a las personas a obedecer la ley.
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Para abordar este objetivo existen dos modelos. En el primero, denominado 
instrumental, el cumplimiento de la ley está asociado con los instrumentos de la 
autoridad para castigar o premiar las conductas individuales. Los indiviudos obede-
cen debido a los costos asociados por incumplir la ley. Las penas y el aparato punitivo 
están dirigidos a disuadir conductas antisociales o ilegales. Las políticas asociadas 
a esta teoría son la saturación de policías en la calle, el incremento de arrestos y la 
amenaza del uso de la fuerza pública. La policía es evaluada positivamente en fun-
ción de su desempeño, medido por la capacidad para aplicar sanciones, el control 
efectivo del crimen y la distribución equitativa de los servicios de policía entre la 
población (Sunshine y Tyler, 2003).

En el segundo modelo, denominado de justicia procesal, el cumplimiento de la 
ley está asociado con la legitimidad, entendida como “la propiedad de una autoridad 
o intitución que lleva a las personas a pensar que esa autoridad o institución tiene 
derecho a ser obedecida” (Sunshine y Tyler, 2003: 514). Si el público juzga que la 
policía toma decisiones y ejecuta su poder discrecional de manera justa, entonces será 
vista como una autoridad legítima. Bajo este modelo, la policía adopta una postura 
más abierta y de cercanía con la población. Las políticas vinculadas a este modelo 
son el incremento de contactos directos: disminución de patrullaje en vehículos y 
aumento de rondas de vigilancia a pie, la creación de nuevos puestos para mejorar 
la interconexión con líderes locales y la puesta en funcionamiento de estructuras de 
participación social vinculadas con la seguridad. Este modelo busca que la policía se 
apoye en la ciudadanía en el combate al crimen y con ello se aumente la confianza 
en la capacidad de la policía para combatirlo. 

El tercer esquema de generación de confianza se vincula a las características 
personales tales como antecedentes familiares, credenciales académicas, edad, sexo 
y etnia. Estos rasgos funcionan como marcadores sociales que indican la adscripción 
de un individuo y sirven de lubricante al facilitar las relaciones entre individuos. De 
lo anterior se destaca el carácter relacional de la confianza. La confianza no surge y 
opera en el vacío, sino que implica aceptar la intervención de terceros para cuidar, sin 
dañar, lo que valoramos y apreciamos (Baier, 1986). Lo anterior implica la aceptación 
de cierto grado de incertidumbre. “La confianza es un elemento clave de cualquier 
intercambio donde el agente se pone en posición de vulnerabilidad frente a otros 
agentes [potencialmente] oportunistas o incompetentes” (Gambetta, 2005: 41).

La confianza es una noción cognitiva, resultado del conocimiento o la creencia 
que se desarrolla a partir de un proceso de aprendizaje o experiencia. Como lo 
señala Hardin (1993), en las relaciones de confianza existen al menos dos elementos 
esenciales: tenerla y ser digno de ella. La confianza implica un cálculo racional: el 
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actor A evalúa las motivaciones del actor B, potencial depositario de su confianza. 
Si el actor A infiere que el actor B actúa tomando en cuenta sus intereses (es decir, 
no es egoista sino empático), tomará el riesgo de otorgar su confianza al actor B. La 
parte que recibe la confianza tiene incentivos para no defraudarla, porque la relación 
no es de corto plazo, sino tiene implicaciones y beneficios a futuro. Al honorar la 
confianza de A, el actor B no solo actúa en función de los intereses de A, sino que 
también actúa en su propio beneficio. La confianza está encapsulada. 

Por otro lado, la confianza es contingente. El que un actor tenga confianza en 
un aspecto en específico no significa que la extienda hacia otros. La confianza es 
una relación de tres partes: A confía en B para hacer X. Además, la confianza puede 
ser o no un elemento asociado con la cooperación. Esto implica que puede haber 
cooperación sin confianza (Cook, Hardin y Levi, 2005). Por ejemplo, en acuerdos 
de tipo win-win, los actores pueden considerar beneficioso cooperar sin que ello 
conlleve una relación de confianza. 

La hipótesis general seguida plantea que en un medio caracterizado por la des-
confianza, pareciera que la cooperación entre la población y la policía no es factible. 
La tesis del presente artículo es que dicho juicio merece matizarse. La confianza es 
posible cuando en una relación se producen intercambios repetidos que representan 
beneficios mutuos para los participantes. Estos intercambios además se produ- 
cen para una amplia gama de situaciones a lo largo del tiempo. La inseguridad o 
lucha contra el crimen forma parte de esos intercambios, aunque no es el tema que 
domina las relaciones entre ambos actores. 

Metodología de investigación y marco institucional

Las relaciones policía-población ocurren en un marco institucional específico. Fun-
cionalmente, la policía de la capital se divide en dos grandes cuerpos: la policía pre-
ventiva y la policía judicial. Como se señaló más arriba, la investigación se focaliza 
en la policía sectorial, el agrupamiento más numeroso de la policía preventiva.1 

1 Además de la policía sectorial, la policía preventiva se compone de otros cuatro cuer-
pos: la policía metropolitana, integrada por agrupamientos especializados (policía de 
transporte, mujeres, caballería, turismo, rescate y emergencias); la policía de tránsito, 
encargada de la vigilancia de las principales vías; las fuerzas especiales como la unidad 
especial (motociclistas), el grupo cóndor (helicópteros), la fuerza tarea, la policía ribe-
reña, grupo alfa (combate de drogas) y asuntos internos, encargados de vigilar y evaluar 
la actuación policial. En total, la policía preventiva está compuesta por alrededor de 76 
700 elementos (INEGI, 2017). 



Iztapalapa Revista de Ciencias Sociales y Humanidades56

núm. 90 · año 42 · enero-junio de 2021 · pp.  49-79

Este cuerpo, responsable de la prevención y preservación del orden público, 
representa poco menos de la mitad de los efectivos totales de la corporación, y en su 
labor divide el territorio de la ciudad en cinco zonas, 16 regiones, 72 sectores y 847 
cuadrantes. La investigación fue realizada en 13 cuadrantes. El estudio privilegió el 
análisis de las relaciones directas entre la policía y la ciudadanía. Para la realización 
del trabajo de campo se utilizaron varias técnicas de investigación cualitativa como 
la observación, el análisis de las interacciones de colonos-policías en un grupo de 
discusión de WhatsApp, así como entrevistas a profundidad a habitantes y policías. 

La unidad básica de observación fueron las juntas de gabinete vespertinas de 
seguridad que cada semana reúne a la población con distintas autoridades, incluidos 
los policías sectoriales. Lo anterior implica una oportunidad muy valiosa y rara a 
la vez, ya que permite observar a los policías de diferentes rangos jerárquicos en 
interacción con distintos actores gubernamentales y sociales.

Las observaciones se realizaron utilizando la técnica de observación directa par-
ticipante (Beaud y Weber, 1998). Las reuniones de gabinete son abiertas al público. 
Por ello se decidió acceder al terreno adoptando el rol de vecino de las comunidades. 
Las observaciones se centraron en tres dimensiones: la identificación de los parti-
cipantes, los temas tratados en las reuniones y las interacciones entre los policías, 
los funcionarios y el público. 

En total se realizaron 21 observaciones entre los meses de febrero y octubre de 
2019. Las reuniones tuvieron una duración promedio de 65 minutos, con un máximo 
de una hora con 50 minutos y un mínimo de 22 minutos. Las observaciones inclu-
yen 13 cuadrantes de siete colonias ubicadas en dos sectores de una región. Estas 
localidades presentan variaciones socioeconómicas, poblacionales significativas. En 
ellas se incluyen algunos centros financieros junto con barrios populares, barrios 
tradicionales y barrios de clase media alta. Esta selección busca dilucidar hechos 
estilizados en el funcionamiento de los gabinetes de seguridad. 

Por otro lado, la investigación también se nutre del análisis de las interacciones 
entre la policía y los colonos en el grupo de discusión de WhatsApp de una colo-
nia ubicada en uno de los sectores en estudio. El acceso a este grupo ocurrió por 
invitación directa de la fundadora del grupo, antigua representante vecinal donde el 
investigador era residente. En la explotación de los datos se realizó con un estricto 
apego a la honestidad académica y el rigor científico. Se cuidó especialmente el 
derecho a la intimidad, la protección de datos y el secreto de las comunicaciones. 
El periodo analizado va del 27 de enero de 2019 al 31 de enero de 2020. El chat ana-
lizado es el segundo en la colonia, creado después de que el primero alcanzara su 
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capacidad máxima de miembros. El número de participantes del chat fluctuó entre 
158 y 173 integrantes durante el periodo de estudio.

Para realizar el análisis, la información fue sistematizada en una base de datos 
en Excel. Primero se vacío el total de eventos señalados en el chat, entendiéndose 
por eventos cualquier comunicación o interacción entre sus miembros. Durante el 
periodo se registraron 293 eventos. Posteriormente se procedió a depurar la infor-
mación suprimiendo los mensajes relacionados con la gestión del grupo (alta-baja 
de vecinos y policías, reiteración de las reglas del grupo) y mensajes que quedaron 
sin respuesta. Este procedimiento nos permitió identificar 196 interacciones poli-
cía-ciudadanía, es decir, situaciones en las que hubo un reporte y una respuesta por 
parte de los agentes de policía o viceversa. Cabe precisar que cuando un evento era 
reportado simultáneamente por varios vecinos, por ejemplo, el robo de autopartes, 
las distintas comunicaciones fueron contabilizadas como una sola interacción.

Con esta información se realizó una tipología que da cuenta de la variedad de 
interacciones. La clasificación se realizó mediante un proceso heurístico partiendo 
de los datos empíricos en su conjunto y aplicando los principios de analogía y reduc-
ción de datos.

Por último, también se aplicaron seis entrevistas a profundidad, tres a policías y 
tres a ciudadanos. Esta herramienta se utilizó para corroborar o precisar información 
derivada de los otros instrumentos de investigación. Las entrevistas con los policías 
y con dos ciudadanos se efectuó out the record. Tanto en las observaciones como en 
las entrevistas se cuida el anonimato de los actores. En síntesis, con la aplicación 
de estas tres técnicas se buscó estudiar, desde distintos ángulos, las interacciones 
policía-población. 

Las bases institucionales de la policía de proximidad: el programa 
cuadrante y los gabinetes de seguridad 

El primer antecedente contemporáneo de policía comunitaria se ubica durante la 
presidencia de Miguel de la Madrid (1982-1986), quien instauró la figura de policía 
de barrio en el marco de su política de renovación moral (Müller, 2010). En la Ciu-
dad de México fue Cuauhtémoc Cárdenas (1997-2000) el primero en echar andar 
la policía comunitaria en las colonias con mayor incidencia delictiva. Este programa 
fue retomado y renombrado como policía de barrio por Andrés Manuel López 
Obrador (2000-2006). Posteriormente, Marcelo Ebrard (2006-2012) continuaría 
esta estrategia bajo la etiqueta de policía de proximidad. La continuidad de este 
esquema fue interrumpida durante la gestión de Miguel Ángel Mancera (2012-2018), 
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cuya administración privilegió los módulos de policía, instalados en las distintas 
localidades de la ciudad. 

El inicio del gobierno de Claudia Sheinbaum representó “la búsqueda de recu-
perar la policía que existía en 2012” (La Jornada, 2019). Esta declaración manifiesta 
a la vez una clara crítica a la gestión de su antecesor y una idealización de las tres 
administraciones previas. El regreso al “buen” sendero se realizó por medio de cuatro 
medidas específicas: el incremento en el número de policías en las calles, la mejora 
de las condiciones de trabajo, la adquisición de material y equipo nuevos, así como 
una mayor cercanía con la población por medio del programa cuadrantes y de los 
gabinetes de seguridad ciudadanos. 

El programa cuadrante 

El cuadrante representa la unidad básica de vigilancia en la que ha sido dividida la 
Ciudad de México. En el inicio del programa fueron asignados 14 200 elementos y 
1 694 patrullas. Esta fuerza fue complementada con policía auxiliar, policía bancaria 
y los egresados de la universidad de la policía de la Ciudad de México (Secretaría 
de Seguridad Ciudadana, 2019). La vigilancia se lleva a cabo en tres turnos de ocho 
horas, con lo que se asegura la vigilancia las 24 horas del día, los 365 días del año. 
En cada turno hay un responsable (comandante de cuadrante). La vigilancia se 
realiza por medio de patrullas. Al inicio del programa solo había una por cuadrante. 
Posteriormente, al menos en la zona de estudio se asignaron dos patrullas. Cada 
una de ellas conducida por un oficial, equipado con un teléfono celular que brinda 
servicio durante los tres turnos. Los policías tienen como tarea vigilar exclusivamente 
el territorio del cuadrante asignado. En esta labor son controlados a través de las 
cámaras de vigilancia del C5.2 

Aunque el territorio de cada cuadrante varía de acuerdo con la orografía, la 
densidad poblacional y la incidencia delictiva, se espera que el tiempo de respuesta 
sea de tres a cuatro minutos. En principio, se buscó que cada uno de los 847 jefes 
de cuadrantes estuvieran en estrecha cercanía con la población. En el inicio del 
programa se previó que los policías visitaran cada uno de los domicilios para pre-

2 El C5 es el acrónimo del Centro de Comando, Control, Cómputo, Comunicaciones y 
Contacto Ciudadano, instancia del gobierno de la ciudad responsable de la captación de 
información en materia de seguridad, salud, medio ambiente, protección civil, movili-
dad y servicios a la comunidad a través de tres instrumentos: el monitoreo de videocá-
maras, la captación de llamadas telefónicas y el uso de aplicaciones informáticas. 
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sentarse y ponerse a disposición de los habitantes. Con ello se buscaría cambiar la 
imagen negativa de la policía y tratar de ganarse su confianza. Además, el nombre 
y teléfono de los policías del cuadrante están disponibles en la página Internet del 
“Programa Cuadrantes” de la Secretaría de Seguridad Pública o por medio de la 
aplicación Mi Policía, accesible para teléfonos inteligentes. La población también 
puede pedir servicios de seguridad a través del 911, aunque en este caso la comuni-
cación es indirecta, por medio de operadoras. En suma, entre los objetivos formales 
que busca el programa están acotar el nivel de responsabilidad, identificar las zonas 
de riesgo, acercar la policía con la ciudadanía, disminuir el tiempo de respuesta y 
evaluar el desempeño operativo de manera sistemática. La estrategia de policía de 
proximidad se complementa con los gabinetes de seguridad ciudadana, instancia 
de coordinación interinstitucional que pone en contacto a la ciudadanía con los 
policías de su territorio y otras autoridades gubernamentales.

Los gabinetes vespertinos de Seguridad Ciudadana 

Los gabinetes de seguridad forman parte de una estrategia de coordinación a tres 
niveles. En el primero se ubican la jefa de gobierno, el secretario de seguridad, el 
secretario de gobierno, la procuradora y el coordinador de gabinete, quienes diaria-
mente revisan el mapa delictivo y ajustan las medidas de combate a la inseguridad. 
El segundo nivel lo integran los 16 gabinetes de seguridad y procuración de justicia 
que funcionan a nivel alcaldía. En cada uno de ellos participan el alcalde, los mandos 
policiales regionales de la policía de investigación, de la Secretaría de Seguridad 
y los representantes de la Jefatura de Gobierno. El tercer nivel lo componen los 
gabinetes de seguridad ciudadana que operan en las 72 coordinaciones territoriales 
en que se divide la ciudad. Los gabinetes de seguridad ciudadana son el ámbito de 
coordinación interinstitucional más cercano a la población.

La Coordinación del Gabinete de Seguridad Ciudadana y Procuración de Jus-
ticia, instancia de la jefatura de gobierno, es la encargada de la organización de las 
sesiones de gabinete en cada coordinación. Para ello, despliega un equipo de repre-
sentantes que tiene por misión convocar tanto a autoridades como a la población 
a las reuniones de gabinete en cada coordinación. En principio, cada semana la 
junta se celebra en un lugar distinto a fin de que los habitantes de cada cuadrante 
tengan la posibilidad de participar en ellas. El objetivo de estas reuniones es pro-
mover la inclusión de la ciudadanía en la coproducción de la seguridad pública de 
su comunidad a través de cuatro acciones básicas: la promoción de programas, la 
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recepción-canalización de solicitudes de servicios, la orientación legal y el fomento 
de la cultura de la denuncia. 

Los gabinetes reúnen tanto a las autoridades como a la población en torno al 
tema de seguridad y otros de interés de la comunidad. Por la parte gubernamental 
participan representantes del ministerio público, la policía de investigación, los 
juzgados cívicos, los servicios de la alcaldía, el jefe del sector y los policías de los 
cuadrantes de la localidad. 

El análisis: las relaciones policía de cuadrante-población en los 
gabinetes de seguridad

Las reuniones de gabinete se desarrollan, grosso modo, en tres tiempos. El primero 
inicia con la presentación de los actores gubernamentales asistentes a la reunión. El 
caso de la policía sectorial es especial porque además de concurrir el jefe del sector 
también participan los policías que patrullan los cuadrantes de la localidad. A conti-
nuación, se comunica un breve resumen de los asuntos tratados en la última sesión. 
En este espacio se puede llegar a informar el estado de la seguridad en la colonia, 
los logros y el avance de las solicitudes realizadas en la sesión anterior. Por último, 
se permite la intervención del público para externar opiniones, realizar consultas, 
solicitar ayudas, manifestar quejas o incluso denunciar. Esta parte es la sustantiva 
de las reuniones porque tienen lugar diversos intercambios entre la población y las 
autoridades. 

Las observaciones indican que la comunicación e interacción de la población con 
los policías del cuadrante son escasas. Formalmente, estos policías tendrían que ser 
muy cercanos a la población de su territorio. No obstante, la aproximación con la 
población es un tema complejo. Como lo señala un policía jefe de sector: 

La gente tiene un estereotipo del policía…. La gente ve al policía y piensa que es un 
ratero… Es muy difícil estar yendo a tocar de puerta en puerta y cuando llegan los 
representantes [de la jefa de gobierno] con el vecino y le preguntan: ¿ya conoces el 
plan? no, no conozco nada. Aquí nunca se han parado ( jefe de sector) 

Por ello, en el mejor de los casos los policías de cuadrante recolectan firmas de algu-
nos habitantes y negocios, limitando la interacción a un único y exclusivo encuentro 
o, en su defecto, manteniendo contacto permanente con unos pocos interlocutores 
ubicados principalmente en los negocios de proximidad. Otro hecho que ilustra 
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cierta distancia social entre la población y la policía es que la vigilancia es realizada 
a bordo de sus patrullas, que además tienen los vidrios entintados, lo que dificulta 
el contacto y el establecimiento de relaciones de proximidad. 

Los denominados comandantes de cuadrante, al contrario de lo que indica su 
título, son policías situados en la base de la jerarquía policial (primer o segundo 
policía). No son novatos, aunque sí están en el inicio de su carrera; su edad fluctúa 
alrededor de los 30 años. En las reuniones se puede inferir cierta incomodidad. 
En ocasiones se les percibe poco habituados a interactuar en foros públicos en los 
que estén presentes funcionarios, sus superiores y público en general. Estos poli-
cías tienen una participación discreta. Si bien asisten a cada reunión, es raro que 
permanezcan hasta el final. Por lo común, su participación consiste en presentarse, 
especificar las calles en las que realizan su vigilancia y proporcionar los generales de 
su patrulla y número de teléfono. Después de su intervención, que dura unos escasos 
minutos, se retiran para continuar con su labor de patrullaje. En todos los territo-
rios observados los policías de cuadrante manifiestan su disposición para atender 
cualquier emergencia, a cualquier hora del día. En algunas ocasiones pueden llegar 
a mencionar las actividades de vigilancia realizadas en la comunidad como visitas 
a los comercios, vecindades, escuelas y vecinos. También dan cuenta de su labor de 
mediación con otros servicios de emergencia: “Si usted necesita una ambulancia… 
estamos capacitados con servicios de primeros auxilios…” (policía de cuadrante). 
A pesar de que la posición de la policía de cuadrante es cordial, se puede llegar a 
inferir cierto distanciamiento psicológico con el público de las reuniones. Por lo 
general, el lenguaje que utilizan es formal e impersonal. Las interacciones de los 
policías de cuadrantes con el público y las otras autoridades presentes son escasas. 

La participación de los jefes de sector tiene otro matiz. Para empezar, cuentan con 
más experiencia y un rango jerárquico más elevado. Los jefes de sector observados 
rondan entre los 40 y 50 años. Tienen el grado de subinspector o segundo inspector, 
las posiciones 7 y 8 del escalafón, –siendo 12 la posición más alta. Han acumulado 
varios puestos en la policía, pasando por varias regiones, sectores y colonias. Ellos, a 
diferencia de sus subordinados, sí asisten a toda la sesión y tienen un rol más activo. 
Los jefes de sector no se muestran intimidados por la presencia de los colonos o de 
otros funcionarios públicos. En términos generales tienen un manejo más fluido de la 
palabra y no rehúyen el intercambio con los ciudadanos. Al contrario, lo promueven: 
tomando nota de las peticiones, subrayando la disponibilidad de sus subalternos y 
de ellos mismos para atender las demandas de la ciudadanía. 
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Aquí en su coordinación, en sus colonias tienen a 20 comandantes de cuadrante… 
ellos traen en la patrulla un teléfono Nextel... Ese teléfono se queda las 24 horas del 
día los 656 días del año. Ellos están obligados a contestar sus llamadas… en el caso 
de que ellos no contestaran las llamadas ustedes me pueden marcar directamente a 
mi. Me pongo a sus órdenes, yo trabajo de las 5 o 6 de la mañana hasta las 11 o 12 de 
la noche… mi teléfono es… Igual si gustan agregarme a sus grupos de WhatsApp, 
con todo gusto me pueden agregar ( jefe de sector).

La perspectiva de los policías: objetivos instrumentales y con-
trol hacia abajo 

Las observaciones indican que esta voluntad de oír y atender las solicitudes de la 
población por parte de los jefes de sector está sustentada en un propósito instru-
mental. Para el jefe de sector lo que está en juego es el cumplimiento de los obje-
tivos trazados por la jerarquía policial (y los líderes políticos), de quienes depende 
su continuidad y eventual ascenso. Conviene señalar que los mandos del sector 
juegan un rol esencial en la implementación de la política de seguridad. Ellos son 
el enlace entre las directivas de la cúpula y la ejecución a cargo de la base operativa. 
En la operación los jefes de sector y los policías de cuadrantes están en la primera 
línea de atención. En caso de denuncia les corresponde llegar al lugar de los hechos, 
realizar labores de auxiliar de ministerio público al resguardar a la victima, detener 
al imputado, realizar entrevistas entre testigos, vigilar que se preserven todos los 
indicios. Estas acciones si no son realizadas con rigor pueden derivar en la liberación 
del imputado por fallas en el debido proceso. Para los jefes de sector, la relación con 
el público es decisiva para el cumplimiento de sus responsabilidades de vigilancia: 
“Necesitamos [su] ayuda… …necesitamos información. Porque ustedes se dan 
cuenta de lo que pasa en su cuadra, en su colonia… tienen toda la información” 
(mando coordinador de zona). 

La jerarquía policial es consciente de la mala imagen y el desprestigio de la cor-
poración. Por ello, aprovechan los gabinetes para solicitar “un voto de confianza” 
para generar resultados. Para ilustrar su voluntad de cambio, la oferta de la actual 
administración ha sido aumentar la presencia de elementos policiales en la calle. 
La hipótesis causal es que, si existen más policías, luego entonces los criminales 
percibirán una probabilidad más alta de ser capturados, lo que a su vez disminuirá 
la incidencia delictiva y aumentará la confianza de la población. Esto explica la 
cancelación del programa de los módulos de vigilancia impulsado por el gobierno 
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anterior. A los ojos de la administración en funciones, la presencia de los policías es 
necesaria en las calles, no “encerrados en una estación de servicio” (coordinador de 
zona). Así, el patrullaje intensivo de calles ha sido la marca de la presente gestión. En 
la zona observada y sus alrededores existe una alta densidad de vigilancia: “Tenemos 
que cambiar la percepción. ¿Cómo la vamos a cambiar? Ahora sí veo a mi policía 
[vigilando]. Las calles donde se estaban robando las autopartes ya no se las están 
robando… ya le tengo más confianza a la policía” ( jefe de región).

Para el cumplimiento de sus objetivos, el jefe del cuadrante requiere la coopera-
ción de sus subalternos. El fomento de la cultura de la denuncia también incluye la 
denuncia contra los malos policías. Uno de los objetivos no escritos de los gabinetes 
es lograr la cooperación de los habitantes para controlar al policía de cuadrante. 
Para lograr la disminución de los índices delictivos no solamente se requiere más 
vigilancia y la denuncia de actos de criminalidad, también es necesario purgar a los 
malos policías: “Les pedimos a ustedes que sean nuestros ojos para verificar que los 
policías cumplan con sus funciones” ( jefe de sector).

Lo anterior explicaría por qué la participación de los policías de cuadrante es 
tan discreta. Los mandos desean utilizar los gabinetes como fuente de información 
e instrumento de control sobre sus subordinados. Las reuniones de gabinete tie-
nen un objetivo dual. Al territorio que limita el campo de acción de los policías de 
cuadrante se agrega el control de la jerarquía vía la información recopilada a través 
de la población. La información que obtiene el mando en los gabinetes le permite 
tener elementos para gestionar sus recursos humanos. Cada jefe de sector posee 
las atribuciones para reasignar a sus subalternos en los distintos cuadrantes en 
que se divide el sector. Estos cambios son vividos como premios o sanciones, dado 
que hay mejores lugares para trabajar que otros: por los riesgos o las potenciales 
“rentas” que se puedan obtener. En entrevistas pudimos comprobar que los policías 
de cuadrante tratan de vender sus servicios de seguridad o incluso extorsionar a 
los comercios de su zona. En la represión y atemperación de estas prácticas, el 
propio mando se juega su continuidad. Su desempeño es evaluado periódicamente. 
Cada semana, el área de información e inteligencia policial organizan una junta en 
la que se evalúa la eficiencia policial y los indicadores delictivos de la ciudad. En 
estas reuniones participan las máximas instancias de decisión de la Secretaría de 
Seguridad, la Procuraduría, el Sistema Penitenciario y el Centro Comando (C5). 
Ahí se ajustan las estrategias de seguridad y se toman medidas contra los mandos 
que no están obteniendo los resultados esperados. Las sanciones pueden ir desde 
la corrección disciplinaria, la mutación de territorio, pasando por la suspensión 
hasta la destitución del cargo. En suma, lo anterior demuestra que las relaciones 
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con la población y la obtención de información significan un recurso valioso para 
los mandos policiales que lo mismo la utilizan para controlar a su base operativa 
que para obtener información relevante que les permita tener un mejor desempeño 
y evitar sanciones por parte de su jerarquía. En la siguiente sección se analiza esta 
relación desde la perspectiva de la población. 

La perspectiva de la población: clientelismo, interacción y coo-
peración

Desde la perspectiva del público de los gabinetes de seguridad, las observaciones 
indican que existen básicamente dos tipos de participantes. Los participantes pun-
tuales y los asistentes asiduos. Los primeros son vecinos que traen al gabinete una 
solicitud en particular, que al ser escuchada y canalizada no regresan. La participa-
ción de los vecinos se ha visto dificultada por la falta de difusión, los horarios y el 
carácter itinerante de las reuniones. El público en general desconoce la existencia 
de los gabinetes de seguridad.

En la segunda categoría de participantes se ubican los representantes de man-
zana o de colonia. La legitimidad y representatividad de estos actores es ambigua. 
Al momento de realizar las observaciones no se habían celebrado elecciones para 
nombrar ningún representante comunitario en la ciudad. Incluso poco después, en 
marzo de 2020, cuando se realizaron comicios para elegir representantes ciudadanos 
se observó una participación marginal. 

Los líderes locales se desempeñan como brokers (Stokes et al., 2013), es decir, 
individuos que conectan las demandas de los vecinos con las autoridades. Aunque las 
reuniones formalmente tienen como eje central la seguridad, en realidad funcionan 
como una oficina de gestión. Los líderes aportan solicitudes, quejas y denuncias. 
Entre las solicitudes destacan los servicios públicos de alumbrado público, bacheo, 
de limpia, desazolve, podas de arboles, banquetas, recolección de basura, albañales y 
retiro de publicidad. Los líderes también utilizan los gabinetes para plantear distin-
tas problemáticas vinculadas al uso del espacio público: conflictos con vendedores 
ambulantes, personas en situación de calle, vecinos ruidosos, bloqueos de cocheras, 
quejas contra filmadoras e inmobiliarias. En materia de seguridad se hacen denuncias 
contra personas sospechosas y solicitudes de vigilancia en ciertas calles. También 
realizan denuncias contra cantinas ilegales, giros negros o narcomenudeo. Estas últi-
mas son realizadas después que la reunión ha concluido. Los policías recomiendan 
la cautela entre los habitantes. “No se sabemos quiénes pueden estar en la reunión” 
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( jefe sector). El sigilo tiene sustento. A lo largo de las observaciones se recabaron 
varios testimonios de habitantes que recibieron amenazas, incluso agresiones físicas 
cuando denunciaron situaciones en su vecindario. Si un vecino menciona un “punto 
rojo”, los policías lo detienen inmediatamente, solicitando que exponga su tema 
después de concluida la reunión, al abrigo de oídos y miradas ajenas. Lo anterior 
refleja el carácter secreto de las cuestiones asociadas con el crimen organizado, pero 
también refleja la división de trabajo de la función policial. La policía sectorial se 
dedica principalmente a la disuasión y, en su caso, a la detención de individuos en 
flagrancia. En las cuestiones de crimen organizado, la labor de la policía sectorial 
consiste, por lo que se infiere en las observaciones, en transmitir la información a los 
cuerpos especializados o, en su defecto, a la policía de investigación. En una reunión, 
un jefe de sector evocó la existencia de fuerzas especiales dedicadas a intervenir 
cuando se detecten casas de seguridad o venta de narcóticos. Este agrupamiento, 
aunque está adscrito a la Subsecretaría de Operación Policial, no se detectó que 
tenga una relación directa con la policía sectorial. El vínculo y los mecanismos de 
coordinación entre las policías preventivas, judiciales y agrupamientos especializa-
dos en la lucha contra el crimen organizado no quedan claros, al menos no con los 
datos obtenidos en el trabajo de observación, por lo que merecería profundizarse 
esta línea en fases sucesivas de la investigación. 

Regresando con la labor de mediación de los líderes vecinales, en principio, 
ésta no tendría razón de ser. Las administraciones de la alcaldía y del gobierno 
central poseen distintas ventanillas para atender las solicitudes de su población. La 
existencia de estos brokers se explica por dos razones. La primera es el desconoci-
miento de la población con respecto al cuadro normativo y los procesos que rigen 
a la administración pública. Esto se relaciona con la cultura política: la población 
se interesa poco a la política y el funcionamiento del gobierno. La segunda es un 
tema de percepción. Los habitantes no tienen tiempo o simplemente no desean 
pagar el precio que implica comprender los mecanismos institucionales puestos a su 
disposición para interactuar con las oficinas gubernamentales. Por ello, los líderes 
son percibidos como la manera más rápida e inmediata para resolver sus problemas. 
Así, los líderes proporcionan a la población una alternativa a la relación burocrática 
impersonal que en términos legales debería regir la relación gobierno-sociedad. 

A diferencia de los colonos que llegan libremente a las sesiones de gabinete, los 
líderes son personajes reconocidos de los distintos servicios gubernamentales de la 
alcaldía. En algunos casos su activismo social data desde los sismos de 1986. Si no 
todos los líderes tienen la misma antigüedad, lo cierto es que las interacciones entre 
las autoridades y los líderes reflejan un nivel de familiaridad que solo es visible en 
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relaciones que se construyen a lo largo del tiempo, a partir del trabajo conjunto. Las 
interacciones reflejan una relación jerárquica implícita. Los líderes dependen de los 
funcionarios para ofrecer soluciones a los problemas planteados por los vecinos, pero 
también los funcionarios son dependientes de los líderes para hacer llegar al público 
información sobre nuevos programas: el inicio de campañas (de vacunación, de 
cultura, de nutrición, de poda de arboles, manejo de heces y esterilización caninas). 
También requieren su apoyo para impulsar proyectos que podrían generar controver-
sia o resistencia por parte de la población. Lo anterior refleja que las estructuras del 
gobierno de la ciudad necesitan el apoyo de los liderazgos locales a fin de interactuar 
con la ciudadanía. En esta relación, los líderes compiten entre sí para atraer hacia sus 
territorios las ayudas de las autoridades e instrumentalizan estas relaciones tanto 
material como simbólicamente. En el primer caso fue posible identificar liderazgos 
que están vinculados a organizaciones de base, cuyos miembros poseen vínculos con 
partidos políticos de izquierda, con el Instituto Electoral de la Ciudad de México, así 
como con el Consejo de la Alcaldía del territorio en observación. Estas informaciones 
nos permiten inferir que los miembros de estas organizaciones tienen incentivos 
para utilizar su trabajo de mediación como un vehículo para construir su eventual 
base electoral. Aunque las observaciones también señalan la existencia de otro perfil 
de líderes que no están afiliados a organizaciones de base ni poseen vínculos con 
partidos políticos o autoridades, cuya principal motivación reside en los aspectos 
simbólicos de reconocimiento social que conlleva esta actividad. Lo anterior indica 
que el clientelismo es un medio de regulación que puede o no estar vinculado con 
un objetivo político-electoral. Esta es otra pista de investigación que merecería ser 
profundizada más adelante.

En materia de seguridad, las relaciones con los policías responden a los mismos 
criterios descritos arriba. Se trata de relaciones interdependientes y asimétricas 
de las que cada una de las partes obtiene alguna ventaja o beneficio. En esta rela-
ción, el policía se asegura una base de apoyo para cumplir con las exigencias de la 
jerarquía a la vez de permitirle controlar la base operativa. Los habitantes, por su 
parte, obtienen servicios de seguridad y el apoyo policial para fines personales o en 
beneficio de su clientela. 

Entre los apoyos que son particularmente valorados por los habitantes destacan 
la respuesta rápida ante situaciones de emergencia, el patrullaje en ciertas calles, 
la instalación permanente de policías en ciertas áreas y su eventual apoyo en las 
disputas por el espacio público que cotidianamente enfrenta a los vecinos contra los 
vendedores ambulantes, las personas en situación de calle, los franeleros y demás 
población flotante que se desplaza cotidianamente por las calles de las colonias. Las 
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relaciones e interacciones entre los policías y los líderes son cotidianas, aunque su 
duración y continuidad son inciertas. 

Por ejemplo, el mando de la zona junto con los jefes de sector y de departamento 
fueron cesados inopinadamente después de poco más de tres años de servicio. Este 
cambio abrupto en la estructura de mandos desencadenó una serie de filtraciones 
en la prensa que denunciaban actos de corrupción de la cúpula policial, así como 
manifestaciones de protesta organizadas por los líderes ciudadanos de varias colonias 
que movilizaron a los vecinos para que se plantaran en las oficinas de la Secretaría 
de Seguridad Ciudadana exigiendo: “que regresen, que regresen nuestros mandos”. 

Para desactivar este conflicto, el subsecretario de operación policial recibió perso-
nalmente a la comitiva de representantes ciudadanos. En esa reunión dejó entrever 
que el cambio de mandos se justificaba por un trabajo de inteligencia: “no crean que 
todo estaba perfecto”. Además, ofreció puertas abiertas, se comprometió a darle 
continuidad a los chats de seguridad y prometió atender todas sus solicitudes. Por 
último, les pidió un voto de confianza para él y para sus mandos. 

Este evento ilustra, a la vez, la profundidad y la mecánica de las relaciones entre 
la población y los mandos policiales. En este caso, el cambio de la estructura de 
mandos afectaba los equilibrios y acuerdos alcanzados hasta ese momento. Visto 
desde la perspectiva de los líderes representaba un costo alto, porque implicaba 
iniciar una relación desde cero. En el fondo, la protesta buscaba preservar un statu 
quo evaluado como conveniente por los líderes vecinales. El ofrecimiento del sub-
secretario desactivó el conflicto porque sentó las bases de una nueva relación en la 
que encontraron acomodo los intereses de las dos partes. Por un lado, los líderes 
aseguraron el reconocimiento de la autoridad como interlocutores válidos en la 
mediación de las demandas de la población. Por otro lado, la cúpula policial desac-
tivó la resistencia de la población organizada y facilitó la incrustación de un nuevo 
equipo de mandos en toda la zona. En suma, este acuerdo funcionó porque era 
beneficioso para las dos partes. 

Un aspecto que conviene remarcar es el énfasis que manifestaron los líderes por 
mantener el uso de grupos de discusión como vía de comunicación con los policías 
adscritos a su territorio. En la última sección del texto se analizan las implicaciones 
del uso de estos grupos en las relaciones policía-población. 
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El grupo WhatsApp seguridad: una iniciativa de abajo hacia 
arriba

En nuestro terreno de investigación, el uso de los chats de discusión es recurrente. 
En las reuniones del gabinete fueron varios los líderes que mencionaron esta herra-
mienta que permite la interacción instantánea entre policías y población. El grupo 
analizado corresponde a una colonia de nuestro terreno de investigación, que fue 
fundado por un representante ciudadano, aunque su gestión está bajo la respon-
sabilidad de tres vecinos. Desde su creación, el grupo ha contado con la presencia 
de los policías de cuadrante y sus mandos, quienes supervisan las acciones de sus 
subalternos. El grupo se renueva con la entrada y salida de los habitantes de la 
colonia como de los policías, es decir, se renueva cuando se producen cambios en la 
estructura policial y la adhesión o baja de los vecinos. 

El uso de WhatsApp en el tratamiento de cuestiones de seguridad ha tenido 
buena respuesta entre la población de la colonia. A la fecha existen tres grupos de 
discusión: dos vinculados al comité de vecinos y otro más creado de manera inde-
pendiente. En general, la interacción virtual en temas comunitarios es una práctica 
corriente en la colonia observada. Además de los grupos de seguridad, se crearon 
redes sociales en los temas de mascotas, servicios urbanos, negocios y temas genera-
les. Existe además una página de Facebook y otros grupos que utilizan la aplicación 
Telegram como medio de interacción. 

Una de las características centrales del grupo de discusión ha sido el estricto 
apego al tema motivo de su creación: la seguridad. Para ello, el fundador estableció 
reglas estrictas de funcionamiento. Así, desde el inicio se dejó en claro que la fina-
lidad del chat era asegurar la respuesta inmediata a emergencias (accidentes, robo, 
incendio, derrumbe, explosión, fuga de gas, secuestro, heridos y muertos). Para ello se 
pidió que en los mensajes se especificara el problema, la calle y número además de la 
fotografía del evento, y además, que el lenguaje utilizado entre los policías y vecinos 
fuera amable y cortés. Se prohibieron los envíos de publicidad, propaganda política 
y religiosa, mensajes de odio, de racismo o cualquier tipo de discriminación, chistes, 
cadenas, chismes, gifs, memes, audios y emoticones. Finalmente, se estableció que 
cualquier persona que no cumpliera con estas reglas de convivencia sería expulsada 
del chat. Estas reglas han sido aplicadas estrictamente. 

A pesar de las reglas impuestas, sorprende la variedad de temáticas tratadas que 
van mucho más allá del evento criminal. Muchos de las temáticas abordadas en los 
comités de seguridad se repiten en los grupos de discusión. Con la diferenciade que 
se agregan algunos nuevos que implican inmediatez en la respuesta. 
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La gráfica 1 sintetiza los resultados del análisis realizado. Como se puede consta-
tar, la principal problemática que moviliza las relaciones población-policía tiene que 
ver con los reportes de personas o actividades “sospechosas” (33%). En esta categoría 
se incluyen básicamente dos aspectos. El primero tiene que ver con situaciones que 
generan duda entre los vecinos y que a su juicio merecerían ser investigadas por los 
policías: portones abiertos, autos encendidos sin ocupantes, paquetes abandonados. 
El segundo está asociado con las personas cuya presencia genera suspicacia entre los 
colonos: personas estacionadas enfrente de sus domicilios, individuos que toman 
fotos o hacen anotaciones, personal con uniforme de Telmex o CFE que trabajan a 
altas horas de la noche y personas en situación de calle o individuos que “contrastan 
con el paisaje urbano”. Este último tipo de reporte ilustra los juicios clasistas presen-
tes en la sociedad mexicana, en cuya cultura permanece la asociación entre pobre 
y criminal, es decir, lo que Piccato ha denominado la criminalización de las clases 
populares. En estas situaciones, los policías verbalizan y verifican la legitimidad 
de los individuos reportados, incluso si esto significa una violación a las garantías 
individuales de libre tránsito consagradas en la Constitución. En general, este tipo 
de reportes son falsas alarmas. Los policías que atienden estos mensajes reportan 
sin novedad o que las personas ya no se ubicaban en el lugar señalado.

Gráfica 1. 
Tipos de interacciones población-policía
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Fuente: Elaboración propia con base en el análisis de las interacciones policía-población 
de un grupo de discusión de WhatsApp en una colonia de la Ciudad de México, enero de 
2019 a enero de 2020.
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El segundo aspecto más reportado son las alteraciones al orden público (19%), es 
decir, discusiones o peleas en la vía pública; personas en estado de ebriedad causando 
escándalo y quejas por ruido excesivo. En los dos primeros casos, los patrulleros 
acuden al lugar de los hechos e informan que las personas ya se habían retirado o 
separan a los rijosos. De acuerdo con lo que reportan en el chat, la intervención de los 
policías se detiene ahí porque las partes en conflicto no desean denunciar. Por lo que 
se refiere a las quejas contra otros vecinos y negocios de la zona por ruido excesivo 
de fiestas y/o eventos sociales, la respuesta de los policías es más errática. Pueden 
señalar que canalizan la solicitud a la Procuraduría Social, instancia encargada de 
dirimir las controversias vecinales o asistir al domicilio y solicitar a los asistentes 
disminuir el volumen. En estos casos, la policía solo puede recomendar, no obligar, 
por lo que los quejosos se sienten frustrados en este tipo de situaciones. 

Las disputas por el espacio público ocupan la tercera posición (18%). Las calles y 
banquetas de la ciudad atestiguan una batalla constante. Los vecinos soy muy activos 
en la defensa de lo que consideran su justo derecho. No dudan en acudir con los 
policías para que los apoyen en sus disputas contra las “personas que vienen de fuera” 
y que buscan regentear los espacios de estacionamiento en la vía pública, establecer 
nuevos negocios de comida callejera o invadir las aceras y accesos de estacionamiento. 
Es una disputa permanente y sin fin. Los vecinos, más que los policías, se han con-
vertido en los principales vigilantes del espacio público. Muchas de las denuncias de 
este tipo conciernen a colonos que buscan desalojar a un comerciante o franelero en 
particular. La intervención de la policía es permanente pero infructuosa, al menos 
a los ojos de los quejosos. Las personas desalojadas eventualmente regresan a sus 
espacios de trabajo. Algunos vecinos en entrevista señalaron que los policías están 
coludidos con los franeleros y comerciantes. Aluden a acuerdos secretos entre los 
líderes de los informales y los policías, quienes reciben rentas ilegítimas (en especie 
o efectivo) a cambio de dejarlos en la calle. Los policías, por su parte, argumentan 
que están atados de manos. Lo que para el público es una infracción, al no estar 
tipificada en el código penal, solo puede ser sancionada, por el juez cívico, con una 
multa equivalente de una a 10 veces la unidad de medida ($84.94) o arresto de seis 
a 12 horas o trabajo comunitario de tres a seis horas. Ya sea por acuerdos informales, 
sea por la normatividad, lo cierto es que las diferencias entre los residentes y los 
trabajadores informales se perpetúa a lo largo del tiempo. 

Las denuncias por robo no ocupan sino el cuarto sitio de las interacciones totales 
(13%). En esta categoría se incluyen básicamente dos tipos de situaciones. La primera 
tiene que ver con denuncias de robo de autopartes, “cristalazos” o carteristas. Se trata 
de robos patrimoniales en los que las victimas no estuvieron presentes o fueron 
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conscientes del robo después de haberse consumado el hecho. En estos casos, la 
comunicación con la policía busca alertar sobre lugares, horarios y modus operandi de 
los ladrones que están activos en la colonia. Aunque también, indirectamente, se trata 
de quejas que buscan incrementar la presencia policial en ciertas calles. La segunda 
está relacionada con el reporte de robos en curso de realización. En el transcurso 
del año los vecinos reportaron cuatro robos a negocios de la colonia. Gracias a la 
rápida intervención de la policía en tres de los cuatro casos, los ladrones huyeron 
frustrándose el asalto y en uno de ellos se logró la captura de los asaltantes. Si bien 
cuantitativamente el número de robos evitados no es significativo, simbólicamente 
mejoraron la imagen del policía frente a la población. La rápida actuación de los 
policías en todos los casos fue ampliamente celebrada y reconocida por varios vecinos 
ajenos a los negocios directamente afectados.

Por otra parte, las fallas en los servicios públicos ocupan la quinta posición en 
cuanto a las causas que llevan a la población a interactuar con la policía (12%). Las 
fugas de gas y agua, fallas en el alumbrado público o peligro de derrumbe de árboles 
son peticiones comunes. En estos casos, la policía solo actúa como puente entre 
la ciudadanía y los servicios administrativos especializados de cada área. Un caso 
particular es cuando existen fallas en el alumbrado público y realizan rondines suple-
mentarios en las horas de oscuridad en las calles o áreas afectadas. Aquí también 
se incluyen denuncias por problemas de tránsito como accidentes automovilísticos 
o embotellamientos. Como en los casos anteriores, la actuación policial se limita 
a transferir la solicitud al departamento de tránsito o los servicios de emergencia 
médica. 

En sexto lugar se ubican eventos excepcionales como solicitudes de información, 
faltas a la moral y quejas contra policías de cuadrante. Por lo común, los vecinos 
evitan hablar mal de los policías. Si hay críticas, estas se manifiestan en otros grupos 
de discusión. Por ejemplo, en el grupo de asuntos generales se ha señalado abierta-
mente a policías de tránsito por actos de corrupción. Estas denuncias no tuvieron 
repercusiones contra los oficiales involucrados, en gran parte por el desconocimiento 
de los caminos institucionales para canalizar las denuncias ciudadanas. A pesar de 
estos actos de corrupción, la percepción ciudadana de la actuación policial es positiva. 
Entre los calificativos utilizados por los entrevistados en su relación con la policía 
destacan las palabras: rapidez y amabilidad. 

Por último, un aspecto que no aparece en la gráfica son las comunicaciones de 
los policías hacia la población. Las interacciones policía-población, que representan 
alrededor de 10% de las interacciones totales, engloban básicamente comunicados 
en los que se avisa a la población de recorridos, fotos de presuntos delincuentes y 
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captura en flagrancia de ladrones de autopartes, carteristas y asaltantes a transeúntes. 
En general, la recepción de este tipo de información es muy bien recibida por los 
habitantes. En la emisión de mensajes participan tanto personal operativo como 
mandos, con la diferencia de que estos últimos pueden llegar a enviar mensajes 
incitando la colaboración con la policía o mensajes de cortesía, donde se presentan 
y se ponen a la orden de los miembros del grupo de discusión. 

En suma, independientemente de si el emisor del mensaje es un civil o un poli-
cía, una de las enseñanzas del análisis es que el envío y la recepción de mensajes 
instantáneos es un lubricante que facilita las interacciones. Entre las características 
de este modo de interacción conviene destacar cinco aspectos:

1. El combate a la criminalidad no representa más que un aspecto, entre 
muchos otros, de las relaciones entre la población y la policía. La población 
acude al policía como su primer referente de autoridad, independiente-
mente de si esta es o no el canal adecuado para tratar su problemática. El 
policía de proximidad cumple así el rol de puente en las interacciones entre 
distintos grupos de la sociedad y a la vez de vínculo entre la autoridad y 
la población. 

2. Desde la perspectiva de la población existe libertad para unirse o abandonar 
el grupo. Para el ingreso, la sola restricción es el cupo máximo manejado 
por WhatsApp de hasta 1280 personas. 

3. Se trata de intercambios abiertos, visibles a una gran cantidad de acto-
res, pero al mismo tiempo permiten cierto anonimato. Esto último ayuda 
a superar ciertas barreras de clase social, género, preferencia sexual que 
podrían dificultar las relaciones policía-población. 

4. Otro elemento que ayuda a la fluidez de las relaciones es la posibilidad 
de vinculación sin la necesidad de entrar, al menos en un inicio, en una 
relación cara a cara. El primer contacto ocurre en el sitio de discusión. Es 
una relación directa pero virtual. El costo emocional y el tiempo invertido 
son mínimos. Tanto el policía como el ciudadano interactúan directamente 
solo si la problemática es evaluada por los dos actores como relevante. 

5. Aunque se trata de una relación abierta, no se trata ni mucho menos de una 
relación sin reglas ni controles. El éxito de este mecanismo de interacción 
se explica por las reglas de convivencia y el celo con que estas han sido 
aplicadas por los administradores del grupo de discusión. Por otro lado, 
la aplicación de controles blandos (panóptico) aplicados por la jerarquía 
aseguró el involucramiento y participación permanente de los policías. 
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Consideraciones finales 

En México predomina la cultura de la desconfianza. La desconfianza no se limita a la 
policía, sino que se extiende al conjunto del aparato gubernamental. La policía, vista 
como organización, desconfía de sí misma y de sus interlocutores sociales. Solicita 
su apoyo para obtener información, pero mantiene distancia en sus interacciones. 
Manda a sus bases operativas al terreno, pero despliega varios mecanismos formales 
e informales para controlar sus acciones. Pide a los ciudadanos que sean sus ojos, 
pero el cerebro, la construcción de modelos de intervención y la toma de decisiones 
se mantiene en la cúpula dirigente. Por otro lado, la población solicita y demanda 
servicios de seguridad, pero mantiene su percepción negativa de los policías. Desea 
vivir en un entorno seguro, pero desconoce las reglas del juego institucional para 
relacionarse y exigir rendición de cuentas a sus autoridades. Uno de los aportes del 
presente estudio es que el análisis de las relaciones policía-población habría que abor-
darlo por capas. Lo que se acaba de mencionar no es mas que la capa más exterior. 

Al profundizar el análisis queda en evidencia que la política de seguridad en lugar 
de promover un acercamiento autentico con la población, está orientada principal-
mente hacia la aplicación de medidas disuasivas. Existe un énfasis en la presencia 
policial en las calles y el trabajo policial es evaluado en función de criterios de des-
empeño. El acercamiento con la población denota un claro objetivo instrumental: la 
obtención de información como insumo para asegurar el control sobre el territorio 
y el personal operativo. Ahora bien, la puesta en evidencia de las apuestas o, dicho 
de otro modo, lo que cada actor se juega en su relación con el otro, deja de mani-
fiesto que la estrategia dominante, tanto para la población como para los policías, 
será cooperar y velar por los intereses del otro. Pero esta cooperación no es directa 
ni abierta. El contexto de baja confianza influye para que tanto los policías como 
la ciudadanía prefieran relacionarse a través de intermediarios y no de contactos 
cara a cara. Las relaciones no se producen de manera directa sino preferentemente 
por intermedio de una tercera persona o, en su caso, de una aplicación informática. 
El jefe de sector prefiere pasar por los líderes comunitarios; el ciudadano prefiere 
denunciar por vía de los grupos de discusión. Los policías de cuadrante prefieren 
interactuar con individuos específicos en lugar de presentarse en cada uno de los 
domicilios de su sector. 

Ante las preguntas que motivaron el presente estudio: ¿en qué medida continúa 
siendo valido considerar este tipo de relaciones como antagónicas y de extrema 
desconfianza? Y ¿si es posible el establecimiento de relaciones de confianza entre 
los ciudadanos y la policía? La respuesta es: depende del nivel de profundidad en 
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el que se realice el análisis y depende de la puesta en evidencia de las estrategias de 
los actores que participan en la relación. 

En la literatura, las organizaciones sociales de base y los arreglos de tipo clien-
telista han sido vinculados a practicas de corrupción y sobrerrepresentación de 
intereses partidistas o individuales sobre los intereses de la colectividad. En nuestro 
estudio se pudo observar efectivamente la captura de la policía para fines privados. 
Aunque también se observó que gracias al trabajo de los brokers varias necesidades 
legítimas de las colonias y localidades fueron trasmitidas y atendidas por las auto-
ridades. La mediación es así una solución subóptima, cierto, pero solución al final. 

La confianza no se genera espontáneamente ni por decreto, su construcción está 
relacionada con un trabajo continuo de relaciones de mutuo apoyo a lo largo del 
tiempo. En estricto sentido, la duración de las relaciones observadas está sujeta a 
una gran cantidad de situaciones aleatorias. Los cuadros policiales son transferidos 
regularmente hacia otros territorios para evitar que se generen vínculos perniciosos. 
Esta práctica, paradójicamente, también evita que se profundicen interacciones con 
la población que podrían derivar en una lucha más efectiva contra la inseguridad.

Por lo anterior, el grupo de discusión es sumamente sugerente. Se trata de una 
iniciativa de abajo arriba, surgida por iniciativa del liderazgo local, pero cuya diná-
mica trasciende el control de los liderazgos y la policía. La inmediatez, la libertad de 
entrada y salida, las relaciones iteradas, al menos desde la perspectiva de la población, 
implica un nuevo tipo de relaciones de cooperación. Una pista de investigación, a 
desarrollar en un futuro, sería averiguar en qué medida este tipo de relaciones derivan 
en denuncias formales y en un involucramiento más profundo de los ciudadanos en 
el proceso de la aplicación de la justicia. Además, es necesaria la ampliación de la 
investigación en otros territorios a fin de dilucidar la ejemplaridad o la singularidad 
de la observación aquí presentada. 
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Resumen
En México desde 2007 la profesionalización de las corporaciones locales 
de policía se convirtió en una prioridad para los tres niveles de gobierno. 
En 2008 el Gobierno Federal estableció el Subsidio para la Seguridad en 
los Municipios (SUBSEMUN) a través del cual entregaron de 2008 a 2015 
más de 1 600 millones de dólares a los principales municipios del país para 
fortalecer sus policías locales. Sin embargo, los avances fueron insuficientes 
y en muchos ayuntamientos se mantuvo o incluso aumentó la descon-
fianza hacia las policías locales y la incidencia de delitos de alto impacto. 
Este texto investiga cómo se utilizaron los recursos del SUBSEMUN en los 
ayuntamientos y analiza los obstáculos prácticos, políticos y administrati-
vos que se presentaron durante la implementación de las herramientas de 
profesionalización impulsadas por el subsidio. Con base en los resultados 
de la investigación se ofrecen algunas reflexiones sobre el diseño de apoyos 
para las policías locales.
Palabras clave: policía, política pública, profesionalización, gobiernos 
locales, subsidios

Abstract
Since 2007, the professionalization of local police departments in Mexico 
has been a priority for all three levels of government. In 2008, the Federal 
Government established the Subsidy for Security in the Municipalities 
(SUBSEMUN), through which it provided more than $1.6 billion dollars 
between 2008 and 2015 to the country’s largest municipalities to strengthen 
their local police. However, progress was insufficient, and in many munici-
palities, the public’s distrust of local police and the incidence of high-impact 
crime remained the same or, in some cases, even increased. This paper 
investigates how municipalities used SUBSEMUN resources and analyzes 
the practical, political, and administrative obstacles that arose during the 
implementation of the professionalization tools promoted by the subsidy. 
The paper also offers some reflections on the design of subsidies for local 
police based on the study’s findings.
Keywords: police, public policy, professionalization, local governments, 
subsidies
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“¡El colmo! Policía municipal y su esposa asaltan Oxxo en Bosques de 
Manzanilla; vecinos los golpean”, lee el encabezado en un periódico local 
de Puebla (Periódico Central, 2017), un estado vecino de la Ciudad de 

México, el cual recibió de 2008 a 2015 más de 1 300 millones de pesos (alrededor 
de 65 millones de dólares) a través de un subsidio federal para profesionalizar sus 
policías locales. Este tipo de noticias se extienden a todo el territorio mexicano, no 
solamente narrando la participación de policías municipales en activo en asaltos a 
tiendas de conveniencia, sino además en robo de autos (Campos, 2017; Imagen del 
Golfo, 2017; El Heraldo de México, 2020), secuestros (Proceso, 2017; Radio Fórmula, 
2017; SinEmbargo, 2019), ejecuciones (La Prensa de Monclova, 2017; 90 grados, 2020), 
entre otros delitos.

La corrupción de la función del policía local en México no es nueva, sino que 
se remonta a décadas atrás (Davis, 2006). Debido a esto, comenzando en 1994 se 
promovieron diversas reformas para contar con una política nacional de combate a 
la delincuencia, y en 2007 se incorporó la profesionalización de las policías muni-
cipales como una prioridad. En ese año se aprobó un nuevo programa de seguridad 
pública, concertado entre los diferentes niveles de gobierno, como respuesta “a la 
desconfianza de la población hacia las policías locales, al alza en la incidencia de 
delitos de alto impacto, y a la falta de eficiencia de los cuerpos de policía” (Cámara 
de Diputados, 2011).

Como parte de este programa, el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública (SESNSP), órgano federal responsable de la política de seguridad 
pública en México, estableció en 2008 el Subsidio para la Seguridad en los Munici-
pios (SUBSEMUN)1 con el objetivo de fortalecer y equipar a las policías locales de los 
municipios más poblados y con mayores índices de criminalidad del país (SESNSP, 

1 El nombre del subsidio se cambió en años posteriores a “Subsidio a los Municipios y 
Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal y, en su caso, a las Entidades Federa-
tivas que Ejerzan de Manera Directa o Coordinada la Función de Seguridad Pública”, 
pero el SESNSP continuó utilizando las siglas SUBSEMUN.
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2011).2 De 2008 a 2015 se entregaron apoyos materiales y logísticos a los municipios 
elegidos para fortalecer aspectos relacionados con la formación policial, el sistema 
de carrera, el salario de los policías, el equipamiento y los controles de confianza 
(exámenes para detectar si el policía ha participado en alguna actividad ilegal). Sin 
embargo, en la mayor parte de los municipios la profesionalización policial continúa 
siendo un tema pendiente y, en muchos aspectos, con el SUBSEMUN no se consiguió 
“ningún avance proporcional a los esfuerzos realizados” (Tello, 2013: 307).

¿Por qué no se obtuvieron los resultados esperados con el SUBSEMUN? La hipó-
tesis de este texto es que en los ocho años que estuvo vigente el subsidio existieron 
obstáculos clave, tanto prácticos como políticos y administrativos, que retrasaron 
—o anularon por completo— la política de profesionalización de las policías locales. 
El texto se divide en cinco secciones. En primer lugar, se describe la organización 
de las corporaciones municipales en México y los apoyos federales que se han esta-
blecido históricamente para fortalecerlas. Se describe también el funcionamiento 
del SUBSEMUN y la principal herramienta de profesionalización promovida por este 
subsidio: la Carrera Policial. En segundo lugar, se explica la metodología del texto 
para recabar y analizar información disponible sobre el subsidio en los municipios 
mexicanos. En tercero, se presentan los resultados de la investigación. Esta sección 
se subdivide en cinco subapartados, cada uno dedicado a un obstáculo identificado 
(predilección por el statu quo, oposición deliberada, dificultad para identificar e 
implementar herramientas, condiciones culturales y organizacionales, y esfuerzos 
por reconstruir la reforma). En cuarto lugar, se presentan buenas prácticas identi-
ficadas en la literatura para superar cada uno de los cinco obstáculos descritos en 
el texto. Finalmente, la conclusión.

Corporaciones policiales en los municipios mexicanos y apoyos 
federales para fortalecerlas

Desde 1999, el Art. 115 de la Constitución Mexicana otorga a los municipios la 
facultad exclusiva para ejercer la seguridad pública en su territorio bajo los princi-
pios del Art. 21 Constitucional —legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, 
honradez y respeto a los derechos humanos—. Además, se confiere a los municipios 

2 A partir de 2016, el SUBSEMUN fue sustituido por el Programa Fortalecimiento a la Se-
guridad (FORTASEG), el cual continúa hasta el día de hoy (2020) con reglas de operación 
y requisitos para elegibilidad muy distintos al SUBSEMUN.
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la autoridad para “aprobar y modificar los bandos de policía y buen gobierno, los 
reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro 
de sus respectivas jurisdicciones”.3 Así, siempre y cuando sigan los principios cons-
titucionales, cada municipio tiene independencia para definir los procedimientos y 
políticas relativas a sus corporaciones policiales.

Esta autonomía en la gestión de la seguridad pública municipal ha tenido como 
consecuencia diferencias importantes en el actuar de las policías locales, así como en 
sus sistemas de ingreso, desarrollo, evaluación, asenso, sanción y separación (Cámara 
de Diputados, 2011). Históricamente, los intentos de los propios municipios por 
profesionalizar a sus policías no han logrado resultados positivos ni de largo plazo, 
principalmente porque estos esfuerzos son reinventados cada tres años al cambiar 
la administración después de las elecciones locales (Sabet, 2013). Por consiguiente, 
en México ha prevalecido un entorno generalizado de poca profesionalización en 
la seguridad pública local, y permanentemente “la situación de las policías munici-
pales es muy precaria, operan con muchas limitaciones y tienen los mismos vicios 
estructurales que todas las policías nacionales” (Tello, 2013: 295).

En México, las políticas en materia de seguridad pública han sido competencia 
casi exclusiva del gobierno federal. Las políticas públicas en esta materia, entendi-
das ampliamente como decisiones para resolver problemas públicos de seguridad 
y articuladas por medio de acciones y programas con fundamento legal a través de 
cuerpos administrativos (Aguilar, 1992), son diseñadas principalmente por órganos 
federales pero implementadas por los gobiernos locales que constitucionalmente son 
responsables de la seguridad en su territorio. Esta “transferencia” de políticas con 
grandes objetivos no siempre ha resultado exitosa por las carencias locales, tanto 
económicas como técnicas y administrativas. Debido a esto y frente a los problemas 
de las corporaciones locales, el gobierno federal, a través de diversas dependencias 
como el SESNSP, ha establecido diferentes apoyos para ayudar a mejorar los cuer-
pos de seguridad pública de los municipios (véase cuadro 1). Estos apoyos han 
tenido como objetivo principal el fortalecimiento de los municipios y los estados 
con equipamiento, modernización, y la profesionalización administrativa de sus 
corporaciones policiales (Meyer, 2014).

3 Reforma al Art. 115 constitucional. Diario Oficial de la Federación (23/12/1999); Car-
bonell (2004).
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Cuadro 1. 
Apoyos federales para la seguridad pública en México

Nombre Beneficiarios Objetivos Periodo 

Fondo de Seguridad 
Pública en el Estado 
(FOSEG)

32 entidades fede-
rativas

Financiamiento de las accio-
nes en materia de seguridad 
pública necesarias para el 
funcionamiento eficaz del Sis-
tema Nacional de Seguridad 
Pública.
h t t p : / / w w w. c e f p . g o b .
m x / n o t a s / 2 0 0 9 / n o t a -
cefp0162009.pdf 

1998-2012

Fondo de Aportacio-
nes para la Seguridad 
Pública de los estados 
y del Distrito Fede-
ral (hoy Ciudad de 
México) (FASP)

32 entidades fede-
rativas y munici-
pios elegidos por 
la entidad

Profesionalización policial, 
equipamiento, mejoramiento 
de la infraestructura, estable-
cimiento y operación de la red 
nacional de telecomunicacio-
nes e informática

1999-

Subsidio para la Segu-
ridad en los Munici-
pios (SUBSEMUN)

Municipios y enti-
dades federativas 
que ejercen la fun-
ción de seguridad 
pública a nivel 
municipal

Profesionalización policial, 
equipamiento, mejoramiento 
de la infraestructura, estable-
cimiento y operación de la red 
nacional de telecomunicacio-
nes e informática, desarrollo 
de políticas públicas para la 
prevención social del delito

2008-2015

Subsidio a las entida-
des federativas para 
el fortalecimiento de 
sus instituciones de 
seguridad pública en 
materia de mando 
policial (SPA)

32 entidades fede-
rativas

Profesionalización policial, 
establecimiento y operación 
de la red nacional de teleco-
municaciones e informática, 
desarrollo de políticas públi-
cas para la prevención social 
del delito

2011-2015

Subsidio de apoyos 
a las entidades fede-
rativas en materia 
de seguridad pública 
(PROASP)

32 entidades fede-
rativas

Desarrollo de políticas públi-
cas para reducir los índices 
delictivos de los delitos de 
mayor impacto social

2012
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Nombre Beneficiarios Objetivos Periodo 

Programa Fortaleci-
miento a la Seguridad 
(FORTASEG)

Municipios y enti-
dades federativas 
que ejercen la fun-
ción de seguridad 
pública a nivel 
municipal

Profesionalización policial, 
equipamiento, formación con-
tinua en materia de Sistema 
de Justicia Penal Acusatorio, 
construcción de infraestruc-
tura

2016-

Fuente: elaboración propia con base en documentación del SESNSP y Delgado (2012).

Dentro de estos apoyos federales se enmarca el SUBSEMUN. Este subsidio tuvo el 
objetivo de fortalecer y equipar a las policías locales de los municipios más poblados 
y con mayores índices de criminalidad del país. Cada año—de 2008 hasta 2015—se 
ministraron recursos federalizados con base en una fórmula que identificaba a los 
municipios elegibles.4

Cuando un ayuntamiento era elegido para recibir el subsidio, al inicio del año se 
firmaba un convenio específico de adhesión que establecía el monto del SUBSEMUN 
y los compromisos que adquirían los municipios con el SESNSP, principalmente el 
envío de reportes sobre la implementación de herramientas de profesionalización 
en las corporaciones municipales. Estos compromisos se modificaban de acuerdo 
con los objetivos prioritarios del subsidio de cada año. Para realizar estas acciones, 
los municipios contaban con apoyo logístico y administrativo de la SESNSP. La 
colaboración entre los gobiernos locales y el federal tenía base en la Ley General 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública (LGSNSP), aprobada por el Congreso 
en 2009, la cual establece las bases de coordinación entre diferentes organizaciones 
públicas de seguridad.

Uno de los objetivos principales del SUBSEMUN, que se mantuvo vigente durante 
todo el subsidio y que fue la herramienta principal de profesionalización, fue el 
establecimiento de la Carrera Policial en los municipios beneficiarios. Esta carrera 
está establecida en el título quinto de la LGSNSP y es definida como

el sistema de carácter obligatorio y permanente, conforme al cual se establecen los 
lineamientos que definen los procedimientos de reclutamiento, selección, ingreso, 

4 La fórmula de elegibilidad consideraba seis criterios: (1) población del municipio, (2) in-
cidencia delictiva en delitos de alto impacto (como homicidio y secuestro), (3) turismo, 
(4) si el municipio se encontraba en una zona fronteriza, (5) si era un municipio conur-
bado y (6) la proximidad geográfica con otros municipios de alta incidencia delictiva.
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formación, certificación, permanencia, evaluación, promoción y reconocimiento; 
así como la separación o baja del servicio de los integrantes de las Instituciones 
Policiales (Art. 78)

La carrera policial tiene el objetivo de promover valores como la equidad, la responsa-
bilidad, la honradez, la eficiencia y la eficacia en el desempeño de las funciones (Art. 
79). También busca desarrollar la vocación de servicio y el sentido de pertenencia de 
los integrantes de las instituciones policiales por medio del desarrollo profesional, 
la capacitación y la profesionalización permanentes (Art. 79). En la práctica, este 
servicio de carrera se traduce en un sistema de puntos que regula los mecanismos 
de ingreso, promoción y separación. Estos puntos son ganados a través del mérito 
policial, las evaluaciones de desempeño de la función, las competencias laborales, 
el desarrollo profesional (capacitación) y la antigüedad (ASF, 2008, t. X, vol. 20).

Para lograr los objetivos planteados en el convenio de adhesión, la federación 
se comprometió a entregar recursos federales a los municipios, mientras que los 
ayuntamientos se comprometían a aportar un 30% adicional. El número de muni-
cipios beneficiados y el monto total etiquetado para este objetivo variaron de forma 
importante durante los años en que se entregó el subsidio (véase gráfico 1). Mientras 
que en 2008 el subsidio se entregó a 149 municipios y se erogaron 3 580 millones de 
pesos (alrededor de 180 millones de dólares), en 2015 el subsidio se entregó a 280 
municipios y se erogaron 3 968 millones de pesos (cerca de 200 millones de dólares). 
Estas variaciones en el número de municipios beneficiados y montos dedicados al 
subsidio afectaron de forma importante el impacto del SUBSEMUN.
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Gráfico 1. 
Municipios beneficiarios del SUBSEMUN por año5

Fuente: elaboración propia con base en documentación del SESNSP y solicitudes de infor-
mación pública.

En total, de 2008 a 2015 se benefició a 301 ayuntamientos, algunos de los cua-
les recibieron el subsidio una sola vez —20 ayuntamientos—, mientras que  
otros recibieron el apoyo todos los años —142 municipios— (véase cuadro 2). Es 
importante resaltar que 80% de los ayuntamientos recibió el subsidio durante cuatro 
o más años, asegurando que hubo al menos un cambio de edil y cabildo después de 
las elecciones locales (las cuales se realizan cada tres años).

Cuadro 2. 
Número de veces que los municipios fueron beneficiarios SUBSEMUN

Cantidad 1 2 3 4 5 6 7 8 Total

Núm. municipios 20 17 24 23 16 20 39 142 301

Porcentaje 7 6 8 8 5 7 13 47 100
Fuente: elaboración propia con base en documentación del SESNSP y solicitudes de infor-
mación pública.

5 Los datos consideran los recursos ministrados a precios corrientes; no se incluye co-
participación municipal (equivalente a 30% de la aportación federal) ni las aportaciones 
federales a los gobiernos estatales. Tampoco se incluyen las ministraciones declinadas 
por los municipios ni las ministraciones canceladas.
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Metodología de investigación

Para conocer el impacto del SUBSEMUN en el proceso de profesionalización policial 
de los municipios beneficiarios se revisaron diversas fuentes: 1) leyes y documentos 
relativos al subsidio, incluyendo las reglas de operación, los manuales de procedi-
mientos, las circulares informativas a los municipios, los convenios de adhesión y 
los informes de resultados publicados por el SESNSP; 2) auditorías realizadas por 
la Auditoría Superior de la Federación (ASF) a la administración de los recursos 
del subsidio (disponibles para los años 2008 a 2015);6 3) 3 220 solicitudes de infor-
mación históricas que recibió el SESNSP de 2008 a 2015 por medio del sistema de 
transparencia por internet INFOMEX (véase cuadro 3). Además, se realizaron diversas 
solicitudes de información pública adicionales al SESNSP.

Cuadro 3. 
Municipios beneficiarios del SUBSEMUN, auditorías realizadas por la 

ASF y solicitudes de información (SESNSP) - sistema INFOMEX

Año 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015

Número de municipios 
beneficiarios

149 205 208 223 237 256 269 280

Número de municipios 
auditados por la ASF

11 15 20 29* 24 86* 110* 70*

Solicitudes de información 
pública al SESNSP

170 231 196 321 394 492 726 690

Fuente: elaboración propia con base en documentos de la ASF e información del sistema 
INFOMEX. * Algunas de las auditorías fueron realizadas por las Entidades de Fiscalización 
Superior de las Legislaturas Locales (EFSL), a solicitud de la ASF.

Dos fuentes adicionales revisadas fueron: 4) evaluaciones al SUBSEMUN encar-
gadas por el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
(CONEVAL), y 5) una consulta sistemática de noticias en medios de comunicación 
nacionales y locales sobre el subsidio y las policías municipales.

6 Cada auditoría comprende una muestra de municipios beneficiados, que ha variado 
cada año entre 7% y 41% del total.
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De cada fuente revisada se extrajeron datos empíricos y narrativos; estadísticas 
oficiales y de organizaciones no gubernamentales; inferencias sobre el estado pre-
sente o futuro de la profesionalización policial; resultados de entrevistas y encues-
tas a funcionarios y policías; opiniones y posturas personales e institucionales. 
Estos datos se sistematizaron, se analizaron y se agruparon en cinco apartados 
para describir el avance y los obstáculos enfrentados por los municipios al intentar 
profesionalizar sus policías.

Los obstáculos para la profesionalización de las policías muni-
cipales mexicanas

Para el cumplimiento cabal del compromiso de profesionalización previsto en el 
SUBSEMUN, los municipios debían realizar las siguientes acciones (SESNSP, 2011; 
ASF, 2008, t. X, vol. 1): implementación del Servicio Profesional de Carrera Policial; 
renivelación salarial de acuerdo con el tabulador del Servicio de Carrera; restruc-
turación jerárquica bajo un esquema terciario;7 evaluación de control y confianza 
de todos los elementos de la corporación en activo y por ingresar,8 y programación 
regular de capacitaciones especializadas.9

En un inicio estaba estipulado que en un año los municipios beneficiarios debe-
rían: 1) implementar la carrera policial; 2) lograr la renivelación salarial y la restruc-
turación jerárquica terciaria; 3) programar todas las evaluaciones en los Centros de 
Evaluación y Control de Confianza (CECC) estatales, y 4) concluir las capacitaciones 
especializadas de todos los policías de la corporación. Ningún municipio cumplió en 
ese primer año todos estos compromisos. Además, “[d]e acuerdo con los parámetros 
de calificación establecidos para la evaluación de los municipios beneficiados con 

7 Bajo este esquema terciario, cada célula básica se compone de exactamente tres personas 
(elementos) dentro de una jerarquía de crecimiento por grado, desde policía hasta in-
spector general. Así, por ejemplo, en un pelotón un policía segundo tiene bajo su cargo 
a tres policías terceros, cada uno de los cuales tiene bajo su cargo a tres policías. Esta 
estructura se repite en las secciones, las compañías, los grupos, hasta las coordinaciones. 

8 Estas evaluaciones están a cargo del Centro Nacional de Evaluación, Control y Confi-
anza de la Comisión Nacional de Seguridad (CNS), y se componen de cinco pruebas:  
(1) psicométricas, (2) toxicológicas, (3) médicas, (4) patrimonial y de entorno social y 
(5) confianza.

9 Estas capacitaciones incluían: Informe Policial Homologado (IPH), Manual Básico de 
Actuación Policial y Sistema Único de Información Criminal (SUIC).
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recursos del SUBSEMUN, en 2008 ninguno de los evaluados superaron la categoría M 
(Malo)” pues cumplieron con menos de 59% de las metas establecidas del subsidio 
para ese año (ASF, 2008, t. IX, vol. 2). A ocho años de comprometerse a realizar todas 
estas acciones, 10% de los 301 municipios beneficiarios no había implementado la 
carrera policial, no llevaron a cabo la renivelación salarial o no reestructuraron la 
corporación en el esquema jerárquico terciario (véase cuadro 4).

Cuadro 4. 
Cumplimiento de objetivos SUBSEMUN relativos a la profesionalización policial

Objetivo de profesionalización Núm. de municipios 
que cumplieron

Núm. de municipios 
que no cumplieron

Implementación del Servicio Profesional de 
Carrera y renivelación salarial

270 (89.7%) 31 (10.3%)

Reestructuración en el esquema jerárquico 
terciario

275 (91.4%) 26 (8.6%)

Fuente: elaboración propia con base en documentación del SESNSP y solicitudes de infor-
mación pública (corte a marzo 2016).

¿Por qué hubo retrasos en el cumplimiento de los objetivos de profesionalización? 
La hipótesis de este texto es que existieron obstáculos prácticos, políticos y adminis-
trativos que retrasaron la implementación de las herramientas de profesionalización 
en las policías locales (véase cuadro 5). A continuación se describe cada uno de estos 
obstáculos con base en la literatura de políticas públicas y la evidencia encontrada 
en la revisión documental del SUBSEMUN.

Cuadro 5. 
Obstáculos para la profesionalización administrativa de las corporaciones municipales

Obstáculos descritos - literatura Obstáculos identificados en la práctica

1. Predilección por el statu quo • Maquillaje de cifras de incidencia delictiva en muni-
cipios

• No adopción de las herramientas de profesionali-
zación y evitación de los costos

2. Oposición deliberada de 
políticos beneficiados por el 
sistema de patronazgo

• Rezago de los cabildos para aprobar el reglamento 
de policía 
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Obstáculos descritos - literatura Obstáculos identificados en la práctica

3. Dificultad para identificar e 
instrumentar las herramientas 
adecuadas para profesionalizar

• Diseño inadecuado del plan de instrumentación de 
las herramientas de profesionalización

• Evaluación inexacta de los avances de la profesio-
nalización

4. Condiciones culturales y 
organizacionales anteriores a 
la reforma

• Resistencia a cambiar la cultura policial 
• Intento por integrar la cultura militar 

5. Esfuerzos para deconstruir y 
reconstruir la reforma

• Primacía de objetivos políticos en las propuestas 
para transformar la reforma de profesionalización

Fuente: elaboración propia

1. Predilección por el statu quo

Debido a la aversión al riesgo que experimentan los políticos (Weyland, 2008), 
muchos se oponen a adoptar reformas profundas en la administración pública, 
aunque esto signifique continuar con un sistema imperfecto propenso a la captura 
y a la corrupción (BID, 2014; Merino, 2013). Por esto, es usual “maquillar” cifras, 
alterar información y ocultar datos (Carreño y López, 2015) que pudieran forzar 
un cambio. En este sentido hubo dos obstáculos principales en los esfuerzos por 
profesionalizar las policías locales mexicanas: maquillaje de las cifras de incidencia 
delictiva y evasión para no adoptar las herramientas de profesionalización.

Maquillaje de cifras de incidencia delictiva en los municipios

Las cifras de incidencia delictiva utilizadas en México para la planificación de polí-
ticas corresponden únicamente a los delitos cometidos que se denuncian, mientras 
que se omiten los que no son denunciados, los cuales representan más de 90% del 
total de ilícitos (Arango y Lara, 2007). Por otra parte, existe una pauta constante 
del gobierno mexicano para minimizar las cifras y considerar como “casos aislados” 
los delitos y las violaciones a los derechos humanos que, por cierto, son de una alta 
incidencia (Cortez, 2016). Debido a este estrecho uso de los datos, “[s]i bien los 
medios de comunicación a menudo retratan a México como el lugar más peligroso 
del mundo, estadísticamente es un lugar muy seguro” (Oppenheimer, 2015). Esta 
minimización estadística de la violencia y la criminalidad ha afectado directamente 



93

núm. 90 · año 42 · enero-junio de 2021 · pp. 81-118

Obstáculos prácticos, políticos y administrativos…

las políticas respecto a las policías, pues ha minimizado la urgencia en la adopción 
de herramientas que permitan su profesionalización (Guerrero, 2016).

Por otra parte, como se describió en la sección anterior, el SUBSEMUN se asig-
naba cada año a un número limitado de municipios con base en una fórmula que 
consideraba, entre otros elementos, la incidencia delictiva del año anterior. Una 
consecuencia negativa de esta forma de otorgar el subsidio y no asegurar la ayuda 
a los municipios durante todos los años fue que los municipios compitieran entre 
sí para obtener la ayuda. Esto pudo incentivar el maquillaje de cifras de incidencia 
delictiva porque los municipios necesitaban mostrar que las tasas de delitos habían 
disminuido y cumplir así con los objetivos del subsidio, pero no podían arriesgarse 
a reportar una baja drástica en los índices porque ponían en riesgo la continuidad 
del subsidio (Sosa Altamira, 2014). Si un municipio beneficiado el año anterior 
reportaba una incidencia delictiva demasiado baja, ya no era elegible para el subsidio 
y la ayuda pasaba al siguiente municipio de la lista.

No adopción de las herramientas de profesionalización y evitación de 
los costos

Algunos políticos postergan la urgencia de profesionalizar a las policías municipales 
al afirmar que es normal que en las ciudades haya violencia y homicidios (Salmerón, 
2016), o sugiriendo que no existe evidencia de que la policía municipal esté infiltrada 
por el crimen (Harrison, 2016). De esta manera, los políticos evitan que el tema 
ingrese en la agenda pública y aplazan acciones que serían económica y políticamente 
costosas (Kingdon, 1995; Casar y Maldonado, 2010).

Al aceptar el subsidio, los municipios se comprometieron a poner en marcha el 
Servicio Profesional de Carrera Policial y realizar la renivelación salarial de acuerdo 
con el tabulador del Servicio. Sin embargo, en una gran parte de los municipios estas 
acciones se postergaron debido a los altos costos que implicaban o la posibilidad de 
que los elementos incorporados al servicio de carrera fueran despedidos:

Son insuficientes los avances que se registran en la implantación de ese servicio [de 
carrera … porque] influye la preocupación de algunas administraciones munici-
pales por las implicaciones financieras que esa estrategia significaría y, asimismo, 
las dificultades para implantar el Servicio Profesional de Carrera Policial en un 
contexto de sustitución de una parte del personal en cada ejercicio y la existencia 
de una proporción importante de los elementos, que no han sido evaluados en las 
pruebas de control de confianza o que no han aprobado estos exámenes, o bien, que 
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se consideran no aptos en las evaluaciones de las pruebas de las técnicas policiales 
(ASF 2009, t. V, vol. 11).

Hasta 2016, los municipios que no habían puesto en práctica las herramientas de 
profesionalización eran aquellos que dependían en gran medida de las transferencias 
federales. Al comparar el avance de los municipios por su grado de capacidad finan-
ciera (GCF)10 observamos que prácticamente todos los municipios con un GCF muy 
alto implantaron el servicio profesional de carrera policial y la renivelación salarial, 
mientras que solamente 60% de los municipios con GCF muy bajo sí lo hicieron 
(véase cuadro 6). Esto pone de relieve la importancia de garantizar los recursos 
futuros de las políticas presentes.

Cuadro 6. 
Municipios que implantaron el servicio profesional de carrera y la renivelación salarial

Servicio profesional de carrera y renivelación salarial

Grado de capacidad financiera 
(gcf) 201311

% Sí % No N

Muy Alto 98.8 1.2 84

Alto 90.1 9.9 111

Medio-Alto 84.1 15.9 44

Medio 72.0 28.0 25

Bajo 81.3 18.8 16

Muy Bajo 60.0 40.0 5

Total 89.1 10.9 285
Fuente: elaboración propia con base en documentación del SESNSP, solicitudes de informa-
ción pública y ASF (corte a marzo de 2016).

10 El GCF mide la suficiencia de los municipios para obtener ingresos de forma propia 
por medio del cobro de impuestos, y su independencia relativa respecto de las transfer-
encias federales. ASF (2013). Índice de Desarrollo Institucional Municipal 2013 (IDIM) 
Nacional. http://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2013i/Documentos/IDIM/2Na-
cional%20IDIM.pdf (consulta: 30/11/2020).

11 No se incluyen las 16 delegaciones (hoy alcaldías) de la Ciudad de México porque no se 
realizó el cálculo de su GCF. 
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2. Oposición deliberada de políticos beneficiados por el sistema de 
patronazgo

En un país como México, con una tradición gubernamental de uso político y dis-
crecional de los cargos públicos, la instrumentación de un sistema policial rígido y 
meritocrático puede ser difícil. En otros sectores, recientemente se han suscitado 
oposiciones abiertas o silenciosas por parte de grupos afectados por iniciativas de 
reforma laboral, por ejemplo, la reforma educativa. Los sistemas laxos de recluta-
miento y despido en la administración pública suelen perpetuar la poca profesio-
nalización, el abuso de los cargos y la ineficiencia, entre otras cosas (Sundell, 2004). 
Este tipo de sistemas son conocidos como de “patronazgo”.

Políticos y burócratas alineados al sistema de patronazgo suelen oponerse a la 
profesionalización de la administración pública porque la politización administrativa 
tiene ventajas importantes para ellos. En primer lugar, el sistema de patronazgo 
está abierto al clientelismo, el cual permite comprar lealtades durante los tiempos 
electorales, construir redes de complicidad y protección y tener “acceso discrecional 
a puestos públicos o a ascensos” (BID, 2014: 101). En segundo lugar, el patronazgo 
admite que el político confiera puestos públicos a amigos, familiares, colegas, e 
incluso a militantes de su partido político que no consiguieron algún cargo de elec-
ción popular. En todas estas asignaciones “[n]o importan tanto las capacidades o el 
perfil para el cargo, sino el no quedarse sin trabajo” (Maguey, 2012). Finalmente, la 
politización de la administración pública permite al patrón ganar la obediencia de 
los funcionarios, bajo la amenaza de despido (Merino, 2013a).

Rezago de los cabildos para aprobar el reglamento de policía

Debido a las ventajas personales y de grupo del patronazgo, políticos locales en 
los municipios se opusieron en un primer momento a la carrera policial y a pro-
fesionalizar sus cuerpos de seguridad. De acuerdo con la ASF, la “causa inmediata” 
del escaso avance que tuvo la profesionalización de las corporaciones policiacas en 
los primeros años fue “la falta de aprobación por parte de los cabildos del nuevo 
reglamento de policía […] homologado con el modelo nacional” (ASF, 2010, Gasto 
Federalizado ramo 36). Este retraso ocasionó que no fuera sino hasta el último año 
del SUBSEMUN cuando la mayoría de los municipios realizaran la reestructuración 
de su corporación municipal en el esquema jerárquico terciario (véase cuadro 7).
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Cuadro 7. 
Municipios que reestructuraron su corporación policial en el esquema jerárquico terciario

Año Núm. de municipios % % acum.

2008 0 0 0

2009 0 0 0

2010 2 0.7 0.7

2011 4 1.3 2.0

2012 10 3.3 5.3

2013 17 5.6 11.0

2014 35 11.6 22.6

2015 207 68.8 91.4

No reestructuraron 26 8.6

Total 301 100
Fuente: elaboración propia con base en solicitudes de información pública al SESNSP (corte 
a diciembre 2015).

Este retraso impactó negativamente la renivelación salarial de los cuerpos poli-
ciales, factor fundamental para hacer atractiva la incorporación de los elementos 
al proceso de profesionalización (ASF, 2008, t. X, vol. 1), y la promoción de una 
actuación de “policías de primera” (López, 2014). Esta situación creó inconformidad 
entre algunos elementos de las corporaciones que consideraron injusta la asignación 
discrecional de los recursos reservados para la renivelación salarial. Esto quedó 
plasmado en diversas solicitudes de información enviadas por policías municipales 
en activo al SESNSP. Por ejemplo, una solicitud enviada el 5 de abril de 2010 señala:12 
“La mayoría de mis compañeros y yo estamos muy en desacuerdo con los manejos 
que hace la presidencia municipal [de los recursos del subsidio.] Además que les 
pedimos información y se nos es negada y nos comunican los mandos medios que 
ya no digamos nada porque podemos ser despedidos”.

Políticos y funcionarios de alto nivel se oponen a establecer el servicio de carrera 
en las corporaciones locales porque la tendencia es que utilicen “las fuerzas policiacas 
primordialmente como un medio para proteger sus intereses políticos” (Imison, 
2016). La policía municipal también es utilizada como seguridad privada de los 
alcaldes y miembros del cabildo (Noticias Voz e Imagen, 2016; Excélsior, 2016). En 

12 Folio 0002200037410; solicitud enviada a la entonces Secretaría de Seguridad Pública.
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otros casos, la policía municipal sirve para extraer recursos de las infracciones de 
tránsito sin rendir cuentas (Flores, 2016), o para que “familiares y amigos, tanto del 
presidente municipal como del director de seguridad pública que están inscritos 
en la nómina de la policía, reciban salarios de hasta 25 mil pesos quincenales” [en 
ese tiempo equivalía a alrededor de 2 500 dólares mensuales], mientras que un 
policía local gana en promedio el equivalente a 350 dólares al mes (Higareda, 2017). 
También se han reportado casos de familiares que reciben ascensos, grados y estí-
mulos económicos que corresponden a los policías (Hoy Estado de México, 2015). El 
nepotismo y los despidos injustificados son práctica normal en estas corporaciones 
(Ferrer, 2015; Símerman, 2016).

3. Dificultad para identificar e instrumentar las herramientas ade-
cuadas para profesionalizar

No existe una única y mejor forma de profesionalizar la administración pública 
que funcione bien para todas las organizaciones, pues no todas las reformas tienen 
el mismo efecto en diferentes contextos (Pollitt y Bouckaert, 2001; Grindle, 2012). 
La adopción de reformas que han sido exitosas en otros lugares y momentos sin 
la adaptación a las circunstancias particulares de una organización puede causar 
terribles fracasos (Sundell, 2004). Este fue un problema constante durante la pro-
fesionalización de las policías municipales.

El modelo impulsado por el SUBSEMUN se basa en el Sistema de Desarrollo 
Policial (Sidepol) que establece como sus objetivos centrales “garantizar el desarrollo 
institucional, la estabilidad laboral, la seguridad y la igualdad de oportunidades, 
elevar el nivel de profesionalización de las policías del país y fomentar la vocación 
de servicio y sentido de pertenencia” (Székely, 2012: 32). Sin embargo, las circuns-
tancias particulares de cada municipio causaron dificultades, principalmente en la 
instrumentación y en la evaluación de los avances.

Diseño inadecuado del plan de instrumentación de las herramientas 
de profesionalización

En lenguaje de Pressman y Wildavsky (1998), en el diseño del SUBSEMUN no se 
consideraron algunos puntos de decisión y puntos de certificación que retrasaron 
la implementación de diversas herramientas del subsidio. En la cadena de eslabones 
de la instauración, los actores pueden jugar con los tiempos, cambiar el entorno de 
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la implementación, o pedir, bajo la amenaza de bloquear cualquier avance, cambios 
a los fines o medios establecidos en el plan.

Como se mencionó en la sección anterior, los cabildos tardaron meses —e incluso 
años— para aprobar los reglamentos de policía homologados con el modelo nacio-
nal, lo que retrasó la operación de la carrera policial, de la renivelación salarial y de 
la reorganización jerárquica de las corporaciones. Pero este no fue el único incon-
veniente “no planeado” durante el proceso de implementación, sino que, además:

1. Hubo retrasos constantes en el envío de los recursos económicos desde el 
SESNSP a los estados, los cuales a su vez tardaron hasta un mes en transferir 
el dinero a los municipios (ASF, 2011, Gasto Federalizado).

2. En diversos ayuntamientos, “[e]l SESNSP no proporcionó de manera oficial 
a los municipios participantes en el SUBSEMUN los lineamientos específicos, 
y los documentos normativos y técnicos referentes al fondo” (ASF, 2010, 
Gasto Federalizado Ramo 36). Estos documentos eran necesarios para 
ejercer adecuadamente los recursos del subsidio. Debido a esta situación y 
a “la falta de asistencia del SESNSP y de la SSP, a los municipios” (ASF, 2009, 
t. V, vol. 11), algunas preguntas técnicas sobre el manejo del subsidio fueron 
enviadas por funcionarios municipales como solicitudes de información 
pública al SESNSP.

3. El SESNSP nunca estableció en las reglas de operación del SUBSEMUN la 
necesidad de que los municipios contaran con un área específica para admi-
nistrar el subsidio. Por esta razón, en los ayuntamientos siempre existieron 
“insuficiencias en la capacidad técnica, administrativa y organizativa para 
realizar una eficiente gestión del fondo” (ASF, 2010, Gasto Federalizado 
Ramo 36). Esta situación afectó negativamente el impacto potencial del 
subsidio para profesionalizar las policías locales. De hecho, la ausencia 
de un sistema de carrera dentro de las administraciones públicas de los 
ayuntamientos fue un elemento negativo para el SUBSEMUN debido a la 
“[i]nsuficiente institucionalización de los procesos y elevada rotación de 
personal en cada cambio de administración, lo que conlleva la pérdida de 
experiencia y capacidades” (ASF, 2009, t. V, vol. 11).

Evaluación inexacta de los avances de la profesionalización

La revisión periódica que realizó el SESNSP a los municipios sobre el proceso de 
profesionalización estuvo siempre limitada y se centró en productos más que en 
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resultados. Es decir, no existe una verdadera evaluación de desempeño que permita 
saber si efectivamente se están profesionalizando los policías municipales, o si están 
siendo entrenados en las academias específicamente para pasar las pruebas de habi-
lidades/destrezas y de conocimientos de la función. Ambas pruebas tuvieron un 
porcentaje creciente de policías aprobados desde 2012 (véase gráfico 2).

Gráfico 2. 
Porcentaje de policías aprobados en las evaluaciones de 

habilidades, destrezas y conocimientos de la función

Fuente: elaboración propia con base en solicitudes de información pública al SESNSP (di-
ciembre, 2015).

Por otra parte, el SESNSP utilizó las estadísticas de incidencia delictiva como un 
indicador del éxito de las políticas de profesionalización policial. Estos números no 
solamente son inadecuados para medir el desempeño real de los policías (Arango 
y Lara, 2007), sino que su aceptación y adecuado uso son complicados debido a 
lógicas de competencia y de pugna burocrática (González Gómez, 2010).

El SESNSP también evaluó el avance de la profesionalización por medio del 
número de policías que aprobaron las evaluaciones y los controles de confianza 
aplicados por los CECC. Estas pruebas, sin embargo, han sido cuestionadas en su 
eficacia (Meyer, 2014), y existen casos de policías aprobados en estos controles que 
han sido vinculados posteriormente a delitos (Animal Político, 2013; Alzaga, 2015; 
ZonaFranca, 2014). Una nota de 2017 pone de manifiesto esta situación: “Granados 
Torres detalló que entre estas bajas se encuentran los [cinco] policías que operaban 
una banda delictiva en el estado y que fue desmantelada el pasado 12 de abril, y 
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subrayó que en el caso de los elementos policiacos del estado involucrados ninguno 
había reprobado el examen de control de confianza” (Munguía, 2017).

Además, los resultados de estas pruebas están sujetos al uso discrecional de los 
políticos y funcionarios en turno, como lo han denunciado policías y organizaciones 
no gubernamentales (Reza, 2013). Un ejemplo concreto se describe en el informe de 
2011 de la ASF: “los resultados de las evaluaciones que realizó el Centro de Evaluación 
de Control de Confianza de la Paz, Baja California Sur, las resguarda el presidente 
municipal y no las transmite a las áreas correspondientes, para determinar las accio-
nes de control” (ASF, 2011, Gasto Federalizado).

Debido a esta evaluación inexacta de los avances, no existe certeza sobre el grado 
real de profesionalización de las policías municipales. Por ejemplo, no hay claridad 
sobre qué tanto impacta el nivel educativo de los policías en la profesionalización, 
ya que únicamente 41.3% de los policías locales tienen preparatoria o estudios supe-
riores (INEGI, 2015).

4. Condiciones culturales y organizacionales anteriores a la reforma

La profesionalización del sector público no debe incluir solamente reformas a la 
ley, sino también a las costumbres, las rutinas y la cultura de las organizaciones 
(Arellano, 2010). Esto es algo esencial en las corporaciones policiales en las cuales 
tradicionalmente ha prevalecido una cultura voluble de la legalidad (Tello, 2013; 
Meyer, 2014). Sin embargo, en el SUBSEMUN hubo dos obstáculos en este sentido: 
desatención a la cultura policial y una tendencia a sustituir esa cultura por la militar.

Resistencia a cambiar la cultura policial

De acuerdo con el diagnóstico sobre los factores causales de la problemática de la 
seguridad pública, “[l]os bajos salarios policiales no son la única fuente de la corrup-
ción, pues también incide la ausencia de práctica y cultura profesional” (ASF, 2013b). 
Para solventar este punto, el Programa Nacional de Seguridad Pública 2008-2012 
incluyó como uno de sus objetivos “[f ]ortalecer la cultura de la legalidad […] así 
como el respeto y protección a los derechos humanos de la población por parte de 
los encargados de la seguridad pública en los tres órdenes de gobierno” (Programa 
Nacional de Seguridad Pública 2008-2012). 

A pesar de esto, una de las observaciones constantes de la ASF sobre los resul-
tados del SUBSEMUN fue la poca atención del SESNSP para modificar la cultura 
organizacional dentro de las corporaciones municipales. La ASF recomendó en 2008 
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dedicar recursos para “[d]esarrollar una nueva cultura del servicio policial, para que 
sus integrantes estén orgullosos de pertenecer a las corporaciones policiales y que la 
sociedad los reconozca” (ASF, 2008, t. X, vol. 1). En años posteriores la ASF continuó 
comentando el débil desarrollo en varios municipios de una nueva cultura policial 
(ASF, 2010, Gasto Federalizado Ramo 36; ASF, 2011, Gasto Federalizado SUBSEMUN). 
Hasta la desaparición del subsidio en 2015, nunca se incluyó alguna iniciativa para 
evaluar el cambio de cultura dentro de las corporaciones.

Por otra parte, además de la ausencia de una cultura policial adecuada, la ASF 
también detectó culturas organizacionales incongruentes con la evaluación de 
resultados y la difusión de mejores prácticas. Por ejemplo, en 2010 una observación 
general fue que en muchos municipios y sus corporaciones policiales “[n]o existe 
una cultura definida para la prevención y evaluación de los resultados”, lo que en 
la práctica, reduce el efecto de la retroalimentación que pudiera darse para mejo-
rar la administración y el impacto del SUBSEMUN (ASF, 2010, Gasto Federalizado 
Ramo 36).

El riesgo de no impulsar una nueva cultura dentro de las corporaciones muni-
cipales y los ayuntamientos es que se mantienen rutinas y costumbres que pueden 
afectar negativamente los esfuerzos legales y normativos para modificar el com-
portamiento de los elementos y profesionalizarlos. En última instancia, se espera 
que el cambio en la norma afecte paulatinamente las acciones y costumbres dentro 
de la organización, al grado en que sus miembros la hagan propia. Sin embargo, 
este no es un proceso automático (Cejudo, 2007). Por ejemplo, la adopción de 
nuevas tecnologías y herramientas de trabajo no transforma automáticamente las 
organizaciones, sino que estas tecnologías y herramientas se acomodan dentro de 
las costumbres de los receptores, los cuales siempre mantienen independencia para 
definir aquellos aspectos a rescatar (Hill et al., 1998).

Para ayudar a modificar los patrones culturales y organizaciones dentro de las 
corporaciones municipales, la ASF recomendó la posibilidad de becar a algunos 
elementos municipales para tomar cursos de capacitación en el extranjero. Esto 
no solo con el objetivo de “aumentar los conocimientos en materia de prevención 
y seguridad pública”, sino además para poder “observar otras culturas” y transmitir 
estas experiencias a los demás elementos de las corporaciones (ASF, 2008, t. X, vol. 
1). Las visitas a otros países han mostrado tener una relación positiva con la comu-
nicación interpersonal, respuestas adecuadas en situaciones ambiguas y la apertura 
a intentar soluciones distintas a las ya conocidas (Swenson y Casmir, 1998; Gertler, 
1995). Sin embargo, dentro del SUBSEMUN no se incluyó en ningún año presupuesto 
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ni objetivos relacionados con visitas, cursos o experiencias de trabajo de los policías 
municipales en el extranjero.

Intento por integrar la cultura militar

Ante la falta de atención al cambio de la cultura policial, algunas corporaciones 
policiales mexicanas han integrado en sus filas a militares. Por ejemplo, el munici-
pio de Tijuana, Baja California, dio facilidades a cadetes del ejército para revalidar 
materias en la Academia Estatal de Policía (AEP). Esta iniciativa tuvo el objetivo de 
atraer elementos frente a la falta de policías en el ayuntamiento (Martínez, 2014). 
De acuerdo con el titular de la Secretaría de Seguridad Pública municipal, el rea-
condicionamiento cultural sería algo innecesario, pues los cadetes “ya traen una 
capacitación, ya nada más sería reforzar los conocimientos en cuanto al área y el 
municipio al que serían destinados los elementos para acortar tiempos” (Martínez, 
2014).

Con este tipo de iniciativas se abandonan los valores esenciales del trabajo poli-
ciaco (proteger a la población civil) y se adoptan los de la profesión militar (defensa 
ante agresiones externas) (Moloeznik y Suárez, 2013).

La experiencia en años recientes ha mostrado que si no se contrarresta la cul-
tura militar con una policial, el uso de la fuerza se convierte en la primera y mejor 
respuesta frente al crimen, y se descuida el trabajo de prevención del delito (Meyer, 
2014; Moloeznik y Suárez, 2013). Además, en estos casos el esfuerzo de profesio-
nalización de las fuerzas policiales pasa a un segundo plano (Withers et al., 2010).

5. Esfuerzos para deconstruir y reconstruir la reforma

Cualquier reforma del sector público “es seguida habitualmente por esfuerzos para 
deconstruir y reconstruir lo que se ha creado” (Grindle, 2012: 11). Estos esfuerzos 
usualmente responden a intereses económicos o políticos. Por ejemplo, una crisis 
fiscal o de legitimidad del régimen puede precipitar iniciativas para modificar el 
rumbo o la intensidad de la reforma (Nieto et al., 2014). En el caso de las policías 
en México, la urgencia de su profesionalización surgió ante “la necesidad de poner 
coto a una dinámica delictiva creciente que estaba minando el Estado de derecho” 
(ASF, 2008, t. IX, vol. 2). Frente a coyunturas futuras, el SESNSP probablemente se 
vea forzado a modificar, repensar o incluso abandonar el nuevo modelo policial para 
adaptarse a las nuevas circunstancias que enfrentan las fuerzas del orden público.
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Primacía de objetivos políticos en las propuestas para transformar la 
reforma de profesionalización

Frente a presiones políticas y a la desaceleración económica del país, el SUBSEMUN 
y el SPA fueron sustituidos por el FORTASEG. Este nuevo subsidio combina algunos 
objetivos de ambos subsidios con un ahorro para la federación de 1 700 millones de 
pesos (alrededor de 85 millones de dólares) (SESNSP, 2016). Este subsidio termina 
con los objetivos promovidos por el SUBSEMUN y prioriza el desarrollo de capaci-
dades para aplicar el Nuevo Sistema de Justicia Penal (SESNSP, 2016). Este cambio 
parece responder más a un clima de “interpretación, debate y lucha” de la política 
(Mahoney y Thelen, 2010) que a un cambio real en la estrategia de seguridad.

Por otra parte, la desaparición de 43 estudiantes en Ayotzinapa, Guerrero, en 
2014 reavivó en la esfera pública la propuesta de disolver las policías locales e inte-
grarlas en 32 corporaciones estatales que cumplirían sus funciones policiacas como 
un “mando único” en cada estado. Esta iniciativa no es nueva, sino que fue anunciada 
originalmente en octubre de 2010 por el entonces presidente Felipe Calderón. La 
propuesta de reforma de ley fue enviada a la Cámara de Senadores pero no fue 
aprobada (Gamboa, 2010).

En años posteriores surgieron diferentes iniciativas relativas al “mando único”, 
cada una con planteamientos específicos para fortalecer o sustituir las policías de 
los ayuntamientos (Bautista, 2016). La propuesta del Ejecutivo federal planteó 
que las policías locales fueran sustituidas por un mando único porque “las policías 
municipales no han sido una opción institucional viable para atender las necesi-
dades de seguridad en gran parte del país” (Peña Nieto, 2014). Otra propuesta no 
buscó la sustitución de las policías municipales por policías estatales porque “[l]as 
policías estatales no son necesariamente mejores que las policías municipales” ya que  
“[l]as capacidades de prevención y persecución del delito de la mayoría de las policías 
estatales son bastante limitadas, en algunos casos nulas” (Barbosa, 2016). Una tercera 
propuesta buscó mantener la forma en que se organizan las policías porque una 
reestructura no puede corregir su desempeño. Para mejorar las policías, afirmaba esta 
propuesta, es necesario antes resolver cuestiones más elementales como la “cultura 
de la impunidad e incentivos para dedicarse al crimen” (Bartlett, 2016). Por esta 
razón, la iniciativa se centraba en la provisión de mayores recursos económicos a los 
municipios y el fortalecimiento del Estado de derecho y las instituciones de justicia.

Cada una de estas propuestas buscaba deconstruir y reconstruir la política de 
profesionalización policial, lo que incrementaba el riesgo de politizar la discusión 
y olvidar el objetivo de toda reforma al servicio civil: “mejorar el rendimiento de 



Iztapalapa Revista de Ciencias Sociales y Humanidades104

núm. 90 · año 42 · enero-junio de 2021 · pp. 81-118

las organizaciones del sector público y, por lo tanto, los servicios que reciben los 
ciudadanos” (Velarde et al., 2014: 3).

Buenas prácticas para superar los obstáculos prácticos, políti-
cos y administrativos

Los obstáculos que enfrentó el SUBSEMUN descritos en la sección anterior no son ina-
movibles ni insuperables. Esta sección presenta algunas recomendaciones y buenas 
prácticas ofrecidas en la literatura de políticas públicas para superar las dificultades 
en la aceptación e implantación de políticas en contextos de baja institucionaliza-
ción como México. El cuadro 8 presenta un resumen de estas buenas prácticas y a 
continuación se describe cada una de ellas.

Cuadro 8. 
Buenas prácticas para superar los obstáculos a la profesionalización de las policías locales

Obstáculo Buenas prácticas

Predilección por el statu quo

• Elaborar diagnósticos independientes sobre la situa-
ción de la policía

• Realizar campañas para vincular ciertas prácticas 
con ideas particulares (por ejemplo, nepotismo con 
corrupción y conflicto de interés)

Oposición deliberada de 
políticos beneficiados por el 
sistema de patronazgo

• Aumentar la presión social para modificar los incen-
tivos de los políticos

• Formar coaliciones con think tanks, ONGs, etc.
• Aprovechar momentos coyunturales para promover 

la reforma policial

Dificultad para identificar e 
instrumentar las herramien-
tas adecuadas para profesio-
nalizar

• Tener claridad sobre los objetivos que se quieren 
lograr con la reforma 

• Analizar, con tanta objetividad como sea posible, las 
ventajas y desventajas de los modelos de profesiona-
lización (por medio de estudios comparativos)

• Planear adecuadamente la instrumentación: tener dis-
posición para adaptar el plan; considerar cada punto 
de decisión y certificación; contar con un mapa de 
todos los participantes involucrados en el proceso

• Dotar a los implementadores de suficientes atribu-
ciones, capacidades y herramientas
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Obstáculo Buenas prácticas

Condiciones culturales y 
organizacionales anteriores 
a la reforma

• Entender las culturas, contextos e instituciones que 
se están intentando reformar

• Adaptar las herramientas de profesionalización a las 
culturas organizacionales particulares

Esfuerzos para deconstruir y 
reconstruir la reforma

• Formar coaliciones con ONG para monitorear y 
denunciar intenciones de regresar a modelos patri-
monialistas

• Mantener presión de los votantes hacia los grupos 
políticos

Fuente: elaboración propia

En primer lugar, es conveniente identificar y publicitar qué es lo que no funciona 
adecuadamente, qué es necesario reformar y cómo se medirá el progreso (IEG, 2008). 
En 2016 el Observatorio Nacional Ciudadano, una organización no gubernamen-
tal mexicana, solicitó al secretario de Gobernación que, a diferencia de lo que ha 
sucedido, “las políticas públicas que cuentan con apoyo federal estén sustentadas 
en diagnósticos, que cuenten con indicadores de impacto y que eventualmente se 
evalúe si han producido resultados” (Rivas, 2016).

Estos diagnósticos y soluciones deben enmarcarse dentro de una argumentación 
de problema público (Subirats, Knoepfel, Larrue y Varonne, 2008; Merino, 2011). 
Si las deficiencias de las corporaciones policiales se logran colocar en la agenda 
pública, será más difícil que los tomadores de decisiones ignoren estos problemas. 
También pueden realizarse campañas publicitarias sobre ciertos fenómenos, por 
ejemplo, vincular el término nepotismo con la corrupción y el conflicto de intereses 
(Chittock, 2015).

En segundo lugar, es esencial cambiar los incentivos de los tomadores de decisio-
nes (McGrath, 2013). Es conveniente unir fuerzas con think tanks, organizaciones no 
gubernamentales, centros de investigación y organismos internacionales para crear 
mayor presión social y aumentar los costos políticos de mantener sin cambios las 
corporaciones policiales (BID, 2014).

Para alcanzar ese objetivo se pueden aprovechar momentos coyunturales para 
promover una reforma. Las ventanas de oportunidad son momentos cruciales que 
pueden ser aprovechados por los actores para impulsar problemas o políticas prefe-
ridas (Kingdon, 1995). El tema de una reforma policial puede colocarse con mayor 
facilidad en la agenda pública durante una crisis de confianza, o se puede agregar 
la reforma a “otros objetivos políticos importantes y urgentes, como mejorar la 
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ejecución del gasto público o superar crisis políticas apremiantes” (BID, 2014: 88). 
La evidencia empírica muestra que para avanzar en un proceso de reforma admi-
nistrativa se necesita siempre una acción oportuna en un momento políticamente 
importante (Grindle, 2012).

En tercer lugar, es necesario analizar, con tanta objetividad como sea posible 
las ventajas y desventajas de los distintos modelos de reforma disponibles para 
profesionalizar —o seguir profesionalizando— las corporaciones policiales. Esto es 
difícil porque no pueden aplicarse soluciones prefabricadas que hayan funcionado 
correctamente en otros lugares. Por otra parte, es difícil tener certeza sobre el éxito 
relativo de una reforma administrativa porque

es difícil recolectar evidencia de lo que funcionó y lo que no, y por qué. Los partidarios 
de una reforma en particular le atribuyen todo lo bueno que le pasó y, del mismo 
modo, los críticos le atribuyen a la misma reforma casi cualquier cosa mala que haya 
sucedido, pero ambas partes tienen dificultad para probar estas atribuciones (Pollitt 
y Bouckaert, 2014: 214).

Al elegir un modelo de profesionalización de las policías se debe aceptar que ninguna 
herramienta es perfecta ni resolverá todos los problemas en el actuar policial. Sin 
embargo, se pueden establecer procedimientos para modificar gradualmente lo que 
no funciona y así adecuar poco a poco la reforma para que sea exitosa. Siempre es 
posible aprovechar el proceso de implementación “como escenario para el aprendi-
zaje, la mejora continua y el desarrollo de capacidades” (BID, 2014: 137).

En cuarto lugar, se pueden aplicar algunas lecciones ofrecidas por Pollitt y Bouc-
kaert (2014) para hacer una mejor elección de modelos de reforma administrativa: 
tener claridad sobre los objetivos que se quieren lograr con la profesionalización 
administrativa, ya que una reforma implica necesariamente un trade-off entre diferen-
tes valores subyacentes (eficacia o eficiencia, profesionalización o diversidad, etc.), y 
utilizar una comparación internacional que puede tener mayor fuerza iluminadora 
e informativa, la cual tiene menos sesgos que un estudio centrado en un solo país 
porque no depende necesariamente de los números “maquillados” de los políticos 
nacionales.

En quinto lugar, para enfrentar a jugadores que pudieran obstruir la imple-
mentación, Pressman y Wildavsky presentan tres recomendaciones puntuales: a) 
disposición para modificar el plan para adaptarlo según sea necesario: “[u]na razón 
esencial de la supervivencia de los programas es que se adaptan a su medio durante 
lapsos prolongados” (1998: 207); b) una buena planeación, es decir, considerar cada 
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uno de los puntos de decisión y de certificación que sucederán a lo largo de la 
implementación, y c) tener un mapa completo de los participantes involucrados en 
el proceso —y se debe incluir a los jugadores con veto en el poder Legislativo— 
(Tsebelis, 1995).

En sexto lugar, es importante entender las culturas y los contextos particulares 
de las corporaciones policiales que se están intentando reformar. Si este análisis no 
se incluye en las consideraciones iniciales, es probable que cualquier tentativa de 
profesionalización no tenga éxito (Cejudo, 2007). Después de todo,

[l]a viabilidad organizacional de la acción política es una variable crítica, pero no 
es una variable exclusivamente técnica: no se puede resolver simplemente a partir 
de un análisis de factibilidad de recursos, sino que requiere comprender la lógica 
organizativa, la cultura de acción e interpretación, y la red de relaciones y significados 
que mueven a las personas que la componen (Arellano, 2010: 64).

Las diferentes herramientas de profesionalización policial deben adaptarse a las 
culturas organizacionales particulares, aunque esto signifique diversas carreras poli-
ciales o variaciones de un modelo único que considere diferentes valores, objetivos, 
reglamentos, prácticas y niveles de efectividad (ASF, 2013).

Finalmente, para ayudar a que un proceso de profesionalización se mantenga 
vivo y eficaz se pueden formar coaliciones con ONGs y otros actores relevantes para 
monitorear los avances de implementación, y denunciar las intenciones de regresar 
a un uso político de las policías. Los grupos políticos presionados por los votantes 
pueden prevenir intentos de retornar a policías que solo responden a incentivos 
políticos. El apoyo de la sociedad a la reforma es fundamental para su mantenimiento 
a través del tiempo (Meyer, 2011).

Conclusión

El SUBSEMUN cumplió únicamente de forma limitada el objetivo de profesionalizar 
las policías locales de los municipios prioritarios de México debido a obstáculos 
prácticos, políticos y administrativos descritos en este texto: una marcada predi-
lección por el statu quo; una oposición deliberada por parte de políticos y policías 
beneficiados por el sistema de patronazgo; dificultad para identificar e instrumentar 
las herramientas adecuadas para la profesionalización policial; condiciones cultu-
rales y organizacionales inadecuadas para realizar los cambios necesarios, y una 
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tendencia constante a repensar y reconstruir la reforma sin haber concluido con 
los planes iniciales.

Estos obstáculos, sin embargo, no son insuperables y pueden llevarse a cabo 
estrategias y vínculos con actores varios para avanzar en cambios positivos en materia 
de seguridad. Algunas buenas prácticas y recomendaciones de la literatura se pre-
sentaron en el apartado anterior. Considerar estos puntos en el diseño y la operación 
de futuros programas de fortalecimiento institucional de las policías locales puede 
ayudar a conseguir mejores resultados y un impacto positivo.

Un punto que debe considerarse es que la paciencia de la ciudadanía y de los 
políticos es un valor esencial en todo el proceso. Debe existir conciencia de que una 
vez elegido un modelo concreto de profesionalización es necesario mantenerlo sin 
cambios intempestivos (Pollitt y Bouckaert, 2014). Por desgracia, el SUBSEMUN fue 
sustituido en 2016 por un programa diferente de profesionalización de las policías 
locales sin haber aprendido suficiente de los aciertos y desaciertos. Con la llegada 
del gobierno de Andrés Manuel López Obrador se replanteó una vez más el modelo 
de seguridad para las policías locales,13 sin tomar en cuenta los resultados positivos 
y negativos de programas pasados, dejando hasta el día de hoy cabos sueltos en las 
corporaciones policiales locales.
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Resumen
El abuso policial constituye una problemática de interés sociológico y 
un objeto de preocupación social derivado de la “nueva visibilidad” que 
adquieren las interacciones de violencia entre la policía y la población, como 
resultado de los diferentes usos de las tecnologías de vigilancia, particular-
mente de formas como la vigilancia desde abajo o sousveillance. A partir de 
la sistematización y el análisis de datos cualitativos, se discute el impacto 
de las tecnologías de vigilancia en 129 casos de abuso policial registrados en 
video en América Latina. Los resultados indican que la videovigilancia se 
ha convertido en un mecanismo relevante para documentar y determinar 
en qué casos se cometieron violaciones graves a derechos humanos; sin 
embargo, la discrecionalidad institucional, las fallas en los registros y la 
facultad de los agentes estatales para decidir cuándo registrar o no una 
práctica arbitraria imposibilita que se conviertan en mecanismos de control 
efectivos para sancionar y evitar las prácticas de arbitrariedad. 
Palabras clave: videovigilancia, nueva visibilidad, violencia, letalidad poli-
cial, sousveillance.

Abstract
Police abuse constitutes a problem of sociological interest and an object of 
social concern derived from the “new visibility” acquired by violent interac-
tions between the police and the population, as a result of the different uses 
of surveillance technologies, particularly of forms such as surveillance from 
below or sousveillance. Based on the systematization and analysis of qualita-
tive data, we discussed the impact of surveillance technologies in 129 cases 
of police abuse recorded on video in Latin America. The results indicate 
that video surveillance has become a relevant mechanism to document and 
determine in which cases serious human rights violations were committed; 
however, institutional discretion, deficiencies in registries, and the power 
of state agents to decide when or not register an arbitrary practice, make it 
impossible to become effective control mechanisms to sanction and avoid 
arbitrary practices. 
Keywords: Surveillance, police lethality, violence, new visibility, sousvei-
llance.
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Introducción

El 25 de mayo de 2020 la policía de Minneapolis utilizó la fuerza letal durante 
el arresto de George Floyd. Los hechos se convirtieron en noticia interna-
cional y de inmediato la opinión pública se volcó hacia la discriminación 

racial, la arbitrariedad y la violencia que prevalece en las instituciones policiales, 
con efectos sociales inimaginables. 

Varías cámaras de vigilancia captaron sus últimos minutos de vida y los hechos 
fueron registrados desde diferentes ángulos;1 aun así, no se tiene claridad sobre todo 
lo que ocurrió.2 No obstante, las imágenes difundidas muestran que se cometió 
abuso policial y que el uso excesivo de la fuerza provocó su muerte, lo que en con-
secuencia desató importantes movilizaciones en Estados Unidos y en otros países. 

Dos días después, en Tijuana –ciudad fronteriza de México– un policía muni-
cipal de forma similar al caso de George Floyd sometió y asfixió a Yair López. Los 
hechos, también quedaron registrados en video y la evidencia permite observar la 
forma en que el policía coloca su pie sobre la víctima cuando se encontraba espo-
sado y sin mostrar resistencia. Así sucesivamente, decenas de abusos policiales han 
sido registrados en video en América Latina sin tener el mismo eco que el caso 
estadounidense, pero evidenciando la necesidad de supervisión y control policial 
para evitar este tipo de hechos. 

En este artículo se plantean dos objetivos principales. Por una parte, se busca 
sistematizar y analizar distintos casos de abuso y letalidad policial registrados por 
cámaras de videovigilancia que tuvieron lugar en América Latina en la última década. 

1 Particularmente el video captado por un “espectador” es el que ha sido más difundido y 
se considera que “probablemente jugó un papel importante en las protestas en Minnea-
polis y el país” (McLaughlin, 2020).

2 En uno de los videos el propio vehículo de Floyd bloquea parte de la vista de la cámara, 
así como un vehículo de la policía no permite ver la escena en su totalidad (McLaughlin, 
2020).
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Por otra parte, se problematiza respecto a los efectos de las tecnologías de vigilan-
cia sobre el abuso policial (pública-privada y fija-móvil) y se discute acerca de las 
narrativas sociales e institucionales que se construyeron en torno a estas imágenes 
y los efectos sociales generados. Entre otras preguntas, las interrogantes que guían 
esta investigación son: ¿cuál ha sido el efecto social de los videos que registran abuso 
policial en América Latina?; ¿qué características tienen este tipo de videos?; ¿han 
contribuido a disminuir la discrecionalidad policial? 

Como hipótesis se plantea que la visibilidad del abuso policial a través de los 
videos impacta en la percepción de la sociedad sobre este problema público e incre-
menta la demanda de mayor control y rendición de cuentas en las policías; sin 
embargo, en el caso de América Latina no ha logrado reducir en su totalidad la 
discrecionalidad profundamente arraigada y aceptada en las instituciones policiales 
de la región. 

Para contextualizar la investigación, en el primer apartado se discute sobre el 
abuso y la violencia policial en América Latina. Posteriormente se hace una revisión 
de la literatura especializada y de la evidencia empírica sobre la relación entre las 
tecnologías de vigilancia y el trabajo policial. Al respecto, cabe precisar que la mayor 
parte de los textos son anglosajones, debido a que en estos países se ha difundido 
más ampliamente el uso de las tecnologías de vigilancia en las funciones policiales; 
no obstante, los hallazgos reportados son relevantes para mostrar las posibilidades, 
limitaciones y realidades del uso de estas tecnologías en la región. 

La investigación se apoya de la documentación, sistematización y análisis de 
casos de abusos policiales –y algunos militares– que comparten una característica 
común: los hechos se registraron en videos que fueron difundidos a través de los 
medios de comunicación u otras plataformas. La principal fuente de información 
para acceder a estos casos son los reportes y notas de prensa que documentaron 
y difundieron los videos, así como reportes de queja y recomendaciones emitidas 
por organismos públicos de derechos humanos (OPDH). La búsqueda y sistemati-
zación de la información permitió construir una base de datos compuesta por 129 
casos: 92 compilados en la prensa que tuvieron lugar en Argentina, Bolivia, Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, 
Nicaragua, Panamá, Paraguay y Perú durante la última década y 37 registrados por 
los OPDH en México.3

3 Tres de los casos registrados por los OPDH en México también fueron ampliamente 
difundidos en medios de comunicación y por lo tanto forman parte de la base de datos 
de América Latina documentada a partir del análisis hemerográfico. 
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Abuso y violencia policial en América Latina 

La violencia policial en América Latina constituye una problemática continua y de 
larga data. No obstante, en las últimas décadas el abuso y la letalidad de las insti-
tuciones policiales se ha convertido en un fenómeno, no solo de interés sociológico, 
sino de preocupación social de particular relevancia en la región. Factores como el 
incremento del delito y el surgimiento de nuevas formas y dinámicas delictivas, el 
aumento en la percepción de inseguridad y el enfoque punitivo que ha acompañado 
a las estrategias y políticas públicas implementadas en varios países latinoamerica-
nos para la contención de la criminalidad (Sozzo, 2017) han contribuido de forma 
significativa a agravar el problema. 

En la literatura con frecuencia se reconoce que las policías conciben la violencia 
como un recurso legítimo y ordinario en el cumplimiento de sus funciones, en sus 
encuentros cotidianos con la población y, por lo tanto, las prácticas violentas y la 
victimización no son reconocidas como comportamientos que quebranten la ley, 
sino como “externalidades del trabajo policial” (Cano y Fragoso, 2000; Stinson, 
2020; Fassin, 2016; Jobard, 2011). Asimismo, en el estudio de las políticas públicas 
hay un cuerpo importante de literatura que refiere a las policías como “burocracias 
a nivel de calle” (Dussauge, Cejudo y Pardo, 2018) con inevitables márgenes de 
discrecionalidad en su operación en el día a día, que incluso tienen posibilidades 
de incidir en el rumbo de las políticas.

En síntesis, se argumenta que la violencia se presenta como una consecuencia de 
la experiencia ocupacional y es vista como un recurso profundamente arraigado y 
aceptado en términos de los fines definidos al interior de las instituciones policiales 
(Westley, 1953). Sin embargo, aun cuando la violencia se presenta como un recurso 
compartido y definitorio del trabajo policial, no se puede asumir que se ejerza de 
igual forma ni obviar sus particularidades y los incentivos sociales e institucionales 
que intervienen en el ejercicio de la fuerza y la violencia. 

En este sentido, a diferencia de otros contextos en los que el abuso o las interac-
ciones entre la policía y la población mediadas por la violencia presentan una baja 
proporción (Smith, Kaminski, Rojek, Alpert y Mathis, 2007), América Latina se 
ha caracterizado en los últimos años por registrar una alta incidencia en la muerte 
de civiles por agentes estatales. 

Investigaciones recientes (Pérez, Silva y Cano, 2019: 29; UNODC, 2019) han des-
tacado la especificidad que adquiere el fenómeno de la letalidad policial en países 
de la región como El Salvador y Venezuela, en donde la tasa de civiles muertos a 
consecuencia de intervenciones policiales es superior o cercana a la tasa mundial de 
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homicidios (6.1 homicidios por cada 100,000 habitantes). Por otra parte, los datos 
disponibles sobre muertes intencionales por agentes de policía en comparación con 
los homicidios intencionales de policías presentan proporciones de 6.6 en el caso 
de El Salvador y de 19.9 para Brasil; es decir, por cada homicidio intencional de un 
agente de policía en El Salvador, se presentan 6.6 homicidios intencionales de civiles 
por parte de la policía; mientras que en Brasil, por cada homicidio intencional de 
un agente estatal, se registran 19.9 homicidios de civiles por elementos de la policía 
(UNODC, 2019: 74). 

Cano y Fragoso (2000), en su análisis sobre el caso de Brasil, observan la ocu-
rrencia de intervenciones policiales con altos niveles de victimización y letalidad, 
así como patrones que privilegian interacciones y encuentros mediados por el uso 
excesivo de la fuerza, en lugar de la inmovilización o el arresto y registros que 
sugieren la ocurrencia de ejecuciones arbitrarias, al igual que en Colombia (Bolaños 
y Benavides, 2017), México y otros países de América Latina. La evidencia actual 
sobre el caso de Brasil indica un incremento en el número de víctimas de letalidad 
durante intervenciones policiales en las que las policías militares son la principal 
autoridad responsable (Pérez, Silva y Cano, 2019: 29).

El abuso policial en la región, sin embargo, no se limita a la letalidad, sino que 
supone un continuo entre el empleo de modos de coerción no físicos como las 
amenazas, la extorsión y el uso de la fuerza física como la tortura, la desaparición 
forzada o la privación arbitraria de la vida. La violencia que ejerce la policía se 
presenta también, como surgiere Pita (2019: 88), en forma de un “hostigamiento” 
cotidiano que admite prácticas ampliamente aceptadas y remite a distintos niveles y 
grados de violencia y discrecionalidad que anteceden a formas más extremas inclui-
das en “repertorios de violencia policial”, que se han favorecido por la conjunción 
de factores regionales como la impunidad, el giro punitivo, el liderazgo militar en 
tareas de seguridad interna y la ausencia de mecanismos de control robustos sobre 
las instituciones policiales. 

La discrecionalidad del trabajo policial 

Las instituciones policiales son organizaciones sumamente problemáticas en térmi-
nos de los efectos sociales vinculados con su facultad para el ejercicio de la fuerza y 
la violencia. De acuerdo con Monjardet, la tarea fundamental de la policía es aplicar 
los recursos de la fuerza con el propósito de asegurarle al poder su dominio en las 
relaciones sociales internas (2010: 27).
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Al ser la institución depositaria del monopolio legítimo de la violencia física, 
la policía se vuelve un “mecanismo para la distribución no negociable de la fuerza 
coercitiva” (Bittner, 1970: 42), justificada a partir de las exigencias de una situación 
específica. En otras palabras, la fuerza y la violencia pueden ser utilizadas siem-
pre que se juzgue necesario y es la policía la que decide a quién castigar y cómo 
hacerlo, cuándo ejercer la fuerza o la violencia y en qué grado, incluso decidir en qué 
momento ejercer la fuerza letal. En gran medida, la discrecionalidad es inherente a 
la función policial (Dussauge, Cejudo y Pardo, 2018). 

En el trabajo policial, como señala Goldstein (1960: 543), las decisiones suelen 
acompañarse por una “baja visibilidad” o discrecionalidad; la policía no siempre 
“invoca al proceso penal”, es decir, a la evaluación respecto a si un acto infringe o no 
la ley. Esta valoración puede responder a normas formales o a códigos informales 
de lo que significa el mantenimiento del orden y el trabajo policial, lo que supone, 
como argumenta Monjardet (2010: 30) que, aun bajo la existencia de un arsenal 
jurídico robusto, pueden hacerse “presentes las peores infamias policiales”, incluso 
tratarse de prácticas totalmente legítimas bajo los códigos informales al interior de 
la institución.

En los últimos años, frente al abuso y la violencia de las instituciones de segu-
ridad en distintos contextos, la demanda social de supervisar el comportamiento 
de la policía ha conducido a implementar reformas tendientes a develar su “baja 
visibilidad”. La exigencia social de contar con un registro del trabajo policial, como 
sugieren Sandhu y Haggerty (2015: 2) cuestiona el axioma de la discrecionalidad 
ampliamente aceptado en la sociología de la policía para dar paso a nuevas dinámi-
cas de visibilidad resultado del uso de las tecnologías de vigilancia; no obstante, el 
argumento de Sandhu y Haggerty requiere ser evaluado a la luz de la renuencia de 
las instituciones policiales a ser vigiladas y a las particularidades de otros contextos 
como el latinoamericano. 

En los estudios sobre la videovigilancia con frecuencia el uso de cámaras y siste-
mas de video son considerados como mecanismos a través de los cuales es posible 
observar y, en algunos casos, mediar la interacción de la policía con la ciudadanía. 
Constituyen dispositivos de saber-poder (Foucault, 2000) que en condiciones espe-
cíficas permitirían vigilar y frenar los abusos policiales y otras formas de violencia 
ejercidas por agentes estatales, conductas sumamente difíciles de someter a super-
visión y control (Alvarado y Silva, 2011: 446). 

Bajo esta línea argumentativa, Mann, Nolan y Wellman (2003) han destacado la 
necesidad de problematizar y restituir la vigilancia y la videovigilancia como tecno-
logías para observar a quienes poseen autoridad. Así, las tecnologías de vigilancia, 
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más allá de ser dispositivos de seguridad, logran efectos en distintos ámbitos de 
la vida social (Arteaga, 2016: 196). En este contexto, la sousveillance o la vigilancia 
desde abajo es relevante porque supone el uso de las tecnologías de vigilancia para 
hacer frente a las organizaciones burocráticas, mejorando no solo la capacidad de 
los sujetos de acceder y recopilar datos sobre la vigilancia que se ejerce sobre ellos, 
sino para “vigilar al vigilante” (Mann, Nolan y Wellman, 2003: 333). 

Respecto a las formas de vigilar a quienes poseen autoridad y los medios a través 
de los cuales se puede ejercer una vigilancia desde abajo es preciso referir que existen 
al menos dos tipos y dos modalidades de vigilancia en video. Por una parte existe 
la videovigilancia pública, financiada y gestionada por instituciones de carácter 
público y la videovigilancia privada, financiada con recursos propios de hogares, 
comercios, empresas y se caracteriza por estar gestionada por quienes las pagan. 
Por otra parte se presenta la videovigilancia fija, colocada en un sitio específico con 
un ángulo de vigilancia permanente –como las cámaras que se colocan en postes 
en la trama urbana– y la móvil, que está en constante movimiento, como los drones 
que se desplazan de un lado a otro de acuerdo con las necesidades del operador, o 
las cámaras que forman parte de los millones de teléfonos celulares que circulan 
en las ciudades. 

A su vez, existen otras especificidades de la videovigilancia como mediadoras de 
las interacciones entre la policía y la ciudadanía, que particularmente han sido útiles 
para su supervisión y control. Por ejemplo, las cámaras corporales (bodycams) que se 
instalan en los uniformes de los policías. Distintas investigaciones, como se refirió 
anteriormente, argumentan que estos dispositivos aumentarían la transparencia y 
la responsabilidad al recopilar imágenes directamente en el lugar de los hechos; se 
trata en gran medida de hacer públicas “las interacciones ocultas” ( Joh, 2018) entre 
la policía y los civiles, “eliminando la necesidad de una casualidad fortuita al grabar 
de forma continua el campo de visión de los policías en el terreno y en el día a día 
de sus actividades cotidianas” (Mateescu, Rosenblat y Boyd, 2016: 122).

Asimismo, se considera que el uso de las cámaras corporales no solo contribuye 
a generar nuevas dinámicas de visibilidad sino, como observa Brown (2016: 296), 
puede producir efectos importantes en el comportamiento policial respecto al uso 
de la fuerza. En primera instancia, mediante una “influencia disciplinadora”, así 
como a través de un peso sobre la decisión de cuándo y cómo utilizar la fuerza como 
resultado de un proceso de internalización de tipo disuasorio.

En este mismo tenor, la presencia de estas cámaras se asocia con la resolución más 
rápida de los casos, la reducción de papeleo y la mejora en la sensación de seguridad 
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de la sociedad (Duffy, Mattias, Rahma y Timalsina, 2020; Botta, 2014). 4 Incluso en 
el discurso público, el uso de estos dispositivos se ha posicionado como ejemplo de 
“buena práctica”, como lo constata la recomendación que la Relatora Especial de la 
ONU dirige a un gobierno de América Latina respecto a la necesidad de equipar a las 
patrullas, las unidades y a los efectivos de seguridad con dispositivos GPS, cámaras 
portátiles y de videograbación, particularmente a aquellas policías que registren 
altos índices de uso letal de la fuerza (ONU, 2018: 201).

Esta recomendación ha sido adoptada de forma gradual por los gobiernos nacio-
nales y locales en la región.5 En México, esta medida se precisa en el artículo 17 del 
Manual del uso de la fuerza de aplicación común a las tres fuerzas federales (2014), en 
el que se hace referencia al uso intensivo de cámaras de videograbación y audio para 
documentar las interacciones e incidentes con la población y fungir como evidencia 
de que la actuación de la policía y las fuerzas armadas no haya transgredido los 
derechos humanos.6 Se trata en gran medida de un esfuerzo público por hacer de 
la policía un “trabajador transparente” (Lyon, 1995); sin embargo, en los apartados 
siguientes se discute acerca de los límites y obstáculos que se presentan frente a 
esta medida. 

En Europa, la policía inglesa “es puntera y pionera” en el uso de estas tecnologías 
(Fernández, 2019), mientras que Estados Unidos ha sido uno de los países en el 
que más ha proliferado el uso de cámaras en el ámbito policial. De acuerdo con Joh 
(2018), esta demanda creció en 2015 después de los incidentes de violencia policial 
contra civiles en protestas públicas y la muerte del joven Michael Brown. En el 
caso de la brutalidad policial cometida contra Rodney King en 1991 por la policía 
de los Ángeles, el video registrado por un testigo contribuyó para que los oficiales 
de policía implicados fueran sometidos a un proceso penal y, como destacan Mann, 

4 En una encuesta realizada en Buenos Aires, “unos cuantos manifestaron sentir un cierto 
placer al mirar las imágenes de las cámaras de VGEP reproducidas en los medios de 
comunicación, ya que, o bien cumplen una función educativa –enseña lo que hay, los 
peligros de la calle, para estar prevenidos–, o bien una función tranquilizadora –por lo 
menos lo agarraron, las cámaras sirven para algo, se hacen cosas–” (Botta, 2014: 118).

5 En México el gobierno federal considera como parte de los productos a adquirir con 
recursos públicos de los fondos y subsidios del Sistema Nacional de Seguridad Pública 
los “sistemas de grabación portátil en patrulla” y las “cámaras de solapa” para portar en los 
uniformes de los policías. Se sugiere consultar: http://www.secretariadoejecutivo.gob.
mx/fondos-subsidios/Concertaciones-2018/Presentaciones_FASP_FORTASEG_2018.pdf

6 Arteaga (2016: 202) refiere que desde 2015 la Secretaría de Seguridad Pública de Tijua-
na destinó “cámaras personales por cada policía”.
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Nolan y Wellman (2003), a un importante debate sobre la necesidad de implementar 
estrategias para la reducción de la violencia policial. 

Sin embargo, un hecho ineludible es que la adquisición de las cámaras por parte 
de los gobiernos y su uso en las corporaciones policiales no garantiza el control, la 
rendición de cuentas y la responsabilidad policial. Por una parte, existe la posibilidad 
de que se incrementen los arrestos de bajo nivel porque los oficiales están presiona-
dos a seguir el procedimiento mientras se graba su trabajo (Mateescu, Rosenblat y 
Boyd, 2016). A lo anterior se suma que como cualquier otro tipo de cámara, están 
a merced de quien las opere, y si se decide que lo hagan los mismos policías o sus 
superiores, existe la posibilidad de que las enciendan o apaguen a discreción ( Joh, 
2018), e incluso que lleguen a elucubrar formas para evadir o distraer la vigilancia 
y evitar acusaciones sobre “mala” conducta policial. 

En este sentido, también es necesario precisar que es una realidad que “pocos 
departamentos de policía tienen la capacidad de almacenar de forma segura los 
datos generados por la vigilancia de sus oficiales” ( Joh, 2018: 4). Este es uno de los 
principales retos de la videovigilancia en el mundo, debido a que no se tiene capaci-
dad de almacenamiento permanente de todas las imágenes captadas ( Jasso, 2020), 
por lo que eventualmente tienen que ser desechadas periódicamente y en algunos 
casos se borran hechos relevantes. 

Aunado a lo anterior, hay que agregar que generalmente los videos permanecen 
en un sitio custodiado por la misma policía y en parte es la institución la que toma la 
decisión de qué registrar y presentar como evidencia (Mateescu, Rosenblat y Boyd, 
2016; Duffy, Rahma, y Timalsina, 2020); al mismo tiempo, para que las imágenes 
captadas por las cámaras públicas sean entregadas a los civiles interesados se tiene 
que solicitar a las autoridades. Así se incrementa el poder de quienes gestionan las 
tecnologías de vigilancia. 

Sin embargo, la evidencia indica que sí se presentan cambios en el comporta-
miento policial en presencia de las cámaras de vigilancia; prueba de ello son las 
resistencias que eventualmente surgen para su uso, sobre todo si las reglas no son 
claras ( Joh, 2018). Como argumentan Alvarado y Silva (2011: 465), “las dificultades 
para la supervisión y el control del trabajo policial son reconocidas en todas partes 
del mundo” y con gran probabilidad se acrecientan en los países de América Latina 
donde la corrupción e impunidad permea el quehacer policial. 

En este contexto, es relevante destacar la vigilancia que se realiza desde las cáma-
ras de los teléfonos celulares de los civiles. Esta vigilancia se basa en la presencia de 
un espectador dispuesto a captar la escena de un incidente (Mateescu, Rosenblat 
y Boyd, 2016: 122) y es capaz de producir mecanismos de solidaridad y cohesión 
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(Arteaga, 2018) en relación con los abusos policiales; en otras palabras, de ejercer 
una vigilancia desde abajo que obliga a la autoridad a asumir su responsabilidad. 
De esta forma, periodistas o transeúntes que son testigos de los hechos, graban y 
comparten las imágenes como una forma de testimonio y protesta y difunden el 
enojo y hartazgo social ante miles de personas. Este fenómeno también ha sido deno-
minado “contravigilancia” (Lyon, 1995) y se le considera capaz de generar procesos 
de cuidado y protección, así como formas de participación y reivindicación social.

Discusiones empíricas en torno a las tecnologías de vigilancia 
y el trabajo policial

La mayor parte de la literatura sobre tecnologías de vigilancia y la policía se centra 
en el estudio de las instituciones de seguridad como gestores y operadores para 
la generación de inteligencia, monitoreo de movimientos sociales, etc. En menor 
medida se registran trabajos sobre estas tecnologías orientadas a la observación de 
la policía. Una proporción significativa de la literatura producida es anglosajona. 

Elizabeth Joh (2018) reseña la historia de las cámaras corporales en la policía en 
Estados Unidos. En particular, se enfoca en la oferta y demanda de esta tecnología 
por parte de las corporaciones policiales, la capacidad de gestión de los datos gene-
rados y desde luego las tensiones y resistencias por parte de los policías. En este 
mismo tenor Duffy, Rahma y Timalsina (2020) analizan la industria encargada de 
producir estas tecnologías, los costos y características, así como los grupos de interés 
que convergen en los datos, y proponen un sistema más transparente en el que se 
pueda mantener la evidencia (Duffy, Rahma y Timalsina, 2020). 

También en Estados Unidos, Mateescu, Rosenblat y Boyd (2016) estudian cómo 
la demanda de una mayor rendición de cuentas fue la motivación más importante 
para la introducción de estas tecnologías; sin embargo, no hay un proceso completo 
de contraloría por lo que, advierten, se requiere, además de la regulación, el diseño 
de políticas públicas. 

En Estados Unidos, particularmente se han realizado esfuerzos para evaluar 
la efectividad de estas cámaras, como la encuesta realizada por el Center for Evi-
dence-Based Crime Policy de la Universidad George Mason, en el que se observan 
efectos positivos en la relación entre policías y ciudadanos (citado en Duffy, Rahma 
y Timalsina, 2020). 

En otras latitudes, Fernández (2019) ha estudiado el uso de las bodycam que porta 
la policía en España, introduciendo una importante discusión sobre la legalidad 
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de estas tecnologías y, además de analizar la normativa, revisa los protocolos de 
actuación para garantizar un correcto trabajo de las policías. Entre las conclusiones 
derivadas se sostiene que el uso de las cámaras “ha quedado desfasado y rebasado 
por una realidad social y tecnológica en constante desarrollo” y para superar estas 
brechas es necesario que la policía realice propuestas de cambio legislativo para 
ampliar los “supuestos autorizantes” (Fernández, 2019: 18-19). 

En América Latina, Lucía Dammert y Anamaría Silva (2019) en su investiga-
ción sobre experiencias de seguridad y tecnología, refieren que el uso de cámaras 
corporales en Brasil y otros países han contribuido a “reducir la discrecionalidad 
de la policía”, constituyéndose al mismo tiempo en “una alternativa para disminuir 
las violaciones a los derechos humanos y para aumentar la responsabilidad policial 
especialmente vinculado con las tareas de patrullaje y vinculación con la ciudadanía” 
(Dammert y Silva, 2019: 21). 

En México, Arteaga documenta la prevalencia de tecnologías de vigilancia en la 
función policial, e incluso destaca que en algunos casos, estas “son utilizadas por las 
autoridades policiales en colusión con el crimen organizado” (Arteaga, 2016: 203), y 
que también son monitoreadas por sus operadores a partir de prejuicios. 

Asimismo, Arteaga (2018), en concordancia con los conceptos de contravigi-
lancia planteados por Lyon (1995) y vigilancia desde abajo o sousveillance de Mann, 
Nolan y Wellman (2003), analiza las movilizaciones y los enfrentamientos sociales 
ocurridos en diciembre de 2012 durante la toma de protesta presidencial, vigilados 
tanto por las autoridades de los distintos órdenes de gobierno, los medios de comu-
nicación, así como grupos activistas. En este caso, particularmente los manifestantes 
documentaron “abusos en el uso de la fuerza por parte de la policía, las detenciones 
ilegales y las acciones violentas de contención policial”. Este tipo de registros per-
mitió documentar, como sostiene Arteaga, “el ejercicio excesivo y provocador de las 
fuerzas del orden” y fue un soporte para “juzgar el comportamiento público de los 
involucrados” (Arteaga, 2018: 65). 

Fuentes de información y enfoque metodológico

Esta investigación se plantea como un ejercicio de carácter exploratorio que permita 
ser un punto de partida para estudios de mayor profundidad. Bajo este tenor, la 
estrategia metodológica utilizada es de corte cualitativo y se recurrió principalmente 
al análisis documental de fuentes hemerográficas y oficiales para identificar los casos 
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de abuso y letalidad policial que fueron grabados por cámaras de video públicas o 
privadas, fijas o móviles en América Latina. 

Respecto a las fuentes hemerográficas, se recurrió a los principales medios digi-
tales de comunicación en 15 países de América Latina. Se realizaron búsquedas para 
identificar casos de abuso policial y ejecuciones arbitrarias captadas por cámaras de 
video y se sistematizó la información por país, ciudad, año de ocurrencia, autoridad 
involucrada, tipo de cámara, características principales de los hechos y uso social 
e institucional de las imágenes en video. En total se tiene registro de 92 casos que 
ocurrieron entre enero de 2010 y julio de 2020 en 15 países: Argentina, Bolivia, 
Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, 
México, Nicaragua, Panamá, Paraguay y Perú. 

Cuadro 1. 
Casos registrados en video en América Latina documentados en esta investigación

País Total

Argentina 8

Bolivia 2

Brasil 8

Chile 4

Colombia 16

Costa Rica 2

Ecuador 5

El Salvador 5

Guatemala 4

Honduras 7

México 16

Nicaragua 4

Panamá 2

Paraguay 4

Perú 5

Total 92
Fuente: elaboración propia.
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En relación con las fuentes oficiales se analizaron los reportes de queja y recomenda-
ciones emitidas por OPDH en México. La base se integra por 37 casos que ocurrieron 
entre abril de 2006 y mayo de 2020, sistematizados por lugar de ocurrencia, fecha, 
año en que se emitió la recomendación, autoridad responsable, tipo de cámaras y 
síntesis de los hechos. Si bien este tipo de registros también existen en otros países 
de América Latina, los casos de México se utilizan para contrastar las narrativas de 
los medios de comunicación y de instituciones públicas como los OPDH. 

Como punto de partida se estudiaron las frecuencias de las bases de datos con 
el propósito de caracterizar la problemática a partir de su análisis descriptivo. Pos-
teriormente, para analizar las narrativas sociales e institucionales se identificaron 
los discursos por los distintos actores que confluyen en este fenómeno: gobierno 
(incluyendo a las instituciones policiales), OPDH, víctimas y medios de comunicación. 

Este primer abordaje y sus hallazgos, como se precisó, son de carácter explora-
torio y buscan contribuir a que esta agenda de investigación se discuta con mayor 
profundidad, y que posteriormente se realicen análisis más robustos que permitan 
analizar el quehacer policial y el uso de la fuerza en situaciones específicas. 

Discusión 

A pesar de la discrecionalidad con la que operan las policías en América Latina, 
el registro en video ha logrado documentar y evidenciar distintos casos de abuso 
y letalidad policial en la región. En el periodo analizado se observa una tendencia 
incremental en la que estas situaciones se registran por los distintos tipos de cámaras 
públicas y privadas, así como su difusión en los medios de comunicación y por parte 
de instituciones públicas que permiten visibilizar este fenómeno social. 

Si bien, los casos de abuso y letalidad policial registrados en video son solo una 
muestra del total de los casos que realmente ocurren, aun cuando solo una parte de 
las grabaciones se visibilizan públicamente, estas representan evidencia suficiente 
para advertir acerca de la gravedad del problema y las fallas institucionales para 
reducir la discrecionalidad policial y las prácticas de arbitrariedad. 

En la base de datos de América Latina se registraron 92 casos de abuso y letali-
dad policial documentados en video y difundidos públicamente por los medios de 
comunicación. En total se incluyen casos de 15 países que se enlistan en el apartado 
titulado: Fuentes de información y enfoque metodológico. 

La mayor parte de los casos (aproximadamente 80%) se documentaron entre 
enero de 2019 y julio de 2020, es decir, en los últimos años. Si bien esto podría 
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deberse a la escasa disponibilidad de la información en las fuentes electrónicas y 
a su vez implicar un sesgo en la investigación, también es probable que represente 
la tendencia incremental de este fenómeno y su respectiva grabación en video y 
difusión en los medios de comunicación.

Brasil, Colombia, Argentina, México y Honduras son los países de los que se 
dispone la mayor cantidad de casos documentados. En menor proporción se pre-
sentan casos de Panamá, Bolivia y Costa Rica que en la base de datos únicamente 
registran dos, respectivamente. 

En relación con el tipo de autoridad policial que cometió el abuso o la ejecución 
arbitraria se encontró que en 48.6% de los casos participó la policía nacional y en 
41.4% la local (estatal o municipal). Es decir, se observa una mayor participación de 
las policías con competencia en el ámbito nacional que de las locales, aunque esta 
diferencia no es tan amplia. 

Asimismo, se observó participación de la policía militar en casos registrados en 
Brasil y Honduras. En pocos de estos no es posible identificar al tipo de autoridad 
que comete el abuso, pero por la vestimenta, las personas que grabaron o el medio 
de comunicación pueden colegir que se trata de una autoridad policial. 

Respecto al tipo de video que logró documentar el caso de abuso o letalidad 
policial se observa que 88.6% de los casos fueron grabados por cámaras privadas de 
teléfonos móviles, mientras que el resto fue captado por cámaras instaladas en la vía 
pública y por cámaras de la misma policía. Es decir, se trata de manifestaciones de 
sousveillance en las que se muestra la intencionalidad de exponer el abuso policial, 
pero también de una videovigilancia desde abajo o subvigilancia de carácter inci-
dental que no se instala con el objetivo de vigilar a la autoridad, pero eventualmente 
se constituye como evidencia del comportamiento arbitrario y/o violento de la 
institución policial (Brucato, 2015; Newell, 2020). 

Es altamente probable que un buen número de casos de abuso y letalidad policial 
hayan sido documentados por cámaras públicas en las ciudades, sobre todo en aque-
llas en que en los últimos años se ha incrementado la disponibilidad de tecnologías 
de videovigilancia (Arteaga, 2018; Jasso, 2020); sin embargo, como se puede ver en 
esta investigación, la mayor parte de los casos que se visibilizan corresponden a los 
registrados por cámaras privadas, es decir, por una subvigilancia incidental.



133

núm. 90 · año 42 · enero-junio de 2021 · pp. 119-144

Abuso policial, discrecionalidad y tecnologías de vigilancia…

La “baja visibilidad” de la institución policial

La marginalidad de los casos registrados en cámaras públicas y difundidos públi-
camente podría deberse a la discrecionalidad con la que operan las autoridades 
policiales. En América Latina se observa una diferencia significativa a lo planteado 
por Sandhu y Haggerty (2015) con respecto al estatus de la discrecionalidad policial. 
En este sentido, es importante precisar que, si bien el uso de cámaras ha contri-
buido a develar “la baja visibilidad de la policía”, las tecnologías de vigilancia son 
un mecanismo de control y como tal están a disposición de quienes las operan y 
gestionan. Existe la posibilidad de que los casos de abuso policial o ejecuciones 
arbitrarias se omitan, oculten o eliminen, tal como se ha registrado en distintos 
casos en América Latina. 

Sin embargo, en general no se puede obviar que los casos que se han difundido 
en video han generado impactos sociales al exhibir el abuso policial. Algunas video-
grabaciones han contribuido para exigir rendición de cuentas y control policial, e 
incluso se han constituido en medio de prueba para que las víctimas accedan a la 
justicia. Pero otros más se han quedado en el silencio, como si se tratara de abusos 
o “muertes que no importan” (Gayol y Kessler, 2018). La búsqueda y sistematización 
realizada da cuenta de casos de abuso policial cuyas imágenes han sido invisibili-
zadas y de la construcción de discursos y narrativas tendientes a justificar el uso de 
la fuerza y a neutralizar la gravedad de los eventos.

En América Latina se registran varios casos en los que la presencia de la cámara 
constituye una amenaza para el quehacer policial y en los que se registró cómo las 
mismas autoridades, en el afán de invisibilizar el abuso policial, buscaron eliminar 
las cámaras.

En Brasil, donde la utilidad de las cámaras fue un tema que ganó amplia reper-
cusión periodística poco antes de la visita del Papa, se redoblaron los controles. En 
ese contexto la policía mató al albañil Amarildo de Souza, un vecino de la favela 
Rocinha, cuyo cuerpo no fue hallado. Sin embargo, “la investigación judicial demos-
tró que los policías de la UPP de Rocinha, que están procesados y presos, desconec-
taron las cámaras de seguridad para ocultar el traslado del cuerpo del albañil De 
Souza luego de matarlo debido a las torturas a que fue sometido” (Infobae, 2013). 

De forma similar ha ocurrido en México, donde los OPDH tienen registro de 
videos que muestran cómo la policía elimina las cámaras para deshacerse de la 
evidencia. En 2017, una víctima declaró que desde el monitor de la cámara de segu-
ridad instalada en su casa pudo observar a integrantes de la policía estatal entrando 
en su domicilio, pero “no se pudo obtener el video, debido a que el dispositivo fue 



Iztapalapa Revista de Ciencias Sociales y Humanidades134

núm. 90 · año 42 · enero-junio de 2021 · pp. 119-144

dañado, posiblemente por los servidores públicos involucrados” (Recomendación 
21G, CNDH 2017: 134). No obstante, cámaras privadas en domicilios vecinos lograron 
evidenciar los hechos. 

En otro evento registrado en Monterrey en 2010, en el que dos estudiantes “fueron 
abatidos a balazos frente a la puerta de su escuela”7 por elementos de la Secretaría de 
la Defensa Nacional (SEDENA), las videograbaciones muestran que los estudiantes 
“no portaba ningún arma, como los servidores públicos de la SEDENA refirieron” 
y además se afirma que “en el video es posible observar que también destruyeron 
a las 02:06:21 la cámara de seguridad perimetral que se encontraba en la caseta de 
vigilancia” (Recomendación 45, CNDH, 2010: 24).

Además de la eliminación física de las cámaras que registran los casos de abuso y 
letalidad policial, existen otras formas en las que las instituciones policiales pueden 
omitir la evidencia. En el caso de las cámaras públicas la misma autoridad tiene 
el control de vigilar lo que le resulte pertinente, así como de no grabar cuando 
esto repercuta en su imagen pública o eliminar las imágenes que se hayan grabado 
(Mateescu, Rosenblat y Boyd, 2016; Duffy, Rahma y Timalsina, 2020). En síntesis, 
las formas de discrecionalidad son múltiples aun con la visibilidad de las imágenes 
que registran las cámaras. 

Narrativas sociales e institucionales frente a la videovigilancia

Aun cuando los videos que se visibilizan y difunden son una muestra marginal, 
estos han tenido un papel central para acceder a la justicia o cuando menos reducir 
la discrecionalidad policial, a pesar de las resistencias institucionales que se pueden 
observar en las narrativas que se presentan en las siguientes páginas.

En Argentina, en 2019 se registró la ejecución de un remisero,8 quien recibió 
nueve balazos por agentes de la policía de la ciudad de Villa Crespo. Una cámara 
de seguridad captó toda la escena de lo ocurrido y “las imágenes son elocuentes, 
muestran a la víctima bajando de su automóvil para dirigirse a un patrullero que 

7 Se trata del caso de los estudiantes Jorge Antonio Mercado Alonso y Javier Francisco 
Arredondo Verdugo, quienes “abandonaron la biblioteca del Instituto Tecnológico de 
Estudios Superiores de Monterrey (ITESM) a los 00:38 minutos del sábado 20 de mar-
zo, y siete minutos más tarde fueron abatidos a balazos frente a la puerta de su escuela” 
(Carrizales y Castillo, 2010).

8 El término remisero usado en Argentina y Uruguay refiere al conductor de transporte 
público. 
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estaba estacionado. Cuando se acerca le disparan y luego lo rematan en el piso […] 
los primeros disparos lo tiraron al asfalto, cuando estaba agonizando intenta incor-
porarse y uno de los policías lo patea y le vuelve a disparar, provocándole la muerte” 
(La Izquierda Diario, 2019). A pesar de las contradicciones en las que cayeron los 
policías, las imágenes evidenciaron los hechos y se procedió penalmente contra los 
involucrados. 

La evidencia en imagen y su difusión pública “obliga” a las autoridades a responder 
por los hechos, como en el caso Palmarito en Puebla, México,9 donde se publicó 
un comunicado de la SEDENA en el que “reiteró su disposición de colaborar en la 
investigación de los hechos mostrados en un video captado por cámaras de vigi-
lancia, para verificar su autenticidad y si corresponde al lugar y fecha de los hechos 
en Palmarito, para que en caso de ser necesario, se deslinden las responsabilidades 
correspondientes” (CNN, 2017). 

Pero en el otro extremo están los casos en los que aun cuando el video registre 
el abuso policial, la autoridad otorga la razón a la policía, e incluso concede más 
poder de actuación sin apego a los derechos humanos. Tal es el caso de Argentina, 
donde en 2018 se publicó la Resolución 956/18 que en términos coloquiales “habilita 
a disparar antes de preguntar” (La Izquierda Diario, 2019). 

También en ese país, en 2018 se registró un “gesto histórico” (Fava, 2018) cuando 
Macri –entonces presidente de Argentina– recibió a Luis Chocobar, un policía que 
“fuera de servicio, persiguió, baleó y mató a una persona por la espalda en el marco 
de un violento asalto a un turista estadounidense en la ciudad de Buenos Aires”. 
Todo esto fue registrado en video y fue ampliamente difundido; como consecuencia, 
el policía fue procesado por homicidio agravado y exceso en la legítima defensa. La 
recepción presidencial fue calificada como un respaldo del gobierno a las fuerzas 
policiales; se le conoció como “doctrina Chocobar” y se afirmó que “tiende a legitimar 
la represión ilegal” (Fava, 2018). 

Como señalamos, la mayor parte de los videos de abuso y letalidad policial que 
se difunden fueron grabados por cámaras privadas, mayoritariamente por “vigilantes 
furtivos” con sus propios teléfonos móviles (Mateescu, Rosenblat y Boyd, 2016). Este 

9 “El video, que se divulgó editado, muestra un vehículo que recibe algunos disparos an-
tes de que un grupo de militares haga descender a los ocupantes del automóvil. Uno 
de ellos, vestido con una camisa de color oscuro, es jalado por elementos militares que 
lo hacen acostarse en el piso, donde permanece sometido por un tiempo mientras los 
soldados parecen intercambiar fuego con otras personas. Hacia el final del video se ob-
serva a varios soldados rodear al hombre y a uno de ellos apuntar su arma y disparar a 
quemarropa al hombre, todavía tendido boca abajo en el piso” (CNN, 2017).
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tipo de videos representan por sí mismos un importante recurso para evidenciar el 
abuso policial, pero los medios de comunicación juegan un papel fundamental al 
visibilizar masivamente los hechos y colocarlos en la agenda pública. 

Como parte de nuestra investigación documentamos decenas de casos de este 
tipo que se difundieron en medios locales, como la ejecución extrajudicial que ocu-
rrió en Piura, Perú, en 2015, donde el titular de prensa dice: “Ejecuciones extrajudi-
ciales: video revela que policías mataron a delincuentes. Testigo grabó con su celular 
a supuestos delincuentes intervenidos ser ejecutados por policías” (América TV, 
2016). Lo relevante de este tipo de videos para Perú fue que desde el punto de vista 
de los medios de comunicación ofrecían “la prueba que faltaba para poder afirmar 
que entre los años 2012 y 2015 un grupo irregular de la Policía Nacional habría eje-
cutado extrajudicialmente a por lo menos 20 personas” (América TV, 2016). Es decir, 
permitió abrir al escrutinio público otros casos que previamente se habían registrado. 

Además, los videos que captan estos casos de abuso policial potencialmente 
pueden convertirse en medios de prueba para que las víctimas accedan a la justicia. 
Pero esto no ocurre por sí solo, sino que es producto de alianzas entre la sociedad, 
los medios de comunicación, los OPDH y organizaciones no gubernamentales (ONG); 
en síntesis, de un ejercicio de sousveillance que publicita los casos y logra respuesta 
por parte de la sociedad y en algunos casos de las autoridades. 

En suma, se observa que frente al abuso policial se desenlazan disputas asimé-
tricas entre la sociedad y las instituciones policiales que varían de acuerdo con las 
particularidades de cada contexto, pero que la existencia de un video que lo visibilice 
llega a ser determinante para reducir la discrecionalidad de la policía. 

Es preciso reconocer, sin embargo, que la numerosa existencia de videos puede 
llegar a ser abrumadora y a pesar de ello no ser garante del acceso a la justicia. Como 
en el caso Nochixtlán,10 en México, del que se tiene registro de “873 fotografías y 318 
videos del día de los hechos” (CNDH, 2017) y después de años continúa sin resolución. 

Por otra parte, se advierte que en las policías de América Latina prevalece la 
resistencia a visibilizar los videos públicos y solo ceden ante la petición de un tercero 
y bajo presión social. Entre las narrativas de la policía se argumenta la imposibilidad 
de grabar por tratar de repeler una agresión, se sostiene la imposibilidad de registrar 

10 De acuerdo con la Comisión Nacional de Derechos Humanos (2017) “el operativo des-
tinado a liberar vialidades estuvo indebidamente diseñado, preparado, coordinado y 
ejecutado, en que no se observaron plenamente los protocolos de actuación, en especial 
por lo que hace al uso legítimo de la fuerza y a la necesidad de priorizar el uso de me-
canismos y técnicas no violentas antes de emplear la fuerza contra la población en los 
enfrentamientos ocurridos en Nochixtlán, Huitzo y Hacienda Blanca y Viguera”. 
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una intervención por fallas en el funcionamiento de los equipos, entre otras tantas 
posibilidades que les permitan permanecer en la opacidad. 

Sin embargo, cada vez hay más formulas públicas que se orientan a acotar la 
discrecionalidad policial, como las acciones de complementariedad en las que ONG u 
OPDH acompañan a las víctimas y solicitan a las autoridades la transparencia del actuar 
policial, a la par que también se proveen de videos –en su mayoría privados– que  
les permitan ejercer presión sobre las autoridades estatales. Asimismo, ocurre  
que los medios de comunicación difunden un caso proporcionado por un testi- 
go que posteriormente es retomado por los OPDH o ONG para iniciar investigaciones 
y determinar mediante peritajes y análisis la relevancia del material videográfico 
recabado. 

En el caso particular de los OPDH que se analiza con mayor proximidad en el 
contexto mexicano, se observa que estos pugnan por fungir como reguladores para 
que las instituciones policiales no vulneren los derechos humanos y se apeguen a 
los protocolos en aras de reducir la discrecionalidad. 

Conclusiones 

El abuso policial es un problema público que no solo prevalece en América Latina, 
sino que en algunos países de la región parece agravarse. Existen tensiones entre la 
discrecionalidad arraigada y profundamente aceptada en las policías y el surgimiento 
de nuevas dinámicas de visibilidad que ofrecen los distintos tipos de tecnologías de 
vigilancia que cotidiana o furtivamente supervisan el quehacer policial. 

La búsqueda, revisión y sistematización de los casos de abuso y letalidad poli-
cial registrados en video muestra fuertes tensiones. Por una parte, las instituciones 
policiales se resisten a registrar y visibilizar como un mecanismo de rendición de 
cuentas del quehacer policial. Por otra parte, como una forma de control social, 
niegan u omiten los videos captados por las cámaras públicas en los que se registran 
casos de abuso policial e incluso –como se documentó– llegan a destruir las cáma-
ras que presuntamente grabaron algún hecho de abuso policial para mantenerse 
en la opacidad, indicativo de amplias prerrogativas para decidir sobre su propio 
repertorio de visibilidad. 

En contraparte, la sociedad ha documentado y develado numerosos casos de 
abuso policial registrados en videograbaciones y en alianza con los medios de comu-
nicación, ONG, OPDH y otros actores han sido capaces de influir para que las víctimas 
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accedan a la justicia y a la reparación del daño, así como para posicionar en la agenda 
pública este problema que afecta a la sociedad. 

No obstante la cada vez mayor visibilidad de la arbitrariedad y violencia policial, 
la reducción de la discrecionalidad y opacidad es un tema pendiente en las orga-
nizaciones policiales. En América Latina se identifican importantes vacíos legales 
que imposibilitan que los videos registrados constituyan medios de prueba. En este 
sentido, si bien la legislación penal reconoce estos recursos, en la práctica permanecen 
y prevalecen ambigüedades significativas respecto al debido proceso y los derechos 
fundamentales de las víctimas. También se observan numerosos casos que no logran 
tener el mismo eco e impacto social que los registrados en otros contextos y quedan 
en silencio, o cuando mucho como una nota más en la prensa. 

Además, a pesar de la visibilidad que adquieren los casos, la policía tiende a 
negar y neutralizar el abuso policial o poner en duda la veracidad de los videos y 
las narrativas de las víctimas y, en los casos más extremos, se legitiman las prácticas 
de arbitrariedad cediendo ante la versión construida por la policía. 

La agenda de investigación sobre el abuso y la letalidad policial y las tensiones 
entre la discrecionalidad y las tecnologías de vigilancia son amplias, sobre todo en 
el contexto de América Latina donde se han estudiado con menor intensidad y pro-
fundidad estas interacciones y el abuso policial es una práctica arraigada y aceptada.

Finalmente, es necesario señalar la relevancia académica y social de estudiar 
esta relación y sus tensiones a la luz del discurso internacional e institucional que 
difunde la rendición de cuentas y el control policial y que promueve, a la par, el 
uso de las cámaras. En América Latina hay diferencias contextuales y capacidades 
institucionales diferenciadas que se contraponen a la eficacia que parece mostrar el 
uso de tecnologías de videovigilancia sobre el actuar policial. Coincidimos con Wall 
y Lennermann (2014) en que estamos inmersos en un “proceso de adaptación” en 
el que resulta necesario enfocarse en acotar la discrecionalidad policial como una 
práctica que en América Latina no apunta a encontrar solución con la visibilidad 
que potencialmente aportan las tecnologías de vigilancia. 
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Las relaciones de poder, su dimensión 
narrativa, las discursividades hegemó-
nicas y contrahegemónicas, lo político 
en tanto agenciamientos, las políticas en 
tanto disposiciones con tendencia a pro-

piciar silencios, la memoria, la historicidad, el papel del 
testimonio y de la argumentación, y la posición –y los 
posicionamientos– de quien investiga son algunos de 
los ejes que atraviesan los tres artículos y las dos rese-
ñas que conforman Otros Temas en el número 90 de 
Iztapalapa: Revista de Ciencias Sociales y Humanidades.

Los artículos de esta sección problematizan, mues-
tran y analizan asimetrías sociales y epistémicas cuyos 
efectos silencian culturas, y no en un sentido metafó-
rico, o bien, producen juegos retóricos en los que el 
lenguaje funge como una herramienta de dominación, 
en el sentido foucaultiano y, quizá, en un sentido haber-
masiano, donde la validez de verdad descansará en el 
convencimiento de la existencia de una racionalidad 
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incuestionable, convencimiento al que se aspira mediante una argumentación legi-
timada por modelos de positivistas.

El artículo que abre esta sección justamente coloca el acento en las restricciones 
del espacio comunicativo que, bajo una lógica de dominación de lenguas oficiales, se 
impone a lenguas no-hegemónicas disminuyéndolas hasta su probable o inminente 
desaparición. En “Lengua minor(iz)ada, lengua deseada: sobre las denominaciones 
identitarias de productos agroalimentarios en lengua occitana”, Henri Boyer (Univer-
sité Paul-Valéry Montpellier) nos aproxima a un fenómeno sociolingüístico de una 
región europea (Occitania) con el que sin duda podemos encontrar paralelismos en 
otras latitudes: la extinción de una lengua como resultado de procesos de dominación 
lingüística. El artículo presenta el caso de la lengua occitana preguntándose por la 
patrimonialización discursiva y la mercantilización de algunos de sus vocablos en el 
formato de marcas de vinos o cervezas, o de tipos de pastas. ¿Puede dicha práctica 
considerarse una resistencia ante un “conflicto diglósico”, una forma voluntarista o 
nostálgica por mantener la lengua, un mero cálculo comercial? 

Para dar respuesta a ello, el autor desarrolla una discusión conceptual detallada 
iniciando con la identidad desde el punto de vista de aquellos gestos “del orden lin-
güístico” y la vincula con diversas reflexiones en torno a las escalas de la identidad, 
como los grupos, las áreas, las redes, las comunidades y los individuos. En ello, 
destaca cómo las formas lingüísticas posibilitan la enunciación y la identificación, de 
ahí que la patrimonialización nos hable –en palabras de Boyer– de “un proceso de 
integración en el conjunto de marcadores de identidad en una sociedad dada”, donde 
el contenido simbólico de los signos etnosocioculturales, en tanto “fijación semiótica”, 
deviene del consenso. A dichos signos etnosocioculturales Boyer los llama identite-
mas. Con esta categoría, el autor ofrece un horizonte de análisis sociolingüístico y 
cultural con el cual dar cuenta de las dinámicas de simbolización emblemática-mítica 
de las unidades lingüísticas en determinados contextos. 

Otra discusión desarrollada por Boyer hacia la respuesta de sus interrogantes 
iniciales se centra en las relaciones de poder desde el enfoque de las políticas lin-
güísticas en tanto “acciones/intervenciones glotopolíticas”. Estas las divide en cuatro 
grupos que a su vez nos hablan de cuatro escalas: políticas lingüísticas globales, 
territoriales, familiares y locales. De esta manera avanza hacia el problema de la 
“ideología diglosística hegemónica”, que consiste en el dominio histórico de una 
lengua (nacional, oficial) sobre una lengua dominada (regional), que también puede 
ser nacional, pero con un estatus minoritario. 

En la descripción de los usos de ciertos vocablos occitanos el autor tiene a bien 
incorporar imágenes de los productos que los retoman, así como presentar no solo 
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las traducciones sino algunos fragmentos de los sitios web de las marcas que expli-
can el origen del nombre del producto. Esto le imprime otro tono al artículo, pues 
permite al lector imaginar esos pasajes. La incorporación de varios fragmentos de 
los diálogos entablados con algunos productores vinícolas abona a eso mismo, lo 
que conduce a reconocer el valor de la base empírica (en este caso del testimonio) 
en todo proceso de producción de conocimiento. Boyer presenta la respuesta a 
sus interrogantes con modestia al llamarla hipótesis. Nos dice que no es posible 
hablar de resistencias, “contraideologías” ni de reconquistas. En cambio, considera 
que en el caso de la lengua occitana y su mercantilización se está ante “microactos 
glotopolíticos”, de abajo hacia arriba. 

El siguiente artículo presenta otras importantes interrogantes en torno a las 
hegemonías epistémicas que han silenciado saberes a los que se les ha dado un lugar 
marginal, analizando dicha asimetría para replantear la relación sujeto-naturaleza; 
naturaleza en un sentido ambiental. Siobhan Guerrero Mc Manus (Centro de Inves-
tigaciones Interdisciplinarias en Ciencias y Humanidades, Universidad Nacional 
Autónoma de México) es la autora del artículo titulado “Injusticias epistémicas y 
crisis ambiental”, en el que toma como punto de partida la conceptualización de 
Miranda Fricker respecto a la injusticia epistémica, superando la mirada individualista 
que ha orientado los estudios en torno a dicho concepto. Esto porque Guerrero se 
pregunta por las dinámicas colectivas, los contextos y la posibilidad de “enriquecer el 
diálogo intercultural en el tema ambiental”, descentrando el lugar que han ocupado 
las identidades en el análisis de la injusticia epistémica para avanzar, así, hacia una 
perspectiva que permite articular la reflexión ambiental con la interseccional: la 
ecología queer.

La discusión que desarrolla la autora complejiza aquellas enfocadas en reconocer 
la desigualdad como un devenir de procesos históricos de minorización de sujetos 
(como nos ofrecen las perspectivas decolonial, poscolonial, de género, feministas) 
al colocar al medioambiente no como un lugar ni una relación sino como una coha-
bitancia material-semiótica, en el mismo nivel de importancia que lo social. Para 
llegar ahí pormenoriza en la categorización de injusticias epistémicas con las cuales 
es posible visualizar la transversalidad de esta práctica, que se expresa en casi toda 
esfera delineada por relaciones de poder. Prácticas como el extractivismo de expe-
riencias y saberes en el ámbito académico serían de las más ejemplares dentro de las 
formas que puede adoptar la injusticia epistémica, cuya gravedad no se limita a un 
problema ético al interior del campo. Lo mismo que las injusticias hermenéuticas y 
testimoniales, que producen y amplifican el silenciamiento y el atragantamiento epis-
temológico de numerosas comunidades, como resultado de dicha violencia. 
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Este abordaje invita a desplazar los sentidos dominantes en torno al lugar que 
se le asigna a ciertos grupos y, en ello, a sus conocimientos; y no como mera actitud 
metodológica de horizontalidad sino como reescritura interepistémica. De esta 
manera, el artículo urge a reconocer la labor cognitiva de colectividades que han sido 
histórica y sistemáticamente colocadas a los márgenes del conocimiento “legítimo” a 
través de prácticas de invisibilización, infantilización o mitificación de sus saberes. 
De hecho, cabría preguntarnos si la distinción entre los conceptos conocimientos y 
saberes que regularmente se lee en los espacios de poder enunciativo es empleada 
jerárquicamente para destacar la [supuesta] cientificidad de uno y el [aparente] 
empirismo del otro. 

Después de una profunda discusión sobre las formas, los alcances y las afectacio-
nes de la injusticia epistémica, Siobhan Guerrero expone la necesidad de entender 
la relación sujeto-naturaleza desde la ecología queer, enfoque transdisciplinario que 
analiza “los modos en los que el género estructura nuestra relación con el medioam-
biente”. Ello incluye los modos en los que el género modela la interpretación hacia 
un mundo natural, en los que se transfiere la lógica heterosexista hacia las “entidades 
no humanas como los animales, las plantas y los ecosistemas” con fines explicativos 
en términos reproductivistas, funcionalistas y complementaristas; demostrando, desde 
la ecología queer, mediante el trabajo de biólogos evolucionistas, que la naturaleza 
no siempre opera bajo esos términos, sino que es diversa, compleja, “torcida”, queer.

La univocidad que problematizan los artículos de Boyer y de Guerrero, por un 
lado, glotopolítica y, por otro, epistémica, en el tercer artículo encuentra continui-
dad desde otra perspectiva: la discursividad positivista como recurso retórico de la 
política pública. Myriam Irma Cardozo Brum (Departamento de Política y Cul-
tura, Universidad Autónoma Metropolitana-Xochimilco) en su artículo “Evidencia: 
conceptos y usos en la evaluación de políticas y programas públicos” presenta un 
análisis sustancioso sobre el recorrido semántico (histórico-filosófico) del concepto 
de evidencia para develarnos una cuestión: actualmente en América Latina “se ha 
vuelto un símbolo poderoso de persuasión”. 

Las palabras, los conceptos, como resultado de procesos sociales, culturales y 
políticos complejos, no son neutrales, es decir: devienen de ordenaciones de poder. 
Y hay palabras que a pesar de sus polisemias (de sus múltiples acepciones a través 
del tiempo y del espacio) parecen estar envueltas en una armadura semántica tan 
endurecida que no permite el ingreso de cuestionamiento alguno. Se ontologizan. 
Dichas palabras, además, participan de la reproducción de las estructuras que las 
hacen posibles, pero no por sí mismas –claro está–, sino por los usos que se les da. 
Usos que, además de sociales, suelen ser políticos-ideológicos. Cardozo ahonda en 
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estos debates reconstruyendo la evolución de la palabra evidencia desde diferentes 
enfoques: la filosofía, la lógica, la epistemología, el lenguaje y el vocabulario jurídico. 

Tras el recorrido de significados, sentidos y funciones de la palabra en diferentes 
contextos, en el análisis Cardozo destaca el sentido positivista con el que el concepto 
se ha entendido en los países de América Latina, concretamente en la implementa-
ción de los mecanismos de evaluación de las políticas públicas, donde aquello que 
será registrado como evidencia lo será en tanto sea cuantificable. Esto representa 
un reduccionismo y, además, una estrategia discursiva de convencimiento en la que 
lo existente y lo no existente se limitan al dato que las autoridades presentan como 
evidencias científicas, ejemplificándolo con lo que ha ocurrido frente a la pandemia 
del Covid-19.

El artículo critica la sacralización de la palabra, y cuestiona no solo los usos 
persuasivos que se le dan sino la imposición del modelo positivista como paradigma 
único reconocido por la política pública, donde todo argumento que apele a su 
legitimidad gozará de la credibilidad de sus defensores. El problema, nos dice la 
autora, es poner “en práctica procesos deliberados de manipulación del lenguaje”. 

Este artículo, como los anteriores, invita a reflexionar sobre la importancia de las 
palabras (como gestos identitarios, como injusticia hermenéutica, como estrategia 
demagógica), pero, sobre todo, invita a observar de manera crítica los mecanismos 
con los que operan diversos sistemas de invisibilización (lingüísticos, de colectivi-
dades, de enfoques). 

Las dos reseñas que complementan la sección de Otros Temas se preocupan por 
procesos históricos, que los reseñadores vinculan con la actualidad. La primera es 
del libro La conquista, catástrofe de los pueblos originarios (2019), de Enrique Semo, 
reseñada por Carlos Alberto Ríos Gordillo (Universidad Autónoma Metropolita-
na-Azcapotzalco), quien antes de abordar el libro en cuestión expone la trayectoria 
de Enrique Semo para ubicar al lector en la producción del autor pues, aclara, el 
libro reseñado ha de entenderse en el conjunto de la obra de Semo, que inicia en 1973 
con Historia del capitalismo en México. Los orígenes. 1521/1763. En dicho libro Semo 
anticipó los dos volúmenes del libro actual, pero de ese año para acá se ocupó de 
otras obras: De la aparición del hombre al dominio colonial, del siglo XVI hasta el XVIII 
(1989), en coautoría con el arqueólogo Enrique Nalda; y Los orígenes. De los cazadores 
y recolectoras a las sociedadestributarias. 22 000 a.C.-1 519 d.C. (2006). Finalmente, en 
2019 los dos volúmenes prometidos vieron la luz. Carlos Alberto Ríos explica que el 
primero, tal como lo anunció Semo, se centra en el origen y desarrollo del capitalismo 
en México, para lo cual presenta “a los amerindios y su mundo, a los europeos del 
capitalismo mercantil y los españoles recién salidos de la Reconquista, así como a 
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los esclavos africanos”; mientras que en el segundo el recuento empieza con lo que se 
llamó la Nueva España, avanzando hacia “el México independiente, antes de la inva-
sión norteamericana del siglo XIX”. Según nos cuenta Ríos, La conquista, catástrofe de 
los pueblos originarios expone el reordenamiento territorial del sistema colonial que, 
sumado a la explotación del trabajo indígena y de los esclavos africanos, aseguró “un 
festín de acumulación originaria”. Es la formación de la “economía-mundo”. Semo 
explica que este sistema es el que da origen al racismo al no existir antes de 1942 
las categorías de distinción racial que ahora conocemos, la cual se articula con la 
de clase y crea hombres-objeto, poblaciones-objeto. El análisis de la instauración del 
sistema colonial avanza en la obra de Semo hasta criticar no solo “la pigmentación 
de las relaciones”, como explica Ríos, sino el centralismo que prevalece en México 
reflejado en la hegemonía icónica/iconográfica de los “símbolos de la nación”, que 
son solamente representativos de los mexicas o aztecas, y que se presentan como 
mitos fundacionales a pesar de que para una gran parte de la población indígena y 
afromexicana carezcan de significado. 

Si bien podemos pensar que sobre la conquista se ha escrito mucho, el aporte de 
Semo consiste en abordar la espacialización del régimen colonial y su relación con 
aquellas comunidades originarias, dando cuenta con ello de los sistemas de exclu-
sión, marginalización, explotación y, de igual manera, de las formas de resistencia 
indígena que quizá todavía prevalezcan, en distinto nivel. De hecho, Ríos anota 
cómo es que las lógicas coloniales se ven reproducidas en el México contemporáneo 
con proyectos como el Tren Maya, que representan solo “una nueva cara del viejo 
programa”. Dentro de las resistencias históricas de los pueblos originarios, Semo 
alude a la construcción de “espacios de libertad” y “de emancipación” indígenas, 
encontrando en el movimiento zapatista un ejemplo actual de ello en tanto lucha 
autónoma anticapitalista. Sin duda un interesante recorrido histórico por leer, para 
comprender las condiciones de este presente.

Finalmente, esta sección cierra con la reseña de Beatriz del Socorro Torres Gón-
gora (Centro de Investigaciones Regionales “Dr. Hideyo Noguchi” de la Universidad 
Autónoma de Yucatán) sobre el libro de Rosa Silvia Arciniega Reestructuración 
productiva de la industria automotriz en el Estado de México 1994-2016 (2018), el cual 
también parte de una perspectiva histórica pero en este caso vinculada al ámbito 
productivo del sector automotriz. En esta obra destacan los procesos de “reestruc-
turación productiva” de las empresas manufactureras de México propiciados –como 
explica Torres– por un cambio en el modelo “sustitutivo de importaciones hacia el 
modelo secundario exportador”. Si bien se centra de manera muy localizada en un 
lugar y en un momento históricos, reconstruir esta historia hace aportaciones a los 
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estudios regionales y a la rama de la historia económica, como observa la reseña-
dora, y además permite comprender procesos macro, como aquellos derivados de la 
globalización, en sus impactos nacionales, industriales, laborales y sociales.

Torres, en un evidente dominio de la teoría laboral y económica, aprovecha su 
revisión de la obra de Arciniega para aproximar al lector a conceptualizaciones con 
las que podrán comprenderse fenómenos complejos que articulan lo productivo, lo 
tecnológico y lo social, y asimismo identifica, en un acto de imaginación sociológica, 
ejes por abundar en el objeto estudiado a fin de profundizar en su análisis desde 
otras dimensiones: el género, lo psicosocial y la subjetivación, entre otras.

En suma, los tres artículos y las dos reseñas posibilitan entender la complejidad 
de lo sociocultural desde miradas muy acotadas que de ninguna manera marginan 
pensar en la totalidad, es decir: invitan a dirigir la mirada hacia fenómenos o pro-
cesos muy concretos pero que no están desvinculados de lógicas globales afianzadas 
históricamente. Visibilizan aspectos no evidentes con los que estamos en contacto 
y ofrecen, además, abordajes novedosos en términos tanto epistemológicos como 
metodológicos, en los que adquieren relevancia aspectos como el lenguaje y los 
saberes, así como una revisión [auto]crítica en torno a las posiciones, disposiciones 
y posicionamientos de quienes participan en la producción de conocimiento.
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Resumen 
En esta contribución informamos y cuestionamos las nuevas prácticas escriturales 
del occitano en los campos del comercio y de la agroalimentación: el lenguaje 
dominado, minorizado, aparece allí bajo los auspicios de una escenificación de 
denominaciones de productos de consumo. Estos son usos (muy) minoritarios 
y relativamente recientes, pero su visibilidad es inversamente proporcional a 
su normalidad. Lo anterior muestra (pero, ¿en qué medida?) un fenómeno ya 
analizado por otro lado bajo la designación de commodification (mercantilización). 
Y a menudo dan testimonio de una creatividad singular. Lo que es paradójico es 
el surgimiento de tales microactos glotopolíticos (de identidad) relativos a una 
lengua cuya transmisión se ha interrumpido y cuyos usos sociales “normales” son 
casi inexistentes. Y esto, en una concurrencia sin precedentes entre la ortografía 
mistraliana y la escritura clásica de la langue d’oc.
Palabras-clave: lengua minor(iz)ada, patrimonialización, micro-actos glotopo-
líticos, mercantilización, occitano

Abstract
In this contribution, we report and question new scriptural practices of Occitan 
in the fields of trade and agribusiness: the dominated language, minus, appears 
under the auspices of a staging of denominations of consumer products. These 
are (very) minority and relatively recent uses, but their visibility is inversely 
proportional to their normality. They relate (but to what extent?) To a pheno-
menon analyzed elsewhere under the designation of “commodification”. And they 
often show a singular creativity. What is paradoxical is the emergence of such 
glottopolitic (identity) micro-acts concerning a language whose transmission has 
now been interrupted and whose “normal” social uses are almost non-existent. 
And this, in an unprecedented competition between Mistralian spelling and the 
classical writing of the langue d’oc.
Key words: Language minor(is)ée, identity, patrimonialisation, micro-act glot-
topolitique, merchandising, Occitan.

1 Una versión previa de este texto fue presentada en la Conferencia Internacional 
sobre Problemas y Métodos de Historia de Llengua (Girona, España, 25-28 de junio 
de 2019): «La llengua desitjada» (El idioma deseado). Véase también el reciente sim-
posio internacional: Deseo de idiomas, subjetividad, relación con el conocimiento: 
¿son útiles únicamente los idiomas? (14-15 de febrero de 2019), organizado por el 
Laboratorio DIPRALANG - EA-739 de la Universidad Paul-Valéry Montpellier 3. La 
asociación de «deseo» y «lenguaje» parece ser recientemente popular.
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En este texto analizo lo nuevos usos del occitano que pueden observarse desde 
hace al menos dos décadas en el ámbito del comercio y en particular en el 
de la alimentación (Alén Garabato, 2018). Esta emergencia del occitano 

es, por lo menos, una paradoja etnosociolingüística: una lengua dominada, muy 
minor(iz)ada,2 cuyos usuarios nativos están al borde de la extinción (por no decir 
que están completamente desaparecidos, si se toma como criterio de apreciación la 
competencia comunicativa completa), aparece bajo los auspicios de la escenificación 
de “lexías” y de enunciados en occitano en las designaciones de productos alimenta-
rios (en un sentido amplio). Se trata de usos muy minoritarios, pero en los cuales 
la visibilidad es inversamente proporcional a su normalidad. Por otro lado, estos 
usos dan testimonio, a menudo, de una sorprendente creatividad. Así, nombrar una 
cerveza artesanal “Trobairitz” (trovadora), una cosecha de vino blanco “Rimeta” 
(rimita, poemita) o un tipo de pastas alimentarias “camba de blat” (pierna/tallo de 
trigo para las pastas pennes) no es un acto banal.3

2 Podemos distinguir, siguiendo a otros autores, en lo que respecta a los efectos destruc-
tivos de la dominación lingüística, dos fenómenos: 

• La minoración de tipo cualitativo, que lleva a restringir el espacio comunicacional 
de una lengua hasta el punto de convertirla en una lengua menor, porque ha sido 
privada de las prerrogativas de un lenguaje de pleno ejercicio social (hasta quedar 
reservada exclusivamente para el ámbito privado, fase final que anuncia su pura 
y simple desaparición), proceso que se alimenta de una ideología y por tanto, de 
representaciones desvalorizantes. 

• La minorización, si bien muchas veces es concomitante con la minoración, es mu-
cho más cuantitativa, y concierne a la restricción de usuarios, que puede llegar a una 
rarefacción de estos mismos usuarios y por lo tanto a una marginación de la lengua 
dominanda a favor de la lengua dominante. Esto puede ocurrir, en ocasiones, a 
pesar de cierta visibilidad e incluso vitalidad sociolingüística. Es para dar cuenta de 
este proceso de enmarañar que utilizo el término “minor(iz)ación” (Boyer, 2017:78).

3 Las observaciones que se han informado en este estudio se basan en una encuesta do-
cumental y en entrevistas semiestructuradas realizadas en 2017-2019 como parte del 
proyecto de investigación ECO OC del Laboratorio DIPRALANG-Université Montpellier 
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Sin duda, la enseñanza del occitano prospera en las Calandretas4 e incluso en la 
enseñanza pública francesa (existen programas educativos bilingües). Y con esto no 
se está diciendo que el fenómeno que se aborda aquí no tenga un vínculo con una 
evolución positiva de la presencia escolar del occitano. Sin embargo, la aparición 
de tales prácticas con respecto a una lengua cuya transmisión se ha interrumpido y 
cuyo uso social actual es casi inexistente es un fenómeno singular. Y más aún, este 
uso escritural en sí paradójico parece verdaderamente complacerse en la paradoja: se 
hace uso sin complejo de la escritura clásica del occitano (desde luego sin eliminar 
completamente la escritura “felibrena”, propia de los seguidores de Fréderic Mistral), 
a menudo explicándose además a través de un discurso epilingüista nostálgico.5 

Es evidente que no se trata de un fenómeno sociolingüístico aislado geográfi-
camente. Se ha podido observar, por ejemplo, en Costa (2010), en Alén Garabato 
(2018), también en Robert-Demontrond, Joyau, Bougeard-Delfosse (2010) y en 
Duchêne y Heller (2012), así como en Fournier, Crozat, Bernie-Boissard, Chastag-
ner (2012) durante los últimos decenios (todo ello ha sido en diversos contextos de 
dominación lingüística, e incluso de sustitución avanzada de una lengua minorita-
ria y fuertemente disminuida) una nueva modalidad de producción de identidad 
lingüística, nombrada en el campo de mercantilización de habla anglosajona como 
commodification. En el contexto francófono esto se ha estudiado bajo el nombre de 
“marchandisation”, y consiste en utilizar la lengua-cultura dominada (minoritaria/
disminuida) a través de una patrimonialización discursiva. 

Obviamente, el primer cuestionamiento se refiere a las motivaciones de tal prác-
tica: ¿es la búsqueda de un beneficio, de una ganancia, de un valor agregado, desde el 
punto de vista simbólico, pero también desde el punto de vista comercial (y turístico 
en algunos casos) que es contemplado, o de los dos en conjunto?, o ¿se trata de una 
forma más desinteresada, subjetiva y a veces nostálgica, pero no obstante volunta-
rista, de un acto glotopolítico local? Se entenderá que para mí se trata de un haz de 
motivaciones que no son totalmente fáciles de dividir.

3 (responsable: Carmen Alén Garabato), cofinanciado por DGLFLF (Ministerio de Cul-
tura y Comunicación).

4 Escuelas asociativas en las que se practica una enseñanza inmersiva del occitano y una 
pedagogía Freinet.

5 Ciertamente hay evidencia del uso escrito del occitano con fines propagandísticos no 
solo en el momento de la revolución (Boyer, 1985; Garabato, 1999), sino también en los 
siglos XIX y XX (Boyer, 1989). Sin embargo, estos testimonios son de naturaleza sustan-
cialmente diferente.
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Algunas reflexiones preliminares6

Estos requisitos se relacionan, por un lado, con la noción de identidad y la noción 
asociada de patrimonialización, y por el otro, con la cuestión de la naturaleza, el 
tamaño y el impacto de una intervención/acción glotopolítica. Especialmente en 
una situación de conflicto diglósico, es decir, en un contexto de dominio histórico de 
una lengua dominante (“oficial”, “nacional”) sobre una lengua dominada (minoritaria, 
“regional”) que puede ser también “nacional” o “cooficial”).

Sobre la identidad

Tengo la convicción (a menudo reafirmada y comprobada) de que el imaginario 
etnosociocultural de grupos y comunidades se desarrolla en un continuo con dos 
orientaciones: una hacia una regulación ideológica centrípeta, y la otra hacia la 
producción centrífuga de heterogeneidad y, por lo tanto, de “mestizaje” (Boyer 2008; 
2016a).

Considero que reconocer la normalidad de la tensión entre las dos orientacio-
nes de las que acabamos de hablar no significa que olvidemos que “la identidad no 
es tanto un dato como una esencia”, pero que al contrario, se considera que “es el 
resultado de una producción significativa que la sociedad lingüística permite, rige, 
controla” (Lafont, 1986: 8) y de la cual el sociolingüista (como el semiólogo o el 
antropólogo) tiene derecho a informar, si quiere tomar la medida completa de “la 
fuerza movilizadora excepcional de todo lo que involucra la identidad” (Bourdieu, 
1980: 69), ya sean microeventos comunicativos, como aquellos que se tratan en esta 
contribución, o macrofuncionamientos, como hemos visto en otros lugares (Boyer 
y Cardy, 2011; Fournier et al., 2012; Boyer, 2008; Boyer, próxima publicación).

Así, mi reflexión se integra a un cuestionamiento más amplio que se refiere 
a la producción de gestos de identidad en el orden lingüístico, un fenómeno que 
requiere toda la atención del sociolingüista, en particular porque es indicativo del 
estado de una comunidad lingüística (Labov, 1976) en términos de su imaginario 
cultural (en su componente etnosociolingüístico en primer lugar), pasado o presente. 
Esta reflexión en torno a la identidad depende de una convicción, alimentada por 

6 La contribución se reanuda en esta primera parte para reafirmar, en forma sintética, 
una serie de propuestas que he expuesto en los últimos años en varias publicaciones 
mencionadas en otras partes del texto.
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observaciones diversificadas a largo plazo: la dinámica de identidad es un motor 
particularmente poderoso dentro de las sociedades más aparentemente adheridas al 
mundo posmodernista, tanto en términos de la comunidad nacional en su conjunto 
como en el de grupos (mujeres, jóvenes, campesinos), áreas (regiones, ciudades) o 
redes (empresas, asociaciones, clubes deportivos) dentro de la comunidad y, por 
supuesto, de individuos (véase, por ejemplo, Demontrond, Joyau, Bougeard-Delfosse 
[2010]; también sobre identidad lingüística, Lagarde [2017], Le Page y Tabouret-Ke-
ller [1985], así como Andrée Tabouret-Keller (Varro, 1988: 85), quien señala: “Los 
elementos lingüísticos no son solo atributos de grupos o comunidades, son en sí 
mismos los medios por los cuales los individuos dicen su identidad y se identifican 
con los demás. El lugar existencial del homo, ya sean individuos o grupos, está, por 
lo tanto, en el lenguaje mismo”). 

A partir de las dos funciones básicas de cualquier lengua en uso (normal) en 
una sociedad (Thomas, 1998), podemos ubicar la articulación entre identidad y 
patrimonialización: se puede considerar que la patrimonialización es un proceso 
de integración en el conjunto de marcadores de identidad de una sociedad dada, en 
términos de la comunidad etnosociocultural en su conjunto, o de uno solo de sus 
componentes (grupo, red), después de la inmovilización, de signos etnosociocultu-
rales que llamo identitemas (Boyer, 2016b, Boyer, 2017), cuyo contenido simbólico 
(emblemático/ mítico) es objeto de un consenso casi general.

Los identitemas

Se trata de unidades de diversa naturaleza lingüística, eventualmente semiótica-
mente compuestas, que muestran un funcionamiento etnosociocultural establecido: 
un paradigma semiolingüístico ciertamente abierto, pero sobre el cual se ejerce un 
control ideológico / representacional selectivo y sometido a una presión continua 
de identidad, generadora de patrimonialización. Si los identitemas muestran como 
los otros culturemes7 una dinámica de simbolización (Boyer, 2008b), previa a la 
patrimonialización (que necesariamente pasa por una fijación semiótica), en el caso 
del identitema podemos decir entonces que este proceso de patrimonialización ha 
logrado una incontestable y estabilizada reputación.

7 Algunos traductores y didácticos (Cuciuc, 2011; Lungu Badea, 2009; Luque Nadal, 
2009; Collès, 2007) usan el término cultureme para designar signos etnoculturales- 
culturales patrimoniales (o aquellos en proceso de ser patrimonializados).
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Se pueden observar dos grandes conjuntos de identitemas (Boyer, 2017), pero el 
que me interesa aquí es, en una situación de contacto lingüístico (posiblemente con 
conflicto diglósico), un conjunto de lexías de dimensiones variables prestadas de la 
lengua menor (dominada) y/o el interlecto presente en la configuración lingüística 
relativa: 

a. cuyo funcionamiento como identitema es establecido (por un periodo 
indefinido): “septante”, “votation” en la variente del francés de la Suiza fran-
cófona; “péguer” (pegar), “peuchère” (interjección compasiva) en francitán 
(De Pietro y Matthey, 1993; Boyer, 2010).

b. cuyo funcionamiento como identidad es discontinuo, ocasional y estrecha-
mente dependiente del contexto sociolingüístico y glotopolítico. Se puede 
tomar como ejemplo el uso exclusivo de uno de los idiomas en concurrencia 
en un entorno bilingüe/diglósico: este uso reivindica así las dos funciones 
de este idioma: la función comunicativa y la función identitaria. Es como 
si en este caso el uso de una palabra en el idioma dominado, amenazado 
pero reivindicado en concurrencia con una palabra del idioma dominante 
y amenazante, transformara de facto esta palabra en un identitema.

Política(s) lingüística(s). Acciones/intervenciones glotopolí-
ticas

Con respecto a los niveles de intervención/acción glotopolítica en una sociedad dada, 
podemos considerar que son (al menos) cuatro en número (que además pueden 
articularse o al menos funcionar de forma complementaria). Se pueden observar así:

• Políticas lingüísticas globales (nacionales)
• Políticas lingüísticas territoriales (regionales, departamentales, municipales),
• Políticas lingüísticas familiares (dentro de familias bi / plurilingües)
• Políticas lingüísticas locales (dirigidas solo a uno o más segmentos circunscritos 

de la sociedad: asociaciones (en particular culturales), clubes (por ejemplo, clubes 
deportivos), grupos (por ejemplo, consumidores), etcétera.

A partir de este último tipo de política lingüística es donde se muestran las prácticas 
de designación de identidad que aquí se examinan.
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Ideología(s) y contacto(s)/conflicto(s) de lenguas

Se trata del tercer requisito previo relativo a la interrelación fundamental de repre-
sentaciones e ideologías en una configuración lingüística dada de tipo conflictivo 
(diglósico).

Con respecto a las situaciones de dominación lingüística y su resultado, obser-
vamos dos polos de resolución del conflicto (de tipo diglósico) (Boyer, 1991):

• Uno es aquel en el que el conflicto ha tenido como fuerza motriz una 
ideología diglosística hegemónica (y efectiva) que no ha encontrado una 
contraideología colectiva y, por lo tanto, una lealtad masiva de los usuarios 
hacia la lengua menor (y amenazada). La sustitución etnosociolingüística 
es casi ineludible, aunque puede posponerse por un periodo que puede 
abarcar varios siglos.

• El otro es aquel en el que una contraideología, que articula representaciones 
de orden identitario y una actitud de lealtad lingüística (Language Loyalty) 
(Weinreich, 1970 [1953]: 99-102)8 firme, llega a luchar eficazmente contra 
la lógica glotofágica del conflicto entre la lengua dominante y la lengua 
dominada. Esta actitud, que actúa como una interfaz entre las represen-
taciones positivas de una de las lenguas en contacto/conflicto (la que es 
precisamente dominada, víctima de la competencia desleal, incluso de la 
imposición) y los comportamientos lingüísticos de los usuarios, es la verda-
dera fuerza impulsora de la producción de identidad y prácticas colectivas 
para mantener el uso de la lengua dominada y su transmisión intergene-
racional dentro de la familia. La lealtad lingüística lleva a rechazar y com-
batir el dominio y la ideología lingüística que lo alimenta, optando por el 
mantenimiento y el desarrollo de los usos sociales del lenguaje amenazado 
de sustitución y, por lo tanto, dando la espalda a otras posibles actitudes 
como el autodesprecio (el “auto-odi” de los sociolingüistas catalanes) y la 
culpa lingüística (Lafont, 1971; Boyer, 1997; Alén Garabato y Colonna, 2016) 
(particularmente pertinente en el primer caso de figura) y, por lo tanto, 
participando a un proceso de normalización sociolingüística del lenguaje 
dominado.

8 Weinreich habla en otro texto (en francés) del “sentimiento de fidelidad a la lengua” 
(Weinreich, 1968). La noción también puede relacionarse con la identidad, el origen 
étnico (hablamos de lealtad étnica) (Niculescu, 1996).
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• Entre estos dos polos hay muchas variantes en cuanto a la eliminación o 
presencia (más o menos) efectiva de una actitud de lealtad, especialmente 
una versión, la que aquí es de interés a nuestro propósito, en la que la valo-
rización reposa (en resumen) no en una representación verdaderamente 
funcional del lenguaje dominado, sino más bien en una representación cier-
tamente patrimonial, pero dinámica, de la misma lengua, incluso si fuera 
menor/disminuida: proveedora de plusvalía identitaria y susceptible de 
inspirar prácticas de promoción de bienes de consumo (o lugares, obje-
tos, eventos) (véanse, por ejemplo, Ma-Claude, Roy, White, 2006; Alén 
Garabato 2009; Duchêne y Heller, 2012; Moses, 2011, Alén Garabato, 2014; 
Huck y Kahn, 2009).

Esta valoración de tipo patrimonial puede presentarse en un discurso nostálgico 
liberado, sin embargo, de una representación de apego al pasado.

Prácticas de nombramiento identitario (comercial) en el área 
occitano

La designación de producciones agroalimentarias: hechos y discursos de los actores 
sociales.

Observamos aquí y allá en el espacio occitano, y en particular en la región Occita-
nia,9 el aumento significativo (limitado, ciertamente, pero muy visible) de una explo-
tación de los nombrados estampados occitano/”patois” (el término “patois” todavía 
se usa con frecuencia como un equivalente de occitano), a veces francitan (Boyer, 
2010), para el nombre de productos de naturaleza agroalimentaria principalmente.

Por otra parte, deberíamos señalar una práctica similar, pero más “creativa” en 
cierto modo, con la aparición de designantes o etiquetas raras o incluso inéditas 
(aún en occitano, sin embargo) que están así investidas de manera fulgurante con 
un estatus de identitemas.10

9 Véase Alén Garabato, 2018; Boyer, 2019.
10 Este fenómeno también se refiere, desde hace tiempo, a las designaciones de empresas 

(principalmente negocios) (véanse Boyer,1984; Alén Garabato, 2007).
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Pastas

 En la empresa agrícola Périès se produce pasta hecha “en la granja” (en la región de 
Aude) a partir del trigo elaborado en el mismo lugar por la propia empresa, llamando 
los diversos tipos de pasta con designantes en lengua occitana, en relación con la 
forma específica del producto.11 Es esta empresa la que aparentemente inauguró 
este enfoque,12 pero tomó la decisión de respetar la norma occitana “clásica”.

La empresa agrícola Périès ofrece una amplia variedad de pastas, y encontra-
mos los siguientes designantes, escritos en el envase, perfectamente conformes 
a la apariencia de los diversos tipos de productos que comercializa la empresa: 
cauquilha ‘concha’, cresta ‘cresta’, virona ‘zarcillo’, dentela ‘encaje’, escagaròl ‘caracol’, 
pichòt ‘pequeño?’, camba de blat ‘pierna/tallo de trigo’, brandilha ‘ramita’…13 Hay 
una indiscutible riqueza designativa (véase a continuación una muestra de pasta 
de las fincas de Périès).

11 Otra marca de pasta, también instalada en Occitania, eligió como denominación: “Ba 
Pla!” añadiendo la ubicación: “La pasta del Tarn”.

12 Según uno de los gerentes de la empresa (entrevista realizada en octubre de 2017, preci-
samente “en la granja”)

13 Toda la producción se presenta en el sitio web de la compañía: http://www.domainede-
peries.fr/
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Vinos

Aun con respecto a las nominaciones de producción agroalimentaria, hay entre 
estas algunas que están relacionadas con una producción históricamente mucho 
más autóctona: la producción vitivinícola. De hecho, se puede observar un desa-
rrollo que no parece anecdótico de las denominaciones en occitano con respecto a 
las cosechas de vino del área de Languedoc.14

Se trata, en este caso, de explotar los lexemas occitanos, no necesariamente (muy) 
conocidos por el público en general:

Ejemplos:
Beluga ‘chispa’, para una cosecha de vino blanco.
Lou paire ‘el padre’, para una cosecha de vino tinto
Alba ‘Alba’, para una cosecha de vino blanco…

pero también de usar palabras con fuerte carga identitaria (auténticos identitemas 
para el dominio de oc), como

Copa Santa, para una cosecha de vino tinto, en referencia 
a la famosa canción de Félibres provenzales en homenaje a 
los catalanes (¡curiosamente en ortografía no mistraliana!)
Fine amor, para una cosecha de vino tinto, en referencia al 
Amour Courtois ‘amor cortés’. 

También encontramos Lo sang de papeto ‘la sangre del 
abuelo’, para una cosecha de vino tinto (es conocido el 
contenido simbólico del “papet” / “papé” (abuelo) occi-
tano en la celebración nostálgica de las “raíces”).

Por último, hay expresiones particularmente noto-
rias, como Qu’es aquo ‘¿qué es eso?’, para una cosecha de vino tinto, Es d’aqui para 
una cosecha de vino tinto y una cosecha de vino blanco, o incluso menos conocido: 
Atal sia ‘que así sea’, para una cosecha de vino tinto.

14 Y eso parece ir de la mano con una preocupación bastante reciente por la calidad estéti-
ca del etiquetado.
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Y cervezas

Los productores de cerveza artesanal que se establecieron en el último periodo en la 
misma área geográfica también han tenido el deseo de adoptar nombres arraigados 
en lo local/regional, más o menos patrimonializados: si Trobairitz ‘mujer trovadora’ 
es conocido solo por especialistas, Pounchut ‘puntiagudo’, a menudo utilizado para 
estigmatizar el acento parisino, A bisto de nas ‘a la vista de la nariz’ y en un grado 
mucho menor: Sabètz que leu (véase más abajo) pueden aún ser parte del panorama 
lingüístico sonoro de oc, sin que los consumidores tengan una práctica regular de 
occitano.

Sabètz que leu… La anécdota que condujo a la elección de la denominación es 
interesante. Se cuenta en el sitio web de la compañía (Aveyron), la Brasserie d’Olt:15 
“Niños, cuando éramos demasiado bulliciosos, mi abuelo levantaba su boina y decía 
en voz alta: ‘Sabètz que lèu!’. En otras palabras: ¡Hay una que se levanta y parece que 
va a caer! Esta amenaza jamás ejecutada resume el espíritu de esta cerveza artesanal 
occitana de alto alcohol”.

Hipótesis

No podemos hablar exactamente de resistencia aquí, y mucho menos de recon-
quista. La sensibilidad al imaginario de las lenguas involucradas (y especialmente 
la lengua dominada) solicitada no necesariamente conduce a la producción de una 
contraideología diglósica. Pero podemos hablar, me parece, de microactos glototopolíticos 
que, a pesar de su carácter etnosociolingüístico reivindicativo a veces asumido,16 
no corresponden exactamente a acciones de normalización claramente militantes 
y posiblemente más o menos concertadas, que apuntarían al nivel macroglotopo-
lítico. De ahí que no encajen en la perspectiva de una inversión de sustitución. Sin 
embargo, una cierta impregnación (bastante relativa pero muy real) de la norma 

15 Es posible consultar el sitio web: brasseriedolt.com/pdf/olt_sabetz.pdf. Uno puede no-
tar en la etiqueta de la cerveza en cuestión la figura mitológica del papé/papet. La misma 
cervecería nombra a algunas de sus cervezas “Aubrac”: este topónimo también es una 
identitema en uso en Aveyron (se alterna con el uso de logotipos y otras designaciones 
en occitano, como “Sabètz que leu”).

16 Como aparece en algunas de las entrevistas recopiladas como parte de nuestra encuesta 
ECO OC.
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escrita occitana “clásica”17 parece indicar que la normativización del occitano ya no es 
exclusiva de la élite occitanista. Como la directora de la empresa de producción de 
pasta Périès declaró durante la entrevista que nos concedió: “debemos dar nombres 
occitanos, pero bien escritos; de lo contrario no vale la pena”.

Por otro lado, sin embargo, la implementación de una representación patrimonial 
no necesariamente significa folklorización, en el sentido habitual y más peyorativo 
del término, incluso si fuera actualizada: me parece innegable que se trata de una 
auténtica actividad glototopolítica de abajo hacia arriba, ciertamente más simbólica 
pero seguramente interesada (en particular, pero no solo, desde el punto de vista 
comercial) que permitiría hablar de mercantilización. Se puede apoyar incluso en 
redes muy limitadas de defensa y promoción de la lengua dominada, donde sea 
que existan. No es ajeno a la demanda alterglobal y ecológica de proximidad, de 
autenticidad.18

Por lo tanto, no se trata de revertir la dinámica de un conflicto diglósico multi-
secular, sino quizás, de cierta manera, de contrarrestar (deliberadamente o no) la 
ideología diglósica que todavía existe (y seguramente dar la espalda al auto-odio/
auto-denigración) mostrando consideración por el occitano (lo que queda, al menos 
en el imaginario lingüístico colectivo) y lealtad a las raíces familiares, en primer lugar, 
y también hacia una identidad lingüística que es en gran parte mitológica pero que 
parece ser objeto de cierta nostalgia (Boyer 2019).19 Se reclama cierta familiaridad 

17 En la historia de la normativización ortográfica de la langue d’oc podemos distinguir la 
grafía “normalizada”, “clásica” (finalizada bajo los auspicios del Institut d’Estudis Occi-
tans y relevantes para todos los dialectos de oc) y la grafía “félibréenne”, originalmente 
formada sobre la base de una de las variantes del dialecto provenzal, adoptada por Fré-
déric Mistral ( Joseph Roumanille fue el principal artesano) y el Félibrige del cual fue el 
promotor. Se puede decir que la vida de la lengua occitana contemporánea ha sido enve-
nenada por el conflicto entre estas dos grafías, un conflicto que parece estar tendiendo a 
desaparecer (véase, por ejemplo: Bec, 1963: 97-115).

18 “Si bien la globalización favorece el consumo de productos de identidad, la creciente 
demanda de productos locales y regionales está demostrando que el consumidor está 
apoyando la economía local y regional en la economía global simbolizada por las multi-
nacionales. Consumir local es también reclamar su cultura y la pertenencia a su comu-
nidad” (Robert-Demontrond, Joyau y Bougeard-Delfosse, 2010: 65).

19 ¿Estamos en un “entorno post-diglosico” (Colonna, 2013: 332 y ss.)? ¿Y son las nuevas 
operaciones de identidad que observamos “funcionamientos posdiglosicos”? De todos 
modos, podemos estar de acuerdo con este diagnóstico, que Romain Colonna formula 
sobre el corso: “es preferible remplazar el concepto de superación del conflicto diglósico 
por el del desplazamiento” (Colonna, 2013: 332).
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(en gran parte fantaseada) con el “patois”. Como lo proclama de manera perentoria, 
el nombre de esta cosecha de un vino del Languedoc: “Sèm çò que sèm” (véase más 
abajo). Finalmente, como hemos dicho, hay una novedad: la aparición de un occitano 
normativizado de acuerdo con la grafía dicha “clásica”.20 Como si esta irrupción de 
una identidad escritural occitana en el mercado de la industria alimentaria estuviera 
acompañada por una dignificación de la lengua de las raíces, llamada cada vez más 
“occitano”.21 Y, de hecho, como si el uso de la lengua minor(iz)ada (¿nuevamente 
“deseada”22 y legitimada?) fuera digna de una norma gráfica “culta”.

Sèm çò que sèm ‘Somos lo que somos’

Algunos extractos de las entrevistas transcritas a continuación permiten ilustrar las 
hipótesis dadas anteriormente.

La primera entrevista se realizó con Benoit Braujou, “viticultor irreducible” (en 
la entrevista: BB), que produce, en el viñedo Fons Sanatis, en St Jean de Fos/Aniane 
(en el departamento de Hérault) una gama de vinos cuyas cosechas se nombran 

20 De ahí la alternancia de diferentes grafías para el mismo morfema (artículo el: lo / lou) 
o el mismo lexema: el ostal/el oustal [la casa].

21 Aunque el nombre “occitan(o)” sigue siendo indudablemente minoritario por el mo-
mento. También será necesario evaluar en los próximos años el impacto real en el uso 
del término occitan(o) la elección de “Occitanie” para nombrar la nueva región resultan-
te de la fusión de Midi-Pyrénées y Languedoc-Roussillon (sobre la cuestión del nombre 
de la lengua occitana y la oposición “occitano”/”patois”, véanse, por ejemplo, Gardy, 2001; 
Alén Garabato y Boyer, 2004).

22 Véase el título del XI Colloqui Internacional Problemas y Métodos de Història de la 
Llengua (Girona, 25-28 de junio de 2019): “La lengua desitjada”.
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en occitano: “Sèm çò que sèm” (Somos lo que somos), “Rimeta” (rimita, poemita), 
“Sirventès” (producción satírica de los trovadores occitanos):

E1 –”Sèm çò que sèm” / entonces / nos gustaría preguntarle ¿qué motivó su elección? 
/ antes que nada, ¿es sensible al idioma occitano?
BB –Bueno, no lo usaría si no fuera sensible.
E1 –Está bien / ¿lo ha hablado?
BB –Lo hablo muy poco.
E1 –¿Lo ha escuchado?
BB –Sí / lo entiendo / no lo hablo mucho / es / es / porque era el idioma 
prohibido / y tuve abuelos que eran muy respetuosos / entonces / me 
hablaban en occitano cuando hacía una travesura / cuando hacíamos cosas 
que otros no debían escuchar /// así que hablé occitano en el bosque o al 
borde del agua / los guardias no iban allá / ¡ya ve!
E1 –¿Es de aquí?
BB –Sí.
E1 –Entonces usted es de…
BB –De Saint-Jean-de-Fos Aniane.
E2 –Pero lo escribe bien de todos modos / lo escribe bien / aparentemente pone 
acentos.
E1 –Así es / cómo lo hizo / porque no todos tienen un buen conocimiento del 
occitano y su ortografía.
BB –¡Sólo se necesita leer!
E1 –¿Así que estudió?
BB –Sí / y luego, bueno / Tengo amigos que hablan occitano regularmente / Tengo 
… leo un poco en occitano / y ya está.
E2 –Y para elaborar las etiquetas / usted llamó à…
V –A mí.
E2 –Es usted mismo / es usted / entonces usted hace todo / el vino y el resto.
E1 –De hecho en toda su producción / ha elegido nombres occitanos / todos.
BB –Sí / casi / sí / que tienen relación a la historia / con mis raíces.
E1 –¿Tiene que buscar un poco de todos modos?
BB –No necesariamente no.
E1 –Le gusta.
BB –Si, eso es.
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Aunque el occitano ya no sea una lengua realmente hablada por el viticultor, queda 
el placer y también la historia y las “raíces”. Al final de cuentas, se trata de una práctica 
de nominación claramente de orden identitario: Benoit Braujou afirma el orgullo 
de estar de “aquí”.

La segunda entrevista es la de otro joven viticultor, Aymeric Amiel, quien se hizo 
cargo (y amplió) con su hermano en 2012 la explotación familiar vitícola ancestral. 
Crearon juntos una cava particular: el Domaine des Amiel y optaron por hacer la 
viticultura “biodinámica” que “va más allá de lo bio”...

Fueron, sobre todo, los dos nombres occitanos de cosechas de vinos los que 
nos llamaron la atención y nos llevaron a pedir una entrevista: Farem Tot Petar ‘Lo 
volaremos todo’ y Mounto Daballo ‘Sube Baja’. Al interrogar al joven viticultor sobre 
la elección de estas denominaciones, su respuesta comienza con la historia de su 
(re) apropiación del occitano:

AA: –Entonces a nosotros / a nosotros nos dejó marcados el occitano / cuando 
éramos niños, bueno este, nuestros, nuestros abuelos / bisabuelos hablaban un 
poco occitano / vivíamos en una familia / realmente arraigada / no lo hablamos 
/ obviamente / en la escuela / tampoco lo hablamos / yo / lo estudié un poco en 
sexto / opcional / pero bueno / nada más / eso / y entonces / volvimos a aprender 
el occitano realmente cuando comenzamos con mi hermano a jugar en la selección 
occitana de fútbol.
E2: –¿Hay una selección occitana?
AA: –hay una selección occitana de fútbol que existe desde 2004 / y cuya vocación 
era dar a conocer la lengua y la cultura occitanas a través de este vector universal 
que es el fútbol / y / o era XXX en ese momento quién se encargaba de eso / con un 
entrenador que también era cómo decir un literato digamos / de Toulouse / y / yo 
llegué a esta selección por amigos que jugaban allí y luego de repente nos pusimos 
realmente a practicar el occitano entre nosotros.
[...]
E 1: –Bien / y así / es todo a través de esto que / bueno.
AA: –Así que a través de esto / lo practicamos de vez en cuando / siempre hemos 
usado / expresiones y todo eso / y luego: este: / son unas: son todavía sonoridades 
que que hablan que son agradables / que atraen la vista o los ojos / la gente no sabe 
lo que es, de repente esto crea la pregunta / crea la explicación / y a nosotros y a 
nosotros nos eso pues / no tenemos muchos medios hoy para hacer que el idioma 
viva la lengua entonces / con nuestras cosechas es / entonces una forma de: despertar 
un poco de interés de la gente.
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[...]
E1: –Pero: ¿la elección concretamente de / “Farem Tot Petar” y “Mounto Daballo”?
AA: –Bueno, siempre hay una explicación / este “Mounto Daballo” / Monte Des-
cend / ¿por qué? / porque decimos que es un vino que baja más rápido de lo que se 
pone en la boca / es un vino de sed / es un vino fácil / conoces a Lucky Luke / el 
vaquero que dispara más rápido que su sombra / ese es el vino que se puede beber 
más rápido que su sombra.
E2: –Es interesante su mezcla eh / si miramos la etiqueta / el vaquero bebió la mitad 
de las botellas / pero aquí / allá está la sombra que todavía está bebiendo.
AA: –Oh, sí / es cierto / la sombra no consigue alcanzarlo/ siempre hay varios 
niveles de lectura.
E 1: –¿Es usted quien crea las etiquetas?
AA: –Sí / bueno, somos nosotros quienes tenemos la idea / hacemos un boceto 
con nuestras cualidades / que son muy sencillas / y pues tenemos amigos 
que son diseñadores gráficos en Montpellier / son ellos quienes hicieron el 
sitio / y y son ellos quienes hacen entonces el trabajo de diseño realmente.
E1: –Ok / pero: el nombre / ¿la nominación es de ustedes?
AA: –El nombre / la historia / la idea somos nosotros / pues / mi hermano y yo.
E1: –Es usted / “Farem Tot Petar” / bueno / es un tributo a
AA: –“Farem Tot Petar” / es realmente / fue el grito revolucionario de los eventos 
vinicultores / así que como es un vino espumoso lo suficientemente brillante y natural 
con un color que explota / son son cosas que agradan y luego, cuando lo explicamos 
enseguida, las personas / las personas se ríen / aprecian / recuerdan es agradable.
[...]
AA: –Lo que nos hizo sentir frustrados / es / este / no poder escribirlo realmente / 
en occitano // es decir que nos vimos obligados a escribirlo en félibréen o escritura 
fonética / porque de lo contrario / no se pronunciaría como debería / aquí / si 
hubiéramos escrito Mounta davalla / la gente hubiera dicho “mõnta dabala” y no 
hubieran dicho “mõnto dabalo”.
[...]
AA: –En el comercio / las personas que quieren tener una identidad / LOCAL / 
bueno, usar occitano / es único / es / es la única forma de destacarse como lo hacen 
los bretones / como lo hacen los corsos / los vascos / excepto que nosotros hemos / 
hemos perdido un poco la guerra / tal vez estamos tratando un poco de / hacer de 
nuevo la última batalla por el honor / pero no tenemos.
E1: –“La última batalla por el honor” / ¿utilizaría esta expresión?
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AA: –Sí, porque para mí la guerra / está perdida / no haremos volver a hablar 
al 30% de los occitanos / occitano / ni siquiera sé si hay 0.5 / 0.3 / 0.01% de 
personas en Occitania que hablan occitano / es una pena / en el País Vasco / en 
Cataluña / en Córcega / está mucho más presente / así es.
[...]
E1: –Usted / ¿usted diría que existe una identidad occitana… / ¿Es eso lo que le 
motiva?
AA: –Lo que nos falta / es / la práctica del idioma / creo que falta de todas formas 
agrupar a las personas / así es / tenemos una cultura / tenemos un pasado común / 
pero no se habla el idioma /// Excepto por las expresiones que solía decir el abuelo 
/ abuela, o decir una grosería de vez en cuando / es difícil sentirse occitano cuando 
uno no tiene entidad administrativa / cuando uno no tiene un idioma / y / creo 
que haber perdido el idioma / hace que en la batalla / sea muy difícil mantener la 
identidad, ¿no? / un pueblo es un lugar / una identidad / una cultura y un idioma 
/ sin idioma es complicado.
[...]

Aymeric Amiel tiene un discurso en el que la implicación personal en la elección 
lingüística y cultural es omnipresente y reivindicada. Sin ser un activista, se dice al 
final de la entrevista comprometido con “la última batalla por el honor” a favor del 
occitano cuyo nombre defiende sin reservas, y dice que está “frustrado” por haber 
tenido que imponerse un sistema fonográfico “para los nombres de sus cosechas”, 
una concesión que parece compensar con un discurso explicativo muy positivo, 
siempre disponible, sobre la lengua y la cultura de oc. Sus comentarios, apoyados 
por un posicionamiento glotopolítico muy voluntarista, aunque muy claros sobre el 
presente y el futuro del occitano, reflejan una reflexión real sobre su gesto comercial 
y también expresan a su manera una nostalgia por una occitanofonía (prestigiosa) 
desaparecida, que se ve reforzada por la presencia de algunos signos alentadores 
(Calandretas en particular), y afirman claramente una identidad occitana (que parece 
lamentar que no sea más dinámica). 

Las dos entrevistas que acabamos de mencionar (y que confirman otras entre-
vistas recogidas durante la misma encuesta) son testimonios particularmente 
interesantes que implican incontestablemente una modificación (¿de naturaleza 
generacional?) de las representaciones del occitano. Ciertamente, la realidad etno-
sociolingüística societal no ha cambiado mucho y los actores interesados a veces lo 
notan con amargura; sin embargo, pareciera que el estereotipo ambivalente (Boyer, 
2007) del que fue víctima la lengua occitana y que alimentara el autodesprecio y 
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la culpabilización hacia el “patois” se encuentre en retirada y además de que, con la 
progresión tímida pero evidente del uso del término “occitano”, aparecen actitudes 
(y los discursos epilingüísticos relacionados) que valoran la lengua en peligro (una 
valoración impregnada de nostalgia ) y la escriben de acuerdo con la norma gráfica 
“occitanista”. Esta nueva situación merece la atención de los sociolingüistas: parece 
suspender el conflicto diglósico en su progresión hacia la sustitución (o al menos 
algunos de sus aspectos) al inscribir la “mercantilización” de la lengua dominada, 
minor(iz)ada (el occitano) en una relativa autonomización y también una legitima-
ción relativa de cara al francés (Lafont, 1984).
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Resumen
El presente trabajo tiene como principal objetivo vincular la discusión en 
torno a las injusticias epistémicas que se ha ido desarrollando al interior de 
la epistemología social con una serie de problemáticas asociadas con la crisis 
ambiental contemporánea, en especial con sus aspectos más relacionados 
con el conocimiento. El término de injusticia epistémica fue originalmente 
acuñado por la filósofa Miranda Fricker y ha dado lugar a un fecundo 
campo de estudios que escudriña cómo las diversas posiciones sociales 
de los individuos que componen una sociedad los colocan en situaciones 
epistemológicamente asimétricas que puede generar dinámicas injustas 
como la de ignorar los testimonios de cierto estrato social. Sin embargo, este 
campo de estudios se ha concentrado excesivamente en las identidades de los 
individuos y ha dejado de lado dinámicas colectivas y aspectos contextuales 
como los relacionados con el medioambiente. Justamente la apuesta del 
presente texto consiste en superar estas limitaciones.
Palabras clave: injusticia hermenéutica, injusticia testimonial, narrativas, 
pensamiento ambiental, ecología queer.

Abstract
This paper aims to bring together the topic of epistemic injustices, so far 
developed within the field of social epistemology, with a collection of chal-
lenges associated with the contemporary environmental crisis, especially 
those aspects more related to knowledge. The term of epistemic injustice 
was originally coined by the philosopher Miranda Fricker and has given rise 
to a fruitful field of studies that scrutinizes how the different social positions 
of the individuals that make up a society place them in epistemologically 
asymmetric situations that can generate unfair dynamics such as a disregard 
for the testimonies of certain social strata. However, this field of inquiry 
has paid too much attention to the identities of concrete individuals and, 
thus, it has neglected collective dynamics and contextual aspects such as 
those related to the environment. It is precisely the objective of this text to 
overcome these limitations.
Keywords: Hermeneutic Injustice, Testimonial Injustice, Narratives, Envi-
ronmental Thought, Queer Ecology. 
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Introducción

El concepto de injusticia epistémica, acuñado por Miranda Fricker (2007), 
ha desatado una verdadera revolución al interior de las humanidades y más 
concretamente en la filosofía. Ha revelado que las injusticias operan también 

en el ámbito epistemológico, es decir, aquel que es propio del conocimiento y que, 
incluso, hay algunas modalidades de la injusticia que son ante todo injusticias en 
el ámbito de quién conoce, de quién puede conocer, pero también de quién puede 
ser escuchado, quién puede ofrecer testimonio y a quién va a creérsele cuando esto 
ocurra. Desafortunadamente, las preguntas anteriores suelen abordarse al poner 
en el centro del análisis las relaciones sociales en las cuales están situados los seres 
humanos; se atiende así a las relaciones de clase social, raza,1 etnicidad, género, 
orientación sexual, discapacidad, etc. Adicionalmente, hasta ahora la injusticia epis-
témica se ha descrito como un problema que ocurre entre individuos pertenecientes 
a distintas posiciones sociales y con ello se ha dejado sin analizar si dichas injusticias 
pueden también ocurrir en el diálogo intercultural, esto es, no se ha escudriñado la 
posibilidad de que tales procesos no sean exclusivos de las interacciones entre indi-
viduos y que, por ejemplo, puedan tener un correlato que se presente en el diálogo 
intergrupal y que sería por ende irreductiblemente colectivo. 

Pareciera en este sentido que las injusticias son sobre todo un elemento carac-
terístico de la convivencia social individual y que sólo ocurren en las interacciones 
entre seres humanos particulares. En otras palabras, las injusticias parecieran emer-
ger principalmente de las asimetrías entre diversas posiciones sociales que ocupan 
distintas personas. Lo anterior, sin embargo, favorece una lectura de lo social cer-

1 Es importante señalar que en el presente texto no se emplea el término “raza” en su 
acepción biologicista. Por el contrario, siguiendo a Hochman (2019), cuando hablamos 
de raza aludimos a grupos que han sufrido procesos de racialización que son eminen-
temente sociales y que sin embargo invocan nociones biológicas para racionalizar este 
hecho. 
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cana, por un lado, al individualismo metodológico y, por otro, a la creencia de que 
la sociedad humana es un todo autocontenido y ajeno al mundo natural. Ambos 
elementos señalan así una fuerte limitación de cómo hasta ahora se ha estudiado 
la injusticia epistémica. 

El objetivo de este texto consiste en tomar distancia de la centralidad que se le 
ha asignado a las identidades en el análisis de las diversas formas de injusticia epis-
témica que se han documentado. En concreto, lo que se persigue es mostrar cómo 
el concepto de injusticia epistémica resulta central a la hora de comprender las rela-
ciones entre el ser humano y el medioambiente. Así, se hará ver que un pensamiento 
interseccional (i.e., que cruza las diversas identidades y posiciones sociales) no puede 
ni debe restringirse a la esfera de las relaciones humanas como si estas se agotaran 
en las dinámicas identitarias y como si estas ocurrieran sin un contexto ambiental 
que también afecta y se ve afectado por dichas relaciones humanas. Asimismo, este 
texto pretende descentrar a los individuos para colocar en el centro a colectivos 
humanos que comparten prácticas y narrativas (Mundos-de-la-vida2) que dan lugar 
a una forma concreta de relacionarse con su entorno; este énfasis en la colectividad 
permitirá así atender a las preguntas que surgen en un diálogo intercultural que se 
cuestiona cuáles son las mejores formas de relacionarnos con nuestros entornos y 
cuyo objetivo precisamente es comparar cómo distintas sociedades construyen las 
relaciones ser humano-naturaleza.

De ese modo, se busca por un lado hacer un aporte a la epistemología social al 
mostrar cómo las relaciones entre diversas culturas y sus ambientes pueden estar 
ellas mismas atravesadas por procesos que generan injusticias epistémicas. Por 
otro lado, se busca contribuir a la filosofía ambiental al señalar cómo en nuestro 
afán por comprender las formas en las cuales diversas culturas interactúan con su 
medioambiente se corre sin embargo el riesgo de incurrir en fallas interpretativas 
que propician injusticias epistémicas que a su vez socavan nuestro afán de recuperar 

2 El término “Mundo-de-la-vida”, como se verá a lo largo de este trabajo, se emplea en un 
sentido técnico. Alude a un plexo de significatividad pragmática en la cual la materialidad 
de los objetos adquiere significancia (Guerrero Mc Manus y Mercado Reyes, 2019). El 
concepto abreva así de la tradición hermenéutico-fenomenológica (Marder, 2014) pero 
también de la forma en la cual las ideas de esta corriente fueron retomadas por la antro-
pología (Mascia-Lees y Black, 2016). Sin embargo, si bien se puede entender como una 
posible acepción del término “cultura”, habría que tener en mente que incluye las dimen-
siones materiales de esta. También habría que señalar que no remite a una noción cerrada 
o autocontenida que pudiera entenderse como si fuese una prisión epistemológica. 
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e implementar formas de relacionarse con el entorno que resulten menos dañinas y 
que pueden sernos culturalmente ajenas. 

Para alcanzar estos objetivos el texto se divide de la siguiente manera. A partir de 
la presentación del término de injusticia epistémica y de cómo ha ido evolucionando, 
se retoman los elementos de la ecología queer, pues esta disciplina humanística ha 
enfatizado la necesidad de incluir al medioambiente en toda reflexión interseccional. 
Una vez hecho esto nos concentramos en evidenciar cómo la noción de injusticia 
epistémica permite enriquecer el diálogo intercultural en el tema ambiental. Final-
mente se exponen unas breves conclusiones. 

Injusticias epistémicas

Han pasado más de diez años desde que Miranda Fricker acuñara el concepto de 
injusticia epistémica3 para nombrar dos instancias diferentes de injusticias relaciona-
das con el conocimiento (2007). Por un lado, buscaba señalar cómo en muy diversos 
tipos de injusticias hay adicionalmente una falta de un vocabulario interpretativo que 
permita reconocer que estamos ante una situación injusta; a este tipo de limitación 
hermenéutica la denominó precisamente injusticia hermenéutica para enfatizar cómo 
la carencia de una terminología adecuada para comprender una situación nos puede 
de hecho colocar en una posición tal que nos resulta imposible exigir un cambio, 
retribución o compensación porque ni siquiera somos capaces de identificar que 
lo que nos ocurre es injusto. Pensemos a modo de ejemplos en las consecuencias 
que acarrea la falta de acceso a la educación y cómo esto suele implicar un desco-

3 Vale la pena señalar que los trabajos más tempranos de Fricker se concentraron en el 
concepto de injusticia hermenéutica a la cual definió como “the injustice of having some 
significant area of one’s social experience obscured from collective understanding owing 
to a structural prejudice in the collective hermeneutical resource” (Fricker, 2006; p. 100), 
esto es, como una injusticia en la cual un aspecto importante de nuestra propia vida so-
cial nos resulta opaco a causa de un prejuicio estructural en los recursos hermenéuticos 
colectivos. Nótese que la razón por la cual se considera que estamos ante injusticias 
emana de dos aspectos. Primero, porque este prejuicio genera marginalización e inequi-
dad. Segundo, porque dicho prejuicio impide comprender un aspecto de la propia vida 
en la cual hay otras inequidades. Adicionalmente es importante mencionar el énfasis 
que Fricker le da a lo social al punto de acotar su concepto a este dominio. De igual 
modo pone en el centro de su definición a un individuo que, en este caso, es presentado 
desde la perspectiva de la primera persona. 
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nocimiento de los derechos de los que gozamos al punto de hacer que en muchas 
ocasiones ignoremos el hecho de que poseemos garantías ante la ley que podríamos 
exigir sin que en ello medie condición alguna. De allí que, para continuar con el 
ejemplo, filósofos del derecho como Cruz Parcero (2007) mencionen que el lenguaje 
de los derechos humanos se ha vuelto una herramienta interpretativa fundamental 
en la convivencia cotidiana dada su capacidad de brindar herramientas para recono-
cer situaciones injustas; así, podríamos decir que el lenguaje de los derechos es un 
instrumento que permite evitar las injusticias hermenéuticas descritas por Fricker. 

Por otro lado, Fricker también buscaba llamar la atención acerca de un segundo 
tipo de injusticia epistémica pero ahora en el ámbito del testimonio. Tradicional-
mente la epistemología ha prestado poca atención al testimonio en parte porque 
se le considera una fuente de conocimiento secundaria y cuya importancia estaría 
subordinada al papel que juegan la percepción y el razonamiento en tanto fuentes 
primarias (Kusch, 2004). Asimismo, históricamente la epistemología se ha enfo-
cado en las preguntas vinculadas a la justificación y validez de una aseveración, 
que servirían como piedras de toque para saber si estamos ante una mera creencia 
o ante conocimiento4 genuino. Empero, Fricker ha hecho ver que en numerosas 
ocasiones dirimir si algo cuenta como conocimiento, es decir, si está justificado y se 
le considera válido, requiere atender al testimonio de alguien que nos comunica un 
estado de cosas. Este proceso suele poner en juego una evaluación de la credibilidad 
de quien nos comunica un hecho, sea este perceptual o de razonamiento, y en ese 
acto de evaluar su credibilidad suelen emplearse herramientas que no solo versan 
acerca del contenido informacional transmitido sino que evalúan el grado de vera-
cidad del informante empleando elementos sumamente heterogéneos de entre los 
cuales se pueden identificar aspectos como el grado de experticia o acreditación que 
aporta una institución (Collins y Evans, 2009; Shieber, 2015). Sin embargo, en dicho 
proceso también pueden filtrarse sesgos sociales relacionados con la clase social, el 
género o la raza de quien brinda testimonio, de tal suerte que su credibilidad termina 
estando condicionada a sus identidades sociales, lo que en muchas ocasiones puede 
dar lugar a un escenario injusto.

En ambos casos la apuesta de Fricker consistía en mostrar que hay situaciones 
asimétricas, limitativas y que refuerzan las dinámicas opresivas –de allí que se les 
califique como injusticias– que estarían vinculadas a cómo nuestras identidades 
sociales afectan diversos procesos asociados con el conocimiento, de tal manera que 
vulneran la capacidad de ciertos sujetos para adquirir conocimiento, analizar un 

4 En este texto los términos saber y conocimiento se emplean como sinónimos. 
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determinado escenario o describir exitosamente una situación que están viviendo. 
Es aquí donde también se aprecia fuertemente el énfasis individualista e identitario 
del propio proyecto de Fricker. 

Sea como fuere, el trabajo de Fricker fue rápidamente reapropiado por filósofas 
interesadas en los cruces entre epistemología e identidad; esto se ilustra, por ejemplo, 
al atender a la forma en la cual la teórica Kristie Dotson (2011) retomó los trabajos 
de Fricker. Esta filósofa se especializa en cómo las identidades afrodescendientes 
se han visto afectadas en el ámbito testimonial por las diversas facetas del racismo. 
Este trabajo la ha llevado precisamente a subdividir las injusticias testimoniales en 
dos tipos. Por un lado reconoce las injusticias asociadas con el silenciamiento, es 
decir, aquellas en las cuales la voz de una persona es desestimada, ignorada o puesta 
en entredicho a causa de su identidad; esto suele ocurrir, por ejemplo, cuando las 
mujeres negras denuncian violencia sexual o doméstica o cuando las personas de 
color se quejan de la discriminación y son ignoradas. En claro contraste a este tipo 
de injusticia estaría un segundo grupo de afectaciones testimoniales en las cuales 
los propios sujetos simplemente guardan silencio, atragantamiento epistemológico 
lo denomina Dotson, ya que saben que su testimonio no será atendido e incluso es 
posible que les ponga en riesgo al testimoniar y denunciar vivencias que pueden ser 
acalladas por mecanismos violentos. 

En cualquier caso, este es meramente un ejemplo de cómo el trabajo de Fricker 
ha sido reapropiado. Quizás la obra colectiva que mejor ilustra la recepción del 
concepto de injusticia epistémica y su posterior aplicación en casos tan diversos 
como los estudios poscoloniales, decoloniales, queer, feministas, transfeministas, 
de la discapacidad, etc., sea precisamente la compilación de ensayos editada por Ian 
James Kidd y colaboradores (2017; véase también Pohlhaus, 2017 y Guerrero Mc 
Manus y Muñoz Contreras, 2018). En esta obra el término de injusticia epistémica 
es releído a la luz de diversas metáforas que permiten extenderlo para abarcar nuevos 
tipos de interacciones sociales. Sobresalen así las lecturas en las cuales la injusticia 
epistémica es leída como (i) una afectación de la labor cognitiva, (ii) una deficiencia 
contractual, (iii) una falla en la justicia transaccional, distributiva o contributiva y, 
por último, (iv) un vicio. 

De manera sucinta, pensar la injusticia epistémica en tanto una afectación de la 
labor cognitiva implica reconocer dos aspectos importantes. Primero, que conocer 
requiere un esfuerzo, esto es, la realización de un trabajo. Segundo, que como en todo 
trabajo existe una división de este que da lugar a especializaciones y dependencias 
epistémicas/testimoniales. Por lo anterior es que sería posible llevar a cabo una 
explotación de la labor cognitiva ajena al apropiarnos de su esfuerzo sin reconocerlo; 
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esto puede ocurrir cuando se generan escenarios como los descritos bajo el rótulo 
de extractivismo identitario en los cuales las vivencias de un grupo se convierten en 
conocimiento objetivado que una serie de expertos retoman sin reconocer que no 
han sido ellos mismos quienes lo han creado. Un ejemplo claro es cuando los antro-
pólogos se apropian de reflexiones creadas por personas de color en las que estas 
últimas reflexionan en torno al racismo que experimentan. En este caso operaría no 
únicamente una instancia de apropiación de la labor cognitiva ajena sino también 
una invisibilización de dicho esfuerzo, lo cual podría considerarse un segundo tipo 
de injusticia epistémica. Por último, dentro de la lectura de la injusticia epistémica 
en tanto una afectación de la labor cognitiva podemos encontrar prácticas de sabotaje 
del esfuerzo cognitivo ajeno, como cuando se destruyen y desarticulan las estructu-
ras cognitivas de una comunidad entera en situaciones usualmente asociadas con 
dinámicas coloniales.

En el segundo caso, de la injusticia epistémica como deficiencia contractual, esta-
mos ante una situación quizás mucho más cotidiana e intuitiva en la cual un contrato 
cognitivo entre dos individuos termina siendo vulnerado por medio de la fuerza o 
de las dinámicas de opresión social en las cuales están inmersos dichos individuos. 
Piénsese aquí cómo en un ejercicio de dar y pedir razones dentro de una práctica 
argumentativa puede sin embargo terminarse invocando la fuerza o la opresión en 
tanto mecanismos de resolución de un debate que debió mediarse por un ejercicio 
deontológico de proporcionar argumentos para adquirir acreditación/credibilidad y 
dar explicaciones cuando estas sean solicitadas si además deseamos mantener dicha 
acreditación/credibilidad (sobre las relaciones entre deontología, argumentación y 
poder véase Rouse, 1994). Este contrato epistémico en el cual se accede a un meca-
nismo dialógico basado en la argumentación se vería vulnerado cuando se emplean 
elementos como la fuerza o la discriminación para desacreditar a un oponente; ello 
sería por tanto una instancia de injusticia epistémica contractual. 

En el tercer caso tendríamos diversas formas de comprender la justicia. Estas 
acepciones estarían cercanas al enfoque de las capacidades y el desarrollo humano 
y permitirían concebir la justicia en diversos ejes: transaccionales o conmutativos, 
distributivos, contributivos y retributivos. En principio las tres primeras acepcio-
nes podrían emplearse para construir nociones de injusticia epistémica inspiradas 
en estos. La injusticia epistémica conmutativa sería básicamente la ya descrita en 
el aparatado anterior pero aquellas vinculadas con la distribución o contribución 
implicarían formas novedosas. En el caso de la injusticia epistémica distributiva esta-
ríamos ante fallos en la distribución de la credibilidad que no tienen elementos que 
los justifiquen; aquí por ende cabría distinguir entre grados de credibilidad asociados 



Iztapalapa Revista de Ciencias Sociales y Humanidades186

núm. 90 · año 42 · enero-junio de 2021 · pp. 179-204

con diversos grados de experticia avalados por instituciones como las universidades, 
por un lado, y grados de credibilidad asociados a sesgos sociales como el racismo, 
el sexismo, el clasismo, por otro. Desde luego que esta distinción no es tan nítida 
pero su fortaleza es indicativa, ya que señala que no toda distribución asimétrica 
de la credibilidad sería sospechosa, y solo aquellas que no puedan justificarse serían 
por ende objeto de sospecha. Por otro lado, al hablar de una falla contributiva se 
enfatiza cómo ciertas identidades suelen verse excluidas de espacios académicos que 
son asimismo centros generadores de saberes; ello pasa por ejemplo con personas 
indígenas que no dominan el español o con personas con discapacidades motrices o 
visuales. En estas situaciones se ven limitadas en su condición de agentes epistémicos 
productivos y sus voces son así sistemáticamente excluidas.

Por último, concebir la injusticia epistémica como un vicio permite contrastarla 
con virtudes que podrían fomentarse al interior de una institución. Valores como la 
inclusión, el respeto, la tolerancia o la democratización del saber servirían así como 
importantes contrapesos a un vicio que está ampliamente presente en muchas de 
nuestras prácticas cognitivas. Serviría asimismo para enfatizar el carácter nocivo y 
sesgante de las injusticias epistémicas.

Ahora bien, al llegar a este punto podríamos afirmar que la importancia del 
concepto de injusticia epistémica va resultando cada vez más clara y que sus exten-
siones se revelan como herramientas provechosas en el proceso de comprender las 
formas en las cuales la opresión y la discriminación afectan aspectos epistémicos 
varios. Sin embargo, todas esas extensiones revisadas hasta ahora revelan de igual 
manera que la inmensa mayoría de los teóricos de la injusticia epistémica se han 
enfocado en relaciones entre individuos descartando así la posibilidad de extender 
este marco a dinámicas de índole colectiva.5 De igual manera han ignorado la posi-

5 Durante el proceso de arbitraje del presente artículo una de las personas que realizaron 
el referato señaló que consideraba injusta mi acusación de que el trabajo de Fricker y, 
en general, la forma en la cual se ha construido el concepto de injusticia epistémica, esté 
presa de un sesgo individualista. Afirmó que Fricker reconoce dinámicas grupales en, al 
menos, dos sentidos. Por un lado, porque las identidades conforman grupos; por ejem-
plo, las personas de color, los discapacitados, las personas de la diversidad, son ejemplos 
de grupos construidos identitariamente y que sin duda sufren sesgos estructurales. Por 
otro lado, porque las injusticias de las cuales habla Fricker afectan a una posición de 
sujeto y no a una persona en lo individual; de allí que dichas injusticias afecten a colec-
tividades enteras. Sobre esta inquietud quisiera señalar lo siguiente: Primero, ninguno 
de los dos escenarios planteados es un genuino contraejemplo a lo aquí dicho, pues 
en ambos casos los grupos son o bien meros agregados de individuos (primer caso) 
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bilidad de emplear este término para iluminar las dinámicas epistémicas que median 
nuestra relación con la naturaleza. En la siguiente sección justamente se presentará 
un enfoque que expande el análisis interseccional al ámbito ecológico y que puede 
permitir una lectura no individualista de la injusticia epistémica. 

Interseccionalidad y ecología queer

Como hemos visto, gran parte de las concepciones en torno a la injusticia epistémica 
colocan en el centro de su reflexión las diversas identidades sociales que ocupan 
las personas. Puede sostenerse en este sentido que este marco analítico es de corte 
interseccional precisamente por su interés por indagar cómo diversas posiciones 
sociales o identidades generan obstáculos o privilegios en la convivencia, en general, 
y en el ámbito epistémico, en particular. Recordemos aquí que la interseccionalidad 
es un término acuñado por Kimberlé Crenshaw (1991) y cuyo cometido consistía en 
recuperar diversos análisis del feminismo negro, en especial los contenidos en los 
trabajos de Audre Lorde, con el fin de hacer ver cómo el cruce de dos o más identi-
dades no podía comprenderse de manera aditiva o a la usanza de un cálculo vectorial. 
Esto es, que la experiencia de una mujer lesbiana de color no era el resultado de 
combinar las experiencias de un hombre de color, una mujer blanca y un hombre 
homosexual; las identidades, como sostuvo Crenshaw, no operan de esta manera. 

o bien posiciones que satisfacen individuos pero no colectivos (segundo), es decir, se 
pueden comprender bajo una óptica propia del individualismo metodológico. Segundo, 
este trabajo busca defender la tesis de que hay sujetos irreductiblemente colectivos que 
no pueden desagregarse en una mera colección de individuos; aquí sugerimos que los 
Mundos-de-la-vida serían un ejemplo de una producción irreductiblemente colectiva 
que denota a un sujeto de esta índole y que no es de autoría de ningún individuo y tam-
poco se agota en las creencias o acciones de algún individuo en concreto. Así, cuando 
un Mundo-de-la-vida es presa de una injusticia epistémica esto no puede equipararse 
a las injusticias que sufre un conjunto determinado de individuos particulares. Tercero, 
en este sentido hay que tener en cuenta los propios ejemplos que da Fricker y en los 
cuales siempre estamos ante una persona que sufre una injusticia; incluso si sufre dicha 
injusticia a causa de su pertenencia a un grupo, no es el grupo el que sufre tal o cual in-
justicia particular. Lo que aquí se defiende es que es posible que grupos enteros, en tanto 
colectividades irreductibles, sufran injusticias epistémicas concretas. Ello es diferente a 
afirmar que cada miembro de un grupo sufre injusticias de un mismo tipo ya que esto, 
en cualquier caso, no implica que todos sufran la misma injusticia ni que la sufran como 
grupo pues son los derechos de uno u otro individuo los que se ven vulnerados. 
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Por ello mismo es que Crenshaw realizaba una importante crítica al movimiento 
feminista pero también al movimiento por los derechos de los afroamericanos seña-
lándoles que era necesario romper con la presunción de que estábamos ante sujetos 
políticos homogéneos. Esto último nunca ocurre y es potencialmente muy dañino 
en aspectos tales como la representación política o mediática de las minorías y otros 
grupos subalternizados. 

La interseccionalidad, en tanto marco analítico, inauguró toda una nueva forma de 
articular los análisis feministas al dejar de lado la idea de sujetos políticos con límites 
claros y experiencias homogéneas. En cierto sentido su influencia se hizo presente en 
los trabajos de Fricker, Dotson y otros teóricos precisamente por el énfasis que todos 
ellos le dieron a categorías como raza, clase, etnia, sexo, género, etc. En el caso de 
Fricker, por ejemplo, gran parte de su análisis abreva de los estudios acerca de cómo 
las diversas identidades potencian o limitan la agencia de una persona y en esto hay 
que ser muy claros dado que el nivel de análisis es justo ese –la persona–, pues es 
esta la que encarna dos o más identidades. Esto mismo ocurre con Dotson, quien 
también recupera este enfoque y su énfasis en los individuos. De allí que se afirme 
que en el corazón de los análisis en torno a la injusticia epistémica se encuentre un 
entendimiento de corte interseccional sobre las identidades y los sistemas de opre-
sión que las producen. De allí también que exista una profunda coincidencia en su 
apuesta por un individualismo metodológico que deja de lado formas alternativas 
de comprender las identidades o incluso formas alternativas de hacer interseccionar 
las categorías de interés. Y, finalmente, esto también explicaría por qué otro tipo 
de variables de interés –e.g. el entorno ambiental en el que se encuentra emplazada 
una persona– han sido poco incluidas en la inmensa mayoría de aproximaciones 
interesadas tanto en la interseccionalidad como en la injusticia epistémica. 

Precisamente por esta profunda coincidencia es que podríamos suponer que un 
replanteamiento diferente de la interseccionalidad podría también servir de base 
para una concepción alternativa de lo que puede ser la injusticia epistémica. Y es 
aquí donde sería posible recuperar los aportes de la ecología queer, pues esta implica 
una forma diferente de comprender la interseccionalidad. Esta disciplina nació de la 
recepción crítica de los trabajos de los biólogos evolutivos Joan Roughgarden (2013) 
y Bruce Bagemihl (1999); en ambos casos el interés de estos científicos consistió en 
poner en duda la presunta heterosexualidad de los animales no humanos haciendo 
ver que esta suposición era más bien un sesgo sistemáticamente proyectado sobre 
los seres no humanos bajo la presunción de que sus vidas estaban gobernadas por 
imperativos reproductivistas. Observaciones más cuidadosas y modelos evolutivos 
más sofisticados, aseveraban estos autores, permitían alejarse y cuestionar este hete-
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rosexismo naturalizado haciendo ver que en el reino animal son muy comunes las 
interacciones sociales y sociosexuales entre organismos del mismo sexo y que incluso 
los despliegues conductuales no están siempre estereotipados por sexo. 

La recepción de estas ideas al interior de las humanidades llevó a que estas se 
combinaran con articulaciones teóricas nacidas en la crítica literaria que tenía al 
medioambiente como su objeto de análisis. Esta corriente, la ecocrítica, se enfocaba 
en comprender los modos en los que el medioambiente figuraba en las novelas y 
otros productos culturales de tal manera que había relatos en los cuales la naturaleza 
aparecía como indómita y salvaje, apta por tanto para masculinidades hegemónicas 
pero no así para otros tipos de cuerpos y sujetos (Gaard, 1997). En otros relatos la 
naturaleza aparecía como apacible, un lugar para escapar del frenesí decadente de 
la civilización y, por ende, siendo fundamentalmente un espacio de relajación para 
personas enfermas o subjetividades juzgadas como débiles. Dicho esto, el interés 
de la ecocrítica consiste en revelar cómo la naturaleza nunca se nos presenta “en sí 
misma” sino a través de simbolizaciones y narrativas que la revisten de ciertos atri-
butos que la hacen más o menos habitables para cierto tipo de sujetos; usualmente, 
los valores atribuidos a la naturaleza posibilitan o imposibilitan el acceso de ciertos 
cuerpos que también están revestidos de otros valores que serán claves para poder 
encarar una naturaleza hostil e indómita o bucólica y campestre. 

Estas ideas desde luego no eran nuevas y ya en los estudios de género con interés 
en las lógicas del espacio y la distribución de cuerpos había un interés por dilucidar 
cómo los espacios de cualquier tipo están revestidos de valores que llevan a que 
cierto tipo de cuerpos puedan ganar acceso mientras que otros tantos son excluidos. 
Ahora bien, hay ocasiones en las cuales grupos minoritarios partidarios del separa-
tismo han construido dinámicas de ordenamiento espacial de los cuerpos que han 
llevado a una segregación con el afán de producir espacios seguros. En ambos casos 
el estudio de las dinámicas espaciales del género –y sus cruces con la raza, la clase, 
la nacionalidad, etc.– se revela como un objeto de análisis fundamental si queremos 
comprender cómo las jerarquías se traducen en limitaciones en la movilidad de 
ciertos cuerpos, limitaciones que son una forma fundamental de disciplinamiento 
del cuerpo generizado (sobre esto véanse los trabajos de Mortimer-Sandilans y 
Erickson, 2010; véase también Mascia-Lees y Black, 2016). 

Así, la ecología queer es una disciplina en la cual se combinaron estos tres enfo-
ques disciplinarios para dar lugar a un saber cuyo objetivo es analizar los modos 
en los que el género estructura nuestra relación con el medioambiente y cómo 
se proyecta incluso a entidades no humanas como los animales, las plantas y los 
ecosistemas. Ello ha dado lugar a una aproximación en la cual se desnaturaliza la 
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presunción de una naturaleza reproductivista, funcionalista y complementarista en 
la cual la vida sexual de los no humanos siempre obedece a lógicas heterosexuales 
encaminadas a la producción de descendientes. Por el contrario, la ecología queer 
ha señalado la existencia de una naturaleza queer, es decir, torcida, no siempre 
gobernada por el reproductivismo, el funcionalismo o las lógicas complementaristas; 
en esta naturaleza hay interacciones sexuales lúdicas o socio-sexuales cuyo fin es 
o bien el placer o bien la creación de vínculos homosexuales que terminan por ser 
importantes para la vida social de los animales no humanos. Asimismo, este proceso 
opera una curiosa naturalización de lo queer que quizás podría describirse de una 
manera más precisa como un descentramiento del ser humano en tanto única entidad 
poseedora de una vida sexual que desborda al funcionalismo, el reproductivismo y 
la complementariedad.

Esta doble naturalización/desnaturalización de la sexualidad y de lo queer ha 
llevado a cuestionar no solo las formas en las cuales las representaciones culturales 
valorizan a la naturaleza, por ejemplo en la novela o el cine, sino también cómo las 
ciencias y otros saberes describen los espacios naturales y los ecosistemas vía relatos, 
narrativas o juicios de valor que inadvertidamente generizan estos espacios. Aquí 
es importante señalar que las formas en las cuales se reviste de valores a través de 
un producto literario no son necesariamente las mismas que encontraremos en un 
artículo científico o modelo explicativo y que por ende es importante tener en claro 
cómo operan los distintos medios en los cuales se representa lo natural.

Afortunadamente sí hay al menos un núcleo de herramientas comunes que 
pueden movilizarse ya sea que nuestro interés sea la crítica literaria, la deconstruc-
ción del heterosexismo en las explicaciones ecológicas y evolutivas de la conducta 
animal o una mejor comprensión de la política espacial de los cuerpos generizados. 
Estas herramientas se concentran en el análisis de las narrativas, ya que estas son 
importantes en el ámbito explicativo pero también dada su capacidad de organizar 
experiencias e interpretar situaciones, sean estas ficticias o no. Ello ocurre porque 
las narrativas son obviamente centrales para diversos productos culturales como 
la novela o el cine (Bal, 2009) pero son igualmente centrales en la construcción de 
explicaciones científicas (Roth, 1989, 2017; Richards, 1992) incluso si estas apelan 
a modelos matemáticos o diagramas. Finalmente, las narrativas son centrales a la 
hora de articular Mundos-de-la-vida, esto es, las formas en las cuales una sociedad 
comprende su entorno (sobre esto véase Guerrero Mc Manus, 2018; Guerrero Mc 
Manus y Mercado Reyes, 2019; véase asimismo Marder, 2014). 

Y es gracias a este énfasis puesto en la narrativa que la ecología queer puede 
replantear la interseccionalidad en tanto un ejercicio de cruce de relatos y no como 
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cruce de identidades.6 Elaborar esta idea requiere tomar en cuenta que, por ejemplo, 
un animal no humano claramente no puede ser descrito apelando a identidades por 
el hecho trivial de carecer de ellas. Sin embargo, es claro que una mirada eurocéntrica, 
heterosexista o colonial bien puede hacerse presente en la forma como se describe 
la conducta o la morfología de un organismo. Y esto mismo puede decirse de la 
manera en la cual describimos espacios naturales, ecosistemas e incluso mundos 
ficticios. En todos estos casos la interseccionalidad bien puede aplicarse a pesar de 
que propiamente hablando no estamos ante individuos con identidades concretas 
sino ante seres que o bien carecen de ellas o son tan deslocalizados –por ejemplo, un 
bosque– que ni siquiera podrían pensarse como individuos sin reducir este término 
a un sinsentido. Empero, el hecho de que estemos ante una colección de seres que 
en principio parecían inapropiados para un análisis interseccional no implica desde 
luego que estos seres no puedan ser abordados y descritos por puntos de vista que 
sí implican un sujeto situado y por ello colocado en una rejilla social de identidades 
y posiciones. Aquí opera por tanto un desplazamiento de la identidad de los sujetos 
analizados a la identidad de quién describe y categoriza, organiza o explica. Esta es 
sin duda una forma en la cual la interseccionalidad es reinventada por la ecología 
queer en tanto una herramienta de análisis aplicable a seres que no son individuos 
humanos con identidades. 

Un movimiento alternativo que no es propiamente queer pero que sí es igual-
mente interesante lo encontramos también en esfuerzos que no se centran en la 
perspectiva o focalización que provee la voz autoral o narrativa sino en el sujeto 
(entendido como tópico) de la narración; así, por ejemplo, hay narrativas cuyo tópico 
es la raza o la clase sin que se centren en ningún individuo concreto y estas narra-
tivas se pueden interseccionar con narrativas centradas en el género. En estos casos 
podemos seguir explicaciones narrativas de índole histórica que toman una u otra 
categoría como su tópico central y que ven cómo una categoría permite entender el 
devenir histórico de una serie de fenómenos; la interseccionalidad aquí no opera a 
modo de un eje de análisis que atienda a las identidades de los sujetos bajo estudio 

6 Es menester aclarar en este punto que podría haber cierto debate a la hora de afirmar 
que la interseccionalidad es una herramienta conceptual cuyo principal objetivo consis-
te en mostrar cómo el cruce de identidades muestra el carácter internamente heterogé-
neo de cada categoría. Si bien esto ocurre, podría sostenerse que este es un resultado 
derivativo del interés por mostrar cómo se jerarquizan diversas identidades. Para los 
fines del presente artículo esta es una discusión tangencial pues lo que me interesa es 
mostrar una forma distinta de comprender la interseccionalidad al poner el énfasis en 
los tópicos de las narrativas y no ya en las identidades y sus jerarquías. 
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pero tampoco como un intento por situar la voz autoral o narrativa sino que opera 
al combinar diversos tópicos. A modo de ejemplo, una narrativa acerca de la historia 
de la silvicultura en Nuevo México puede enfatizar el papel que jugó la eugenesia y 
la raza en la creación de los parques nacionales en los EUA; estos parques, como se 
ha mostrado, fueron creados con el afán de proteger a la naturaleza del “uso rapaz” 
por parte de ciertas poblaciones racializadas para que así las poblaciones blancas 
pudieran continuar disfrutando de esta naturaleza presuntamente prístina (Kosek, 
2006). En este ejemplo la historia de la raza se cruza con la historia del pensamiento 
ambiental y la historia de la eugenesia con la historia de la silvicultura; así también, 
esta narrativa muestra cómo las poblaciones hispanas son objeto de un trato a la 
vez racista, xenófobo y aporafóbico que ha llevado a que se les juzgue en tanto 
depredadores ambientales incluso pasando por alto el papel que juegan grandes 
corporaciones en la destrucción de esos mismos bosques.

En cualquier caso, hemos llegado al punto que nos interesaba y que consistía en 
señalar cómo la ecología queer permite reinventar la interseccionalidad en tanto una 
herramienta analítica aplicable a sujetos difusos, no humanos y carentes de iden-
tidad. Si ello es posible es precisamente porque el análisis puede desplazarse para 
analizar la perspectiva autoral o narrativa o para atender a cómo diversos tópicos 
se entrecruzan en un relato. Es justo esta idea la que servirá de base en la siguiente 
sección para trasladar las nociones de injusticia epistémica expuestas anteriormente 
a un estudio de nuestras relaciones con el medioambiente.

Injusticia epistémica y medioambiente

Se ha criticado mucho, desde mi punto de vista de manera injustificada, la atención 
que han recibido las narrativas y los textos en los análisis de corte posestructuralis-
ta.7 Se ha afirmado que este giro textualista pierde de vista los objetos, la materia 
o las relaciones causales y que reduce todo a un mero efecto de la escritura. Quizás 
esto último pueda ser cierto de algunos autores pero sin duda sería problemático 
acusar de textualismo a una filósofa como Donna Haraway (2013a, 2013b), referen-
cia indiscutible al interior de la ecología queer. En este sentido, es bien sabido que 
Haraway fue una pionera en los análisis de corte material-semiótico que enfatizaron 

7 Al realizar esta afirmación tengo en mente sobre todo corrientes como la ontología 
orientada a objetos o el nuevo materialismo feminista. Para introducirse a estos tópicos 
se recomiendan Harman (2018) y Alaimo y Hekman (2008). 
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cómo los elementos simbólicos y narrativos están todo el tiempo imbricados con 
las evidencias científicas, las observaciones, los instrumentos y demás herramien-
tas de observación, etc.; lo que esta imbricación produce es justamente un plexo 
de significatividad pragmática en la cual la materialidad de los objetos adquiere 
significancia precisamente por el elemento semiótico que la envuelve y le otorga 
así un sentido. Pero este sentido no es una ficción textual, sino que acompaña a la 
capacidad interventiva y causal de dichos objetos. Es esta noción de narrativa la que 
nos interesa en este texto. 

Ello es así ya que los primeros trabajos que recuperaron herramientas de corte 
hermenéutico al interior de la antropología y demás humanidades, con autores 
como Clifford Geertz (Mascia-Lees y Black, 2016), se enfocaron principalmente 
en los elementos semióticos y dejaron de lado el análisis materialista que Haraway 
sí recupera y que permite evadir las acusaciones tanto de textualismo como de 
la mucho menos conocida pero quizás más peligrosa posibilidad de postular a 
los Mundos-de-la-vida como sistemas simbólicos plenamente autocontenidos. La 
apelación a una materialidad con la cual se imbrican los elementos semióticos pero 
sin que unos u otros subsuman a su contraparte abre la posibilidad de pensar estos 
mundos como abiertos ante las experiencias novedosas o las vivencias de otras cultu-
ras. Así, estos Mundos-de-la-vida serían fundamentales pues son los organizadores 
de la experiencia, de los fenómenos, sin que ello implique que operen a modo de 
prisiones epistemológicas.

Más todavía, estos Mundos-de-la-vida pueden pensarse en tanto narrativas de 
corte material-semiótico y que de alguna forma le pertenecen irreductiblemente 
a un colectivo de sujetos/sujeto colectivo. Esta dimensión colectiva emergería de 
varios elementos de entre los cuales cabría destacar el carácter público y social de 
los significados pero, de forma mucho más importante, el hecho de que las narra-
tivas suelen ser las portadoras de los relatos fundacionales de los grupos sociales 
transmitiendo así las formas permitidas de ser sujeto en una comunidad dada, sus 
valores, sus formas de interactuar y concebir el mundo y a sí mismos, etc. Es decir, 
las narrativas son a la vez un producto de un nosotros, de un sujeto plural, que a la 
vez emerge de esta cosmovisión compartida (Guerrero Mc Manus, 2018; Guerrero 
Mc Manus y Mercado Reyes, 2019; Wilson, 2005). 

Sería justamente a la luz de esta forma de comprender las narrativas como 
radicalmente colectivas e irreductibles a una vivencia individual –pues de hecho 
fungirían como un mecanismo de producción del sujeto mismo–que podríamos 
sostener que estas narrativas configuran una relación con el mundo y con la crisis 
ambiental que haría imposible un listado pretendidamente objetivo y universal de 
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todos los costos que acarrea la debacle ecológica que vivimos; ello ocurriría ya que 
diversos objetos poseen diversas significancias para diversos Mundos-de-la-vida y 
lo que se pierde al, por ejemplo, perder un bosque no es solo el bosque sino lo que 
este era para los Mundos-de-la-vida que lo habitaban.

En cualquier caso, uno de los grandes retos para el pensamiento ambiental con-
temporáneo consiste en esto último, es decir, en reconocer que la crisis ambiental 
debe ser leída en clave multicultural y ello no solo para ser políticamente correctos, 
sino para aquilatar los costos que estamos confrontando. De igual manera, esta 
perspectiva multicultural puede ser fundamental para encontrar nuevas formas de 
cohabitar el planeta pues como lo han mostrado teóricas como Anna Tsing (2011), 
un área natural puede ser pensada a modo de un espacio prístino y en el cual nin-
gún ser humano debiera morar o también puede ser concebido como un espacio 
social donde la cohabitación es un motor de la permanencia de la biodiversidad. 
Importa así cómo se habita el mundo, cómo se le concibe y narra pero en un sentido 
material-semiótico.

De esta dimensión multicultural es de donde se sigue la imperiosa necesidad de 
saber articular diálogos entre diversas cosmologías y es allí donde la epistemología 
del testimonio y sus análisis en torno a las injusticias epistémicas pueden empezar 
a figurar de manera central. Más concretamente, al concebir la crisis ambiental en 
tanto algo que le ocurre a una multiplicidad de sujetos colectivos y no a esa ficción 
llamada “ser humano” es que podemos apreciar la importancia que va a jugar una 
comunicación eficiente entre diversas cosmologías. Así, por ejemplo, podríamos 
aplicar los conceptos de injusticias hermenéuticas y testimoniales e incluso las sub-
divisiones propuestas para este último término para comprender diferentes desafíos 
que hoy nos confrontan. Trabajos anteriores ya han señalado cómo las injusticias 
hermenéuticas pueden hacerse presentes en al menos dos modalidades (Guerrero 
Mc Manus y Mercado Reyes, 2019). Por un lado, cuando una cultura o Mundo-
de-la-vida carece de las herramientas interpretativas para comprender el carácter 
global y sistémico de la crisis ambiental; esto puede ocurrir simplemente porque la 
epistemología asociada a dicha cosmovisión no tiene los elementos necesarios para 
imaginar un fenómeno de esta escala. 

Una segunda posibilidad, mucho más grave, es que una comunidad sufra los 
efectos de una serie de dinámicas globales que ahora la azotan gracias a las diná-
micas neocoloniales y extractivistas que suelen acompañar el deterioro ambiental; 
cuando este proceso produce pobreza y marginalización también tiene como efecto el 
limitar y afectar la consolidación epistemológica de quienes allí habitan, lo que muy 
probablemente conduce a deficiencias hermenéuticas y, a causa de esto, a injusticias 
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del mismo tipo. En esta segundo situación dicha comunidad puede que comprenda 
que se está viendo afectada pero quizás no logra articular completamente un diag-
nóstico acerca del grado de afectación que sufre. 

En ambos casos esta deficiencia interpretativa origina un proceso agnogenético, 
es decir, generador de ignorancia, ya que se carece de las herramientas necesarias 
para comprender lo que se vive (Proctor y Schiebinger, 2008). Este proceso muy 
seguramente se vería exacerbado dada la tendencia a construir discursos científi-
cos sumamente herméticos y que resultan difíciles de asimilar fuera de los centros 
generadores de saberes. 

Ahora bien, las injusticias testimoniales también pueden hacerse presentes 
cuando, por ejemplo, se privilegia un lenguaje técnico y de corte académico a la hora 
de narrar las afectaciones ambientales que sufre una comunidad. Es más, incluso 
podríamos sostener que uno de los ejes que favorecen y mantienen el colonialismo 
epistemológico emana precisamente de esta asimetría en la confianza y credibili-
dad que se le deposita a un discurso. Lo anterior no busca defender una suerte de 
relativismo extremo en el cual todo discurso debiera gozar de la misma credibilidad 
sino simplemente señalar un hecho mucho más pedestre: otorgarle cierta credibi-
lidad a un saber no hegemónico no implica juzgarlo igualmente verosímil que un 
saber científico pero sí implica tomar distancia de la idea de que los discursos no 
científicos poseen nula credibilidad. Esto último casi que podría juzgarse como un 
vicio epistémico muy frecuente que produce injusticias testimoniales y que lleva al 
silenciamiento o incluso el atragantamiento de múltiples comunidades. Peor aún, 
este vicio acrecienta el colonialismo epistémico pues no solo periferaliza a otros 
saberes sino que literalmente los reduce a mitos y obliga a dichas comunidades 
a articular sus vivencias a través de un relato objetivado y propio de las ciencias, 
incluso a costa de poder enunciar los costos que la crisis ambiental tiene para su 
Mundo-de-la-vida.

Y es en este último punto donde el presente artículo busca hacer su mayor apor-
tación al movilizar algunas de las diversas metáforas expuestas en la sección segunda 
para señalar formas en las cuales los diálogos multiculturales pueden fracasar incluso 
cuando tienen las mejores intenciones y compromisos éticos. Ya se ha señalado el 
vicio en tanto un ejemplo de ello pero en lo que resta de esta sección quisiera con-
centrarme en la injusticia testimonial como afectación de la labor cognitiva y en la 
injusticia testimonial como una falla en la justicia contributiva. 

En el primer caso, si recordamos lo ya expuesto, se contemplaban tres posibili-
dades: extractivismo, invisibilización y sabotaje. Con relación al primer término es 
importante no perder de vista que aquí no estamos hablando del extractivismo como 
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usualmente se le entiende en cuestiones ambientales, esto es, como la sustracción 
de recursos naturales dentro de lógicas económicas capitalistas. Al interior de los 
estudios sobre la injusticia epistémica el término extractivismo suele emplearse en 
sentido metafórico y se refiere a la apropiación de experiencias y saberes locales por 
parte de elites epistémicas –usualmente investigadores provenientes de diversas 
instituciones de investigación o educación superior– cuyo objetivo usual es generar 
productos académicos o tecnológicos y muy rara vez estrategias que de facto bene-
ficien a las poblaciones bajo estudio. Es muy común, por ejemplo, que las vivencias 
de personas afrodescendientes, LGBT, con discapacidad, etc., sean retomadas en 
múltiples investigaciones que, sin embargo, no benefician en último término a las 
personas que las contaron. A esto nos referimos cuando hablamos del extractivismo 
en tanto una forma de injusticia epistémica. 

En casos extremos el extractivismo da lugar a formas de apropiación de saberes 
en las cuales el conocimiento generado localmente es re-descrito y presentado como 
si fuera un producto concebido por los investigadores que realizan tal re-descripción. 
Aquí el extractivismo se cruza ya con la invisibilización dado el borramiento del 
sujeto que originalmente llevó a cabo tal esfuerzo cognitivo e incluso con el sabotaje 
si a la postre se prohíbe a dicha comunidad el uso de un saber o técnica localmente 
generado con la excusa de que ya no es, finalmente, su “propiedad”. Esta práctica 
desafortunadamente no ha sido inusual al interior de las humanidades (o para el 
caso de las ciencias ambientales) y es por ello que hoy en día muchos antropólogos 
favorecen la producción de conocimientos a través de propuestas colaborativas en 
las cuales la distinción entre investigador e informante se abandone (sobre este 
punto véanse algunos de los trabajos recopilados en Haenn et al., 2016). Asimismo, 
ha empezado a fomentarse la idea de que una producción ética del conocimiento 
no debe beneficiar únicamente a quien lo describe sino que debe atender a las 
necesidades de los propios informantes. La apuesta consiste en evitar que se den 
estas dinámicas de apropiación y en ciertos casos de mercantilización de un saber 
que fue producto de la labor cognitiva de un tercero. 

En lo que respecta a los saberes ambientales, es claro que no estaríamos hablando, 
al menos no necesariamente, de un extractivismo de las experiencias identitarias de 
algún colectivo sino quizás de los saberes locales que un grupo humano ha ido arti-
culando y que versan sobre el uso del territorio y sus recursos; el elemento identitario 
puede surgir si, por ejemplo, hay una dinámica de apropiación cultural en la cual un 
saber generado por un grupo indígena es reapropiado por alguien que justamente 
lo presenta como el fruto de su propio trabajo. Aquí habría que tener en cuenta la 
importancia de las narrativas y de los Mundos-de-la-vida, ya que muchas formas de 
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conocimiento local no poseen un autor claro y son una suerte de saber colectivo que 
se transmite al interior de una comunidad. Así, este saber puede parecer mundano 
–y esto en dos sentidos, ya que parece, por un lado, trivial y, por otro, un mero hecho 
bruto del mundo, al menos de ese Mundo-de-la-vida– para los miembros de una 
comunidad, algo que todos saben precisamente por su carácter colectivo; es quizás 
este elemento el que invita a apropiarse de un saber que en cierto sentido nadie 
reclama como propio, que nadie reclama como fruto de su labor individual. Empero, 
el hecho de que sea una suerte de bien común (Cruz Parcero, 2007) no implica que 
no se cometa una injusticia epistémica de corte extractivista e invisibilizante pues 
aquí el sujeto que se ve vulnerado es precisamente un sujeto colectivo, ya que los 
saberes que informan su cosmovisión son literalmente usufructuados por un tercero 
que no invirtió esfuerzo alguno en su generación y propagación. 

Históricamente, la articulación de la modernidad en América Latina ha exhi-
bido numerosos ejemplos de estas prácticas, ya que muchas formas de producción 
implementadas en la época de la colonia resultaron inadecuadas y fueron dejadas 
de lado en favor de sistemas híbridos que retomaban saberes locales; a este proceso 
se le ha denominado modernidad en capas para ilustrar que la colonia no necesaria-
mente implicó la desarticulación y desmantelamiento de los saberes precolombinos, 
ya que en muchas ocasiones estos fueron subsumidos y recolocados dentro de las 
prácticas extractivistas coloniales, dando lugar a mecanismos mucho más eficientes 
que los originalmente traídos de Europa (Thomas, 2017). A la luz del marco teórico 
empleado en este texto podríamos sugerir que muchas de estas dinámicas de apro-
piación fueron claras instancias de injusticias epistémicas (y de otros tipos) en las 
cuales la labor cognitiva de un grupo fue invisibilizada y extraída en beneficio de 
los colonizadores, quienes a la postre terminaron incluso por sabotear las propias 
prácticas cognitivas de los grupos originarios a través de diversas formas de violencia. 

Si este ejemplo de corte histórico nos parece útil entonces quizás pueda ser-
vir para fundamentar un renovado interés por el estudio de fenómenos como la 
bioprospección y la biopiratería a la luz de la noción de injusticia epistémica para 
así iluminar diversas prácticas que ocurren en las interacciones entre el medioam-
biente y diversos colectivos humanos que lo conceptualizan y habitan de modos 
diferentes. El extractivismo, la invisibilización y el sabotaje pueden ser elementos 
característicos de estos procesos en los cuales la labor cognitiva de un grupo humano 
es reapropiada y mercantilizada por alguien más. 

Por otro lado, con respecto al segundo escenario en el cual se concibe a la injusti-
cia epistémica en tanto una falla en la justicia contributiva, quizás un buen ejemplo 
de ello lo encontramos en el borramiento de la agencia epistémica de los pueblos 
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originarios o de las comunidades que habitan un territorio. A diferencia de otros 
casos en los cuales falla la distribución, retribución o transacción de la credibilidad 
o del reconocimiento de la agencia de un sujeto, una falla en la justicia contributiva 
en el ámbito epistémico implica considerar a ciertos agentes como incapaces de 
realizar algún aporte cognitivo, esto es, se les juzga incapaces de contribuir y se les 
coloca en la posición de un mero beneficiario que será siempre un sujeto de asisten-
cia. Esto puede ocurrir de muy diversas formas siendo la más común la afirmación 
explícita o implícita de que ciertos colectivos simplemente no tienen la formación 
suficiente para hacer un aporte sustancial y que la labor de los grupos más privile-
giados debiera consistir en auxiliarlos e incluso rescatarlos de su propia ignorancia. 
Aquí pueden mediar elementos identitarios de corte racista o clasista, entre otros, 
pero esto también puede ocurrir al desdeñar los Mundos-de-la-vida no asociados 
a las cosmovisiones occidentales.

Empero muchos activistas medioambientales terminan por caer en dinámicas 
de este tipo, aunque esto no es privativo de activistas entusiastas que carecen de una 
perspectiva multicultural. Un ejemplo por demás claro de un tipo de dinámica como 
la anteriormente descrita fue denunciada por el antropólogo ambiental J. Peter Bro-
sius en su afamado ensayo Endangered Forest, Endangered People. Environmentalist 
Representations of Indigenous Knowledge (1997, véase también Haenn et al., 2016). 
Como el propio Brosius lo narra, no es poco común que mucha de la antropolo-
gía ambiental contemporánea, en un afán por proteger a los pueblos originarios y 
sus territorios, termine por representar a los primeros como seres profundamente 
espirituales y con una suerte de conexión mística con los segundos. El caso que 
este autor invoca hace referencia a una muy desafortunada descripción de diversas 
comunidades originarias de Malasia a las cuales se les buscó representar como un 
pueblo místico que tenía una relación reverencial que rebasaba por completo lo 
empírico y que revestía a todos los seres no humanos de su entorno con un halo de 
espiritualidad que daba lugar a dinámicas de conservación basadas en la adoración. 

Lo trágico de esta situación es que dicha descripción romantizaba a los habi-
tantes muy a la usanza del buen salvaje convertido ahora en ecologista y fomentaba 
la versión de que el sistema de creencias de estos pueblos era totalmente mágico e 
inescrutable para Occidente pero que aun así daba lugar a lógicas conservacionistas 
importantes. El propio Brosius tenía más de tres décadas de trabajo en esta loca-
lidad y escribió el ensayo antes mencionado justamente para hacer un llamado de 
atención a estas prácticas de romantización. Sus principales quejas consistían en 
señalar que esta descripción mistificaba y desmaterializaba el sistema de creencias, 
el conocimiento de estos pueblos; lo reducía a un mero mito ecológicamente útil. 
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Ello implicaba no solo perder de vista la historia y la base empírica de estos saberes, 
sino también todo posible aprendizaje que pudiera dar lugar a mejores prácticas 
forestales. Su objetivo al señalar a estos puntos era hacer ver cómo en un afán por 
“salvar” a un pueblo y un territorio se caía en prácticas que romantizaban y mistifi-
caban las creencias locales y que removían todo estatus de conocimiento al ignorar 
las prácticas materiales e interventivas asociadas con dichas creencias; ello borraba la 
agencia de estos sujetos pero también hacía imposible aprender acerca de sus modos 
de habitar el bosque de maneras sostenibles, pues esto último simplemente no se 
apreciaba si era una mera consecuencia de su espiritualidad y no de un profundo 
conocimiento de cómo explotar los recursos de su entorno. 

Lo que yo quisiera recuperar de este caso es precisamente cómo lo que denuncia 
Brosius es una clara instancia de una injusticia epistémica en la justicia contributiva 
pues se borra la agencia epistémica de este pueblo y con ello se pierde de vista el 
carácter interventivo, empírico y material de su cosmovisión. El costo final de este 
movimiento no es solo la infantilización de este pueblo sino la imposibilidad de 
crear un diálogo multicultural en el cual los saberes de este pueblo pueda servir de 
base para prácticas forestales en ese y otros territorios.

Así, para cerrar, este segundo ejemplo ilustra de manera contundente cómo la 
noción de injusticia epistémica puede aplicarse no solo a las prácticas productivas 
de corte colonial y extractivista (algo que se hizo en esta misma sección con el caso 
de la modernidad en capas), sino también a las apuestas ambientalistas que buscan 
superarlas. En ambos escenarios vemos cómo la relación ser humano-naturaleza 
está mediada por Mundos-de-la-vida que distan mucho de ser meros relatos y que 
pueden concebirse en tanto narrativas de corte material-semiótico que estructuran 
cómo se simboliza, actúa e interviene en el mundo. Estas narrativas son irreduc-
tiblemente colectivas y dan lugar a genuinos choques de mundos en los cuales el 
diálogo multicultural puede verse obstruido vía numerosas formas de injusticias 
hermenéuticas o testimoniales. Tener las herramientas necesarias para reconocer 
estas situaciones es un primer paso para dejar de lado estos desencuentros. 

Conclusiones

Quizás hoy en día resulta por demás complicado imaginar un sujeto colectivo irre-
ductible y que pueda ser presa de injusticias epistémicas como las aquí descritas. 
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Empero, un ejemplo sencillo8 quizás nos ayude a aterrizar el aparato conceptual 
desarrollado hasta ahora. Pensemos, por ejemplo, en los patrones textiles que suelen 
encontrarse en diversas ropas típicas indígenas y que en años recientes han sido 
objeto de apropiación cultural por parte de modistos que integran estos patrones 
a sus propios diseños sin observar en ello conflicto ético alguno. Un ejemplo como 
este ilustra dos puntos de interés. Primero, el sujeto afectado es irreductiblemente 
colectivo pues no es una injusticia que ha sufrido este o aquel creador indígena 
sino que es la colectividad entera la que ha sido objeto de un plagio, pues es la 
colectividad entera la que podría, en cualquier caso, considerarse la propietaria y 
autora de dichos patrones. Esa misma peculiaridad es precisamente la que podría 
descalificar a dicha comunidad de cualquier tipo de protección si el concepto de 
propiedad intelectual se circunscribe a productos creados por personas físicas o 
morales específicas. Claramente una colectividad como la aquí descrita no es nin-
guna de estas clases de persona. Peor aun, puede que dicha comunidad carezca de 
las herramientas necesarias para comprender que ha sido presa de una instancia de 
apropiación cultural o, en caso de saberlo, que simplemente sea ignorada si decide 
denunciar. Un ejemplo como este, en su sencillez, quizás aterriza las principales 
intuiciones del presente texto al ilustrar a qué nos referimos cuando hablamos de 
sujetos irreductiblemente colectivos y cómo es que estos pueden sufrir injusticias. 
El caso que aquí nos ha interesado implicaría no ya los textiles sino las formas en 
las cuales se ha tejido una cosmovisión en torno a la naturaleza que es propia de 
dicho colectivo. 

Dicho esto, y a modo de corolario, resta únicamente decir que a lo largo del 
presente texto se ha buscado articular una propuesta que vincule la moderna discu-
sión en torno a la injusticia epistémica en sus muy diversas variedades, por un lado, 
con diversos aspectos que estructuran la relación ser humano-naturaleza y en los 
cuales el conocimiento es un elemento central, por otro. Este ejercicio de vincular 
ambos aspectos ha requerido abandonar los sesgos individualistas e identitarios 
que hasta ahora han caracterizado la discusión en torno a la injusticia epistémica 
para dar lugar a un enfoque mucho más colectivista y centrado en las narrativas 
de corte material-semiótico que estructuran los Mundos-de-la-vida de diversos 
grupos humanos. En el corazón de este desplazamiento yace la intuición de que 
la crisis ambiental contemporánea requiere, de entre muchas cosas, de un diálogo 
multicultural serio en el que se retomen, por un lado, los conocimientos y, por otro, 

8 Este ejemplo está inspirado en un incidente verídico. Véase: https://elpais.com/el-
pais/2019/06/12/estilo/1560295742_232912.html (consulta: 21/04/2020).
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los testimonios de diversos pueblos para así elaborar diagnósticos y remedios que 
atiendan a la variedad de posiciones involucradas. La importancia de este esfuerzo 
se ha ejemplificado en el presente trabajo al hacer ver cómo la injusticia epistémica 
puede hacerse presente ya sea como una afectación a la labor cognitiva o como una 
falla en la justicia distributiva; en ambos casos esto propicia situaciones inequita-
tivas que terminan por dañar a alguien y que, al mismo tiempo, bloquean nuestra 
capacidad de comprender las dinámicas cognitivas involucradas en la relación ser 
humano-naturaleza en el contexto de la crisis ambiental.
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Resumen
El concepto de evidencia, al igual que otros cercanos como verdad, certeza 
o razón, se utiliza mucho pero se define poco. El objetivo del presente 
trabajo es aclararlos y proponer nuevos enfoques teóricos alternativos, que 
resultan poco conocidos y menos discutidos en América Latina, en materia 
de políticas y programas públicos, especialmente referidos a su evaluación. 
El método empleado es la exposición y el análisis de documentos histó-
ricos, teóricos y empíricos que se presentan según la siguiente estructura 
expositiva: 1) una revisión de su evolución filosófica en Occidente, bajo 
diferentes corrientes de pensamiento, 2) un análisis del papel actual que se 
le otorga a la evidencia en materia de políticas públicas en América Latina, 
y 3) un estudio focalizado en torno de su uso en la evaluación, resaltando 
su manejo comunicacional. Se concluye que en la actualidad la “evidencia” 
tiende a identificarse con el producto de modelos estocásticos y pruebas 
estadísticas, pero en los procesos comunicativos de políticas se ha vuelto un 
símbolo poderoso de persuasión que caracteriza un discurso fuertemente 
positivista, acompañado de otro conjunto de términos considerados valio-
sos con los que se identifica, como objetividad, rigurosidad, cientificidad, 
robustez, experimentación y estandarización, entre otros.
Palabras clave: verdad, certeza, probabilidad, argumentación, comunicación

Abstract
The concept of evidence, like other similar ones such as truth, certainty, 
or reason, are widely used, but poorly defined. The objective of this work 
is to clarify them and to propose new ones from alternative approaches, 
less known and less analyzed in Latin America. The method used is the 
exposition and analysis of historical, theoretical and empirical documents, 
which we present in the following structure: 1) a review of its philosophical 
evolution in the West under different streams of thought, 2) an analysis of 
the current role of evidence in Latin American public policies, and 3) a study 
specially focused on the use of evidence in evaluation of public policies, 
highlighting its communicational use. It is concluded that, at present, the 
´evidence´ tends to be identified with the product of stochastic models 
and statistical tests. But in the communicative processes of policies, it has 
become a powerful symbol of persuasion, which characterizes a strongly 
positivist discourse. This is accompanied by another set of terms, conside-
red valuable, with which it is identified, such as objectivity, rigor, scientific, 
robustness, experimentation and standardization, among others.
Keywords: truth, certainty, probability, argumentation, communication.
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¿Dónde reside la verdad? ¿Fuera de nosotros? ¿Dentro de nosotros? ¿En Dios? 

¿En las cosas del mundo? ¿En las evidencias más simples o en las teorías más 

complicadas? ¿En la razón o en el corazón? ¿En la eternidad o en la historia? 

¿En el individuo o en la colectividad? (Droit 2011: 21). 

Introducción

Existe una amplia variedad de conceptos de evidencia en la evolución filosófica 
de Occidente, incluso en la actualidad, dependiendo de las corrientes de 
pensamiento en las que se inserta. Se ha ido pasando de identificarla con 

la verdad y la certeza indiscutibles a caracterizarla como el resultado de la aplica-
ción de modelos y pruebas estadísticas sólidas. Adicionalmente, en el campo de 
la comunicación de las políticas públicas se ha ido adoptando un discurso que se 
refiere muy insistentemente a la “evidencia científica”, generalmente del segundo tipo 
(probabilístico), pero sin aclararlo expresamente, y a veces incluso en un lenguaje 
que induce a confundirla con el primer sentido (certeza plena), ejerciendo de esa 
manera una presión cultural que inhibe la emisión de cuestionamientos. Como se 
verá más adelante, se trata de persuadir respecto de un enunciado tácito (Majone, 
1992), destacar el carácter persuasivo de la argumentación (Reygadas, 2009), su 
contenido de poder (Foucault, 1966; Cejudo, 2010), sugerir decisiones basadas en 
valores, ideologías, intereses, motivaciones y posiciones (Bracho, 2010), destacar 
políticas exitosamente comunicadas (OEA, 2012) frente a las cuales el desacuerdo es 
mal visto si se dicen basadas en el conocimiento científico o técnico (Shore, 2010), 
entre otros.

Conocer y debatir el planteamiento anterior permitiría a los académicos y prac-
ticantes de las políticas públicas y su evaluación reflexionar acerca del papel que 
cumple el discurso sobre las evidencias en nuestro contexto, cuando se le identifica 
con un enfoque que se autocaracteriza como único de tipo “científico” y/o cuando la 
ambigüedad en su interpretación se deja librada al interlocutor. Consecuentemente, 
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el objetivo de este artículo es profundizar en las conclusiones antes sintetizadas 
mediante la presentación y discusión de la revisión realizada, con la intención de 
elucidar conceptos y proponer enfoques alternativos, poco conocidos y menos dis-
cutidos en América Latina. Evidentemente, el trabajo no avanzó en forma lineal, 
pero aquí se presenta con una estructura ordenada para facilitar la comunicación: 
1) una revisión de su evolución filosófica en Occidente, bajo diferentes corrientes de 
pensamiento; 2) un análisis del papel actual que se le otorga a la evidencia en materia 
de políticas públicas en América Latina; y 3) un estudio especialmente focalizado 
en torno de su evaluación, resaltando su manejo comunicacional. Las conclusiones 
parciales del primer punto constituyen el marco teórico de análisis para el segundo, y 
de igual forma, las del segundo permiten abordar el tercero, objetivo final del trabajo, 
que se concreta en la discusión final y conclusiones aportadas. El método empleado 
en esta revisión fue la búsqueda y el análisis de documentos históricos, teóricos y 
empíricos, siguiendo autores reconocidos, que se consideró realizan aportaciones 
significativas al tema desde la filosofía, el lenguaje, la comunicación, las políticas 
públicas y su evaluación. En esta última materia se agregó además una revisión en 
Internet sobre la utilización recurrente y vaga del concepto de evidencia en diversos 
países latinoamericanos.

Conceptos y enfoques teóricos sobre la evidencia 

Evidencia es un término muy utilizado pero que resulta confuso, poco definido y 
muy relacionado con otros tantos conceptos tan complicados y discutibles como 
verdad, certeza, razón, conocimiento, ciencia, prueba, medida, utilidad, racionalidad, 
entre otros. Ante la dificultad de precisarlo, algunos autores prefieren señalar lo que 
consideran que no es – mito, creencia, moda, fe –, aunque en esta diferenciación no 
hay consenso; mientras otros sienten la necesidad de adjetivarlo para darle mayor 
fuerza, refiriéndose, por ejemplo, a la evidencia rigurosa, contundente o robusta. 

Este trabajo presenta inicialmente algunas definiciones de fuentes reconocidas 
del concepto, analiza brevemente su evolución en el tiempo y sus variaciones en 
el marco de diferentes enfoques teóricos y lenguas diversas. Para ello se parte de 
definiciones de diccionario y se sigue el camino marcado por prestigiados autores 
de diversas disciplinas, pertinentes para desentrañar su devenir filosófico (Xirau, 
Reygadas y Contreras, Marías, entre otros), las aportaciones de la lógica (Lefevre, 
Montes de Oca), la epistemología (Feyerabend, Popper), el lenguaje (Chomsky, De 
Saussure, Foucault, Reygadas) y el vocabulario jurídico (Couture).
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En torno del primer aspecto, conviene señalar su origen epistemológico del latín 
ēvidens, que significa visible o manifiesto. El Diccionario de la Real Academia Espa-
ñola define a la evidencia como “el conjunto disponible de hechos o de información 
que indican si una creencia o proposición es verdad o válida”, mientras el Diccionario 
Panhispánico de Dudas la identifica con la certeza clara y manifiesta de la verdad 
o realidad de algo. La evidencia así entendida puede ser de tipo ontológico (basada 
en la percepción de objetos), epistemológico (fundamentada en la experiencia o el 
conocimiento) o incluso intuitivo. Todo esto parece indicar que algo evidente no deja 
lugar a dudas; en consecuencia, deberíamos tener consenso respecto de su certeza y 
verdad. Sin embargo, estas definiciones nos remiten a otras, como habíamos anti-
cipado, sin que exista consenso en torno de conceptos hegemónicos homogéneos y 
entre los que se observará una suerte de circularidad.

En relación con su evolución y enfoques, en la antigüedad, partimos de la acep-
tación de algún tipo de realidad objetiva, considerada como objeto de estudio desde 
Tales de Mileto (siglo VI a.C.), con base en una combinación de experiencia, racio-
nalidad e imaginación (Xirau, 2011). La certeza era referida como la posesión per-
fecta de la verdad eterna, absoluta, definitiva, perfecta, perseguida por la metafísica 
(Lefevre, 1981). Se contraponía a la opinión y la duda, que podían incluir errores o 
conocimiento insuficiente (Montes de Oca, 1984). Un siglo después, Heráclito de 
Efeso (siglo V a.C.) señalaba que para descubrir el sentido profundo de la realidad, 
más allá de las apariencias, los sentidos corporales eran poco útiles, solo la razón 
podía captar su racionalidad interna. Ya en el siglo IV a.C., Demócrito manifestaba 
su escepticismo y subjetivismo al afirmar que “no se conoce nada porque la verdad 
está en lo profundo” y tampoco confiaba en que el conocimiento sensorial fuera 
suficiente (Reygadas y Contreras, 2009: 144). Esta actitud filosófica fue sustituida 
en el Medioevo por la predominancia de creencias religiosas, que se fueron desva-
neciendo con el Renacimiento. 

Desde el siglo XVII, inicio de la Edad Moderna, se comienza a hablar de ciencia, 
desarrollada a través de dos corrientes opuestas: racionalismo, a partir de Descartes 
en Francia, y empirismo, iniciado por Bacon en Inglaterra (Xirau, 2011). Ante la 
duda sobre la posibilidad del conocimiento objetivo de la realidad se establecen 
exigencias metodológicas estrictas para alcanzar la verdad, ya sea en el plano del 
razonamiento lógico o de la verificación empírica. 

En el caso del racionalismo, la certeza se obtiene privilegiando el método de 
pensamiento deductivo; implica “la adhesión intelectual a la verdad sin temor a 
equivocarse”, pero también se acepta la intuición, que permite captar una idea “clara 



209

núm. 90 · año 42 · enero-junio de 2021 · pp. 205-232

Evidencia: conceptos y usos en la evaluación de políticas …

y distinta” (Montes de Oca, 1984: 101, 137), que no deja duda. En consecuencia, el 
Discurso del método establece cuatro reglas en que, junto con el análisis, la síntesis y 
la enumeración, se menciona la evidencia como criterio de verdad. En el empirismo 
se parte de la observación sensorial de casos de la realidad y mediante el método 
inductivo se reflexiona hasta alcanzar un conocimiento cuya verdad se verifica 
mediante contrastación empírica; su evidencia se obtiene especialmente a través de 
los sentidos. En síntesis, en este periodo se tiene evidencia de fundamento empírico, 
por un lado, y por otro, basada en la intuición y la lógica formal. 

A partir del siglo XIX surgen nuevas ideas en el marco de la llamada filosofía 
contemporánea. Aumenta el número de pensadores que no cree posible alcanzar 
conocimientos absolutos, crecen la incertidumbre y la ambigüedad, y se diversifican 
las corrientes de pensamiento (idealismo, marxismo, existencialismo, positivismo, 
pragmatismo, etc.) que proponen nuevos métodos como la lógica dialéctica, mien-
tras el empirismo se reduce. Para Marías, la realidad es concebida como mundos 
múltiples, las teorías son diversas, contradictorias y dinámicas: “Ningún sistema 
puede pretender una validez absoluta y exclusiva, porque ninguno agota la realidad; 
en la medida en que cada uno de ellos se afirma como único, es falso. Cada sistema 
filosófico aprehende una porción de la realidad” (Marías, 1980: 5). Frente a la idea 
desarrollada por el cartesianismo y el idealismo, que consideraba la verdad como 
coherencia interna del pensamiento, William James retoma un concepto realista: 
correspondencia entre la conciencia y la cosa. Afirma: “Son ideas verdaderas aque-
llas que podemos asimilar, validar, corroborar y demostrar; falsas ideas, las que no.” 
(Xirau, 2011: 402).

Por otra parte, el desarrollo científico positivista ha inducido a pensar en una 
realidad reducida a información cuantitativa, manejable con métodos lógico-mate-
máticos y una evidencia de hechos percibidos por los sentidos. Pero dicha evidencia 
también tiende a confundirse con creencias basadas en el comportamiento cultural 
y ético esperado en la regularidad de la experiencia y su extrapolación al futuro, que 
no pueden considerarse ciertas, sino meramente probables. Algunas creencias son 
claramente falsas, pero otras presentan diferentes niveles de racionalidad; todas 
pueden llegar a ser socialmente admitidas como verdades. Pueden expresarse como 
mito, religión, arte o ideología, que contribuyen a la identidad del grupo social. 
Olivé (1988) afirma que tampoco el concepto de racionalidad es claro, está cargado 
de prejuicios y mitos, pero cumple un importante papel ideológico que se relaciona 
con la cientificidad, la objetividad y la intersubjetividad.

También han surgido importantes investigaciones que relacionan esos concep-
tos con el lenguaje, que hace posible su comunicación. El estudio de la lingüística 
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estructural (de Saussure, 2008) y la gramática generativa (Chomsky, 1992) permiten 
comprender la relación entre creencias, evidencias y verdades. Ellas pueden ser 
tratadas como conjeturas (Popper, 2007), sometidas a procesos de “falsación”, y 
acabar siendo abandonadas.

Por otra parte, el positivismo ha ido enfrentando fuertes cuestionamientos desde 
el relativismo, la mecánica cuántica, la similitud entre ciencia y mito (Feyerabend, 
1975), el teorema de la imposibilidad de Godel, entre otros, limitando la modeliza-
ción de sistemas consistentes y completos. Lefevre afirma: “Nuestra época está lejos 
de ser exclusivamente científica. Sigue penetrada por elementos de pensamiento 
teológicos y metafísicos, [reconoce que] la disyunción racional y rigurosa es un 
procedimiento indiscutible, pero su alcance es limitado y su campo de aplicación, 
restringido. […] Lo real, el contenido, presenta innumerables e imprevisibles mati-
ces”. (Lefevre, 1981: 82, 105, 107).

La crítica posmoderna a la modernidad va dirigida a su fundamentación en 
la razón, sus valores y logros materiales alcanzados, así como al tipo de hombre y 
sociedad que postula. Rechaza la idea de acumulación y progreso del conocimiento, 
cuestiona las creencias sobre la verdad, el conocimiento, el poder, el individualismo 
y el lenguaje (Flax, 1987). La investigación científica ya no persigue verdades inmu-
tables, leyes válidas para todo tiempo y lugar, sino verdades útiles (pragmatismo) 
para el “progreso” social. Esa utilidad se traduce en la obtención de ganancias para el 
mundo empresarial o en la eficacia para alcanzar objetivos gubernamentales ligados 
al poder (Lyotard, 1984), que tratan de mantener un mundo unívoco fundado en 
valores únicos y supuestamente compartidos. Pero la verdad y el método para obte-
nerla dejan de ser únicos; la verdad se construye (Bachelard, 2000), dando lugar a 
un nuevo relativismo: el constructivismo. Ningún conocimiento, supuesto, método 
o teoría se considera superior a otro y la “evidencia conclusiva” no existe. Foucault 
(1966) señala que la verdad siempre es relativa, legitima el poder en turno y es con-
trolada por este; puede incluso llegar a limitar la manera de pensar (Giddens, 2006).

Lo importante no son ya los hechos sino sus diversas interpretaciones posibles, 
siempre difusas e inciertas, que provocan diferentes significados en un contexto de 
relativismo cultural y ético y de secularización de las instituciones modernas. Existen 
entonces distintos niveles de evidencia, incluso en el conocimiento científico. En 
este contexto, el lenguaje, estudiado por Heidegger, Gadamer o Derrida, se vuelve 
central, se considera que todo es texto y que el hombre está inmerso en él.

En torno de la multiplicidad de enfoques teóricos, los principales (racionalismo, 
empirismo, positivismo, relativismo, pragmatismo) han ido siendo sintéticamente 
referidos; sin embargo, apenas hemos hecho alusión al constructivismo, que en las 
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últimas décadas ha venido ganando fuerza en contextos como Alemania, Francia e 
incluso los Estados Unidos, y que tiene particular importancia para el caso que en 
el siguiente apartado nos proponemos analizar. 

El constructivismo es una corriente que se generó hace aproximadamente un 
siglo, impulsada por teóricos opuesto al positivismo como Vygotsky y Mead, Mos-
covici y Bachelard. Logró salir airosa aunque algunos positivistas prestigiados como 
Carnap dudaron de la posibilidad de utilizar el método experimental en campos 
alejados de la física, especialmente en las ciencias sociales, debido a los riesgos éticos, 
las dificultades metodológicas de experimentar en la sociedad o la posibilidad de que 
los resultados fueran contraproducentes. No obstante, el constructivismo desapare-
ció hasta retomar su presencia en los años setenta con los trabajos de epistemología 
genética de Piaget, que plantearon problemas como la separación positivista de 
sujeto y objeto, reflexión y acción, teoría y práctica, investigación básica y aplicada, 
conceptos abstractos y experiencias concretas, etcétera. 

Le Moigne (1994) vuelve a cuestionarse si la autonomía de la ciencia es posible 
o se trata de una suerte de religión revelada que hay que respetar. Propone sustituir 
el reduccionismo racionalista y positivista por el pensamiento complejo (Morin, 
1998), sin mutilaciones, captando especialmente las interrelaciones de la realidad. 
También se retoman posturas críticas como las de Feyerabend o Popper que piensan 
que la certeza surge más de la convicción personal que de un conocimiento absoluto. 
La complejidad, la incertidumbre y la imprevisibilidad de fenómenos emergentes 
se vuelven características intrínsecas de los sistemas sociales. En consecuencia, Le 
Moigne postula que los objetos de investigación no son dados, sino que “se cons-
truyen” de manera interdisciplinaria y con amplios contenidos de participación e 
interpretación social. 

En los Estados Unidos, Berger y Luckmann (1966) sostienen que todo el cono-
cimiento de la realidad diaria se deriva y es mantenido por las interacciones sociales 
cuyos significados acaban convirtiéndose en facticidades externas e independientes 
al hombre. Gergen propone que se remplace el supuesto de la verdad verificada 
mediante la naturaleza, por el de verdad creada (construida) en comunidad. “Hablar, 
entonces, de ‘mundo material’ y ‘relaciones causales’ no es describir de modo exacto lo 
que existe, sino participar de un género textual: beber de un inmenso repositorio de 
inteligibilidades que constituyen una tradición cultural particular” (Gergen, 2007: 
99). La “objetividad” surge entonces de la intersubjetividad, de la negociación de 
significados entre la gente. El lenguaje, entonces, vuelve a aparecer como elemento 
fundamental para trasmitir un mundo difuso, carente de sentido único, y se retoma a 
De Saussure (2008), quien señala su carácter reificador en las interacciones humanas, 
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es decir, que constructos arbitrarios terminan por ser considerados como objetos 
reales, ajenos a su construcción social. Significante y significado no son estables, se 
transforman continuamente, provocando que el lenguaje sea relativo y cambiante.

Esto planteamientos también enfrentan críticas desde la relación entre cono-
cimiento y poder (Foucault, 1966). En realidad, los debates epistemológicos se 
desarrollan junto a los discursos políticos del poder y el control. En fin, para el 
construccionismo nada es absoluto, universal o eterno.

Antes de dar por terminada esta revisión resulta importante hacer referencia 
a la evidencia en otro campo de investigación (policial y criminalística) y en otro 
contexto geográfico. Dentro del primero, los antecedentes datan por lo menos de la 
mitad del siglo XIX (Bentham, 1843). Actualmente se distinguen tres conceptos claves 
y cercanos: indicio, prueba y evidencia (Couture, 2005). La evidencia se entiende 
como todo elemento que permite establecer de manera clara la relación entre otros 
dos elementos encontrados en la escena del delito (ej. huellas dactilares). En este 
sentido, la evidencia se usa para probar, en lugar de que se presenten pruebas que 
conduzcan a producirla, como señala la Academia; indica “si una creencia o propo-
sición es verdad o válida”. 

Por último, dos palabras sobre el uso de “evidencia” en el idioma inglés. Evidence 
es toda prueba que se alega en un proceso judicial; y agrega que, en español, solo 
sería aceptable como sinónimo de prueba evidente, esto es, prueba clara y manifiesta. 
En esta definición, entonces, evidencia es sinónimo de prueba; nuevamente, no se 
trata de un conjunto de pruebas que conducen a la evidencia (en singular), sino que 
puede haber evidencias diversas y en sentidos incluso opuestos. 

Como síntesis de esta revisión, consideramos que evidencia, verdad y certeza 
han perdido completamente su sentido original y absoluto, que solo permanecen 
presentes en los enfoques positivistas aún vigentes y en el lenguaje policial.

Debate teórico sobre el papel de la evidencia en las políticas 
públicas

En el caso de las políticas públicas y, como veremos después en su evaluación, el papel 
que juega el concepto de evidencia es de suma importancia. Al respecto se expone 
el trabajo de uno de los pocos autores de amplio reconocimiento en este campo 
de aplicación (Majone), que cuestiona la supuesta precisión y las bases científicas 
postuladas por el positivismo, destacando el carácter persuasivo, no neutral, de la 
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evidencia. Este es seguido de los aportes de autores más recientes que argumentan 
en forma similar (Cejudo, Bracho, Reygadas y Shore, entre los principales).

Para Majone (1992: 356) la evidencia constituye un aspecto descuidado en el 
análisis de políticas a pesar de que requiere grandes cantidades de datos, aun-
que de dudosa confiabilidad y significación. La evidencia no es un dato ni de una 
información, es “información seleccionada e introducida en un punto específico 
del argumento para persuadir a un auditorio particular de la verdad o falsedad de 
un enunciado tácito”. Debe valorarse en cada caso en función de muchos factores, 
incluyendo la capacidad persuasiva del analista.

Un problema importante que Majone encara es el de los modelos diseñados para 
formular políticas, tratando de emular el éxito de las ciencias “duras”. Generalmente, 
se brindan los resultados de un modelo cuyos supuestos y funcionamiento desco-
nocemos y asumimos sus productos como “hechos”, ya que no podemos verificarlos. 
Modelos diferentes, alimentados con los mismos datos, conducen obviamente a 
distintas recomendaciones de política. Por eso, deberían constituir solo un elemento 
más a utilizar en un argumento, junto con otros datos e información. Sin embargo, 
incluso para que los resultados de los modelos sean usados como evidencia deben 
satisfacer ciertos requisitos de procedimiento en función de distintos tipos de ella, 
testimonios, pruebas de hecho, presunciones e interpretaciones, es decir, diferenciar 
los datos, la información, la evidencia y las conclusiones. Sin embargo, las inferencias 
realizadas a partir de los datos no suelen someterse a ningún tipo de escrutinio, 
con lo cual se transforman en actos de fe, como sucede en las religiones, lo que nos 
recuerda la posición de Feyerabend respecto de la ciencia.

Agrega Majone que el analista difiere mucho del científico, supuestamente neu-
tral según la tradición positivista; el analista es un productor de argumentos para 
persuadir al decisor en favor de una política. Los cálculos de una evaluación y los 
instrumentos matemáticos, estadísticos y econométricos que permiten obtenerlos 
son importantes, pero deben complementarse con una adecuada argumentación 
que los respalde y los justifique. Esto nos lleva a la necesidad de mejorar los méto-
dos y las condiciones del discurso en todos los niveles y etapas, valiéndonos de la 
retórica para formular argumentos convincentes e implantar políticas adecuadas, 
luego de analizar su factibilidad. Con este planteamiento reaparece la importancia 
del lenguaje en torno de las evidencias. 

En similar sentido que Majone, Cejudo menciona que el proceso de políticas 
públicas, lejos de ser una simple decisión racional, está moldeado “por las institucio-
nes, el entorno organizacional, el marco legal, las condiciones políticas y económicas, 
y los valores sociales en juego. A esta lista agrega uno más: el discurso” (Cejudo, 2010: 
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93). Propone su estudio desde el enfoque constructivista, para recuperar los signi-
ficados construidos socialmente, resaltando su carácter persuasivo y su contenido 
de poder. Es decir que quienes toman decisiones se basan más en narrativas causa-
les que en evidencias. En relación con la evaluación, retoma la cita “los resultados 
empíricos nunca hablan por sí solos. La valoración de evidencia siempre depende 
de los criterios usados, y esto criterios están, inevitablemente, determinados por la 
política” (Fischer, 2003: 9).

Por otro lado, Bracho plantea que su “pregunta central se refiere a las posibili-
dades de utilizar evidencia en el diseño y la implementación de políticas públicas” 
(Bracho, 2010: 293). Retoma el trabajo de Simons (2004), quien señala que las políti-
cas ya han sido clasificadas en función del uso que hacen de la evidencia: a) políticas 
que no toman en cuenta la evidencia (evidence-ignorant policy); b) políticas que están 
al tanto de la existencia de evidencia pero no la aplican (evidence-aware policy); c) 
políticas que consideran la evidencia, pero que no están completamente modeladas 
por ellas (evidence-related policy); d) políticas que se perciben con influencia de la 
evidencia (evidence-influenced policy); y e) políticas moldeadas y basadas en evidencia 
intencionalmente buscada, relativa a relaciones causales entre los propósitos busca-
dos, las opciones de acción y los resultados (evidence-based policy). Las últimas dos 
las considera similares al modelo de solución de problemas (Weiss, 1979). 

Bracho también retoma tres de los métodos de generación de evidencia (Davies, 
2004): revisiones sistemáticas, estudios referidos a proyectos específicos y estudios 
piloto y de caso. Estos brindan datos e información que se incorpora a la argumen-
tación o construcción teórica que sustenta su comunicación, como ha señalado 
Majone. De esta forma, Bracho sintetiza que las Evidence-based Policy o Políticas 
basadas en evidencia (PBE) son “un tipo de política pública basada en investigación, 
que aplica procedimientos rigurosos y sistemáticos para la recolección de datos y 
se preocupa por la transformación de estos en conocimiento formal de carácter 
utilizable para la toma de decisiones”. Finalmente, señala la PBE como “un instru-
mento de negociación y cabildeo que permita informar a los tomadores de decisión 
de sus efectos, resultados e impactos, haciéndola más sensible a las necesidades de 
sus usuarios” (Bracho, 2010: 307, 311). Esta autora no ignora las diferencias entre la 
actividad política y la científica, que dificultan la utilización de la evidencia; tampoco 
que se requiere una diversidad de enfoques y miradas, o que las decisiones se toman 
sobre valores, ideologías, intereses, motivaciones y posiciones, pero propone que se 
utilice la mejor información o evidencia de que se disponga. 
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Reygadas también afirma que “Su aporte es decisivo con respecto al debate 
político, la negociación, la construcción de consensos ciudadanos y la comprensión 
de una de las operaciones fundamentales que construyen nuestra conciencia por 
medio del lenguaje, la emoción y la intuición: argumentar” (Reygadas, 2009: 9). Por 
esto, nos propone estudiar el paso de los simples esquemas lógicos y dialécticos al 
discurso destinado a persuadir a los demás, en el marco de su contexto, mediante un 
enfoque interdisciplinario, de complejidad, desde el constructivismo, y focalizado 
en la intersubjetividad.

Finalmente, Cris Shore (2010) y María Clemencia Ramírez (2010), aunque no 
se refieren específicamente a la evidencia, incluyen para completar, desde la perspec-
tiva crítica, la visión insinuada por Majone respecto de la formulación de políticas 
públicas y su relación con el lenguaje. Ramírez señala que las políticas públicas han 
sido tratadas y percibidas por la sociedad como algo neutro, ajeno a la política y 
el poder. De ahí la importancia de estudiar las ideologías, los intereses y objetivos 
concretos de los tomadores de decisiones, así como los significados culturales y 
símbolos sociales, que Shore presenta como similares al mito en sociedades no 
letradas, así como postula su necesario estudio interdisciplinario. Este se refiere a 
la fuerte presencia del positivismo y las teorías de elección racional en los estudios 
de políticas públicas y su tratamiento como una actividad casi científica, a pesar de 
la importancia que el lenguaje, la retórica y la persuasión han ido logrando. Con-
sidera que las políticas buscan unir a la gente en un fin común y levantar fronteras 
simbólicas que los diferencien de los demás, a través del lenguaje, discurso y poder, 
así como del uso de técnicas literarias y teatrales. Resalta que el desacuerdo es mal 
visto cuando los asuntos se presentan como conocimiento científico o técnico, que 
debe ser manejado por expertos. Opina que las políticas son “ambiguas y polisémicas, 
tienen múltiples significados que no pueden ser siempre especificados con precisión 
científica” (Shore, 2010: 34).

Como hemos podido ver, las políticas públicas pueden nutrirse de “evidencias” 
como datos, información, pruebas; pero para ser efectivas requieren un lenguaje 
adecuado, que comunique y persuada de su conveniencia. 

Usos de la evidencia en la evaluación de políticas y programas 
públicos

La evaluación busca contribuir a mejorar el diseño y la implementaciónde las polí-
ticas y los programas públicos para la obtención de mejores resultados e impactos 
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en torno de los problemas públicos que encaran. Al ser parte del proceso seguido 
por las políticas y los programas, recogen e incluso exacerban la discusión del punto 
anterior en torno del denominado enfoque de PBE, cuya difusión mundial es impor-
tante y casi única en Latinoamérica.

Las conclusiones de las evaluaciones nunca son evidentes en el sentido de ofrecer 
información cierta, verdadera y suficiente que pueda expresarse en un juicio por 
todos compartido. Sus conclusiones no son categóricas, muestran algunos aspectos 
positivos y otros negativos. Estos últimos justifican el trabajo evaluativo al permitir 
identificar problemas y proponer soluciones que lleven a mejorar el objeto evaluado. 
Pero también suelen discutirse en función del enfoque teórico asumido (principal-
mente positivista o constructivista) o los métodos y técnicas aplicados.

Sin embargo, existe una tendencia a hablar de sus resultados como “evidencias”, 
que se presenta a continuación mediante consultas en Internet acompañadas de la 
revisión literaria pertinente al tema, con la intención de mostrar su extensa difusión, 
pero sin pretender de ninguna manera ser exhaustivos respecto de su prolífera pro-
ducción. Por ejemplo, en 2005, la V Conferencia Bienal de la European Evaluation 
Society (EES), organizada en Sevilla, España, se dedicó a Learning, Theory and 
Evidence. Se trataba de las tres bases de la evaluación contemporánea (aprendizaje, 
teorías y pruebas), discusión que no estaba presente en nuestro contexto latinoa-
mericano. Como pude verse, evidence fue traducido como pruebas y referido a las 
corrientes que buscaban darle un enfoque “científico” al proceso de políticas públicas, 
trabajando con base en evidencias logradas en pruebas experimentales rigurosas y 
con normas estrictas (Campbell y Stanley, 2005). En América Latina, evidence apa-
rece emparentada con el positivismo predominante en el desarrollo de evaluaciones, 
con avances importantes en Colombia, México y Chile, donde prácticamente no 
se hace mención de las alternativas teóricas presentes en Europa, principalmente 
el constructivismo. 

Las diferencias relevantes entre la tendencia positivista latinoamericana y los 
contados ejemplos alternativos de evaluación (por ej. en el gobierno de la Ciudad 
de México), se sintetizan en el cuadro 1.

Cuadro 1: 
Enfoques de la evaluación: principales características

Énfasis positivista Énfasis constructivista

Trata de descubrir una verdad única y obje-
tiva.

Considera que existen múltiples y subjeti-
vas verdades.
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Énfasis positivista Énfasis constructivista

Utiliza un método “científico”, similar al de 
las ciencias físico-naturales.

Emplea métodos diversos de las ciencias 
sociales.

Considera que todos los programas deben 
evaluarse de la misma forma (estandariza-
ción).

Propone que cada evaluación debe cons-
truirse en función de las características 
específicas de su objeto.

Reconoce los estudios experimentales como 
el método más riguroso de medición de eva-
luaciones de impacto.

Utiliza métodos diversos de medición y 
explicación del impacto.

Valora la cuantificación (medidas y prue-
bas) muy por encima de la información 
cualitativa.

Reconoce la contribución tanto de los 
métodos cuantitativos como de los cuali-
tativos.

Promueve la realización de trabajos por 
expertos, reduciendo el papel de la parti-
cipación social.

Realiza trabajos especializados, pero pro-
mueve la participación social.

Prioriza el análisis disciplinario, de corte 
económico.

Enfatiza la necesidad de contar con equipos 
interdisciplinarios, integrados en función 
de las necesidades del objeto a evaluar.

Fuente: Adaptado de Cardozo (2011: 56).

Después de la experiencia mencionada han proliferado las ponencias en Congresos 
de EES y artículos publicados en Evidence & Policy Journal, referidos al tema de 
evidences entendidas como pruebas, que pueden consultarse en la página web de 
dicha sociedad. En algunos casos se especifica que por evidence se hace referencia 
básicamente a la documentación del programa, bases de datos y estadísticas oficiales. 
En general, tratan temas como su medición, su uso y los factores que la afectan, 
utilizando evidence reviews (documentación tradicional de la intervención), encues-
tas, entrevistas a informantes-clave, estudios de caso, etc., en campos tan variados 
como salud, energía, agua potable, cambio climático, entre otros. Algunos trabajos 
críticos señalan el descuido de la persuasión política y la negociación para incidir 
en la utilización de evidencias y recomiendan realizar análisis del discurso; otros, 
la influencia de factores pragmáticos ajenos a la evidencia científica, pero de mayor 
peso en la toma de decisiones (otros valores e intereses, simplicidad, congruencia 
con otros programas en curso, etc.), provocando que esta solo cumpla una función 
simbólica.

El tema de la evidencia se ha vuelto tan relevante que ha dado lugar a la corriente 
llamada PBE, ampliamente expandida, como veremos a continuación. Se trata de una 

50
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política (Libro Blanco del Gobierno Británico, 1999), impulsada por el entonces pri-
mer ministro del Reino Unido, Tony Blair, con base en el antecedente de la “medicina 
basada en evidencia”, que busca evitar el peso de la ideología y las presiones políticas, 
tomando decisiones en forma objetiva, rigurosa y efectiva, con base en la convicción 
de que los resultados son más efectivos cuando los programas se diseñan tomando 
como base la evidencia científica. O sea, se refiere al impacto o la relación causal 
entre un programa y sus efectos, medidos a través de experimentación. Autores 
como Cairney (2016) abordan el tema en el contexto británico.

El enfoque ha sido retomado en la Organización de Estados Americanos (OEA). 
En un trabajo de 2012 se reconoce la ambigüedad del término evidencia, que se 
entiende como información recolectada a través de un proceso sistemático. En cuanto 
a la política basada en evidencia sistemática, la OEA considera que es la surgida de 
investigaciones objetivas, completa y relevante, además de exitosamente comunicada, 
no solo datos empíricos. Los decisores políticos deben valorar la evidencia útil con 
base en criterios como relevancia, objetividad, precisión, credibilidad y aplicabilidad, 
y tomar en cuenta su calidad y costo (Segura, 2012).

Además, la PBE ha tomado especial importancia en Australia, Nueva Zelanda y 
EUA (paladines de la Nueva Gerencia Pública, con la que aparece vinculada), así como 
en Canadá. Algunas iniciativas de estos países como la Cochrane Collaboration, 
la Campbell Collaboration, la International Initiative for Impact Evaluation (3ie), 
el Abdul Jameel Latif Poverty Action Lab ( J-PAL LAC), la Alliance for Useful Evi-
dence, la Commission on Evidence-Based Policymaking, y múltiples publicaciones 
(Coe, 2004; Pawson, 2006; Banks, 2009; Head, 2010; Davies, 2012; French, 2018; 
Leuz, 2018; entre muchos otros) muestran su importancia. Incluso en EUA existen 
páginas que pretenden calificar programas con criterios científicos (la Coalition 
for Evidence-based Policy entre 2008 y 2015, y la Social Programmes That Work, 
actualmente) para que gestores públicos identifiquen fácilmente los programas que 
logran presentar evidencia de nivel superior (Top tier evidence). También es posible 
encontrar trabajos en este sentido en Alemania (Adam et al., 2018).

También hay críticos en estos países; Parkhurst (2017), por ejemplo, señala que 
la mayoría de los trabajos de políticas basadas en evidencia han fallado a la hora 
de comprender la naturaleza política de la toma de decisiones y su influencia en la 
forma en que la evidencia puede ser usada. 

En España, la entonces Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas 
y la Calidad de los Servicios (Aeval) definía la evaluación como “un proceso integral 
[…] que permita alcanzar un juicio valorativo, basado en evidencias” (Aeval, 2010: 
13). Raya y Zalakain (2011) reiteran que no es lo mismo información que evidencia, 
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y manifiestan que en España se investiga poco, hay limitada evidencia científica y 
ella se sustituye con opinión, intuición, inercia, imitación o ideología. La PBE se 
aplica desde la década de 1980; se usan revisiones sistemáticas y experimentación, 
de escasa utilidad y alto costo, pero no se incluye la pluralidad de métodos de las 
ciencias sociales. Citan a Pinilla (2006), quien aporta que los procedimientos cien-
tíficos y democráticos discurren por cauces separados y tienen objetivos distintos, 
pero pueden conciliarse en la PBE, que sustituye la búsqueda de políticas óptimas por 
políticas robustas, definidas como técnicamente correctas y políticamente aceptables.

Pasando a América Latina, una rápida mirada en Internet nos muestra que esta 
insistencia en la evidencia es compartida por otros países como Colombia, Perú, 
Ecuador, Chile, Argentina o México. En el primero de ellos, el lema del Sistema 
de Seguimiento y Evaluación (Sinergia) es “Sinergia, incidiendo con evidencia”. 
Por ejemplo, Jaramillo, López y Castro (2018), responsables de la evaluación de 
impacto de un programa, expresan que no existe evidencia suficiente para respaldar 
su efectividad. 

En el caso peruano se menciona que una evaluación auténtica, se basa “en eviden-
cias observables y medibles” (Huerta, 2018: 159). Por su parte, Almeida (2017) pre-
senta trabajos de la Semana de la Evidencia 2017 en Ecuador, denominada “¿Cómo 
crear políticas públicas basadas en evidencia empírica?”, que promovió el uso de datos 
y evidencia científica, entendida como información comprobada o comprobable, 
para la construcción de políticas públicas.

En cambio, la Dirección de Presupuestos de Chile, encargada de las evaluaciones, 
solo parece referir un curso llamado Incubadora para la Generación de Evidencia 
en Programas Públicos, en coordinación con la Oficina para Latinoamérica del 
J-PAL LAC; sin embargo, hay documentos en Internet, supuestamente relacionados 
con el tema, que no permiten el acceso. Torres (2015) señala la creciente impor-
tancia de la evidencia desde la última década del siglo pasado, para remplazar las 
políticas ideológicamente sustentadas por políticas basadas en la toma racional de 
decisiones, rigurosa y sistemática. Sin embargo, considera que, a pesar de la idea 
de certeza asociada con el concepto de “evidencia científica”, esta no está exenta de 
incertidumbres y controversias.

Para ejemplificar el caso argentino nos referimos a un trabajo de Bertranou 
(2019), que trata de las fallas en la producción de evidencia sobre los problemas 
públicos y las posibles respuestas de política pública, así como dificultades a la hora 
de incorporar esta evidencia en el núcleo mismo del proceso decisorio.

En México, el discurso de la evidencia ha sido ampliamente desarrollado, espe-
cialmente en referencia a la evaluación de impacto, desde el Consejo Nacional de 
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Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) a nivel federal y asumido 
sin mayor discusión por la mayoría de los órganos estatales y de los profesionales 
de la evaluación. No hay que olvidar que el lema del Coneval es “lo que se mide se 
puede mejorar”,1 reduciendo la evaluación a la medición. Con objeto de mostrarlo, 
transcribimos párrafos seleccionados de algunos documentos incluidos en su página 
web (www.coneval.org.mx): 

En las últimas décadas, contar con evidencia que sustente la implementación de 
políticas públicas ha cobrado mayor importancia para la administración pública. 
Esto significa medir las relaciones causales entre los bienes y servicios que entregan 
los programas públicos y las problemáticas que pretenden resolver. (Evidencia sobre 
la efectividad de las políticas sociales: 1).

En un país que busca consolidar la democracia y la rendición de cuentas es funda-
mental que exista evidencia objetiva …Sería ingenuo pensar que las decisiones pre-
supuestarias sólo se basan en evidencias técnicas… pero sería una falta de respeto a la 
ciudadanía que las cuestiones políticas siguieran siendo el único criterio para decidir 
el destino de los recursos de la población (Memorias del Coneval 2006-2015: 13). 

El Coneval es una institución que se ha vuelto un referente a nivel nacional e inter-
nacional en la generación de información y evidencia objetiva con rigor técnico …. 
En ese sentido, el Coneval 1tiene como propósito fomentar el uso de la evidencia que 
genera para la toma de decisiones en materia de desarrollo social. (Identificación y 
clasificación del uso de la información del Coneval para la mejora de la política de 
desarrollo social: 4).

La evaluación de impacto busca encontrar evidencia sobre el nivel de efectividad de 
las políticas públicas… (Memorias del Coneval 2006-2016: 47). 

El Informe de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 2018 analiza el desem-
peño de la política de desarrollo social en México con el propósito de que las admi-
nistraciones (federal, estatales y municipales) cuenten con evidencia e información 
para la elaboración, monitoreo o evaluación de sus planes y programas de gobierno. 
Para elaborar este Informe, el Coneval utiliza la evidencia acumulada a lo largo de 

1 La expresión original de Peter Drucker tenía un sentido diferente: “lo que no se mide no 
se puede mejorar”.
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diez años… El propósito principal de este informe es mostrar la evidencia sobre 
la situación actual del país … (Evaluación de la política de desarrollo social 2018)

Con la finalidad de proporcionar evidencia útil que contribuya a la integración del 
Presupuesto de Egresos de la Federación 2020 … (Información Coneval para el 
proceso presupuestario: 2020).

 El Coneval considera prioritario generar evaluaciones que proporcionen evidencia 
sobre los resultados de los programas sociales respecto a las problemáticas que 
atienden…. que contribuyan a disponer de evidencia sobre la efectividad de los 
programas sociales… (Incubadora de evaluaciones de impacto, s/f )

A estos documentos pueden agregarse participaciones del entonces secretario eje-
cutivo del Coneval, como un capítulo de libro y una nota que presentan la política 
de nutrición basada en la evidencia (Hernández y Mujica, 2008). Pero el tema de 
la evidencia aparece también en eventos académicos, cursos y manifestaciones de 
organizaciones patronales y civiles: 

• Seminario “10 años del Coneval: pobreza multidimensional y buenas prác-
ticas de monitoreo y evaluación 2015”. Una de las cinco mesas organizadas 
se dedicó a “Uso de la evidencia para el diseño de la política pública”, con 
dos ponencias provenientes del Banco de México y la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación que plantean la necesidad de contar con evidencia 
científica y empírica en sus actividades.

• La “Semana de la Evaluación 2019” que incluyó los Paneles “Uso, generación 
de evidencia y aprendizaje participativo”, “Uso de evidencia para la toma de 
decisiones en las entidades federativas” y “Monitoreo y evaluación con el uso 
de evidencia en la política pública”, así como la Mesa redonda “Evaluación 
y democracia: el papel de la evidencia en la toma de decisiones”. 

• “La evaluación en la política basada en evidencia”. Se encuentra en un video 
sobre evidencias en la evaluación del desempeño de programas públicos, 
que forma parte del Diplomado de Evaluación de Políticas y Programas 
Públicos, impartido por la Unidad de Evaluación del Desempeño de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

• La Confederación Patronal de la República Mexicana (2019), señala que 
“México necesita datos confiables de los tres órdenes de gobierno para 
poder desarrollar política pública con base en evidencia.”
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• Gestión Social y Cooperación, AC (Gesoc) se presenta como un “organismo 
de la sociedad civil especializado en la generación de evidencia y solucio-
nes metodológicas útiles y robustas para que las iniciativas sociales de los 
gobiernos…”

Varios trabajos mexicanos mencionan las metodologías propuestas por el enfo-
que, como la revisión sistemática (Flores-Crespo, 2013), los estudios experimenta-
les o cuasiexperimentales de impacto y estadísticas de Big Data o grandes masas 
de datos sobre procesos y productos para el monitoreo periódico (Davies, 2004). 
Flores-Crespo reconoce que la evidencia no se logra solo privilegiando técnicas 
cuantitativas.

En un estudio realizado por el Centro para el Aprendizaje sobre Evaluación y 
Resultados para América Latina y el Caribe (Clear), se muestra que existe un bajo 
nivel de utilización de la evidencia en varios países latinoamericanos como Colombia, 
Costa Rica o Perú, entre otros (Pérez y Maldonado, 2015), problema no exclusivo 
de América Latina en referencia a resultados de evaluación (Cardozo, 2015). Este 
sólo alcanza un nivel intermedio en Brasil, Chile y México. La evidencia, calificada 
como sólida o rigurosa se refiere a los resultados o productos de las evaluaciones 
efectuadas. El Centro para el Aprendizaje en Evaluación y Resultados para América 
Latina y el Caribe (Clear) presenta muchos motivos por los que la PBE no avanza, 
como costos monetarios, tiempo y otros factores políticos, sociales y económicos.

Discusión

En nuestra cultura actual, términos como evidencia, certeza o verdad aún conservan 
parte de la connotación absoluta que se les atribuyó en la Antigüedad. La evaluación 
de políticas y programas públicos y su retroalimentación para mejorar el diseño de 
estos ha tomado frente a ella dos actitudes distintas. 

Por un lado, quienes, desde la aproximación positivista, tratan de convencer de 
que solo su modelo de gestión se apega a esas ideas absolutas y, en consecuencia, 
debe aplicarse ignorando toda alternativa, como se ha mostrado en la revisión rea-
lizada, especialmente en América Latina. En la mayoría de los casos no se define la 
evidencia, pero se hace referencia a diferentes aspectos complementarios entre sí y 
vinculados con ella: documentación, bases de datos, estadísticas oficiales y demás 
información recolectada en forma sistemática, resultados de pruebas rigurosas o 
investigaciones objetivas completas y relevantes. La “evidencia” aparece como un 
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efecto casi mágico que emana de los datos y métodos revisados para aportar si no 
certeza, al menos convicción. Lo mismo sucede con las PBE en América Latina, en 
que la “evidencia científica” se dice utilizada como insumo de una toma de decisiones 
racional y rigurosa. En el caso mexicano, Coneval no la define, pero la identifica con 
datos confiables y robustos, tratamiento técnico riguroso y medición de impacto 
experimental o cuasiexperimental.

Por otra parte, quienes defienden una actitud crítica y constructivista de evalua-
ción, casi inexistente en los gobiernos de América Latina y con poca presencia en 
sus trabajos académicos, hemos visto que se apegan al relativismo filosófico que en 
ciencias sociales fue impulsado por los trabajos de Kuhn, Lakatos y Feyerabend, así 
como por el posmodernismo. A estos trabajos se agregan los estudios sobre el papel 
del lenguaje, la argumentación o el discurso del poder, retomados en las políticas 
públicas. En consecuencia, su concepto de “evidencia” se aproxima a un argumento 
basado en información estadística seleccionada y poder, que moviliza valores y 
emociones, con objetivo de persuadir a otros, en un contexto legal, institucional, 
económico y social particular. En otras palabras, la evidencia podría considerarse 
el efecto conjunto de datos, pruebas, argumentos y emociones que coinciden en 
señalar un desempeño similar de una política o programa, dentro de un discurso 
y en un contexto de poder.

Lamentablemente, en este momento, la pandemia del Covid-19 muestra políti-
cas nacionales de salud diferentes, aunque todas argumentan basarse en evidencia 
científica, con posiciones enfrentadas sobre uso de cubrebocas, diagnósticos, posibles 
tratamientos, importancia relativa de la salud y la economía, entre otros. México, a 
pesar de su exitosa comunicación pública diaria, basada en datos y argumentación 
para persuadir sobre el enfoque adoptado, no deja de enfrentar dudas. Considero 
que se trata de un excelente ejemplo de la ausencia de evidencia, justificada por la 
reciente aparición del virus, pero cuya presencia es invocada como fundamento de 
distintas posiciones, y del papel que el discurso, el poder y la economía juegan en 
el diseño de una política en que la misma vida humana está en juego.

Conclusiones 

Una conclusión que parece clara es que el concepto de evidencia ha vivido una 
transformación a lo largo de los siglos que la ha ido alejando paulatinamente de la 
idea de certeza absoluta vigente en la Antigüedad. Sin embargo, hoy nos enfren-
tamos a una falta de contenido preciso de este y otros términos analizados, que se 
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han ido introduciendo en forma creciente en la cultura actual, con una valoración 
positiva que pocos cuestionan. ¿Evidencia es verdad, prueba, información, resultado 
de evaluación? Quienes defienden esta posición han sacralizado la palabra, la han 
embellecido de objetividad, rigurosidad y utilidad, y la han contrapuesto a los mitos. 
Por el contrario, quienes no la comparten destacan el papel jugado en su concepción 
por el lenguaje, la argumentación y las creencias. 

Especialmente en materia de evaluación y rediseño de políticas públicas, en el 
caso de varios países latinoamericanos, la revisión presentada destaca la importancia 
de pensar en el lenguaje empleado en su comunicación. La “evidencia” se ha vuelto 
un símbolo que caracteriza el lenguaje de un enfoque teórico, que se identifica con 
otros términos cargados de valor positivo en su discurso, como objetividad, rigu-
rosidad, cientificidad, expertise, medición cuantitativa, modelos y datos robustos, 
cuasiexperimentación, estandarización, entre otros. Excepcionalmente, la “eviden-
cia” así entendida acepta ser complementada con alguna técnica cualitativa y solo 
se limita a ella cuando no hay posibilidad alguna de medir en forma cuantitativa. 
Este modelo, fuertemente positivista, se plantea como el único serio y respetable, 
y se impone como argumento de autoridad donde hay otros posibles. Su enfoque 
no se discute en nuestra región, prácticamente no se conoce otro, a pesar que se 
le han señalado fallas importantes como la falta de explicación de los resultados, 
simplemente medidos (Banco Mundial 2004) y desde la academia existen intentos 
por desmitificarlo (Roth, 2009; García y Cardozo, 2017). 

Cuando efectivamente se cree con honestidad que este es el mejor enfoque, es 
posible debatir con pleno respeto de sus defensores, pero si se ponen en práctica 
procesos deliberados de manipulación del lenguaje para impedir su cuestionamiento, 
ya no hay solo una discrepancia teórico-metodológica, sino de fuerte contenido ético.
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La obra de Enrique Semo, La conquista, catástrofe de los pueblos originarios 
adquiere toda se profundidad en el contexto del conjunto de la obra del Autor. En 
su notable Historia del capitalismo en México. Los orígenes. 1521/1763, publicada en 
1973, Semo llegó a un puerto que, durante cincuenta años, lo ha comunicado con 
otros. Ahí anunciaba la tesis de La conquista (en dos volúmenes): “El primer tomo 
de esta historia del capitalismo en México se inicia con la conquista… y termina 
en los albores de las profundas transformaciones socioeconómicas que caracteri-
zan los últimos cincuenta años de la época colonial” (1980:15). Según el autor, este 
periodo “corresponde definitivamente a la etapa capitalista de la sociedad mexicana” 
(1980:15), por lo cual, “la sociedad novohispana forma parte del sistema colonial del 
capitalismo europeo naciente” (1980:16). 

Desde entonces, Semo siguió estudiando este gran tema. En 1989, junto al 
arqueólogo Enrique Nalda, escribió: De la aparición del hombre al dominio colonial, 
del siglo XVI hasta el XVIII. Mientras que Nalda escribió sobre el “México prehis-
pánico: origen y formación de las clases sociales”, Semo lo hizo sobre “Conquista y 
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colonia”. Más recientemente, en el año 2006, escribió: Los orígenes. De los cazado-
res y recolectoras a las sociedades tributarias. 22,000 a.c.- 1,519 d.c. Ahí sostuvo: “Lo 
que llamamos historia antigua de México empieza con la aparición del hombre en 
nuestro territorio y termina con la llegada de los españoles y la destrucción de las 
culturas aborígenes” (2006: 13). 

Ya sea hacia atrás, hasta el poblamiento de América hace 22 000 años; sea hacia 
adelante, hasta el capitalismo europeo y la explotación colonial entre los siglos XVI 
y XVIII, el viaje de dos milenios y medio encuentra en la conquista su aconteci-
miento-ruptura: las matrices históricas se funden violentamente y lo nuevo surge 
de lo viejo, producto de esa hibridación. Es ahí cuando la conquista adquiere las 
características de una tragedia universal en todo el planeta, y dentro de ella, las de 
una catástrofe para los pueblos originarios, en esta nuestra parte del mundo.

Con esta dimensión reflexiva añejada durante medio siglo y varios libros de por 
medio, en La conquista el autor da cuenta del ordenamiento del Nuevo Mundo, de 
sus territorios y de sus pueblos, a través de la violencia fundacional de un nuevo 
sistema de dominación, explotación y despojo: el capitalismo, que destruye y recons-
truye, que despuebla y reasienta poblaciones enteras. “Los españoles se dieron cuenta 
de que no podían explotar eficientemente ni catequizar con efectividad a un pueblo”, 
escribe el autor, “disperso en áreas remotas, donde evadiría el tributo y practicaría 
ritos prohibidos” (2019: 67). 

Sobre esta base se reorganizó la geografía humana y se conformó la nueva 
sociedad en suelo americano a través de la distinción social: repúblicas de indios, 
repúblicas de españoles. De acuerdo con ello, Semo sostiene que el sistema colonial 
no hizo más que afianzar el modo de producción capitalista, asegurándole, con las 
extraordinarias riquezas del nuevo continente, la superexplotación del trabajo indí-
gena y la del medio millón de esclavos africanos, un festín de acumulación originaria. 
Ante la cimentación del capitalismo como modo de producción surgió la afirmación 
de la resistencia de los pueblos originarios como negación del orbe colonial. Puesto 
que si durante el siglo XVI el capital vino al mundo “chorreando sangre y lodo, por 
todos los poros, desde la cabeza hasta los pies”, según escribió Marx (2000: 950), 
esta ha sido la sangre de los hijos del Nuevo Mundo.

Mientras que en el primer volumen se presenta a los amerindios y su mundo, a los 
europeos del capitalismo mercantil y los españoles recién salidos de la Reconquista, 
así como a los esclavos africanos, en el segundo se estudia la conquista en el inmenso 
territorio que se convertiría en la Nueva España y en el México independiente, antes 
de la invasión norteamericana del siglo XIX. Mexicas en el Anáhuac, chichimecas en el 
Gran Septentrión, mayas, zapotecos y mixtecos en el Sur-Sureste, son los actores de  
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las mortíferas guerras libradas contra los europeos en inmensos territorios y durante 
varios siglos. En dos volúmenes (más de ochocientas páginas) el autor ha escrito la 
historia como catástrofe y resistencia de los pueblos originarios, durante el cataclismo 
de un mundo y la emergencia del otro. 

El primer volumen da cuenta de los actores de la conquista: amerindios y afri-
canos, europeos y españoles; de las relaciones entre el Viejo y el Nuevo Mundo, 
entre el feudalismo tardío y el capitalismo temprano. Es la formación de una econo-
mía-mundo y de un imperio colonial euro-americano basados en la expropiación y 
apropiación de capital arrancado a las colonias, sojuzgadas por la distinción racial y 
la pigmentación de las relaciones de dominación: blancos europeos, negros africanos, 
indígenas cobrizos, e incluso, posteriormente, amarillos orientales. “Ninguna de 
estas identidades y categorías históricas existía en el mundo antes de 1492” (2019: 
42). Estas nuevas relaciones de dominación fueron el fundamento de una cultura 
de racismo que se agregó a la relación de clase social. “La distinción racial se integra 
a la distinción de clase” (2019: 47), escribió Semo a propósito del racismo, que, al 
sembrar la distinción del color, creaba hombres y poblaciones objeto, quebrantán-
dolos hasta lo más íntimo de su sustancia, como pensaba Fanon. 

Paradójicamente, al enajenarse y al asimilar esa pigmentación que los inferiori-
zaba, en ocasiones suscitaba en los indígenas la imitación de los opresores para así 
desracializarse, para así blanquearse. De tal suerte que el racismo funcionó como 
aglutinador de la sociedad colonial, a través de la pigmentación de las relaciones 
sociales, que en el mestizaje encontró una vía para el blanqueamiento. Por ello, de 
acuerdo con Semo, esta es una sociedad injusta y sobre todo desigual; una riqueza 
inmensa convertida en grilletes para los desposeídos; una subordinación identitaria 
pigmentada por cobrizos, negros y luego amarillos; una simbiosis de racismo-cul-
tura que se impuso sobre los colonizados (y que después se reprodujo entre ellos, 
dirigiéndose contra ellos); el espejo en el cual nuestra sociedad puede contemplar 
sus propios rasgos. 

Al estilo de Eric Wolf, quien abrió su Europa y la gente sin historia con el capí-
tulo dedicado a “el mundo en 1400”, Enrique Semo lo hizo con “América 1491: el 
factor aislamiento”. Éste impidió el desarrollo de inmunidades frente a las “epidemias 
euroasiáticas y africanas”, que durante siglos castigaron al Viejo Mundo (la peste 
negra, que diezmó la población europea a una tercera parte) causando “una heca-
tombe unilateral sin precedentes durante la conquista de América” (2019: 132). No 
obstante, también creó estrechos lazos de comunidad, solidaridad e igualdad: “La 
ausencia de formas de explotación y de dominio”, analiza Semo a propósito de las 
comunidades arcaicas basadas en el parentesco, “creaban un ambiente de libertad 
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que llevó a estas tribus a defender su modo de vida y su independencia con una 
valentía y una perseverancia sin límites” (2019: 92). Eso será vital para entender la 
resistencia de los pueblos.

Ese mundo mexica que terminaba en las costas del Golfo de México y el Pacífico, 
en los límites de Mesoamérica y las selvas de Centroamérica, estaba rodeado por 
dos grandes bloques naturales: los desiertos de Aridoamérica, y en particular el de 
Chihuahua, y las selvas de Centroamérica. El factor aislamiento, por un lado, y el 
factor natural, por el otro, crearon los marcos geográficos de las formaciones sociales 
y funcionaron como actores colectivos del paisaje social. 

En el segundo tomo, Semo estudia la conquista del inmenso territorio en el 
que vivían todos los pueblos originarios y al cual los españoles llamaron Nueva 
España. “No hay en el pasado antiguo nada que se le asemeje, y deja de existir sólo 
consumada la independencia” (2019a: 11), escribió el autor. Para él, la presencia de los 
europeos modificó profundamente la geografía humana indígena, pero no la eliminó. 
“La historia prehispánica no se interrumpió, no cesó con la llegada de los españoles 
[…] Éstos desembarcaron en ella y la utilizaron en su provecho. También elites 
indígenas trataron de aprovechar la llegada de los europeos en su favor” (2019a: 19). 
Por tanto, los actores del teatro de la conquista no son dos, como solía presentarse 
en la historia que se nos contaba cuando éramos niños: españoles todopoderosos 
y cándidos indígenas. 

Es más, para él los símbolos de la nación mexicana son representativos solamente 
de los mexicas o aztecas. “Los mitos que la rodean se manifiestan en el águila, la 
serpiente y el nopal mexica que están en todos los símbolos nacionales actuales con 
un sentido fundacional”, escribió “pero para muchos pueblos indígenas no significan 
eso y para los africanos y los mestizos menos aún” (2019a: 19). A propósito de las 
dimensiones de la identidad patriótica, Semo afirma:

El concepto criollo de nación mexicana poco tiene que ver con los verdaderos orígenes 
y la historia de la nación moderna. La inclusión plena del norte chichimeca y el sur 
cambia completamente la historia de la conquista” (2019a: 19-20).

Dedicado a la conquista de la Nueva España, el segundo tomo explica las causas 
que la hicieron posible, sus dimensiones geográficas y alcances civilizatorios, pero 
también su reverso: la resistencia, en una serie de formas y estrategias. Es la histo-
ria de la caída del centro mesoamericano y de la resistencia de los hijos del Gran 
Septentrión (Aridoamérica) y del Sur-Sureste novohispanos.
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En 1521, Tenochtitlán, la portentosa capital del imperio mexica, era tomada 
por los españoles y con ello los pueblos sometidos al dominio azteca “se liberaron 
y recobraron su dispersa autonomía” (2019a: 15). Durante el periodo posclásico 
(1200-1521), el centro mesoamericano fue el escenario de una exacerbación de la 
actividad bélica y el ascenso al poder de los guerreros. Los mexicas construyeron 
su imperio conquistando a numerosos pueblos que los odiaban profundamente y 
se sublevaron cuando la llegada de Cortés y sus tropas les dio la oportunidad. Por 
ello, el imperio azteca no cayó por la creencia en el mito de Quetzalcóatl ni por el 
genio de Hernán Cortés y la acción de los ejércitos españoles (entre 1529 y 1570 no 
había más de 8 000, o máximo 17 000 españoles), sino por la gran rebelión de 1519: 
la de los pueblos sojuzgados, y su pacto con los españoles. El desmoronamiento del 
Imperio azteca, cuya preeminencia en el centro duró poco más de un siglo, tuvo 
entre los indígenas a uno de sus más grandes actores (la “alianza anti-azteca”, le llamó 
Semo). “Fue así como en la toma de Tenochtitlan participaron 200 mil indígenas y 
apenas 700 españoles […] Fue una guerra de indígenas oprimidos por los aztecas 
contra los aztecas” (2019b).

Con la intención de esquivar la visión lineal de la conquista, el autor dividió su 
estudio en tres superáreas, para así observar las originalidades de cada una. En las 
tres, la geografía juega un rol fundamental en la conformación de las actividades 
económicas y las formaciones sociales y políticas. El norte minero, ganadero y misio-
nal: el Gran Septentrión o Aridoamérica; el centro o Anáhuac y el Sureste señorial 
y agrícola; estas últimas pertenecen a Mesoamérica. Cada una constituye unidades 
diferentes, cada una tiene un tiempo y un espacio propios y, por ende, su historia 
debe contarse por separado. En cada una de ellas, la peculiaridad de la conquista 
“marcará profundamente el régimen colonial que sobre ellas se levanta” (2019a: 28).

En Aridoamérica, como en Yucatán, la naturaleza propició enormes espacios 
libres, regiones de refugio y emancipación, de dominio inestable y precario. “Tierras 
de refugio, de indígenas libres, pueblos permanentemente en guerra que no logran 
ser conquistados […] pero con los cuales hay intercambios desiguales, campañas de 
esclavización y acuerdos transitorios de todo tipo” (2019a: 28). Enrique Semo, quien 
durante años impartió clases en las universidades de Ciudad Juárez y Alburquerque, 
está familiarizado con las formas de resistencia armada de los apaches, chichimecas 
o comanches (cuyo territorio de 625 000 kilómetros cuadrados era más grande que 
toda la América Central), quienes opusieron una tenaz resistencia, mas no lograron 
articular una rebelión de mayores dimensiones que pusiera fin al orden colonial. 

De ahí que las rebeliones indígenas durante la colonia fueran “guerras de baja 
intensidad” (2019a: 17), el desafío a una soberanía no totalmente vencida, y la rup-
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tura de una sumisión inicial debido a existencias incumplibles. “Podemos hablar 
en términos modernos de una guerra de baja intensidad”, califica Semo, “no como 
lo indica el sentido actual del término, como una estrategia planificada, sino como 
resultado de las particularidades militares de los contendientes” (2019a: 35). Ante 
el desafío, los españoles se adaptaron, crearon instituciones y prácticas militares: 
presidios, destacamentos, entrenamientos nuevos para sus soldados. Así, junto a la 
lógica de contención militar llegó la persuasión política: negociaciones, pactos, rega-
los, ofertas de misiones. De esta manera se alternaba la represión con la persuasión 
y se aminoraba la fragilidad del control sobre el territorio. 

Dentro de esa estructura de dominación colonial, Semo señala que apaches, 
comanches, coras, tecuales y mixtecos, aunados a itzaes, mopanes, lacandones, ceha-
ches, chanes y canules en el Gran Septentrión y el Sur-Sureste, poblaron gigantescas 
“zonas de emancipación que son un ejemplo de la conquista inconclusa […], el domi-
nio precario, que destaca la huida como mecanismos de resistencia, de la posibilidad 
de inventar un espacio de libertad fuera o al margen del dominio colonial” (2019a: 
29). El solo hecho de escapar a esas zonas alteraba el régimen de dominación colonial 
que fijaba al hombre a la tierra. “En vez de eliminar o desplazar a los indígenas con 
el fin de disponer de espacios vacíos, el imperativo era reducirlos a pueblos manejables. 
Es decir, congregarlos en establecimientos de nueva planta que facilitaba su conver-
sión y explotación” (2019a: 33). No obstante, aunque esta resistencia no quebraba 
las estructuras de dominación colonial, sí las desafiaba; en esos espacios, regiones 
y geografías, los indígenas podían reconstruir sus formas de vida y su sentido de 
libertad e igualdad, haciendo que el dominio español fuera precario e inestable.

En el periodo independiente se desató una nueva embestida contra las tierras 
de los pueblos de indios: tierras, aguas y bosques, salvaguardados por las cédulas 
reales, fueron expropiadas por multitud de ranchos, haciendas o fincas. Bajo la idea 
del progreso y el desarrollo nacionales, los liberales consideraron que las tierras en 
manos de las comunidades indígenas (y también las de la Iglesia) debían servir para 
afianzar el programa triunfante. Durante el siglo XX, e incluso en nuestros días, se 
ha preservado la misma visión: los megaproyectos del istmo de Tehuantepec y el 
Tren Maya son una nueva cara del viejo programa. 

Las reflexiones de Semo sobre la construcción de “espacios de libertad”, “zonas 
de emancipación” indígenas, dentro del orbe colonial y como resultado de éste, 
invita a pensar en las resistencias actuales de los pueblos originarios a propósito de 
la defensa del territorio y la autonomía. En ese sentido, Semo escribió que desde la 
desaparición del Partido Comunista Mexicano (PCM), hace casi 40 años: socialismo, 
comunismo, poscapitalismo o altermundismo “tienen presencia en México sólo en 
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el movimiento comunitario del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) 
y algunas expresiones menores como el Movimiento Comunista Mexicano” (Semo, 
2020). Hace medio siglo que la izquierda predominante olvidó ser anticapitalista.

El zapatismo, expresión de la izquierda anticapitalista y eje de gravitación del 
Consejo Nacional Indígena (CNI) –a su vez, órgano de articulación de los pueblos 
originarios de México–, ha sostenido que el enemigo de la humanidad es el capi-
talismo y debe ser combatido, aun cuando las crisis cíclicas preconicen su muerte. 
Los zapatistas le han asemejado a la Hidra de Lerna, porque cuando una de sus 
cabezas era cercenada en realidad se fortalecía, y se ha regenerado en formas insos-
pechadas: no solo como derechas pro-neoliberales y represoras, sino como gobiernos 
progresistas que llegaron al poder con enorme legitimidad, cuyo discurso y políticas 
anti-neoliberales han profundizado el capitalismo. 

En esta época, mientras “se destruyen los territorios y se despueblan”, para así 
“reconstruir y reordenar” de acuerdo con “las leyes del mercado”, según escribió el 
entonces Subcomandante Insurgente Marcos –en un tono que recuerda los pasajes 
de Semo sobre el reasentamiento de los pueblos–, “todos somos el enemigo a vencer” 
(Marcos, 2017: 156, 157). ¿Todos? La humanidad, la naturaleza y todas las posibili-
dades de crear un mundo para la vida. Para alterar este caótico curso destructivo, 
la rebeldía a escala planetaria es la medida de nuestras ilusiones.

La resistencia de los pueblos originarios es la afirmación de la vida ante la des-
trucción de las formas de vida. Es resultado de una creatividad social extraordinaria 
cuyo objetivo es crear un hecho inédito en términos de cambio social a gran escala: la 
emergencia de otro mundo. Semo invita a cuestionarnos si en verdad la resistencia es 
ese instante en el cual se interrumpe la destrucción del mundo; si en el pasado se ha 
sembrado la semilla de la cual florecerán los futuros inéditos, los mundos posibles.
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A primera vista, la obra Reestructuración productiva de la industria automotriz 
en el Estado de México 1994-2016, de Rosa Silvia Arciniega, podría incluirse en la 
extensa literatura ocupada en documentar y analizar los procesos de reestructu-
ración productiva en una rama de actividad, en este caso, la industria automotriz; 
tales estudios abundaron a finales de los ochenta y a lo largo de los años noventa.

En México, los procesos de reestructuración productiva fueron implementados 
por las empresas, principalmente manufactureras, con el fin de responder a los cam-
bios en la demanda de productos; dicho cambios fueron propiciados en parte por 
la transición del modelo sustitutivo de importaciones hacia el modelo secundario 
exportador. El vuelco hacia el mercado externo y sus cada vez mayores exigencias de 
variedad y calidad en los productos, productividad y competitividad en sus formas 
de operación cuestionaban el funcionamiento de los sistemas de producción y sus 
diversos componentes: tecnología, organización de la producción y del trabajo, rela-
ciones laborales, perfiles ocupacionales, gestión de recursos humanos y las culturas 
organizacionales, laborales y sindicales. 
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La reconversión productiva de ese momento estuvo orientada principalmente a 
sustituir algunos de los principios tayloristas fordistas, ampliamente reconocidos 
por su rigidez, adoptando medidas toyotistas que apuntaban a flexibilizar sus dife-
rentes ámbitos. La mayoría de los estudios con la temática de la reestructuración 
productiva se encargaron de documentar las transformaciones que provocaba la 
adopción de los principios toyotistas a cambio de los tayloristas y sus efectos en la 
organización y los actores productivos; a evidenciar la parcialidad de las transferen-
cias; a cuestionar la inviabilidad de la sustitución aséptica, tal cual, de un modelo 
por otro sin reconocer la influencia de las características de la unidad productiva 
y de las relaciones de fuerza existentes entre los diversos actores productivos. Tal 
vez, la distinción más importante de estos procesos reestructuradores es que gene-
ralmente se concentraron en el piso de la producción, dejando fuera otros ámbitos 
de la empresa y del contexto en el que se encontraban insertas.

Sin embargo, al adentrarnos en la lectura del texto de Arciniega emergen varias 
cuestiones que difieren de esa primera oleada de investigaciones orientadas a dar 
cuenta de los procesos reestructuradores en las empresas. A diferencia de los estudios 
pioneros, centrados en documentar los cambios y sus consecuencias en los actores, 
principalmente a nivel del proceso de trabajo, la obra de Arciniega, adicionalmente, 
recupera el contexto en el que se desenvuelven las empresas, en virtud de los elemen-
tos explicativos que ahí se encuentran, poniendo especial atención en el contexto 
local y sus instituciones. 

Otro componente innovador en la investigación de la doctora Arciniega es la 
inclusión que hace del funcionamiento de las plantas proveedoras, en articulación 
con las plantas terminales; las primeras dedicados a suministrar los componentes 
a las segundas, evidenciando con ello la complejidad y los riesgos que enfrenta la 
industria automotriz que actualmente opera bajo nuevos mecanismos, propios de 
la producción flexible, como el justo a tiempo y la calidad total, mecanismos intro-
ducidos en los procesos reestructuradores de los ochenta. En el marco del acelerado 
cambio tecnológico, suscitado en las últimas décadas, la organización productiva 
de la industria automotriz también se modifica, ahora utiliza las redes o nodos 
productivos y, al interior de las plantas, el llamado sistema modular, aspectos de los 
que también da cuenta el texto en cuestión.

De esta manera, la autora aborda la reestructuración productiva contemporánea 
de la industria automotriz que en su búsqueda de competitividad cruza fronteras 
e incursiona en nuevos territorios, o bien profundiza su presencia en los espacios 
pioneros. En este caso, se ocupa de esta rama industrial ubicada en el Estado de 
México, definiendo la temporalidad del estudio a partir de la firma del Tratado de 
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Libre Comercio con Estados Unidos y Canadá (1994) hasta el año 2016. Su abordaje 
contempla dos niveles: el contexto impactado por una nueva división internacional 
del trabajo junto con la organización de redes productivas; y un segundo nivel que 
corresponde al interior de las plantas, donde examina los sistemas productivos 
mediante el concepto de configuraciones sociotécnicas, término propuesto y desarro-
llado por De la Garza (1998) que ahora se retoma en una investigación más amplia 
sobre industria automotriz (De la Garza y Hernández, 2018) de la cual formó parte 
el proyecto de Arciniega y el libro que nos ocupa constituye uno de los productos. 

Las llamadas configuraciones sociotécnicas si bien contemplan los elementos 
mencionados anteriormente para los sistemas productivos, también incluye otros. La 
combinación de tecnología, organización de la producción y del trabajo, relaciones 
laborales, gestión de la fuerza de trabajo, perfiles ocupacionales y culturas laborales 
impacta a su vez a los sujetos, sus interacciones en el piso de la producción y sus 
relaciones de empleo, temáticas de suma importancia que la autora documenta y 
discute muy bien en el texto. Cabe señalar que, en mi opinión, el término configu-
ración acepta mezclas variadas de los factores constitutivos, en medidas también 
diferenciadas, lo que permite abordar de forma amplia problemas complejos y de 
manifestaciones heterogéneas como el que ocupa a la autora en esta obra. 

Se trata de un estudio que vincula procesos macro con casos micro, con lo que 
se muestra la complejidad de la problemática. El manejo de fuentes estadísticas en 
combinación con un minucioso trabajo empírico en las plantas seleccionadas y sus 
actores, así como una revisión teórica pertinente y actualizada, le permiten construir 
sólidas argumentaciones, pero también identificar nuevos campos de estudio y 
preguntas de investigación para la tan cambiante realidad de la industria automo-
triz que opera en el país. Como en toda obra de este tipo, quedan temas de gran 
importancia señalados que requieren profundizarse, es el caso de la participación 
femenina en esta rama industrial, el crecimiento del componente tecnológico en los 
procesos productivos y su impacto psicosocial en los trabajadores, la demanda de 
la implicación subjetiva de los trabajadores, entre otros. 

La autora desarrolla con suficiencia y pericia la propuesta que anuncia desde las 
primeras páginas del libro; asimismo, hay que agradecerle la lectura guiada de la 
temática desarrollada al enunciar en cada uno de los tres capítulos el objetivo de este, 
la metodología adoptada, las fuentes y los resultados. Finalmente, concluye dando 
respuestas puntuales y fundamentadas a las preguntas planteadas en la propuesta 
inicial y a lo largo de cada capítulo. En síntesis, el libro ofrece un panorama de las 
transformaciones que se están sucediendo en el piso de la producción de las plantas 
tanto proveedoras como terminales de la industria automotriz, ubicadas en el Estado 
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de México, al influjo de los cambios en el contexto en el que se encuentran insertos. 
Se trata de renovados procesos de reestructuración productiva orientados hacia la 
flexibilidad que implica la adopción de diversos elementos del modelo toyotista.

El libro también aporta a los estudios regionales y de historia económica, pues 
la presencia de la industria automotriz en la entidad mexiquense data de los años 
sesenta y su importancia en términos de empleo para sus habitantes es innegable. 
Abona también al conocimiento de la rama automotriz en México y sus transforma-
ciones al influjo de la globalización. Actualmente este constituye uno de los subsec-
tores de mayor importancia para la economía nacional, aunque sus contribuciones 
al empleo y al desarrollo de las regiones donde se localiza sean controvertidas, en 
términos de la calidad del empleo que genera y su encadenamiento con empresas 
nacionales. 
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BERRIO PALOMO, Lina Rosa; CASTAÑEDA SALGADO, Martha Patricia; GOLDSMITH CONNELLY, 
Mary R.; RUIZ-TREJO, Marisa G.; SALAS VALENZUELA, Monserrat; VALLADARES DE LA CRUZ 
(2020) Laura R., Antropologías feministas en México: Epistemologías, éticas, prácticas y miradas 

diversas. Ed. Bonilla-Universidad Nacional Autónoma de México-Consejo Editorial de  
Ciencias Sociales y Humanidades, UAMI-UAMX, México, ISBN UAM: 978-607-28-1847-7,  

ISBN UNAM: 978-607-30-3433-3, ISBN Bonilla Artigas: 978-607-8636-85-3

Antropologías Feministas en México: Epistemologías, éticas, prác-
ticas y miradas diversas constituye un esfuerzo colectivo que plasma 
una poderosa conversación entre antropólogas de varias instituciones, 
regiones y generaciones. A través de 20 capítulos se abordan desde 
los modelos epistemológicos surgidos en los años 80, hasta los acer-
camientos metodológicos, como el dialógico y el colaborativo. Se pre-
sentan trayectorias personales y temas abordados desde la perspectiva 
feminista, que dan cuenta de la persistencia de la cultura patriarcal 
y la violencia estructural que lesiona los derechos de las mujeres y 
de otros sujetos diversos, pero también se documentan expresiones 
de su agencia desde la academia, el activismo político, las organiza-
ciones de la sociedad civil, los movimientos de mujeres indígenas, 
afrodescendientes, campesinas, LGTB+, entre otros; mostrando la 
vigencia del feminismo como una de las corrientes teórico-políticas 
más significativas de este milenio. La obra en su conjunto es una 
contribución a los debates actuales y al diálogo dentro y fuera de las 
ciencias antropológicas.
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CHIHU AMPARÁN, Aquiles (2020), Frames de la comunicación política Spots de las campañas 
presidenciales 2000-2018. Ed. Gedisa-Consejo Editorial de Ciencias Sociales y Humanidades, 

UAMI, México, ISBN 978-607-28-1911-5 

En este libro se propone el modelo de los frames de la comunicación 
política para el análisis del discurso de diferentes actores: políticos, 
periodistas y movimientos sociales. Esta perspectiva teórico-meto-
dológica transdisciplinaria, significa un retorno a los clásicos de la 
sociología y la comunicación política, destacando la centralidad del 
concepto de marco o frame como piedra angular en el desarrollo de 
una teoría de la comunicación. Los frames constituyen formas de 
lenguaje e imágenes mentales que se encuentran en la base de todo 
proceso comunicativo. Se parte de la premisa de que el framing es 
un proceso simbólico de construcción y comunicación de significado, 
que se lleva a cabo mediante el uso de esas formas de lenguaje e imá-
genes mentales en los textos comunicativos. El modelo se aplica a los 
spots de los candidatos ganadores en las elecciones presidenciales en 
México del 2000 al 2018. El modelo permite analizar la estructura, 
arquitectura o anatomía de los spots políticos televisados, tanto en 
el framing de la campaña presidencial (inicio y cierre de campaña, 
imagen, ataque, defensa, problema, solución del problema) como en 
el framing audiovisual (framing visual, verbal y sonoro).
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Este libro tiene como objeto de investigación a la industria de auto-
partes en México, analizando sus procesos de reestructuración pro-
ductiva en diferentes niveles, desde una perspectiva de Región y desde 
las propias plantas autopartistas. El objetivo es indagar tendencias 
de procesos de descentralización productiva y en la política global 
de proveeduría.

El estudio cubre el periodo 1994-2020, del TLCAN, ahora TMEC. 
Se resalta el nuevo rol del segmento de la industria proveedora de 
autopartes, quinta productora a nivel mundial y que concentra el 
89.4% del empleo de la industria automotriz en México, cifras que 
evidencian su importancia estratégica. El tema de las proveedoras de 
autopartes también es muy importante pues actualmente se le vincula 
a la tendencia de automatización de procesos (I 4.0).

Las proveedoras de autopartes no pueden ser analizadas en pro-
fundidad sin contemplar un enfoque regional, pues es una industria 
sumamente integrada en los tres países del TMEC. Se resalta la estra-
tegia global de manufactura en otras regiones, tal como Europa del 
Este, caso que es mostrado no tanto como un estudio comparativo, 
pero sí como referencia para comprender lo que pasa en otros países 
emergentes.

También se profundiza en el nivel de las plantas, a través de los 
mercados internos de trabajo, considerando temáticas como cultura 
organizacional, riesgos psicosociales y re segmentación del mercado 
de trabajo. El análisis que aborda el libro se inserta en el debate sobre 
las tendencias a la convergencia o a la divergencia en los modelos 
productivos y en las relaciones de empleo.

ARCINIEGA, Rosa Silvia (2020), La Industria Automotriz Proveedora de Autopartes en México 
Reestructuración Productiva y Relaciones de Empleo. Ed. Gedisa-Consejo Editorial de Ciencias 

Sociales y Humanidades, UAMI, México, ISBN 978-607-28-1912-2



Iztapalapa Revista de Ciencias Sociales y Humanidades252

núm. 90 · año 42 · enero-junio de 2021 · pp. 249-253

Este libro se inscribe en la polémica actual acerca de la conceptualiza-
ción y formas de análisis del sector servicios más allá de las considera-
ciones de verlos como la producción de intangibles. Específicamente 
está ubicado en la línea de pensamiento que inauguró Horschild 
(1980) con su propuesta de Trabajo Emocional, que luego se siguió 
con la propuesta de Trabajo Estético, con el cognitivo, el moral, el 
interactivo, el subjetivo, el inmaterial. Desde hace algunos años, el Dr. 
Enrique de la Garza propuso el concepto de Trabajo no Clásico. En 
particular enfocado en aquellos servicios que implican la interacción 
cara a cara o en forma virtual, entre empleados y clientes. De tal 
manera que en el proceso inmediato de producción, sea capitalista 
o no, aparece un tercer actor, que es el cliente y cuya presencia es 
indispensable en la generación de estos servicios. Por otro lado, muy 
recientemente ha habido intensiones de usar el concepto de Modelo 
de Producción para los servicios y han aparecido nuevos conceptos 
como el de Disneyficación, Siliconización, etc., que no se habían 
articulado con la línea del trabajo no clásico. En este libro se trata de 
hacer esta articulación, intentando una Teoría unificada del Trabajo 
no Clásico con la de las Configuraciones Productivas, que preferimos 
al de Modelo Productivo.
Este libro incluye una Introducción y dos capítulos teóricos referidos 
al Trabajo no Clásico, a las Configuraciones Productivas y a sus posi-
bles articulaciones. Seguidos de estudios de caso, como los del trabajo 
para uber, de los taxistas, vagoneros, meseros de bares, streamers de 
videojuegos, despachadores de gasolina y estatuas humanas. Al final 
se incluye un capítulo en el que se emprende la tarea innovadora 
de articular el trabajo clásico en automotriz, Bimbo, Telcel y Bana-
mex con los concesionarios, los servicios de atención a clientes, las 
sucursales bancarias y las tiendas al menudeo, bajo el concepto de 
reconstruir la configuración de configuraciones (valga el pleonasmo) 
entre trabajo no clásico y clásico.

DE LA GARZA, Enrique y HERNÁNDEZ Marcela (Coordinadores) (2020), Configuraciones  
Productivas y Circulatorias en los Servicios y Trabajo no Clásico: Fundamentos teóricos y estudios 

de caso. Ed. Gedisa-Consejo Editorial de Ciencias Sociales y Humanidades, UAMI, México,  
ISBN 978-607-28-1914-6 
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